
TOMO LA LEY 2021-B ISSN: 0024-1636 - RNPI: 5074180

CORREO 
ARGENTINO

FRANQUEO A PAGAR

 CENTRAL B CUENTA N° 10269F1

AÑO LXXXV Nº 49

Buenos Aires, Argentina 

Lunes 8 de marzo de 2021

Perspectiva de género  
desde el derecho

Una mirada con 
perspectiva de 
género en el 
derecho ambiental

Leila Devia
2

Aportes del feminismo 
al derecho ambiental

María José Lubertino

3

Derecho a la salud 
de las mujeres
Algunas reflexiones 
sobre derechos 
reproductivos y no 

reproductivos

María Victoria Schiro
4

La deconstrucción 
legal de la expresión 
extrema de 
violencia de género

Paola A. Urbina

6

Desafíos en tiempos 
de pandemia y post 
pandemia en el 
acceso a la salud de 
las mujeres

Acciones en 
perspectiva de género

Gabriela Yuba
8

La carga probatoria 
en situaciones de 
violencia de género

Alejandra M. Malica

10

Derecho tributario  
y género

Silvina É. Coronello

13

Transparencia de género en la Ley 
Modelo Interamericana de 
Acceso a la 
Información 2.0 y 
el rol de la justicia 
tributaria
Agustina O’Donnell

14

La violencia y 
discriminación en el 
ámbito laboral, en 
especial por razón 
de género

Viviana Mariel Dobarro

15

El ensanchamiento de 
las fronteras de género 
y el rol imprescindible 
de la mujer
Liliana H. Litterio

19

8M
Entre las conquistas 
y los pendientes

Julieta Lobato
21

Género y  
Seguridad  
Social

Nadia García
21

Reflexiones sobre 
el derecho a la 
seguridad social 
con perspectiva de 
género

Carolina E. Ibarra

25

Las sentencias sin 
perspectiva de género 

¿constituyen 
violencia 
institucional contra 
mujeres y disidencias 
sexuales?

Noelia A. Barrios Colman- 
María Florencia Clément

27

Techo de Cristal 4.0

Malena Errico

29

El ejercicio de la función 
jurisdiccional en clave de género

Carolina E. Grafeuille

33

¿Para cuándo una 
justicia feminista?

Melanie D. Salcedo

35



2 | Lunes 8 de marzo de 2021

Una mirada con perspectiva de género  
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La ecología política se ha convertido en uno 
de los temas actuales para las relaciones eco-
lógicas de poder en Latinoamérica y el Caribe 
(LAC). Evelyn Arriagada Oyarzún y Antonia 
Zambra Álvarez, entre otras prestigiosas auto-
ras, presentan trabajos interesantes al respec-
to. Sin embargo, me gustaría reflexionar sobre 
otro aspecto de dicha problemática, que es la 
incorporación de una perspectiva de género 
en las políticas ambientales, a través del de-
recho.

“El desarrollo sostenible sin igualdad de gé-
nero no es desarrollo, ni es sostenible”, subraya 
Alicia Bárcena (secretaria ejecutiva de la Co-
misión Económica para América Latina y el 
Caribe - CEPAL). Por ello, insta a cambios es-
tructurales en la región, que tengan como base 
inversiones en el medio ambiente.

La mujer siempre ha estado ligada al medio 
que la rodea; desde los hallazgos arqueoló-
gicos de la era prehistórica se ha demostrado 
que, en el reparto de tareas entre los sexos, las 
féminas han tenido como función primordial 
lo doméstico, el cuidado de la familia, la bús-
queda de alimentos y materia prima a través de 
la recolección, plantación de semillas, utiliza-
ción eficiente del combustible, gestión adecua-
da de los residuos, entre otras.

Esta relación de las mujeres con el medio 
ambiente, y su posición en el lado débil en 
cuanto a los atentados al medio ambiente, han 
dado a la luz dos teorías: una denominada eco-
feminismo y la otra, feminismo ecológico.

La primera esgrimida por Vandana Shiva, 
que destaca la conexión biológica histórica 
y social entre mujer y naturaleza, tratando de 
recuperar y revitalizar los valores matriarcales. 
La segunda discrepa en el sentido de que con-
sidera que la preocupación ambiental no es ex-
plícita en el género, no lo considera una predis-
posición genética, pero sí que esta salvaguarda 
se da de forma diferenciada con los hombres 
en virtud de la relación sexo/género.

Hay que reconocer que ambas teorías coin-
ciden en que los elementos del binomio mu-
jer-medio ambiente han estado marginados y 
sometidos por el sistema occidental patriarcal 
y tecnológico, es decir, dominio del hombre 
sobre la mujer y el crecimiento económico y la 
tecnología por encima de la visión ecológica.

Es preciso, entonces, transformar la realidad 
teniendo en cuenta el feminismo y el ecologis-
mo sin la presencia de dominio de un género 
sobre otro, reconociendo el protagonismo de 
las mujeres como una cuestión imprescindible 
en el impacto positivo del medio ambiente.

Algunos principios ambientales se relacio-
nan estrechamente con la perspectiva ambien-
te y mujer. Estos son:

Principio de desarrollo integral e incluyente: 
El desarrollo integral abarca el derecho de las 
personas a desplegar sus capacidades intelec-
tuales, físicas y artísticas, y a lograr un balan-
ce en su vida personal, familiar y profesional. 
Se inscribe en un humanismo ecológico que 
se centra en el ser humano integral (histórico, 
social y cultural) creador y protagonista de la 
historia y en continuo proceso de transforma-
ción en relación armónica con la naturaleza. 
Igualmente fomenta la innovación continua al 

servicio del ser humano, la sociedad y su entor-
no natural (Sylva, 2011).

Principio de vinculación orgánica con la 
comunidad: Responde al proceso educativo, 
condición insoslayable de cuyo enfoque se 
deriva el interaprendizaje enmarcado en la in-
teracción del sujeto con el medio social y na-
tural. Se articula estrechamente con aquel de 
igualdad y equidad, ya que es en este vínculo 
con la comunidad que estudiantes, docentes 
e investigadores desarrollan no solo conoci-
mientos académicos sino también sociales y 
culturales, que conducen a la valoración de 
todas las personas sin distingo de naturale-
za alguna. La vinculación orgánica abre las 
puertas a una fértil y sostenida relación de 
doble vía por la que la educación superior y 
las comunidades intercambian saberes y se 
benefician recíprocamente. A más del diálogo 
intercultural de saberes, se favorece la línea 
de investigación-acción-participación con 
proyectos conjuntos de beneficio recíproco, 
así como la aplicación creadora del conoci-
miento en emprendimientos múltiples y en 
contexto (Herdoiza, 2015).

Principio del desarrollo biocéntrico: Se refiere 
al conjunto de todas las formas y expresiones 
de la vida enlazadas en un equilibrio relacio-
nal. Esta visión comprende que la preservación 
y el sostenimiento de la vida en sus diferentes 
formas (la conservación de la biodiversidad) 
son indispensables para garantizar la produc-
ción y la reproducción de la sociedad humana. 
En definitiva, el ser humano depende de un 
sistema mayor, el ecosistema, para garantizar 
su propia existencia. La perspectiva del desa-
rrollo biocéntrico obliga a reconceptualizar lo 
que entendemos por naturaleza y cuestiona 
el concepto sobre el cual se han construido 
las sociedades occidentales: el concepto del 
dominio, explotación y saqueo de la naturale-
za para el aprovechamiento de sus recursos y 
como sumidero de desechos (Herdoiza, 2015).

Principio de igualdad: Considera que los se-
res humanos, sean cuales sean sus rasgos co-
munes o distintivos, deben ser tratados como 
iguales. La igualdad requiere de la equidad 
para garantizar su esencia de justicia, enten-
dida la equidad como la condición por la cual 
los derechos de los sujetos sociales se plasman 
en relación con sus condiciones de existencia, 
fruto de un sistema históricamente injusto y 
discriminatorio.

“Debería incorporarse una perspectiva de gé-
nero a los procesos de desarrollo sostenible, con 
el compromiso de cambiar los valores cultura-
les y la división del trabajo en función del sexo, a 
fin de alcanzar, en el futuro próximo, un estado 
en el cual hombres y mujeres compartan el po-
der y el trabajo en la gestión y el control de los 
ecosistemas frágiles”. Mariam Abramovay y Gail 
Lerner (Abramovay y Lerner, 1996)

Para ello, es necesario evaluar el papel y las 
necesidades de la mujer y el hombre, inclui-
da la división del trabajo en función del sexo; 
comprender los sistemas diferenciados por 
género en cuanto al acceso a los recursos, el 
trabajo, los usos, los derechos y la distribución 
de los beneficios y los productos. Se debe pres-
tar especial atención a las relaciones entre los 
géneros, analizar las diferencias, desigualda-
des, desequilibrios de poder y diverso grado de 
acceso a los recursos entre mujeres y hombres; 

saber que el género es un factor que influye en 
la forma en que reaccionan las personas, tanto 
a nivel individual como colectivo; y percibir las 
dimensiones de género de las instituciones en 
todos los niveles de la sociedad.

Las regulaciones deberán sensibilizar a los 
encargados de adoptar las decisiones en el 
ámbito de la diversidad biológica, el agua y las 
tierras, respecto de las cuestiones de género y 
hacer que se tome mayor conciencia del papel 
de la mujer en el uso de la diversidad biológica, 
la lucha contra la desertificación y la gestión in-
tegrada de los recursos.

Las iniciativas o proyectos de futuras regula-
ciones deberían incorporar un análisis de gé-
nero e identificar objetivos concretos relacio-
nados con la mujer.

En cuanto al equilibrio e igualdad, se debe 
garantizar la participación de las mujeres en 
las secretarías y delegaciones sobre cuestiones 
ambientales.

Es necesario, que las normativas garanticen 
los derechos y el acceso independiente de la 
mujer a los recursos biológicos, a las tierras y 
el agua.

Cabe destacar que la plena y activa partici-
pación de la mujer en las esferas de adopción 
de decisiones deben hacer hincapié en au-
mentar dicha participación; y las medidas par-
ticipativas deben: corregir los desequilibrios de 
poder dentro de las comunidades; mejorar las 
relaciones dentro del hogar y dentro de la fami-
lia; eliminar los diversos obstáculos a la partici-
pación; tener en cuenta las distintas aptitudes 
para participar; y mejorar la percepción de los 
beneficios de la participación.

El activismo de las mujeres a nivel interna-
cional, regional y nacional ha contribuido a la 
adquisición de una amplia gama de conoci-
mientos especializados, incluida su experien-
cia sobre el terreno, y en cuestiones relaciona-
das con la diversidad biológica.

La igualdad de derechos y oportunidades 
entre mujeres y hombres es condición previa 
necesaria para el desarrollo sustentable. Un 
ejemplo de ello es, en el medio rural, el vínculo 
de las mujeres con el recurso agua.

Esto significa que ellas, por lo general, no 
participan en las decisiones que permitirían 
optar por el agua potable o por la construcción 
de lavaderos comunitarios.

La denominada feminización de la pobreza 
resulta ser uno de los factores que concretizan 
los vínculos entre género, medio ambiente y 
desarrollo.

Adoptar una perspectiva de género implica: 
modificar leyes, normas y políticas públicas 
para que incorporen todas con un enfoque de 
género; fortalecer la participación de la mujer 
en la sociedad, la economía, la vida política 
y todos los ámbitos de toma de decisiones y 
formulación de políticas; propiciar la capaci-
dad de autogestión de las mujeres, en forma 
individual y colectiva, en grupos y redes; esta-
blecer como objetivo general la erradicación 
de la desigualdad entre hombres y mujeres, y 
orientar acciones, proyectos, programas y pre-
supuestos específicos al logro de dicho obje-

tivo; incorporar criterios de equidad en todos 
los aspectos y actividades de las instituciones 
(gubernamentales, sociales y privadas), para 
que estas modifiquen sus propias prácticas; 
eliminar la discriminación que persiste hacia 
las mujeres en el acceso a puestos de decisión; 
garantizar que hombres y mujeres reciban re-
muneraciones y beneficios idénticos por des-
empeñar las mismas tareas, y acabar con los 
procedimientos o criterios injustos de ingreso, 
ascenso y permanencia en los puestos de tra-
bajo; evitar lenguaje e imágenes que refuercen 
los roles tradicionales del hombre como pro-
ductor y proveedor, y de la mujer con funciones 
reproductoras y en posición de subordinación; 
generar y utilizar estadísticas e indicadores 
con enfoque de género y recopilar datos des-
agregados por sexo en todos los sectores, para 
hacer visibles y cuantificables las necesidades, 
condiciones y prioridades específicas de muje-
res y hombres; considerar o evaluar las impli-
caciones para las mujeres y para los hombres 
de cualquier decisión: planear, instrumentar, 
monitorear y evaluar todo proyecto o progra-
ma teniendo en cuenta los intereses de am-
bos sexos; elaborar presupuestos sensibles al 
género (que contemplen diferentes impactos 
en ambos géneros, lo cual no necesariamen-
te implica erogaciones adicionales o mayores 
presupuestos para las mujeres, sino una distri-
bución de los recursos con base en criterios de 
equidad); eliminar conductas discriminatorias 
y estereotipos sobre hombres y mujeres, en 
particular los que puedan impedir, dificultar o 
limitar el acceso a los recursos, a puestos labo-
rales y a posiciones para la toma de decisiones; 
y promover en todos los ámbitos la conciencia 
de que integrar los intereses de ambos sexos en 
las políticas y programas redunda en un desa-
rrollo más equitativo y sustentable.

En la práctica de la gestión ambiental con 
equidad de género, las herramientas que se de-
ben utilizar son las siguientes: reconocimiento 
e involucramiento de las mujeres como agen-
tes de desarrollo local; consideración de que 
las necesidades de las mujeres son diferentes 
a las de los hombres; potencialización de las 
habilidades y los recursos de las mujeres (en 
lo individual y en lo grupal); fortalecimiento de 
la participación femenina en las instituciones 
y organizaciones sociales; dar voz a las y los 
beneficiarios de los diversos programas y pro-
yectos de desarrollo; incorporación del tema 
género en los cursos de capacitación a promo-
tores ambientales y usuarios de los recursos; y 
difusión de experiencias exitosas de proyectos 
ambientales y de desarrollo que han incorpo-
rado el enfoque de género.

Se debe prestar especial atención a la mujer 
en el medio rural indígena, donde se produ-
ce una profunda desigualdad entre mujeres y 
hombres en relación con los recursos natura-
les.

Conclusiones

Dos grandes logros, uno regional y otro na-
cional, recogen lo expuesto anteriormente, 
pero no en su totalidad. El Acuerdo Regional 
sobre el Acceso a la Información, la Participa-
ción Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 
Ambientales en América Latina y el Caribe es 
el primer tratado sobre asuntos ambientales de 
la región y el primero en el mundo que incluye 
disposiciones sobre los defensores de los dere-
chos humanos en asuntos ambientales. Se tra-
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ta del único acuerdo jurídicamente vinculante, 
adoptado en Escazú (Costa Rica) el 04/03/2018 
y negociado por los Estados con la partici-
pación significativa, de la sociedad civil y del 
público en general, confirmando el valor de la 
dimensión regional del multilateralismo para 
el desarrollo sostenible. Fue abierto a la firma 
en la sede de las Naciones Unidas en Nueva 
York, el 27/09/2018. Su entrada en vigor será 
el 22/04/2021. Uno de sus hitos lo constituye 
la construcción de una democracia ambiental 
en la región, estableciendo obligaciones de los 
países para garantizar los derechos de acceso, 
así como medidas para fortalecer la protección 
de defensores de derechos ambientales. Allí 
encontramos, un acuerdo visionario, pionero 
en materia de protección ambiental, donde 
debería existir una referencia más directa ha-
cia las mujeres.

La Ley Yolanda (ley 27.592) lleva el nombre 
de la tucumana Yolanda Ortiz, Doctora en Quí-
mica, quien lideró la Secretaría de Recursos 
Naturales y Ambiente Humano creada por 
Juan Domingo Perón en los años ‘70; desta-
cándose también por ser la primera mujer en 
ejercer un cargo de semejante investidura en 
América Latina.

En su homenaje, el espíritu de esta ley se 
basa en brindar herramientas conceptuales y 
competencias para la construcción de un para-
digma de desarrollo ecosistémico para la trans-
formación de los actuales patrones de produc-
ción y consumo.

Estos dos instrumentos jurídicos represen-
tan un gran avance en la transición hacia un 
nuevo modelo de desarrollo.

En ambos, se reconocen principios demo-
cráticos fundamentales y procuran abordar 
uno de los desafíos más importantes: el flagelo 
de la desigualdad.

Sin embargo, resulta paradigmático que tan-
to el Acuerdo como la ley que lleva el nombre 
de una mujer precursora en la defensa de los 
derechos ambientales no se refieran explícita-
mente al vínculo entre los intereses de las mu-
jeres y del ambiente, integrados al desarrollo.
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Hemos dicho y reitera-
do que durante muchos 

años ecologismo y feminismo fueron movi-
mientos sociales y políticos que caminaron 
por separado, pero que en los últimos años 
han comenzado a encontrarse en sus múlti-
ples luchas contra un sistema global genera-
dor y reproductor de injusticias y desigualda-
des, que hoy más que nunca pone en riesgo 
nuestras vidas y las de otros seres vivos en el 
planeta (1).

Los movimientos de mujeres y feministas 
hemos contribuido decisivamente en la Ar-
gentina, en América Latina y en el mundo, a 
deconstruir el Derecho patriarcal. Es más visi-
ble en algunas ramas del Derecho que en otra. 
Así nuestros aportes en la construcción de un 
Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manos, inclusivo de las humanas, ha ayudado 
en muy grande medida a los cambios en De-
recho Constitucional, Civil y Penal. También 
hemos aportado a cambios en materia laboral 
y en Derecho Administrativo y apoyado a los 
revolucionarios cambios en materia de dere-
chos de les niñes, LGTTBIQ y de personas con 
discapacidad. La equiparación de les hijes ex-
tramatrimoniales, la patria potestad compar-
tida, el divorcio vincular, las leyes de cupo en 
el ámbito político y sindical, nuestro rol en la 
Constituyente Nacional, las leyes de violencia 
de género, las leyes de salud reproductiva y 
de educación sexual integral, las leyes de ma-
trimonio igualitario e identidad de género, la 
asignación universal por hije, el Código Civil y 
Comercial, las leyes de paridad, la Ley Micae-
la, la Legalización del aborto tienen nuestra 
firma indeleble. Aunque aún falten muchas 
otras leyes o algunas de estas merezcan cam-
bios. Pocos colectivos han tenido tan sosteni-

da y creciente perseverancia en el logro de sus 
objetivos.

Paralelamente el ecologismo ha ido per-
meando al Derecho Ambiental convirtiéndo-
lo en un derecho contestatario —en un con-
texto cada vez más extractivista—, en ariete 
de sus luchas o al menos en espada defensiva. 
Aunque las resistencias son muchas en las 
interpretaciones gubernamentales y juris-
prudenciales, el lento avance protectorio se 
va consolidando, producto del esfuerzo de les 
abogades defensores ambientales. Sin dudas 
la Constitución de 1994 es un parteaguas con 
la inclusión del art. 41. Las leyes ambientales 
marco, y especialmente la Ley General del 
Ambiente, y una Corte Suprema de Justicia de 
la Nación en términos generales comprometi-
da en la temática —a pesar de algunas incom-
prensibles excepciones— han contribuido 
en gran medida. También la pronta entrada 
en vigencia del Acuerdo de Escazú, gestado 
desde la sociedad civil, será de gran ayuda en 
nuestras luchas.

Pero los vertiginosos desastres que produce 
el sistema capitalista en el desguace de nuestros 
bienes comunes requieren mayor velocidad 
ciudadana y masiva reacción para exigir poner-
le coto a través de leyes y fallos que nos permi-
tan recuperar la armonía con la naturaleza.

Lejos estamos del cumplimiento de los pro-
clamados Objetivos de Desarrollo Sostenible 
de Naciones Unidas que debían cumplirse 
para el año 2030 y que, como vamos, resul-
tan inviables de alcanzar a nivel planetario. 
Más lejos aún, el cumplimiento de los com-
promisos en materia de cambio climático o 
protección de la biodiversidad. En general se 

declaman objetivos, pero las prácticas van en 
sentido contrario.

Las mujeres y les niñes somos en el mundo 
y en nuestro país les más afectades por los im-
pactos negativos de esos modeles extractivis-
tas y sus consecuencias.

Las mujeres estamos a la vanguardia de 
todas las acciones para abordar la crisis cli-
mática global y el sostenimiento de la biodi-
versidad, porque somos simultáneamente las 
más perjudicadas por el cambio climático y la 
degradación ambiental. Somos a nivel global 
y local protagonistas y líderes indispensables 
de soluciones justas y efectivas.

Cuando analizamos las causas, queda claro 
que las mujeres experimentamos el cambio 
climático con una severidad desproporcio-
nada precisamente porque nuestros derechos 
básicos continúan siendo negados en diver-
sas formas e intensidades en todo el mundo. 
La desigualdad de género impuesta reduce 
la movilidad física y económica, la voz y las 
oportunidades de las mujeres en muchos lu-
gares, haciéndolas más vulnerables a las cre-
cientes tensiones ambientales.

Los estudios muestran que los cuerpos de 
las mujeres son más susceptibles a los efectos 
peligrosos de la contaminación tóxica, y cada 
vez hay más pruebas que demuestran las mu-
chas formas en que las mujeres, como repro-
ductoras de vida, se ven afectadas y transmi-
ten problemas graves de salud ambiental a las 
próximas generaciones.

Las mujeres indígenas, las mujeres negras, 
las mujeres de comunidades de bajos ingre-

sos y las mujeres del Sur global soportamos 
una carga aún mayor por los impactos del 
cambio climático debido a los impactos histó-
ricos y continuos del colonialismo, el racismo 
y la desigualdad; y en muchos casos, porque 
dependen más de los bienes comunes para 
su supervivencia y/o viven en áreas que tie-
nen una infraestructura deficiente, sea en el 
campo o las ciudades. Las sequías, las inun-
daciones y los patrones climáticos extremos 
presentan desafíos de vida o muerte para mu-
chas mujeres, que con frecuencia son las res-
ponsables de proporcionar alimentos, agua 
y energía a sus familias. En muchas comuni-
dades, la violencia de género y sexual contra 
las mujeres y el racismo ambiental se suma a 
otros impactos nefastos perpetuados por las 
industrias extractivas que ejercen presión so-
bre nuestros países.

A nivel mundial, las mujeres somos respon-
sables de la mitad de la producción mundial 
de alimentos. En la mayoría de los países del 
Sur global las mujeres producen entre el 40% 
y el 80% de los alimentos y son las principales 
administradoras de las semillas y la biodiver-
sidad agrícola (2).

Las mujeres y las niñas son responsables 
de recolectar agua en casi dos tercios de los 
hogares en los países en desarrollo y poseen 
un conocimiento vital de los sistemas de agua 
locales y las prácticas de administración. La 
ONU ha reconocido repetidamente que la 
gestión sostenible y eficaz de los recursos hí-
dricos depende de la participación de las mu-
jeres en todos los niveles de toma de decisio-
nes e implementación. Ahora se reconoce que 
la exclusión de las mujeres de la planificación 
de los planes de abastecimiento de agua y de 
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saneamiento es una de las principales causas 
de su alto índice de fracasos (3).

Involucrar a más mujeres en el manejo y en 
la toma de decisiones en torno a los bosques 
locales está relacionado con mejoras signi-
ficativamente mayores en sus condiciones y 
conservación (4).

Así, contra todo pronóstico y frente a gran-
des desafíos, las mujeres estamos demostran-
do todos los días que tenemos ideas y habi-
lidades únicas para ofrecer en este punto de 
inflexión en la historia, ya que la humanidad 
enfrenta una crisis de supervivencia y debe 
hacer cambios y tomar decisiones cruciales 
sobre cómo seguir viviendo en la Tierra, nues-
tra relación con la naturaleza y entre nosotres.

Los estudios nos muestran que, en todo el 
mundo, cuando las mujeres somos escuchadas, 
existen inmensos beneficios para comunidades 
y sociedades enteras en general. Las economías 
locales y sostenibles crecen, las poblaciones se 
estabilizan y la salud y la educación de les niñes 
mejoran, todo lo cual es la base de un camino 
sostenible hacia el futuro (5). En muchos paí-
ses, las mujeres lideramos la legislación am-
biental y social cuando somos elegidas para 
cargos públicos (6). Además, se ha demostrado 
que las mujeres somos uno de los actores más 
importantes en la construcción de la paz.

Las mujeres agricultoras alimentan al mun-
do y las mujeres indígenas y las mujeres del 
Sur global poseen un vasto conocimiento y 
habilidades adquiridas a través de su papel 
tradicional como sanadoras, formadoras de 
cultura y cuidadoras del agua y la tierra (7). 
Las mujeres de todo el mundo actuamos 
como una fuerza inmensa de cambio social al 
guiar los valores familiares, el estilo de vida y 
los hábitos de consumo (8).

Las mujeres como electorado somos una 
fuerza estratégica y poderosa que a menudo 
no se reconoce como tal, que puede apoyar o 
movilizar a la acción para realizar los cambios 
sociales, económicos, políticos y ecológicos 
que tanto necesitamos.

Para un cambio real, también es funda-
mental que reconozcamos, comprendamos 
y transformemos los modelos sociales do-
minantes que se encuentran en la raíz de tal 
desigualdad de género, así como de la des-
trucción de la Tierra. Necesitamos apuntar a 
un cambio sistémico y desafiar viejos para-
digmas de patriarcado, supremacía blanca, 
colonialismo y extractivismo. Las mujeres 
vemos esas interrelaciones, estamos dis-
puestas y somos capaces de unirnos más allá 
de las fronteras para desafiar los sistemas de 
opresión y construir un futuro saludable y 
habitable.

En Argentina, en el campo y en las ciudades, 
hay cada vez más grupos y asambleas de mu-
jeres defensoras del ambiente y el buen vivir; 
y somos quienes animamos en gran medida 
los movimientos por la soberanía alimentaria, 
el buen vivir, la permacultura, la defensa de los 
ríos, los humedales, los bosques, los espacios 
verdes, el agua, los glaciares, las playas y costas, 
el patrimonio, los derechos de los animales, en 
contra de los agrotóxicos y otros contaminan-
tes y de la venta de tierras públicas y bregamos 
simultáneamente por justicia social, ecológica 
y de género. Hemos tejido redes que unen a 
mujeres de base en los territorios, indígenas, 
campesinas, mujeres urbanas, madres y maes-
tras de víctimas de los desastres ambientales, 
asambleístas ecologistas de los más diversos 
puntos del país, abogadas defensoras ambien-
tales y de derechos humanos y científicas de las 
más diversas disciplinas (9).

La marea verde feminista lentamente ha ido 
comprendiendo que no se puede deconstruir 
el sistema patriarcal si simultáneamente no se 
combaten las otras caras de este que, además 
de las mujeres, explota a otros colectivos dife-
rentes (LGBTTI, afros, indígenas, personas con 
discapacidad, niñes, migrantes, pobres en ge-
neral); y por eso ha actuado solidaria y sorora 
asumiendo como propias esas diversidades y 
luchas: De allí la calidad de nuestros aportes 
feministas en el campo del derecho contra la 

discriminación y el reconocimiento de las di-
versidades y las diferencias. Paralelamente la 
evolución hacia el ecofeminismo permite no 
solo exigir que se visibilicen los impactos di-
ferenciados de género y que se incorpore esta 
variable en todos los proyectos de desarrollo y 
en sus estudios de impactos transversalizando 
la matriz ambiental, sino que ayuda desde un 
marco teórico de gran solidez a comprender el 
funcionamiento del sistema y la necesidad de 
ampliar la participación ciudadana en la toma 
de decisiones para revertir la cooptación de los 
sistemas representativos por los intereses crea-
dos del modelo extractivista.

Con más ciudadanía informada y cons-
ciente de sus derechos, con más feministas 
comprometidas en la lucha ambiental, mejo-
raremos las normas vigentes y las institucio-
nes que hoy se resisten a estos cambios como 
resistían treinta años atrás a nuestros proyec-
tos con perspectiva de género, cuando ser fe-
minista en una Facultad de Derecho era mala 
palabra. Logramos cambiar ese sentido una 
vez, ahora estamos en este nuevo desafío por 
les humanes y su derecho al ambiente sano, 
por los otros seres no humanos que habitan la 
tierra, por las generaciones futuras y por recu-
perar la armonía con la naturaleza.
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I. Unas palabras como inicio

“...la invisibilidad no es sinónimo de irrele-
vancia en materia de opresión” (1). Esta frase 
de Sherwin se presenta como centralmente 
significativa cuando cruzamos las variables 
del género y la salud en términos de derechos. 
Las estructuras de dominación crecen y se 
consolidan al amparo de prácticas, conduc-
tas, disciplinas, normas que las ocultan deli-

berada y sistemáticamente en su trama. Si in-
visibilizar es entonces una forma de opresión, 
sacar a la luz, descorrer el velo, es un compro-
miso con la igualdad.

Los límites a los que se enfrentó el pleno 
disfrute y garantía del derecho a la salud de 
las mujeres a lo largo de la historia han sido 
múltiples. Límites económicos, jurídicos, ins-
titucionales, por nombrar algunos, obstaculi-

zaron el camino hacia la plena igualdad y ale-
jaron al Estado de su rol de garante. Es más, lo 
erigieron como el principal factor coadyuvan-
te en la profundización de las condiciones de 
destitución de las mujeres, tornando aún más 
hostiles los entornos propiciatorios de la vul-
nerabilidad. Y si hablamos de derechos repro-
ductivos y no reproductivos, el panorama de 
exclusión se refuerza y se agrava. Los estereo-
tipos de género y los roles que estos atribuyen 
y solidifican, la imposición de normas jurídi-
cas encubriendo reglas morales, entre otros 
factores, sellaron la inexorable expulsión de 
las mujeres de los ámbitos de pleno disfrute 
de la ciudadanía.

Por ello, las reflexiones que se ensayarán en 
lo que sigue tienen como objetivo dar cuenta 
de los avances en términos de reconocimien-
to de derechos de las mujeres en materia de 
derechos reproductivos y no reproductivos, y 
a la vez, insistir sobre la necesidad de aborda-
je integral y multidisciplinar, pues las concre-
ciones normativas, si bien imprescindibles, 
deben acompañarse de un entramado disci-
plinar que teóricamente lo sostenga y de un 
andamiaje institucional que en la práctica lo 
haga posible. Lo que se diga, anticipamos, 
será un fraccionamiento frente a la vastedad 
del tema, y a las múltiples y enriquecedoras 
aristas de análisis; el mismo se intentará des-
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de una perspectiva jurídica y bioética, como 
bases epistemológicas de abordaje, ambas en 
estrecha y necesaria interacción, y propondrá 
algunos tópicos que no solo hoy, sino cada 
uno de los días, deben estar en la agenda de 
los Estados.

II. Bioética y derecho. El encuentro clínico 
en perspectiva de género en la norma y en 
la realidad

El Derecho, como disciplina y en cuanto a 
su objeto, coadyuvó al sostenimiento de las 
estructuras patriarcales y por tanto a su con-
solidación. Análisis emblemáticos como el de 
Olsen (2), demuestran acabadamente el rol 
central que el mismo jugó; por ello, la nece-
sidad que opere como aliado en la lucha por 
alcanzar la igualdad resulta fundamental.

El Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos abrió el camino para poner en acto 
a la pretendida universalidad y formular pro-
tecciones específicas para determinados gru-
pos, como es el caso de las mujeres, que en el 
plano de la realidad se han visto discrimina-
das en el disfrute de sus derechos. En el caso 
particular de los derechos reproductivos y no 
reproductivos, más allá del punto de inflexión 
que constituyó la Convención sobre Elimina-
ción de todas las formas de discriminación 
contra la mujer, que en su art. 16 inc. e) con-
sagró “Los mismos derechos a decidir libre y 
responsablemente el número de sus hijos y el 
intervalo entre los nacimientos y a tener acce-
so a la información, la educación y los medios 
que les permitan ejercer estos derechos”, tanto 
la Conferencia Internacional sobre Población 
y Desarrollo, realizada en 1994 en El Cairo, 
como la Cuarta Conferencia Mundial sobre 
la Mujer, llevada a cabo en 1995 en Beijing, 
constituyeron criterios generales orientado-
res en el camino posterior de consolidación 
de estándares y su repercusión puertas aden-
tro de los Estados. En este sentido la labor de 
los Comités de Tratado ha sido fundamen-
tal (3) pues a la vez la experiencia recogida en 
los diferentes Estados brinda un diagnóstico 
de situación y traza las líneas a seguir.

En el caso particular de Argentina, pode-
mos efectuar un repaso de algunas de las 
normas que brindaron un marco tuitivo a 
los derechos en análisis, que en ciertos casos 
implican también comenzar a avizorar cómo 
puede plasmarse el encuentro clínico con 
enfoque de derechos; en definitiva, como el 
derecho a la salud de las mujeres cobra visi-
bilidad y encuentra protección en la norma, y 
cómo ello debe necesariamente reflejarse en 
el plano de lo fáctico.

Si hablamos del aspecto reproductivo en re-
lación con el embarazo, parto y puerperio (4), 
podemos señalar dos hitos normativos cen-
trales en el camino de la visibilización de la 
persona gestante en el marco del encuentro 
clínico (5); la ley 25.929 de Parto Humanizado 
y su decreto reglamentario 2035/2015; y las 
previsiones en materia de violencia obstétrica 
de la ley de protección integral para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las 

mujeres en los ámbitos en que desarrollen 
sus relaciones interpersonales, 26.485, que la 
define en el art. 6 inc. e) como “aquella que 
ejerce el personal de salud sobre el cuerpo 
y los procesos reproductivos de las mujeres, 
expresada en un trato deshumanizado, un 
abuso de medicalización y patologización de 
los procesos naturales, de conformidad con la 
ley 25.929” (6).

Constituye una realidad que varios de los 
eventos relacionados con la reproducción 
actualmente se encuentran vinculados o se 
desarrollan en ámbitos sanitarios. La presen-
cia de casos de patologización de los procesos 
naturales, y el desplazamiento de la autono-
mía de la mujer, en una abdicación forzada de 
su lugar central en la toma de decisiones en el 
proceso de embarazo, parto y posparto, recla-
maron de respuestas jurídicas. La ley de par-
to respetado, a partir de reafirmar el derecho 
de la persona gestante a la información, a la 
intimidad, a la dignidad como aspectos cen-
trales, traza el camino hacia una manera di-
versa de concebir la autonomía; lo que desde 
una perspectiva feminista se ha denominado 
“autonomía relacional” (7). En oposición a los 
criterios tradicionales de la Bioética liberal, 
acudir y aplicar un criterio de autonomía si-
tuado, implica atender a los factores que en la 
realidad influyen sobre la toma de decisiones, 
los contextos adversos para un despliegue 
de las posibilidades de decidir, las desigual-
dades de poder que pueden replicarse en el 
marco del encuentro clínico (la visibilidad de 
la violencia obstétrica en este aspecto es fun-
damental). En suma, esta postura parte de un 
análisis que se aleja de un “sujeto hegemóni-
co autónomo”, para comenzar a pensar la au-
tonomía desde las personas reales, conside-
radas en un contexto particular, que pueden 
estar atravesadas por diversas situaciones de 
opresión, de destitución, y en donde la ausen-
cia de un enfoque interseccional, produce un 
ocultamiento de tales condiciones y trunca 
las posibilidades para la real toma de decisio-
nes (8). Ello en el caso de las mujeres resulta 
fundamental, pues identificar los sesgos de 
género y su influencia en el proceso asisten-
cial, es de importancia a efectos de desman-
telarlos y procurar una atención basada en la 
igualdad.

Ahora bien, la planificación de la vida re-
productiva incluye el ejercicio de derechos 
no reproductivos (9), los cuales se centran en, 
por un lado, poseer la información y educa-
ción necesarias para llevarla adelante, por lo 
que se comprende el concepto de elección del 
método anticonceptivo como derecho (in-
cluida asimismo la anticoncepción hormonal 
de emergencia) y el acceso a los beneficios del 
progreso científico, y el acceso a la interrup-
ción voluntaria del embarazo y a la atención 
posaborto. Tal como establece la Observación 
General Nro. 22 del Comité de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales (2016), relati-
va al derecho a la salud sexual y reproductiva 
(art. 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales) “15. Los 
establecimientos, los bienes, la información 
y los servicios de salud relativos a la aten-

ción de la salud sexual y reproductiva deben 
ser accesibles a todas las personas y grupos 
sin discriminación ni obstáculos. Tal como 
se explica detalladamente en la observación 
general núm. 14 del Comité, la accesibilidad 
incluye la accesibilidad física, la asequibili-
dad y la accesibilidad de la información”. La 
ley 25.673 que crea el Programa Nacional de 
Salud Sexual y Procreación Responsable en el 
ámbito del Ministerio de Salud; la ley 26.150 
que crea el Programa Nacional de Educación 
Sexual Integral; así como la ley 26.130, que 
establece el régimen para las intervenciones 
de contracepción quirúrgica, constituyeron 
avances normativos en tal dirección (10). 
Como corolario, la ley 27.610 de acceso a la 
interrupción voluntaria del embarazo, cerró 
un ciclo de deudas estatales en materia de re-
conocimiento y garantía de derechos, a la vez 
que abrió un camino lleno de desafíos para 
lograr dar cima a una integral protección del 
derecho a la salud de las mujeres, y una ade-
cuada implementación de las mandas que la 
norma trajo consigo.

III. La interrupción voluntaria del embarazo

Un hito que quedará definitivamente sella-
do en la historia de la conquista de derechos 
de las mujeres y personas con capacidad de 
gestar, es la sanción de la ley 27.610 de acceso 
a la interrupción voluntaria del embarazo.

Los años de luchas, la valentía de quienes le 
pusieron voz a quienes no podían alzarla (por 
invisibilizadas, porque la clandestinidad se 
llevó su vida y pasaron a engrosar los números, 
también invisibilizados, de mujeres que per-
dieron la vida en abortos clandestinos) vieron 
en la ley una concreción y un avance. Se re-
quería del compromiso del Estado para con la 
salud pública, para con la vida de las mujeres 
y el respeto a sus decisiones reproductivas, en 
un marco donde la primera respuesta estatal 
era la norma penal, donde se colocaban a las 
decisiones reproductivas de las personas con 
capacidad de gestar bajo amenaza de la más 
dura respuesta jurídica por su ejercicio desde 
los primeros tiempos del embarazo. Donde la 
autonomía se proclamaba, pero solo era pa-
trimonio exclusivo de quienes podían decidir, 
reforzando el ideal hegemónico de ciudada-
nía antes mencionado, y expulsando a un 
limbo de destitución, de riesgo en todos los 
sentidos, de vulnerabilidad y hostilidad. En el 
camino hacia la actual respuesta normativa, 
el emblemático decisorio de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación en el caso F., A. L. (11), 
brindó las herramientas para una interpre-
tación más expansiva de derechos, y desju-
dicializó las decisiones reproductivas que la 
norma permitía tomar. La desjudicializacion 
en estos aspectos es absolutamente decisiva 
y simbólica. Históricamente fueron terceros 
los que decidieron sobre los cuerpos y desti-
nos de las mujeres. Padre, cónyuge y Estado 
se arrogaron la decisión, apropiándose de la 
voz y el plan de vida de las mujeres. Entonces 
¿Como no considerar estas variables al teo-
rizar y al aplicar el principio de autonomía? 
¿Cómo desentenderse de un entorno opresi-
vo, que calla y oculta? La condición de mujer, 

a la que pueden sumarse otros factores que 
agravan la destitución, implica que cuantos 
más elementos interseccionen, más se aleja la 
posibilidad de tener las herramientas para de-
cidir y llegar a hacerlo. Por eso colocar a la au-
tonomía como motor es importante, por eso 
erigir como una conducta autorreferente la 
posibilidad de escoger en materia reproduc-
tiva es central. Pero como vimos no cualquier 
autonomía. Sino aquella que rasga la trama y 
ve más allá, la que contempla los escenarios 
en que está inmersa quien decide, la autono-
mía que no se analiza unidisciplinarmente, 
sino que se vale de la confluencia de saberes 
para edificar su concepto, la autonomía que 
se construye también en vulnerabilidad, la 
autonomía que dialoga con otros principios 
involucrados pues la comprensión fragmen-
tada de los fenómenos no es posible so pena 
de mutilar su entendimiento cabal. Por ello 
resulta fundamental, ahora que existe norma, 
que la misma se convierta en acto, que sea 
realidad para todas y cada una de las perso-
nas con capacidad de gestar que lo requieran.

Como cierre de las reflexiones de este apar-
tado, traemos este texto imprescindible de 
María Casado que resume el logro, la lucha y 
el desafío “El aborto ha tenido una larga histo-
ria de prohibición y de práctica. Su represión 
no ha conseguido evitarlo sino, únicamente 
convertirlo en algo más inseguro para la salud 
de las mujeres y más discriminatorio. Discri-
minación que se produce no solo entre muje-
res y hombres (paga una por lo que hicieron 
dos y, en ocasiones, contra su voluntad) sino 
entre las propias mujeres (en función de sus 
posibilidades económicas y sociales para ac-
ceder a un aborto seguro). Se trata de un pro-
blema de política jurídica y social, no ya de 
una cuestión de conciencia. Y también de una 
cuestión de salud pública...” (12).

IV. A modo de cierre

Los sesgos de género en la atención de la 
salud de las mujeres comportan un tema que 
requiere de profundización, que desafía a to-
das las disciplinas que abrevan en su abordaje, 
y clama por anclar en la práctica para que el 
derecho consagrado se convierta en derecho 
realizado. Nuestra pretensión reflexiva fue ape-
nas un recorte jurídico y bioético en materia 
de derechos reproductivos y no reproductivos, 
destacando el recorrido y el paso decisivo que 
comportó la ley 27.610. Pero el análisis no solo 
incluye los temas abordados, sino que los ex-
cede. Las disciplinas vinculadas, incluidos el 
derecho y la bioética, interpretados y aplicados 
con perspectiva de género, deben asumir el 
compromiso y la tarea constante de descorrer 
velos, de rasgar la superficie para acudir con 
respuestas allí donde las estructuras de domi-
nación se consolidaron, de interpelar concep-
tos tan arraigados como opresivos, en una per-
petua tarea de cuestionar la exclusión y procu-
rar y exigir la igualdad. Como afirma López de 
la Vieja “...Desde el primer momento, la bioética 
feminista ha sido una voz crítica, por alertar so-
bre las condiciones sociales y políticas que pue-
den reducir el alcance del marco normativo, 
desde la autonomía hasta la justicia. Es más, la 

(2) OLSEN, Frances, “El sexo del Derecho”, en COURTIS, 
Christian (Compilador), Desde otra mirada, textos de Teo-
ría Crítica del Derecho, Eudeba, Buenos Aires, 2009, 2ª ed., 
os. 481-500. Publicado en Kairys, David (ed.), The Politics of 
Law, New York, Pantheon, 1990, trad. de Mariela Santoro y 
Christian Courtis, ps. 452-467. .

(3) Puede verse el análisis en: ARANGO OLAYA, Mónica, 
“Derechos sexuales y reproductivos”, en AA.VV. Derechos 
humanos y mujeres: teoría y práctica, Nicole Lacrampet-
te P. (Editora), Universidad de Chile, Facultad de Derecho, 
Centro de Derechos Humanos, 2013, ps. 211-249.

(4) Puede verse la definición que brindara Brown en 
materia de derechos (no) reproductivos y derechos sexua-
les, puesto que los elementos que la componen describen 
y deslindan adecuadamente los derechos involucrados. 
BROWN, Josefina Leonor, “Los derechos (no) reproductivos 
en Argentina: encrucijadas teóricas y políticas”, Cad. Pagu, 
Campinas, n. 30, p. 269-300, jun. 2008. Disponible en 
HYPERLINK “http://www.scielo.br/scielo.php?script=s-

ci_arttext&pid=S0104-83332008000100015&lng=es&n-
rm=iso” http://www.scielo.br/scielo.php?script=sci_art-
text&pid=S0104-83332008000100015&lng=es&nrm=i-
so. Accedido el 03/03/2021. http://dx.doi.org/10.1590/
S0104-83332008000100015

(5) No nos explayaremos aquí sobre las técnicas de re-
producción humana asistida, pero vale señalar que cons-
tituyen un ejemplo de encuentro clínico complejo, históri-
camente atravesado por límites económicos y jurídicos que 
ciertas leyes coadyuvaron a remover; como la Ley 26.862 
de Acceso integral a los procedimientos y técnicas médi-
co-asistenciales de reproducción médicamente asistida, 
cuyas disposiciones se encaminaron a superar los límites 
económicos para alcanzar el derecho a la vida familiar. Y, 
por otro lado, el Código Civil y Comercial, que, al regular a 
dichas técnicas como fuente de la filiación, contribuyó a la 
superación de los límites jurídicos que impedían visibilizar 
en los vínculos jurídicos los vínculos reales basados en la 
voluntad procreacional.

(6) Debemos a la vez señalar como referencia general la 
ley 26.529 de Derechos del Paciente en su Relación con los 
Profesionales e Instituciones de la Salud.

(7) “...que implica tener en cuenta el efecto de los fac-
tores externos sobre el individuo. En efecto, la versión tra-
dicional del principio de autonomía no tiene en cuenta el 
carácter de dependencia y vulnerabilidad del ser humano. 
Según estos autores, la autonomía relacional subraya las 
condiciones de posibilidad de la autonomía; las preocupa-
ciones centrales de la perspectiva relacional solo pueden 
comprenderse atendiendo al contexto de interacción que 
le es propio”, SOMMER, Susana, “El desafío del envejeci-
miento” en ¿Por qué una Bioética Global? Vigésimo ani-
versario del Programa de Bioética de la UNESCO, Germán 
Solinís (director de publicación), UNESCO, 2015, p. 124. La 
autora trae a colación la emblemática obra en la materia 
de Mackenzie, C. y Stoljar, N. (dirs.). Relational Autonomy: 
Feminist Perspectives on Autonomy, Agency, and the Social 
Self, Oxford University Press, 2000.

(8) Más allá de que la autonomía es central, López de la 
Vieja afirma que no será ni el primero ni el único principio a 
considerar “ya que la justicia o la responsabilidad podrían ser 
claves para solucionar dilemas prácticos”. LÓPEZ DE LA VIE-
JA, María Teresa, “Bioética feminista”, Dilemata, año 6 (2014), 
nº 15, p. 147 https://www.dilemata.net/revista/index.php/di-
lemata/article/view/297/317 Fecha de consulta: 02-03-2021.

(9) Puede verse el concepto referenciado en BROWN, Jo-
sefina Leonor, ob. cit.

(10) Estas leyes y otras señaladas en el presente, no 
agotan el plexo normativo que hace referencia a derechos 
vinculados a derechos sexuales, derechos reproductivos y 
no reproductivos. Ej: Ley 26.618, 26.743, 23.798, 23.592, 
26.061, entre otras.

(11) CS, F., A. L. s/ medida autosatisfactiva”, 13/03/2012, 
AR/JUR/1682/2012.

(12) CASADO, María, “A propósito del aborto”, Revista 
de Bioética y Derecho, Número 12, 2008, p. 17, https://doi.
org/10.1344/rbd2008.12.7822
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bioética con enfoque de género ha insistido en 
que el sistema de dominio patriarcal resta fuer-

za a los principios universales, aumentando así 
la distancia entre los logros formales — recono-
cimiento de la autonomía y de la igualdad— y 
las oportunidades reales para las mujeres. El 

sistema de discriminación y dominio acaba 
erosionando las libertades, afectando incluso 
a algunos derechos fundamentales, como es el 
derecho a la salud” (13).
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En nuestro país, a las mujeres se les vedó 
durante años el acceso a las condiciones de 
seguridad sanitaria para interrumpir embara-
zos no planificados y no aceptados.

Sin dudas, ello partió de la premisa de que 
son objeto —y no sujeto— para un fin por ex-
celencia: la maternidad.

Quienes osaron transgredir dicho mandato 
ideológico patriarcal —apelando a la vía clan-
destina— pusieron en riesgo su salud y lo pa-
garon —en muchos casos— con sus propias 
vidas o libertad.

Así lo demuestran las 81 muertes registra-
das en el país desde 2016 —9 de las cuales 
son de adolescentes entre 15 y 19 años y casi 
la mitad corresponde a mujeres entre 20 a 29 
años (1)— y las 1.532 causas penales que tie-
nen a las propias mujeres abortantes como 
imputadas, todas ellas menores de 30 años y 
de escasos recursos, lo que denota, además, 
grandes desigualdades (2). Ello sin contar los 
efectos en las vidas de los/as hijos/as y fami-
liares de quienes fueron condenadas al encie-
rro o no lograron sobrevivir como consecuen-
cia de un aborto realizado en condiciones 
inseguras.

Los abortos son inseguros cuando los prac-
tican personas carentes de las competencias 
necesarias, así como de los entornos y méto-
dos recomendados por la Organización Mun-
dial de la Salud (OMS) acordes con el tiempo 
de embarazo (3).

Pero a partir de este año el mentado man-
dato ideológico patriarcal ya no causará —en 
los términos del art. 1º de la Convención Inte-
ramericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer (Convención 
de Belém do Pará)— daño, muerte y sufri-
miento físico, sexual o psicológico a quienes 
adoptan decisiones en materia de derechos 

reproductivos (4) —en particular, relativas a la 
reproducción— parte integral de los derechos 
humanos y cuyo ejercicio es esencial para su 
goce. Es decir, ya no operará como una de las 
formas más extremas que —a nuestro enten-
der— puede asumir la violencia de género.

En esa línea, la ley 27.610 —sancionada el 
30/12/2020, promulgada el 14/01/2021 y pu-
blicada en el Boletín Oficial el 15 de enero 
del mismo año— incluye entre las causales 
u opciones legales para abortar vigentes en 
nuestro país desde 1921 la voluntad de las 
mujeres, sin distinción de nacionalidad ni 
estatus de residencia/ciudadanía y —de ma-
nera histórica en la región— de las personas 
con otras identidades de género con capaci-
dad de gestar que pueden tanto embarazarse 
y parir —como Franco Di Pietro (5)— como 
querer interrumpir ese proceso —como To-
más Máscolo (6)—.

Así, pues, las mujeres y personas con otras 
identidades de género con capacidad de ges-
tar —en adelante personas gestantes— po-
drán requerir la interrupción voluntaria del 
embarazo hasta las catorce semanas de ges-
tación, inclusive. Consecuentemente fuera 
de ese plazo solo podrá realizarse en los casos 
que establece el Código Penal de la Nación 
desde 1921, esto es, si el embarazo es produc-
to de una violación o si está en peligro la vida 
o la salud de la persona gestante.

Las causales establecidas en el Código Pe-
nal de la Nación desde 1921 han encuadrado 
dentro de lo que se conoce como Interrupción 
Legal de Embarazo (ILE) cuyos estándares se 
establecen en el Protocolo para la atención 
integral de las personas con derecho a la inte-
rrupción legal del embarazo del Ministerio de 
Salud de la Nación (res. 1/2019).

Al respecto la Corte Suprema en el caso “F., 
A. L. s/ Medida autosatisfactiva” aclaró —en 

forma unánime— que la prestación médica 
de ILE es “...legal en tanto despenalizad[a]” 
(considerando 25) (7) e interpretó que la 
Constitución Nacional y los tratados inter-
nacionales de Derechos Humanos firmados 
por nuestro país e incorporados en la Cons-
titución Nacional no son un obstáculo para 
la despenalización del aborto (consideran-
dos 10, 11, 12, 13 y 14). Adujo también que 
no existe contradicción entre reconocer el 
derecho al aborto y establecer medidas para 
la protección de la mujer (sic) embarazada, 
tal como se establece en el art. 75, inc. 23, de 
la CN. Criterio que adoptó el Congreso de la 
Nación al sancionar —conjuntamente a la 
ley 27.610— la ley 27.611 de atención y cui-
dado integral de la salud durante el embara-
zo y la primera infancia.

En consonancia con la ley 25.673 de Crea-
ción del Programa Nacional de Salud Sexual y 
Procreación Responsable (8) y la ley 26.485 de 
Protección Integral para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en 
los ámbitos en que desarrollen sus relaciones 
interpersonales (9) (art. 6º, inc. d) (10) el es-
tablecimiento de salud debe poner a dispo-
sición de la persona gestante que requiera la 
interrupción de su embarazo —la que deberá 
realizarse dentro del término de diez días co-
rridos a partir de su solicitud— información 
sobre los distintos métodos anticonceptivos 
disponibles.

Dicha información debe ser adecuada y 
actualizada. Además de estas características 
se establece también que debe ser científica 
y accesible a las necesidades de cada perso-
na.

En este sentido, consideramos de suma 
importancia resaltar estas dos últimas carac-
terísticas. Ello así, dado que al contemplar el 
carácter científico excluye consideraciones 
morales o creencias religiosas de los/as pro-

fesionales de la salud y al aludir a la accesibi-
lidad incluye la perspectiva de discapacidad.

Resulta necesario detenerse en esta última 
característica, puesto que la ley 26.150 por la 
que se crea el Programa Nacional de Educa-
ción Sexual Integral (ESI) (11) que reconoce a 
los/as niños, niñas y adolescentes el derecho 
a recibir educación sexual integral en todos 
los niveles de educación, modalidades y es-
cuelas del país —sean estas de gestión pública 
o privada— no contempla a las personas con 
discapacidad.

Ello explica la observación formulada por 
el Comité sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad (12) en torno a la ausencia 
en nuestra legislación de una estrategia de 
transversalización del enfoque de la discapa-
cidad en lo que respecta a los derechos sexua-
les y reproductivos.

Creemos que indudablemente los estereo-
tipos sobre la sexualidad de las personas con 
discapacidad son los responsables de tal omi-
sión, así como también de las consecuencias 
negativas que acarrea para sus vidas, ya que 
vulneran sus derechos sexuales y reproducti-
vos.

Asimismo, la norma contribuye a que las 
personas gestantes decidan libremente en 
materia de derechos reproductivos. Tal as-
pecto se manifiesta cuando pone en cabeza 
del Estado nacional, las provincias, la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y los municipios 
la responsabilidad de implementar la ESI para 
toda la población, por lo que se legisla sobre 
este punto de una forma que no es heteronor-
mativa.

En ese sentido vale recordar que los Linea-
mientos Curriculares para la Educación Se-
xual Integral disponen que “...la escuela ofre-
cerá situaciones de enseñanza que promue-

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) Ministerio de Salud de la Nación. Dirección de Es-

tadísticas e Información de Salud. Anuarios de Estadísti-
cas Vitales—Información básica; LATFEM (2020). Histo-
rias de niñas y mujeres que murieron por abortos insegu-
ros. Recuperada de https://latfem.org/sin-ley/

(2) CELS (28/12/2020). Informe. La criminalización por 
aborto y otros eventos obstétricos en la Argentina. Recu-
perado de https://www.cels.org.ar/web/publicaciones/
la-criminalizacion-por-aborto-y-otros-eventos-obstetri-
cos-en-la-argentina/

(3) OMS (25/09/2020). Recuperada de https://www.
who.int/es/news-room/fact-sheets/detail/preventing-un-
safe-abortion

(4) Los derechos reproductivos “...se basan en el re-
conocimiento del derecho básico de todas las parejas e 
individuos a decidir libre y responsablemente el número 
de hijos, el espaciamiento de los nacimientos y el inter-
valo entre estos y a disponer de la información y de los 
medios para ello y el derecho a alcanzar el nivel más ele-

vado de salud sexual y reproductiva. También incluye su 
derecho a adoptar decisiones relativas a la reproducción 
sin sufrir discriminación, coacciones ni violencia, de con-
formidad con lo establecido en los documentos de dere-
chos humanos”. Conferencia Internacional sobre Pobla-
ción y Desarrollo de Naciones Unidas (1994). Programa 
de Acción, Capítulo VII, Derechos Reproductivos y Salud 
Reproductiva.

(5) Perfil (4/02/2021). Franco, un varón trans, dio a luz 
a su primer hijo. Recuperado de https://www.perfil.com/
noticias/sociedad/franco-un-varon-trans-dio-a-luz-a-su-
primer-hijo.phtml; Página/12 (4/02/2021). “Es una emo-
ción que no tiene palabras”. Recuperado de https://www.
pagina12.com.ar/321786-es-una-emocion-que-no-tie-
ne-palabras; Télam (4/02/2021). Nació Facundo, el bebé 
gestado por un varón trans. Recuperado de https://www.
telam.com.ar/notas/202102/543596-nacio-facundo-el-
bebe-gestado-por-un-varon-trans.html

(6) RRADI, Blas, - MANSILLA, María (13/03/2018). Cuer-
pos gestantes. Aborto legal para tipos trans. Recuperado 

de http://revistaanfibia.com/cronica/aborto-legal-pa-
ra-tipos-trans/

(7) CS, 13/03/2012, “F., A. L. s/ Medida autosatisfactiva”, 
considerando 25. AR/JUR/1682/2012

(8) Sancionada el 30/10/2002, cuyos objetivos con-
sisten en alcanzar el máximo nivel de salud sexual y 
procreación responsable, con el fin de que la sociedad 
adopte decisiones libres de discriminación, coacción y/o 
violencia; disminuir la morbimortalidad materno-infan-
til; prevenir embarazos no deseados; promover la salud 
sexual de los/as adolescentes; contribuir a la prevención 
y detección precoz de enfermedades de transmisión se-
xual; garantizar el acceso a la información, orientación, 
métodos anticonceptivos y prestaciones de salud; y po-
tenciar las decisiones femeninas relativas a su salud se-
xual y procreación (art. 2º).

(9) Sancionada el 11/03/2009.
(10) El art. 6º, inc. d, dispone que la violencia contra la li-

bertad reproductiva es aquella que “...vulner[a] el derecho de 
las mujeres a decidir libre y responsablemente el número de 

embarazos o el intervalo entre los nacimientos, de conformi-
dad con la Ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de 
Salud Sexual y Procreación Responsable”. A su vez, el art. 6º, 
inc. d, de su dec. regl. 1.011/10 estipula que: “Específicamen-
te incurren en violencia contra la libertad reproductiva los/as 
profesionales de la salud que no brindan el asesoramiento 
necesario o la provisión de todos los medios anticonceptivos, 
como así también los/as que se niegan a realizar prácticas 
lícitas atinentes a la salud reproductiva”.

(11) Sancionada el 4/10/2006.
(12) Naciones Unidas. Comité sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad (17/09/2012 a 28/09/2012). 
Observaciones finales sobre el informe inicial de Argenti-
na, aprobadas por el Comité en su octavo período de sesio-
nes CRPD/C/ARG/CO/1. Recuperada de http://docstore.
ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=6QkG-
1d%2FPPRiCAqhKb7yhspZQ2sppBOANJSxHHwrsEJaYm-
nlvM3jA08AJH2x7hoUTgh3174tt8%2FqvOaLf8uHB4IloI-
qs87ffYYE4AhvtQvB%2B2u%2BONKQuePZFm%2BRn-
NkrXO

(13) LÓPEZ DE LA VIEJA, María Teresa, ob. cit., p. 150.
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van en los alumnos y alumnas: [l]a valoración 
de las personas independientemente de su 
apariencia, identidad y orientación sexual” 
(Consejo Federal de Educación, Res. 43/08, 
punto 4.1).

Es que si bien muchos de los casos que cul-
minan en aborto son producto de la carencia 
de información en materia de anticoncepción 
y prevención de embarazos no deseados no 
podemos ignorar que la campaña contra la 
ESI “Con mis hijos no te metas” (13) —en fla-
grante vulneración de la Convención sobre 
los Derechos del Niño (14), el Código Civil y 
Comercial de la Nación (art. 646, incs. b, c y 
d) (15), la ley 26.061 de Protección Integral de 
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 
(art. 3º, inc. a) (16) y la ley 26.743 de identidad 
de género (art. 5º) (17)— no ha hecho más que 
propiciarla.

Por otro lado, se autoriza al personal de 
salud a ejercer objeción de conciencia, salvo 
cuando la vida o la salud de la persona ges-
tante estén en peligro y requiera atención in-
mediata e impostergable o demande atención 
sanitaria postaborto. De otro modo se estaría 
vulnerando la Constitución Nacional (arts. 19 
y 75, inc. 22) (18) y la ley 17.132 por la que se 
establecen las reglas para el ejercicio de la 
medicina, odontología y actividad de colabo-
ración recíproca (art. 19, 2) (19).

De ahí que el establecimiento de salud tie-
ne el deber —no la facultad— de disponer la 
derivación de la persona gestante a otra insti-
tución de similares características, sin dilacio-
nes y asumiendo los costos de la intervención, 

en los casos en que todos/as los/as profesio-
nales sean objetores/as de conciencia.

Por otra parte, previo a la realización del 
aborto, la persona gestante deberá expresar 
por escrito y por sí sola su consentimien-
to informado. Para el caso de menores de 
edad la norma recepta el principio de au-
tonomía progresiva consagrado en la CN 
(art. 75, inc. 22) (20), el Cód. Civ. y Com. 
(art. 26) (21), la ley 26.061 (art. 3º, inc. d) (22) 
y el dec.  1089/2012 (23) reglamentario de la 
ley 26.529 de Derechos del Paciente en su Re-
lación con los Profesionales e Instituciones de 
la Salud (24).

De modo congruente a lo establecido en di-
chas normas y en el anexo I del dec. 415/2006 
por el que se aprueba la reglamentación de 
la ley 26.061 (art. 7º) (25) y la res. 65/2015 del 
Ministerio de Salud de la Nación por la que se 
aprueba como marco interpretativo del Cód. 
Civ. y Com. el documento de acuerdos elabo-
rado en la “Mesa de Trabajo: Nuevo Código 
Civil y Comercial, lectura desde los Derechos 
Sexuales y los Derechos y Reproductivos” (26), 
los/as menores mayores de dieciséis años de 
edad tienen plena capacidad para prestar su 
consentimiento a fin de interrumpir el emba-
razo. Ello así, porque se los/as considera con 
plena capacidad para decidir sobre su propio 
cuerpo.

Los/as adolescentes de entre 13 y 16 años 
de edad deben tener un/a acompañante o 
referente afectivo. Se presume entonces 
que los/as adolescentes entre 13 y 16 años 
cuentan con aptitud y madurez suficiente 

para solicitar la interrupción del embarazo 
y prestar el consentimiento, dado que pue-
den decidir respecto de aquellos tratamien-
tos no invasivos y que no comprometan su 
estado de salud como, por ejemplo, sobre 
los métodos de interrupción voluntaria del 
embarazo medicamentosos (art. 26, Cód. 
Civ. y Com.).

En cambio, los/as menores de 13 años de-
ben contar con el consentimiento informado 
y la asistencia de —al menos— uno/a de sus 
progenitores/as o representante legal. En au-
sencia de ellos/as se requerirá del acompaña-
miento de un/a adulto/a de referencia.

Además, en sintonía con la perspectiva de 
discapacidad a la que hemos aludido en pá-
rrafos anteriores las personas gestantes con 
discapacidad que lo requieran podrán contar 
con los apoyos previstos en el Cód. Civ. y Com. 
(art. 43) (27) para brindar el consentimiento y 
acceder a toda la información necesaria sobre 
la práctica. No obstante, si la sentencia judi-
cial de restricción a la capacidad le impide 
prestar el consentimiento o ha sido declarada 
incapaz judicialmente, deberá prestarlo con 
la asistencia de su representante legal o, a fal-
ta o ausencia de este o esta, la de una persona 
allegada.

Por lo demás, la norma establece que el 
personal de salud debe garantizar —además 
de acompañamiento y atención durante 
todo el proceso— los derechos consagra-
dos en las leyes 26.485 (art. 3º, incs. b, c, d, 
f, g y h)  (28) y 26.529 (art. 2º, incs. b, c, d, e 
y f )  (29), así como en el Protocolo para la 

atención integral de las personas con dere-
cho a la ILE, es decir, trato digno, privacidad, 
confidencialidad, autonomía de la voluntad, 
acceso a la información y calidad según es-
tándares de la OMS.

Con todo, se garantiza la cobertura integral 
y gratuita de la interrupción voluntaria del 
embarazo por el sector público de la salud, 
las obras sociales, las empresas de medicina 
prepaga y todos aquellos agentes y organiza-
ciones que brindan servicios médico-asisten-
ciales a las personas afiliadas o beneficiarias, 
independientemente de la figura jurídica que 
posean y en todas las formas que la OMS reco-
mienda, incluyendo todas las prestaciones en 
el Programa Médico Obligatorio. De ahí que 
pone en un plano de igualdad a las prestacio-
nes que se reciban, independientemente de 
quien las presta.

Finalmente, para garantizar la interrup-
ción voluntaria del embarazo se sanciona 
con prisión de tres meses a un año e inhabi-
litación especial por el doble del tiempo de 
la condena al funcionario público, funciona-
ria pública o autoridad del establecimiento 
de salud, profesional, efector o personal de 
salud que dilate injustificadamente, obsta-
culice o niegue su práctica en los casos legal-
mente autorizados.

En definitiva, la ley 27.610 con carácter de 
orden público —dado que regula materias de 
derechos humanos— viene a deconstruir la 
subordinación en virtud de la cual las mu-
jeres y personas con otras identidades de 
género con capacidad de gestar fueron sus-

(13) Dicha campaña quedó registrada a través de dis-
tintos medios de comunicación masiva. A modo de ejem-
plo: Merca2.0 (29/09/2018). “Con mis hijos no te metas”: 
polémica campaña contra la Ley de Educación Sexual. 
Recuperado de https://www.merca20.com/conmishijos-
notemetas-polemica-campana-contra-la-ley-de-educa-
cion-sexual/; Perfil (28/10/2018). “Con mis hijos no te me-
tas”: así se manifestaron contra la ley de Educación Sexual 
Integral. Recuperado de https://www.perfil.com/noticias/
sociedad/manifestacion-celeste-contra-la-ley-de-edu-
cacion-sexual-integral.phtml; Página 12 (29/10/2018). 
Una marcha para dejar a los hijos afuera. Recuperado de 
https://www.pagina12.com.ar/151730-una-marcha-para-
dejar-a-los-hijos-afuera; La Nación (29/10/2018). Pedido 
al Congreso: ni educación sexual ni identidad de géne-
ro. Recuperado de https://www.lanacion.com.ar/socie-
dad/pedido-al-congreso-ni-educacion-sexual-ni-identi-
dad-de-genero-nid2186252/

(14) La Convención sobre los Derechos del Niño —apro-
bada en 1990 por ley 23.849 y con rango constitucional 
(art. 75, inc. 22 CN)— trae consigo un cambio de paradig-
ma, pues los/as niños y niñas dejan de ser considerados/
as como un objeto de protección y pasan a ser considera-
dos/as como sujetos de derecho, con sus derechos y obli-
gaciones. En ese sentido, el art. 29.1 establece que los Es-
tados Parte convienen: “...en que la educación del niño[a] 
deberá estar encaminada a [...]: d) Preparar al niño[a] 
para asumir una vida responsable en una sociedad libre, 
con espíritu de comprensión, paz, tolerancia, igualdad de 
los sexos...”.

(15) En efecto, esto es lo que determina el art. 646 en sus 
incs. b, c y d del Cód. Civ. y Com.: “Son deberes de los pro-
genitores: [...]b) considerar las necesidades específicas del 
hijo [e hija] según sus características psicofísicas, aptitudes 
y desarrollo madurativo) respetar el derecho del niño [niña] 
y adolescente a ser oído[a] y a participar en su proceso edu-
cativo, así como en todo lo referente a sus derechos perso-
nalísimos; d) prestar orientación y dirección al hijo [e hija] 
para el ejercicio y efectividad de sus derechos...”.

(16) Sancionada el 28/09/2005. Dice el art. 3º, inciso a, 
que se debe respetar la condición de sujeto de derecho de 
los niños, niñas y adolescentes.

(17) El art. 5º de la ley 26.743 dispone que los niños, ni-
ñas y adolescentes pueden decidir sobre su identidad de 
género autopercibida.

(18) Dice el art. 19: “Las acciones privadas [...] que de 
ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni 
perjudiquen a un tercero, están solo reservadas a Dios, y 
exentas de la autoridad de los magistrados”. Por su parte 
el art. 75 inc. 22 de la CN incorpora con jerarquía constitu-
cional la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
cuyo art. 18 establece que: “Toda persona tiene derecho 
a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; 

este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de 
creencia, así como la libertad de manifestar su religión o 
su creencia, individual y colectivamente. Tanto en público 
como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la 
observancia”.

(19) De 24/01/1967. Dice el art. 19: “Los [y las] profesio-
nales que ejerzan la medicina están, sin perjuicio de lo que 
establezcan las demás disposiciones legales vigentes, obli-
gados [y obligadas] a: [...] 2º) asistir a los enfermos [y en-
fermas] cuando la gravedad de su estado así lo imponga y 
hasta tanto, en caso de decidir la no prosecución de la asis-
tencia, sea posible delegarla en otro[a] profesional o en el 
servicio público correspondiente...”.

(20) En efecto, el art. 75 inc. 22 incorpora en la Cons-
titución Nacional la Convención sobre los Derechos del 
Niño que establece lo siguiente en sus arts. 5º y 12.1: 
Art. 5º: “Los Estados Partes respetarán las responsabi-
lidades, los derechos y los deberes de los padres o, en 
su caso, de los miembros de la familia ampliada o de la 
comunidad, según establezca la costumbre local, de los 
tutores u otras personas encargadas legalmente del niño 
[y niña] de impartirle, en consonancia con la evolución 
de sus facultades, dirección y orientación apropiadas 
para que el niño[a] ejerza los derechos reconocidos en 
la presente Convención”. Art. 12.1: “Los Estados Partes 
garantizarán al niño [y niña] que esté en condiciones de 
formarse un juicio propio el derecho de expresar su opi-
nión libremente en todos los asuntos que afectan al niño 
[y niña], teniéndose debidamente en cuenta las opiniones 
del niño [y niña], en función de la edad y madurez del niño 
[y niña]”.

(21) Dice el art. 26 del Cód. Civ. y Com.: “Ejercicio de 
los derechos por la persona menor de edad. La persona 
menor de edad ejerce sus derechos a través de sus repre-
sentantes legales. No obstante, la que cuenta con edad y 
grado de madurez suficiente puede ejercer por sí los actos 
que le son permitidos por el ordenamiento jurídico. En si-
tuaciones de conflicto de intereses con sus representan-
tes legales, puede intervenir con asistencia letrada. La 
persona menor de edad tiene derecho a ser oída en todo 
proceso judicial que le concierne, así como a participar 
en las decisiones sobre su persona. Se presume que el [o 
la] adolescente entre trece y dieciséis años tiene aptitud 
para decidir por sí respecto de aquellos tratamientos que 
no resultan invasivos, ni comprometen su estado de salud 
o provocan un riesgo grave en su vida o integridad física. 
Si se trata de tratamientos invasivos que comprometen su 
estado de salud o está en riesgo la integridad o la vida, el 
[o la] adolescente debe prestar su consentimiento con la 
asistencia de sus progenitores; el conflicto entre ambos se 
resuelve teniendo en cuenta su interés superior, sobre la 
base de la opinión médica respecto a las consecuencias 
de la realización o no del acto médico. A partir de los die-

ciséis años el [o la] adolescente es considerado[a] como 
un adulto[a] para las decisiones atinentes al cuidado de 
su propio cuerpo”.

(22) La ley 26.061 en su art. 3º respecto de los niños, ni-
ñas y adolescentes consagra el respeto de “d) Su edad, gra-
do de madurez, capacidad de discernimiento...”.

(23) El dec. 1089/2012 reglamentario de la ley 26.529 —nor-
ma especial en materia de ejercicio de derechos en el campo de 
la salud— contempló lo atinente a la aptitud personal de niños, 
niñas y adolescentes para el ejercicio de sus derechos. Así, al 
reglamentar el principio de autonomía, el art. 2º inc. e, párr. 
segundo dispone: “Los[as] profesionales de la salud deben 
tener en cuenta la voluntad de los niños, niñas y adolescen-
tes sobre esas terapias o procedimientos [dice refiriéndose a 
los procedimientos médicos o biológicos que se le propon-
gan en relación a su persona] según la competencia y discer-
nimiento de los [y las] menores”.

(24) Sancionada el 21/10/2009.
(25) Art. 7º: “Se entenderá por “familia o núcleo fami-

liar”, “grupo familiar”, “grupo familiar de origen”, “medio 
familiar comunitario”, y “familia ampliada”, además de los 
progenitores, a las personas vinculadas a los niños, niñas 
y adolescentes, a través de líneas de parentesco por con-
sanguinidad o por afinidad, o con otros miembros de la fa-
milia ampliada. Podrá asimilarse al concepto de familia, a 
otros miembros de la comunidad que representen para la 
niña, niño o adolescente, vínculos significativos y afectivos 
en su historia personal como así también en su desarrollo, 
asistencia y protección. Los organismos del Estado y de la 
comunidad que presten asistencia a las niñas, niños y sus 
familias deberán difundir y hacer saber a todas las perso-
nas asistidas de los derechos y obligaciones emergentes de 
las relaciones familiares”.

(26) Dice el anexo 1 de la res. 65/2015 en 2.2 titulado 
“Sobre los criterios de interpretación del art. 26 a efectos 
de indicar criterios etarios para la presunción de autonomía 
en adolescentes”, en el párr. 5 que: “...en aquellos casos en 
los que sea necesaria la asistencia para el consentimiento 
del NNyA, la interpretación adecuada del término “proge-
nitores” del artículo 26 del Cód. Civ. y Com. [...] en cuanto 
se refiera a las prácticas relacionadas con el cuidado del 
propio cuerpo, debe ser interpretado de forma que permi-
ta que las personas que ejerzan, formal o informalmente, 
roles de cuidado puedan participar y acompañar al NNyA 
en el proceso de consentimiento informado y toma de de-
cisiones sanitarias. Esto por cuanto se trata del ejercicio de 
un derecho personalísimo como la atención y el cuidado de 
la salud. De esta manera, cualquier “allegado” (art. 59 del 
Cód. Civ. y Com.) o referente afectivo (art. 7 dec. 415/2006 
reglamentaria de la ley 26.160) podría asistir al NNyA en el 
consentimiento de dichos actos”.

(27) Art. 43: “Concepto. Función. Designación. Se en-
tiende por apoyo cualquier medida de carácter judicial o 

extrajudicial que facilite a la persona que lo necesite la 
toma de decisiones para dirigir su persona, administrar 
sus bienes y celebrar actos jurídicos en general. Las me-
didas de apoyo tienen como función la de promover la au-
tonomía y facilitar la comunicación, la comprensión y la 
manifestación de voluntad de la persona para el ejercicio 
de sus derechos. El [o la] interesado[a] puede proponer 
al juez la designación de una o más personas de su con-
fianza para que le presten apoyo. El juez debe evaluar los 
alcances de la designación y procurar la protección de la 
persona respecto de eventuales conflictos de intereses o 
influencia indebida. La resolución debe establecer la con-
dición y la calidad de las medidas de apoyo y, de ser nece-
sario, ser inscripta en el Registro de Estado Civil y Capaci-
dad de las Personas”.

(28) El art. 3º garantiza los siguientes derechos: “b) [...] 
seguridad personal; c) [...] integridad física, psicológica, se-
xual [...]; d) [...] dignidad; [...]f) [...] intimidad [...]g) Recibir 
información y asesoramiento adecuado; h) Gozar de medi-
das integrales de asistencia, protección y seguridad...”.

(29) Art. 2º: “Derechos del paciente. Constituyen dere-
chos esenciales en la relación entre el [y la] paciente y el 
[, ella] o los [y las] profesionales de la salud, el o los agen-
tes del seguro de salud, y cualquier efector de que se tra-
te, los siguientes: [...]b) Trato digno y respetuoso. El [y la] 
paciente tiene el derecho a que los agentes del sistema 
de salud intervinientes le otorguen un trato digno, con 
respeto a sus convicciones personales y morales, princi-
palmente las relacionadas con sus condiciones sociocul-
turales, de género, de pudor y a su intimidad, cualquiera 
sea el padecimiento que presente, y se haga extensivo a 
los familiares o acompañantes; c) Intimidad. Toda acti-
vidad médico-asistencial tendiente a obtener, clasificar, 
utilizar, administrar, custodiar y transmitir información y 
documentación clínica del [o la] paciente debe observar 
el estricto respeto por la dignidad humana y la autono-
mía de la voluntad, así como el debido resguardo de la in-
timidad del mismo[/a] y la confidencialidad de sus datos 
sensibles [...]d) Confidencialidad. El [y la] paciente tiene 
derecho a que toda persona que participe en la elabora-
ción o manipulación de la documentación clínica, o bien 
tenga acceso al contenido de la misma, guarde la debida 
reserva, salvo expresa disposición en contrario emanada 
de autoridad judicial competente o autorización del pro-
pio paciente; e) Autonomía de la voluntad. El [y la] pa-
ciente tiene derecho a aceptar o rechazar determinadas 
terapias o procedimientos médicos o biológicos, con o sin 
expresión de causa, como así también a revocar poste-
riormente su manifestación de la voluntad [...]f) Informa-
ción Sanitaria. El [y la] paciente tiene derecho a recibir la 
información sanitaria necesaria, vinculada a su salud. El 
derecho a la información sanitaria incluye el de no recibir 
la mencionada información...”.
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tituidas en la adopción de decisiones sobre 
su sexualidad y reproducción para restable-
cerlas como lo que son, sujetos plenos de 
nuestra sociedad y, como tales, con derecho 
a ejercer en igualdad de condiciones con las 
demás personas —y, por tanto, sin que esto 
acarree consecuencias negativas para su sa-

lud o ponga en riesgo sus vidas— la capaci-
dad de construir su propio proyecto de vida 
que, por diversas razones, puede o no incluir 
a la maternidad.

Sin ello, el derecho a la salud que el Es-
tado debe proteger con acciones positivas, 

esto es, mediante un rol activo y no de mero 
espectador (30), junto a la libertad y segu-
ridad —que amparan el derecho de todas 
las personas a organizar su vida conforme 
a sus propias opciones y convicciones y 
a que esta no se restrinja o limite más allá 
de lo razonable— (31); a la igualdad; a una 

vida libre de violencia y a no ser someti-
das a tortura y tratos crueles, inhumanos 
y degradantes consagrados en los tratados 
internacionales de Derechos Humanos de 
raigambre constitucional (art. 75, inc. 22) 
carecen de vigencia, tal como aconteció en 
el país producto de la expresión extrema de 
violencia de género.

Cita on line: AR/DOC/525/2021
(30) CS, fallos 321:1684; 323:1339; 323:3229; 324:3569, 

entre muchos otros.
(31) Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Cha-

parro Álvarez y Lapo Íñiguez c. Ecuador. Excepciones Pre-
liminares, Fondo, Reparaciones y Costas”. Sentencia de 
21/11/2007. Serie C No. 170, párr. 51.
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I. Introducción

El 11/03/2020, la Organización Mundial de 
la Salud (OMS) declaró la pandemia del CO-
VID-19. A partir de ese momento, el mundo 
cambió brutalmente, obligando a los Estados 
a adoptar medidas de emergencia y preventi-
vas que han impactado en todos los ámbitos 
(sociales, políticos, económicos, educativos, la-
borales, de organización familiar, institucional, 
comercial).

La pandemia del COVID-19 puso en eviden-
cia desigualdades estructurales, que se profun-
dizaron afectando a los sectores más vulnera-
bles de la población.

El contexto de pandemia que hoy continua-
mos transitando y ante la futura postpandemia 
(de fecha incierta) sigue poniendo a prueba a 
todos los operadores políticos, judiciales, le-
gislativos, institucionales, comunitarios, a nivel 
global, regional, nacional y local, quienes de-
ben adoptar medidas frente a las inequidades y 
desigualdades que se profundizan en términos 
de derechos humanos, afectando a las personas 
en condición de vulnerabilidad.

Esto constituye un desafío, que debemos en-
frentar desde una perspectiva de derechos hu-
manos y de género e interseccional, orientada 
hacia la realización plena de los derechos de 
todas las personas, en un pie de igualdad y de 
no discriminación.

¿Pero cómo lograrlo?

En el presente trabajo abordaremos tres ejes 
de análisis con relación a uno de los grupos más 

vulnerables en esta pandemia y respecto de un 
tema central: las mujeres, niñas, las adolescen-
tes, las adultas mayores y con discapacidad, con 
relación al acceso a la salud integral, poniendo 
énfasis en los derechos sexuales y reproducti-
vos.

II. Ejes de análisis

A los fines metodológicos, desarrollaremos 
los siguientes ejes de análisis:

II.1. Sobre el acceso a la salud como derecho 
humano fundamental

II.2. Datos. Las estadísticas con enfoque de gé-
nero e interseccionalidad

II.3. Acciones con perspectiva de género. De-
safíos

II.1. Sobre el acceso a la salud como derecho 
humano fundamental

El derecho a la salud no puede ser analiza-
do desde una visión meramente médica, sino 
que deben considerarse aristas jurídicas, como 
también psicobiosociales.

Así consideramos que la concepción de sa-
lud debe ser dinámica, en términos adaptati-
vos, apuntando a la calidad de vida del ser hu-
mano (1).

El derecho a la salud, como parte del núcleo 
duro de los derechos económicos, sociales y 
culturales (2) (3), tiene una dimensión holísti-
ca. Es en esa línea que se enrola el PIDESC, que 
en el art. 12 define a la salud como un derecho 

humano fundamental e indispensable para el 
ejercicio de los demás derechos humanos.

Todo ser humano, todas las personas tienen 
derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud, que le permita vivir dignamente. De esta 
manera, está vinculado con el ejercicio de otros 
derechos humanos, en particular con el dere-
cho a la alimentación, a la vivienda, al trabajo, 
a la educación, a la dignidad humana, a la vida, 
a la no discriminación, a la igualdad, a no ser 
sometido a torturas, a la vida privada, al acceso 
a la información, a la libertad de asociación, re-
unión y circulación (4).

El derecho a la salud es un derecho  que ad-
quiere una dimensión ética, vinculándose con 
la dignidad humana. Esto supone de parte de 
los Estados, desde el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (5), la obligación de 
adoptar todas las medidas, de cualquier natu-
raleza, apropiadas y necesarias para que toda 
persona que habite en su territorio alcance el 
efectivo disfrute de ese derecho (art. 2º PIDESC, 
arts. 1º, 2º, 26 CADH; art. 19 PACADH).

El derecho a la salud desde la dimensión éti-
ca se entiende como un derecho humano per-
sonalísimo y no como una mercancía en la eco-
nomía de mercado (6). Esta concepción, ligada 
al derecho a la dignidad humana, igualdad y no 
discriminación adquiere mayor protagonismo 
en el actual contexto de pandemia (y futura 
postpandemia) del COVID-19, donde se han 
puesto de relieve desigualdades estructurales, 
inequidades no solo en el acceso a los servicios 
esenciales de salud, sino en cuanto al suminis-
tro de insumos necesarios, al personal sanita-
rio —en cuya primera línea se encuentran las 

mujeres— y ahora, evidenciado en cuanto al 
suministro de la vacuna para este virus.

No solo nos enfrentamos a los mayores ries-
gos motivados por el COVID-19 con relación 
a las mujeres y niñas [por violencia de género, 
violencia doméstica, salud, trabajo no remu-
nerado, generando la pandemia un aumento 
de las tareas de cuidado sobre las mujeres ante 
el cierre de escuelas y sobrecarga de los siste-
mas sanitarios y de asistencia, precariedad 
laboral (7)], sino que además la comunidad 
global enfrenta el problema de la aparición de 
nuevas cepas del virus, requiriendo justamente 
desde un enfoque de derechos humanos, éti-
co y universal, la adopción de medidas a nivel 
internacional, orientados hacia una “equidad 
vacunal” (8).

El derecho a la salud, desde la visión del Co-
mité del PIDESC, no debe entenderse como el 
derecho a estar sano (9). El derecho a la salud 
entraña libertades y derechos y el concepto del 
“más alto nivel de salud” previsto en el párr. 1 
del art. 12 del PIDESC tiene en cuenta las con-
diciones biológicas y socioeconómicas esencia-
les de la persona, como los recursos que cuenta 
el Estado (10).

Esa visión holística del derecho a la salud se 
completa con el carácter de derecho inclusi-
vo (11), dado que, según el Comité, no solamen-
te abarca la atención de salud oportuna y apro-
piada, sino también los principales factores 
determinantes de la salud, como acceso al agua 
limpia potable, condiciones sanitarias adecua-
das, acceso a educación, información sobre 
cuestiones relacionadas con la salud, incluida 
la salud sexual y reproductiva.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) PETRELLA, Alejandra, “Nuevamente sobre ‘el derecho a 

la salud’: judicialización, ¿implica operatividad?, Revista de De-
recho Público, 2017-1. “Los derechos económicos, sociales y cul-
turales”, Rubinzal Culzoni Editores, Santa Fe, 2017, p. 307.

(2) https://www.corteidh.or.cr/tablas/r38342.pdfFecha 
de consulta: 2/3/2021NAVARRO, Román, Reconocimiento y 
protección del derecho a la salud por el Corpus Iuris Interna-
cional de los Derechos Humanos: universal y regional, alcan-
ces y limitaciones.

(3) Junto con el derecho a la educación, trabajo, vivienda, 
alimentación.

(4) Comité PIDESC. “El derecho al disfruto del más alto ni-
vel posible de salud”: Observación General nro.14, 11/8/2000, 

E/C.12/2000/4 CESCR. Observación general 14, párr. 3.
(5) Tratados y convenciones internacionales que contem-

plan el derecho a la salud: PIDESC: art. 12; PIDCP: art. 6 (dere-
cho a la vida); CADH: art.4, 5, 26; DUDH: art. 25; CDN: art. 23, 
24, 25; CEDAW: art. 12. Cabe señalar que el derecho a la salud 
es concebido como parte del contenido del derecho a un ni-
vel de vida adecuado, físico, mental. Constitución Nacional: no 
está explícitamente establecido el derecho a la salud, sino que 
se incluye en los derechos implícitos que surgen del art. 33.

(6) PETRELLA, Alejandra, ob. cit.
(7) https://interactive.unwomen.org/multimedia/exp-

lainer/covid19/es/index.html?gclid=Cj0KCQiA4feBBhC9A-
RIsABp_nbUic1oPs9uSpbeQKqrbimDm6EUuFAaSE3qZnW-
jLsnH66JuRD8gwmeoaAlSHEALw_wcBfecha de consulta: 

2/3/2021”Los efectos del COVID-19 sobre las mujeres y las 
niñas”.

(8) El principio de “equidad vacunal” según la OMS, en 
palabras del Director General Dr. Tedros Adhanon “... está ga-
nando cada vez más adeptos y me congratulo de la adhesión 
de los dirigentes de todo el mundo que han asumido nuevos 
compromisos para distribuir dosis de vacunas y más finan-
ciación para el Mecanismo COVAX, con objeto de poner fin de 
una vez por todas a esta pandemia. No podemos comportar-
nos como si nada ocurriera: los países deben poner a disposi-
ción urgentemente tecnologías y dosis vacunales, multiplicar 
su capacidad de producción y velar por que el suministro de 
vacunas sea sostenible y permita inmunizar a todas las perso-
nas como en todas partes”. En la declaración por la equidad 

vacunal, se pide a los gobiernos y fabricantes que agilicen trá-
mites, aumenten su producción poniendo a disposición sus 
tecnologías y experiencias y garanticen la distribución equi-
tativa de las dosis a fin de vacunar a la población empezan-
do por el personal sanitario y asistencial que lleva más de un 
año luchando en primera línea contra esta pandemia.https://
www.who.int/es/news/item/19-02-2021-world-waking-up-
to-vaccine-equityfecha de consulta: 2/3/2021El mundo se 
moviliza en pro de la equidad vacunal. OMS

(9) Según la OMS la salud es un estado de perfecto (com-
pleto) bienestar físico, mental y social, y no solo la ausencia de 
enfermedad.

(10) Obs. Gral. nro. 14 COMITÉ PIDESC, párr. 8 y 9.
(11) Según el Comité del PIDESC, párr.11.
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Un tema vital en el ejercicio del derecho a la 
salud es el acceso a la salud y para ello, deben 
estar garantizados los siguientes elementos, 
que son esenciales e interrelacionados (12), ta-
les como:

a) Disponibilidad;

b) Accesibilidad;

c) Aceptabilidad. Implica un respeto por la 
ética médica, la cultura, sensibles al género y al 
ciclo de vida.

d) Calidad.

En cuanto a la accesibilidad, esta implica que 
los establecimientos, bienes y servicios de salud 
deben ser accesibles sin discriminación alguna.

El Comité del PIDESC distingue distintas di-
mensiones superpuestas, como las siguientes:

1. La no discriminación: Esto implica que to-
dos los bienes y servicios deben estar al alcance 
de todos los sectores de la población, en espe-
cial de los grupos vulnerables y desfavorecidos, 
sin ningún tipo de discriminación.

2. Accesibilidad física: Se apunta al alcance 
geográfico de la población en especial de gru-
pos vulnerables, marginados, minorías étnicas, 
población indígena, mujeres, los niños, adoles-
centes, personas mayores, con discapacidad, 
con VIH/SIDA. Implica también que los servi-
cios y factores determinantes de la salud como 
agua limpia potable y servicios sanitarios ade-
cuados estén a una distancia razonable (inclu-
so en zonas rurales), además de accesibilidad 
para personas con discapacidad.

3. Accesibilidad económica. En cuanto a la 
asequibilidad, deben los servicios y estableci-
mientos estar al alcance de todos y los pagos 
por los servicios de salud y factores determi-
nantes básicos para la salud, deben basarse en 
el principio de equidad para asegurar el alcan-
ce a todas las personas. “La equidad exige que 
sobre los hogares más pobres no recaiga una 
carga desproporcionada, en lo que se refiere a 
los gastos de salud, en comparación con los ho-
gares más ricos”.

4. Acceso a la información. Incluye el dere-
cho a solicitar, recibir información, difundir 
acerca de temas de salud.

Ahora bien, el embate que la pandemia del 
COVID-19 causó en los derechos humanos, 
puso de manifiesto la dependencia que la so-
ciedad tiene de las mujeres (13), siendo las mu-
jeres las que están en primera línea en la aten-
ción sanitaria, al frente de los cuidados, atrave-
sadas por la falta de empleo formal y debido al 
aislamiento, mayormente expuestas a violencia 
de género, doméstica y, en definitiva, en afecta-
ciones de la salud en términos integrales.

La CEPAL ha señalado que durante la pande-
mia de COVID-19, el ejercicio de los derechos 
sexuales y reproductivos se vio afectado por la 
crisis humanitaria y sanitaria, incluyendo las 
dificultades de acceso a los servicios públicos, 
previendo que continuará en el futuro (14). Esto 
implica un retroceso respecto de los avances 
logrados en los últimos años, acentuándose las 
brechas en el ejercicio de esos derechos entre 
hombres y mujeres.

La concentración de los recursos de salud 
pública en la atención directa de los casos de 

COVID-19, con la consiguiente retracción de 
recursos en áreas de salud sexual y reproduc-
tiva, en programas, en acciones de prevención 
y atención, generan un impacto negativo im-
portante, afectando a las mujeres que son espe-
cialmente vulnerables a los efectos de la crisis 
socioeconómica derivada de la pandemia.

Dificultades de desplazamiento a centros de 
salud, en la adquisición de insumos, aumento 
de horas dedicadas a las tareas de cuidado (que 
se vieron aumentadas debido al aislamiento, 
cierre de escuelas, trabajos), no hicieron sino 
profundizar la brecha entre hombres y mujeres, 
implicando en ellas un aumento de su pobreza 
de tiempo y de disminución de posibilidades de 
acudir a servicios de salud sexual y reproducti-
va.

Según la CEPAL, el número de embarazos 
adolescentes podría aumentar (15) en el con-
texto de la pandemia, debido a las dificulta-
des para acceder a métodos anticonceptivos, 
a servicios de salud sexual y reproductiva; a la 
mayor exposición de las niñas y adolescentes 
a situaciones de violencia sexual y abuso in-
trafamiliar, debido al aislamiento; a la falta de 
implementación de programas de ESI (por el 
cierre de escuelas y servicios de salud sexual y 
reproductiva); existe el riesgo de aumento de 
mortalidad materna (en especial en grupos de 
mayor vulnerabilidad, como indígenas y afro-
descendientes) y se evidencia una reducción 
de controles preparto y postparto, afectando la 
salud de las mujeres.

La Organización Panamericana de la Salud 
(OPS) ha señalado que según datos disponibles 
sugieren que las mujeres embarazadas tienen 
mayor riesgo de desarrollar una forma grave de 
COVID-19, que en algunos casos podría llevar a 
la muerte (OPS, 2020 a) (16).

Se ven afectadas también, la planificación 
familiar, el control y el acceso a tratamientos 
y consejerías de VIH/SIDA, disminución de 
servicios de detección, lo que evidencia la im-
portancia de diseñar y de adoptar medidas con 
perspectiva de género que tengan en cuenta el 
impacto diferenciado entre hombres y mujeres.

El acceso a la telemedicina, con el aporte de 
herramientas tecnológicas (digitales), como 
tele consultas, recetas médicas si bien constitu-
yen un avance en el ejercicio del derecho a la 
salud; por otro lado existen dificultades desde 
el ámbito digital para los sectores vulnerables 
que no tienen accesos a dichas tecnologías 
(Internet, dispositivos móviles, Tablet, pc) atra-
vesados por serias dificultades económicas, o 
bien para las personas adultas mayores o con 
discapacidad que carecen de dichas herra-
mientas y de conocimientos digitales profun-
dizándose la brecha digital aún más. Entonces, 
por un lado, el mundo digital ha abierto las 
puertas en esta pandemia a nuevas formas de 
conocimiento, trabajo y vinculación y, por otro 
lado, la brecha digital se ha tornado evidente, 
poniendo al desnudo inequidad en el acceso a 
derechos básicos.

Para que la transformación digital sea prove-
chosa y alcance a toda la comunidad, especial-
mente a los grupos más vulnerables, se deben 
abordar las brechas digitales, las desigualdades 
relacionadas con la edad, el género, para que 
los beneficios de las tecnologías digitales im-
pacten positivamente en la calidad de vida de 
las personas. Desde la CEPAL (17) se advierten 
brechas digitales, disparidad en el acceso y uso, 
acentuadas por el género entre otros aspectos, 

que deben ser erradicadas, evitando que la 
pandemia y en la postpandemia se potencien 
dichas brechas, debiendo trabajar hacia una 
mayor cohesión social, en términos de igual-
dad y efectividad en el ejercicio de los derechos 
humanos.

El acceso a la salud se ve en consecuencia, 
obstaculizado por factores multicausales, que 
requieren de la adopción de medidas interre-
lacionadas, no aisladas. Transversalmente, la 
perspectiva de género, de igualdad de género, la 
interseccionalidad, surgen como las herramien-
tas fundamentales para lograr la sostenibilidad 
y equidad en un mundo atravesado por la pan-
demia, que dignifique al ser humano, en espe-
cial a las mujeres, niñas, las adolescentes, las 
mujeres adultas mayores, quienes constituyen 
uno de los grupos vulnerables. La autonomía 
económica de las mujeres constituye un obje-
tivo central, que brindará una de las respuestas 
necesarias para dotar de igualdad y no discri-
minación a estas.

II.2. Datos. Las estadísticas con enfoque de gé-
nero e interseccionalidad

Los datos importan en términos de diseño y 
ejecución de políticas públicas.

La recolección de datos trae aparejada infor-
mación; la información brinda conocimiento y 
el conocimiento, decisión política.

La recolección de datos es fundamental a los 
efectos de formular estadísticas, que, con una 
perspectiva de género, evidencien la realidad 
sobre la que se debe legislar y diseñar políticas 
públicas.

Veamos algunos datos e información (18):

- A nivel mundial, con relación a los profe-
sionales de asistencia sanitaria y social, el 70% 
son mujeres. Estas se encuentran en la primera 
línea de respuesta al COVID-19 (19), general-
mente como enfermeras, matronas, trabajado-
ras sanitarias.

- El salario de las mujeres sigue siendo menor 
que el de los hombres en iguales tareas.

- El diseño y tamaño de mascarillas y demás 
equipos de protección está pensado para los 
hombres, lo que hace que las mujeres estén 
más expuestas a los riesgos sanitarios.

- En cuanto a la salud, a nivel mundial, ONU 
MUJERES señala que antes de la pandemia mo-
rían 810 mujeres por día por causas evitables en 
el embarazo y parto. Desigualdades interrela-
cionadas con lo socioeconómico, discapacidad, 
género, edad, raza, orientación sexual, pueden 
amplificar esos efectos (la carencia de factores 
determinantes de la salud como el agua limpia 
potable, servicios de salud impacta en la salud 
como derecho universal).

- Con relación al trabajo no remunerado, 
antes de la pandemia, las mujeres realizaban 
el triple de trabajo doméstico y de cuidados no 
remunerados que los hombres. Después de la 
pandemia, por el cierre de escuelas, desempleo, 
que afectó mayormente a los trabajadores in-
formales, se ha contribuido a un mayor trabajo 
no remunerado, profundizando desigualdades.

- Por la pandemia, el 89% de la población 
estudiantil mundial (743 millones de niñas y 
adolescentes) dejó de asistir a escuelas, univer-
sidades, agravado esto por la falta de acceso a 

Internet y tecnologías aplicadas a la educación. 
Esto impacta en la calidad de vida y en la po-
sibilidad de obtener un mejor empleo a futuro.

- Sobre los empleos informales en América 
Latina y el Caribe, el 54% es desempeñado por 
mujeres y los hombres, el 52% (generalmente 
los hombres desempeñan en mayor porcentaje 
trabajos informales, mientras que las mujeres, 
desarrollan trabajos de cuidados no remunera-
dos). Según la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), el desempleo a nivel mundial 
aumentará.

- La violencia contra las mujeres se intensi-
ficó durante la pandemia. Datos de Argentina 
muestran que durante el mes de abril de 2020 
(en pleno ASPO) hubo un incremento de lla-
mados a la línea 144 del 23% comparados con 
abril de 2019, y en mayo un 27% más (a modo 
de ejemplo) (20).

- Según la CEPAL las mujeres están sobre-
rrepresentadas en el área de la salud. El 73,2% 
de los trabajadores son mujeres en la región de 
América Latina y el Caribe.

- Las mujeres se ven afectadas por una bre-
cha salarial promedio del 23.7% (21).

- Debido a la pandemia el impacto econó-
mico ha sido brutal, afectando a las mujeres, 
colocándolas en situación de mayor pobreza. 
Se necesita apoyo para evitar que 118 millo-
nes de mujeres se encuentren en situación de 
pobreza (es decir 23 millones más que en el 
año 2019).

- 1 de cada 2 mujeres están ocupadas en sec-
tores de mayor riesgo: Turismo, comercio y ma-
nufactura.

- Debido a la pandemia ha habido una fuerte 
salida del mercado laboral de las mujeres que 
implicó un retroceso de 10 años (22).

- En algunos países de la región (América La-
tina y El Caribe), la pérdida de trabajo domésti-
co remunerado de las mujeres es del 40%.

- En cuanto al trabajo doméstico remunera-
do, en la región, el 76% de las trabajadorass, no 
tiene cobertura previsional ni seguridad social, 
cayendo fuertemente dicho trabajo durante la 
pandemia (no existe la posibilidad del teletra-
bajo, se requiere presencialidad).

La recopilación de datos, el suministro y aná-
lisis de información, sirve para saber “dónde 
estamos”, “con qué recursos contamos”; “qué 
necesitamos” para cumplir con los estándares 
internacionales en materia de derechos huma-
nos, y “qué diseñar y ejecutar”, para que los pro-
gramas y acciones sean concretos y acordes con 
la realidad local.

A problemáticas globales, soluciones locales.

Para que esas acciones, programas de gobier-
no, programas de actuación en los distintos ser-
vicios, especialmente en los servicios de salud, 
contribuyan a la construcción de un mundo 
sostenible e igualitario, deben contar con pers-
pectiva de género e interseccional.

La perspectiva de género constituye una ca-
tegoría de análisis (23) que permite identificar 
las diferencias entre hombres y mujeres, expli-
cadas estas a partir de las condiciones sociales, 
culturales, políticas, económicas y jurídicas, 
históricamente creadas para determinar la vida 

(12) Obs. Gral. nro. 14. Comité PIDESC párr. 12.
(13) https://interactive.unwomen.org/multimedia/exp-

lainer/covid19/es/index.html?gclid=Cj0KCQiA4feBBhC9A-
RIsABp_nbUic1oPs9uSpbeQKqrbimDm6EUuFAaSE3qZnW-
jLsnH66JuRD8gwmeoaAlSHEALw_wcBfecha de consulta: 
2/3/2021

(14) Los riesgos de la pandemia de COVID-19 para el ejer-
cicio de los derechos sexuales y reproductivos, diciembre 
2020https://www.cepal.org/es/publicaciones/46483-ries-
gos-la-pandemia-covid-19-ejercicio-derechos-sexuales-re-

productivos-mujeresfecha de consulta: 23/2/2021
(15) https://www.cepal.org/es/publicaciones/46483-ries-

gos-la-pandemia-covid-19-ejercicio-derechos-sexuales-re-
productivos-mujeresFecha de consulta: 2/32021, p. 3

(16) Ibídem.
( 1 7 )  h t t p s : / / w w w. c e p a l . o r g /e s / p u b l i c a c i o -

nes/46029-perspectivas-economicas-america-lati-
na-2020-transformacion-digital-mejorFecha de consulta 
1/3/2021Perspectivas económicas para América Latina 2020: 
transformación digital para una mejor reconstrucción

(18) https://interactive.unwomen.org/multimedia/explai-
ner/covid19/es/index.html#:~:text=Los%20datos%20emer-
gentes%20muestran%20una,reducci%C3%B3n%20de%20
la%20ayuda%20mutua.Fecha de consulta: 01/03/2021Los 
efectos del COVID-19 sobre las mujeres y las niñas. ONU MU-
JERES.

(19) CEPAL, 2021
(20) https://www.argentina.gob.ar/generos/linea-144/

informacion-estadisticaFecha de consulta: 3/3/2021- Infor-
mación estadística sobre llamados a la línea 144. Argentina.

(21) CEPAL, 2021, Alicia Bárcena.
(22) Alicia Bárcena, CEPAL, 2021.
(23) No se trata de una ideología de género, sino que la pers-

pectiva de género es una categoría analítica de análisis, herra-
mienta metodológica. MESECVI. Declaración sobre igualdad 
de género y el empoderamiento de las mujeres como bien 
de la humanidad. Declaración sobre la igualdad de género y 
el empoderamiento de las mujeres como bien de la humani-
dad. Mecanismo de seguimiento Convención Belém do Pará 
(MESECVI) Decimocuarta Reunión del Comité de Expertas 27 
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de hombres y mujeres a partir de su sexo bio-
lógico (24).

“...La perspectiva de género explica así, cómo 
los hombres y las mujeres históricamente han 
estado regulados por comportamientos ‘permi-
tidos’, ‘esperados’, ‘negados’ o ‘condenados’ por 
el ambiente social en que viven, el cual está ba-
sado en las ideas de la dominación masculina 
que plantean —como fundamento principal— 
la inferioridad de las mujeres y la superioridad 
de los hombres...” (25).

La categoría de género no solo es una catego-
ría analítica, sino también es una herramienta 
de cambio que nos obliga a transformar estas 
desventajas (26).

Por lo tanto, con fundamento legal (CE-
DAW, Convención de Belém do Pará), permite 
este “...instrumento repensar las construcciones 
sociales y culturales de la distribución del po-
der entre mujeres y varones, que determinan, 
de manera directa, las formas de esas relacio-
nes, que han derivado en discriminación, falta 
de equidad, restricciones a recursos, poco ac-
ceso a oportunidades y desarrollo, así como es-
caso conocimiento de sus derechos como seres 
humanos...” (27).

Junto con la perspectiva interseccional (que 
analiza la forma en que se entrelazan los distin-
tos aspectos de la desigualdad) (28), se dotará 
de los elementos para un diseño y ejecución de 
acciones orientadas hacia la igualdad, no dis-
criminación de todas las personas, en especial 
de las mujeres, niñas y adolescentes.

II.3. Acciones con perspectiva de género. De-
safíos

La pandemia del COVID-19, con alcances 
desconocidos (aún hasta hoy), irrumpió de un 
modo vertiginoso, que dio lugar a repuestas 
estandarizadas y urgentes, que dejaron en evi-
dencia la falta de consideración de la diversi-
dad de varios grupos vulnerables de la pobla-
ción global, de sus condiciones y posiciones.

Ello implicó un retroceso en el diseño e im-
plementación de programas y políticas públi-
cas, ante la falta de enfoque de derechos y de 
perspectiva de género.

Ante ello, los organismos internacionales y 
regionales se han abocado a dar respuestas (o 
intentarlo) a las dificultades expuestas presen-
tando desde distintos documentos regionales, 
alternativas que contemplen los derechos hu-
manos en su integralidad y con una perspectiva 
de género.

Desde la implementación de políticas con-
tracíclicas, sensibles al género para mitigar los 
efectos de la crisis económica y sanitaria en la 
vida de las mujeres (29), tanto el Compromiso 
de Santiago, como la Estrategia de Montevideo 
para la implementación de la agenda regional 
de género en el marco del desarrollo sostenible 
2030, presentan lineamientos para una política 
en términos generales que brinde respuestas 
integrales.

La garantía de los derechos de las mujeres 
como derechos humanos fundamentales, la 
interseccionalidad, reconociendo la diversidad 
de mujeres y condiciones; un enfoque multies-
calar que permita adoptar una mirada abarca-
dora y dar respuestas en territorio a las distintas 
situaciones y acciones a corto, mediano y largo 
plazo que atiendan las necesidades urgentes y 
transformen las condiciones estructurales de la 
desigualdad con una visión de futuro, son ejes 
centrales en las acciones políticas instituciona-
les.

La perspectiva de género e interseccionali-
dad deben estar presentes en la organización 
de los servicios de salud, evitando que el acceso 
a la salud de los sectores vulnerables, como las 
mujeres, niñas y adolescentes, se vean afecta-
dos y agravados en esta pandemia y postpan-
demia.

Las medidas que apunten a la autonomía 
económica de las mujeres, acceso a tecnologías 
digitales, igualdad de género, economía del 
cuidado —apuntando a una corresponsabili-
dad—; lucha contra la violencia de género ha-
cia las mujeres; protección social y generación 
de empleos, son claves para lograr una igualdad 
real.

Se deben diseñar y ejecutar acciones, junto 
con los hombres, jóvenes, los niños, como alia-
dos estratégicos en el logro de la igualdad de 
género.

Para lograr un acceso a la salud integral de 
todas las mujeres, debemos fortalecer los ser-
vicios y desarrollar programas que se orienten 
hacia ese objetivo. Lo económico-financiero 
se vincula con la autonomía económica de las 
mujeres y hay que generar empleo, recuperar la 
economía en sectores dinamizadores para las 
mujeres (30); invertir en la economía del cuida-
do como sector dinamizador y transitar a una 
sociedad del cuidado; garantizar a las mujeres 
el uso de las TICs y general un nuevo pacto fis-
cal con igualdad de género que amplifique in-
gresos, iguales oportunidades y abra espacios 
de participación laboral formal (31).

Todo ello contribuirá a revertir la tendencia 
de profundización de la pobreza, precarización 
de las condiciones laborales de las mujeres, 
fortalecer la atención y servicios esenciales de 
salud para las mujeres, priorizar el financia-
miento de los servicios de prevención de la vio-
lencia de género hacia la mujer y de cuidado; y 
de atención de la salud, en especial de la salud 
sexual y reproductiva.

Acciones orientadas a financiar prioritaria-
mente a los servicios esenciales; a prevenir con 
políticas integrales la violencia de género; reco-
pilar datos para mejorar los servicios y progra-
mas son puntos centrales.

Entendemos que se deben resignificar accio-
nes frente a esta pandemia y futura postpande-
mia desde una perspectiva de género e inter-
seccionalidad con un protagonismo que dina-
mice el accionar socio político y comunitario.

Según la Observación General Nº 14 del 
Comité PIDESC sobre el art. 12 del PIDESC, 
sobre el derecho a la salud, el Comité reco-
mienda la incorporación de la perspectiva de 
género en sus políticas, planificación y pro-
gramas. Ello, por cuanto un enfoque basado 
en la perspectiva de género reconoce que los 
factores biológicos y socioculturales ejercen 
una influencia importante en la salud del 
hombre y la mujer.

De allí, que resulte fundamental la desagre-
gación según el sexo, de los datos socioeconó-
micos y datos relativos a la salud, siendo indis-
pensables para determinar y subsanar las des-
igualdades en lo referente a salud (32).

En definitiva: se requiere un enfoque de salud 
basado en derechos humanos, que implique el 
reconocimiento de la dignidad humana, garan-
tizar que los sistemas sanitarios sean accesibles 
para todas las personas, en especial los más 
vulnerables, sin discriminación y adoptar una 
perspectiva de género y reconocer que existen 
factores biológicos y socioculturales que influ-
yen en la salud de hombres y mujeres y que se 
deben tener presentes esas diferencias en los 
programas y políticas. Los derechos humanos 
deben ser marco en todo el desarrollo sanitario. 
Se completan con el derecho a la información, 
a la transparencia y rendición de cuentas, que 
brindarán legitimad en un estado derecho de-
mocrático.

III. A modo de conclusión

El día 08/03/2021, en un contexto atravesa-
do todavía por la pandemia del COVID-19, las 
mujeres, las niñas, las adolescentes, las adultas 
mayores, con discapacidad, continúan siendo 
blanco de constantes vulneraciones a sus de-
rechos.

El día 8 de marzo es un día de reflexión, de 
reclamo, de concientización acerca de la im-
portancia del rol de las mujeres en la sociedad 
global y de la necesidad de implementar políti-
cas con perspectiva de género, que trasciendan 
las meras palabras. Necesitamos que se refleje 
en los hechos concretos.

Es hora de rectificar desigualdades históri-
cas. La realidad nos interpela sin dilación a la 
adopción de medidas que tiendan hacia una 
integración de todos los sectores (locales, na-
cionales, regionales, internacionales) y a reali-
zar actividades realmente transformadoras con 
igualdad de género y sostenibilidad (33).

El principio de progresividad en materia de 
derechos humanos y la correlativa “no regre-
sividad” debe reflejarse en toda acción desde 
institucional hasta comunitaria.

El derecho a la salud, el acceso a la salud, en 
un sentido holístico e integral no admite dila-
ciones. El desafío es hoy.
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La violencia contra las 
mujeres es el medio del 
cual se ha servido histó-

ricamente el patriarcado para mantener el do-
minio del hombre hacia la mujer y que afecta a 

todo tipo de mujeres independientemente del 
contexto social y económico en donde vivan. 
Se ha discutido largamente como nombrar esta 
clase de violencia. Cada una de las formas utili-
zadas tiene sus propias características, tal como 

lo describe Diana Maffía: La expresión Violencia 
contra la mujer hace referencia a la víctima pero 
no victimario, la expresión Violencia doméstica 
denota que se produce en un ámbito privado 
pero deja de lado a los actores; Violencia fami-
liar hace visible el vínculo e incluye a todos sus 
integrantes pero no a la mujer como víctima 
en el 90% de los casos; Violencia de género es 
abarcativa en cuanto a la diversidad de género 

pero no especifica víctimas ni victimarios y Vio-
lencia sexista habla de relaciones de poder entre 
sexos (1). Cada una tendrá su adecuada aplica-
ción en el contexto en el que se pretenda utilizar, 
pero en lo que aquí nos interesa basta con tener 
en claro que hablamos de violencia sufrida por 
las mujeres por parte de los hombres y/o insti-
tuciones en razón de su condición y basada en 
la relación desigual de poder o dominio. Bajo el 

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) MAFFÍA, Diana, “Violencia y lenguaje: de la palabra 
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modelo patriarcal las mujeres, desde su infancia 
han vivido obligadas a reprimirse y aceptar el 
dominio masculino inculcándoles patrones cul-
turales y transmitiéndoles estereotipos a nivel 
mental y emocional pero también a nivel físico 
mediante el uso de la violencia física como me-
dio de aleccionamiento y dominio.

El derecho de las mujeres a una vida libre de 
violencia está consagrado, en el ámbito regio-
nal, en la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer (Convención de Belém do Pará) y, en 
el ámbito local, en la Ley 26.485, de protección 
integral para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres en los ámbitos en 
que desarrollen sus relaciones interpersonales. 
Tanto la Convención de Belém do Pará como la 
ley 26.485 contienen numerosas disposiciones 
orientadas a prevenir actos de violencia origina-
dos en razones de género, a investigar ese tipo 
de denuncias con el fin de esclarecer lo ocurri-
do, a sancionar al responsable, y a brindar asis-
tencia integral a las víctimas. Ambos cuerpos 
normativos contienen definiciones de lo que 
se entiende por violencia contra las mujeres. 
En el caso de la ley 26.485, la definición incluye 
no solo hechos de violencia directa, sino tam-
bién situaciones que pongan a las mujeres en 
desventaja con respecto a los varones, a lo que 
denomina violencia indirecta (2). Asimismo, 
se enuncian distintos tipos y modalidades que 
adquiere la violencia de género (3). La ley tam-
bién incorpora una serie de derechos y garantías 
mínimos, que son de aplicación a todo tipo de 
procesos, sin diferencia de fueros y sin discrimi-
nar si la mujer se encuentra involucrada como 
víctima o como imputada (4).

Además de la adopción de un tratado espe-
cífico, como la Convención de Belém do Pará, 
el derecho internacional de los derechos hu-
manos ha demostrado su preocupación por la 
persistencia de la discriminación y la violencia 
de género por medio de la creación de relatorías 
especiales, la elaboración de observaciones ge-
nerales, informes especiales, recomendaciones 
a los países, entre otras iniciativas. En el ámbito 
interamericano, los órganos de aplicación de la 
Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos se han pronunciado en numerosos casos 
en los que se denunciaban hechos de violencia 
contra las mujeres, y han fijado importantes es-
tándares acerca del deber estatal de actuar con 
la debida diligencia para prevenir, investigar y 
sancionar tales actos. En la sentencia recaída 
en el caso Penal Castro Castro (5), la Corte In-
teramericana de Derechos Humanos (Corte 
IDH) ha dado un paso significativo en el análisis 
de este tipo de casos, pues ha abandonado un 
parámetro “formal de igualdad y no discrimi-
nación, presuntamente neutral pero profunda-
mente masculino” (6), para dar lugar a otro que 
reconoce las diferencias de género. A partir de 
entonces, tanto la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos como la Corte IDH han 
comenzado a exigir a los Estados que inclu-
yan la perspectiva de género en el tratamiento 
de los casos de violencia contra mujeres, para 
que constituyan una respuesta adecuada a las 
características del fenómeno que se pretende 
atender (7).

De acuerdo a la Declaración sobre la Elimina-
ción de la Violencia contra la Mujer (art. 1º), la 
violencia hacia las mujeres o conocida también 
como violencia de género es: “Todo acto de vio-
lencia basado en la pertenencia al sexo femeni-
no que tenga o pueda tener como resultado un 

daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico 
para la mujer, así como las amenazas de tales 
actos, la coacción o la privación arbitraria de la 
libertad, tanto si se producen en la vida pública 
o privada”.

De la definición surgen diversos tipos y for-
mas de violencia:

1. Física: La violencia física es la que se em-
plea contra el cuerpo de las mujeres producien-
do dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier 
otra forma de maltrato/ agresión que afecte su 
integridad física (empujones, puñetazos, golpes, 
quemaduras, etc.).

2. Psicológica: La violencia psicológica es la 
que causa daño emocional, y disminución de la 
autoestima. Este tipo de violencia busca degra-
dar o controlar las acciones de una persona, sus 
comportamientos, creencias y decisiones, me-
diante amenaza, acoso, hostigamiento, restric-
ción, humillación, deshonra, descrédito, mani-
pulación (incluyendo la manipulación afectiva 
respecto a sus hijas o hijos, o demás lazos afec-
tivos) o aislamiento. La violencia psicológica 
incluye también la culpabilización, vigilancia 
constante, exigencia de obediencia y sumisión, 
coerción verbal, persecución, insulto, indiferen-
cia, abandono, celos excesivos, chantaje, ridicu-
lización, explotación y limitación del derecho 
de circulación a través de la presión o amenazas 
o cualquier otro medio que cause perjuicio a la 
salud psicológica y a la autodeterminación de 
las mujeres.

3. Sexual: La violencia sexual incluye cual-
quier acción que implique la vulneración en 
todas sus formas, con o sin acceso genital, del 
derecho de las mujeres de decidir voluntaria-
mente acerca de su vida sexual o reproductiva a 
través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o 
intimidación, incluyendo la violación dentro del 
matrimonio o de otras relaciones vinculares o 
de parentesco, exista o no convivencia, así como 
la prostitución forzada, explotación, esclavitud, 
acoso, abuso sexual y trata de mujeres.

4. Económica y patrimonial: La violencia 
económica o patrimonial es aquella dirigida 
específicamente a ocasionar un menoscabo en 
los recursos económicos o patrimoniales de las 
mujeres, a través de: - La perturbación de la po-
sesión, tenencia o propiedad de sus bienes; - La 
pérdida, sustracción, destrucción, retención o 
distracción indebida de objetos, instrumentos 
de trabajo, documentos personales, bienes, va-
lores y derechos patrimoniales; - La limitación 
de los recursos económicos destinados a satis-
facer sus necesidades o privación de los medios 
indispensables para vivir una vida digna; - El 
control sobre sus ingresos. - Recibir un salario 
más bajo que los varones por igual tarea.

5. Simbólica: La violencia simbólica es aque-
lla que se trasmite a través de patrones este-
reotipados, mensajes, valores, íconos o signos, 
reproduciendo así la dominación, desigualdad 
y discriminación en las relaciones sociales, y 
naturalizando la subordinación de la mujer en 
la sociedad.

Cuando las mujeres en situación de vulnera-
bilidad deciden realizar una denuncia, las o los 
profesionales intervinientes no tienen conoci-
miento sobre cómo el hecho traumático ha in-
cidido en su vida. Algo de lo siniestro de carac-
terísticas cíclicas ha vuelto a ocurrir, su descon-
fianza hacia los demás se incrementa. Las expe-

riencias que ha vivido son de aniquilamiento y 
desamparo, por ello, resulta insoslayable que 
las/los profesionales consideren que el solo he-
cho de pedir ayuda es ya un indicio positivo, y a 
su vez una alerta. Dicha intervención debe ser 
el inicio de un vínculo basado en la confianza. 
En este sentido, la credibilidad del relato de las 
víctimas es esencial para lograr la contención y 
apoyo que requiere la situación de crisis en la 
que se encuentran y además sostener el camino 
judicial que posiblemente se inicie.

Para entender y responder a muchos interro-
gantes que pueden aparecer frente a un caso (ya 
sea en una entrevista con la mujer víctima, al 
recibir una denuncia, al decidir el tipo de abor-
daje, o incluso al analizar las pruebas) se debe 
tener en cuenta las características y la dinámi-
ca que presenta violencia de género. En primer 
lugar, es necesario comprender el denominado 
ciclo de la violencia y las distintas fases que lo 
componen.

Por todo lo expuesto es imperioso investigar 
los hechos con perspectiva de género.

a. Establecer hipótesis sobre los hechos: Inves-
tigar y preparar las pruebas con una mirada de 
género implica en primer lugar establecer con 
claridad qué es lo que sucedió. Nunca llegare-
mos a conocer los hechos tal y como fueron, 
solo podremos corroborar hipótesis, lo que su-
pone construir una narrativa sobre lo que pasó 
que se sostenga razonablemente a partir de ele-
mentos objetivos. La formulación de la hipótesis 
del caso puede ir variando según se produzca la 
prueba, pero siempre debe partir del relato de la 
víctima. Por ello, presuponer la veracidad de su 
testimonio es uno de los primeros pasos, pues, 
salvo casos excepcionales, no hay razones para 
descreer de su relato. Comprender la violencia 
de género y sus características también resulta 
fundamental para establecer hipótesis. La espe-
cificidad de la violencia padecida por la víctima 
implica necesariamente la comprensión del 
vínculo entre la víctima y el agresor y el carácter 
cíclico de la violencia. Ello implica que segura-
mente haya habido en la relación una multipli-
cidad de hechos violentos, que pueden surgir 
o no del relato de la víctima, pero seguramente 
dejaron rastros que pueden ser recuperados.

b. Adoptar criterios con perspectiva de género 
a lo largo de la investigación: Las o los profesio-
nales intervinientes deberán tener en cuenta 
que probar los hechos delictivos cometidos en 
el marco de la violencia de género resulta mu-
chas veces complejo pues generalmente esta se 
comete en la intimidad de un lugar específico y 
fuera del alcance de la mirada de terceros. Sin 
embargo, muchos de los indicios suelen encon-
trarse en el entorno cercano, en la salud de la 
víctima y en la de sus hijos e hijas, amigos, etc. 
En este sentido, investigar con perspectiva de 
género implica repensar todo el recorrido que 
viene realizando la víctima (y eventualmente 
sus hijas e hijos) a lo largo de ese vínculo vio-
lento, es decir: instituciones dónde pudo haber 
buscado asesoramiento, médicos/as que tal 
vez consultó o que pudieron haber sospecha-
do —por ejemplo las/os pediatras de sus hijas/
os-, denuncias que radicó, personas a las que les 
pudo haber confiado lo que le pasaba —ami-
gas/ os, parientes, compañeras/os de trabajo, 
padres/madres de las/os compañeras/os de la 
escuela de sus hijas/os-, testigos de oídas como 
vecinas/os, testigos directos, etc.; todo ello con 
el propósito de presentar el caso de la manera 
más sólida y unificada posible. Los mensajes en 

los celulares, a través de las redes sociales, lla-
madas telefónicas, cámaras DOMO o de vigilan-
cia privada, o historias clínicas, pueden servir 
también como elementos probatorios. En rela-
ción a esto último, sabemos que las mujeres que 
atraviesan por estas situaciones muchas veces 
suelen consultar a profesionales de la salud por 
lesiones u otras afecciones, tales por ejemplo 
como dolores de cabeza, por lo que se generan 
historias clínicas en diversos centros de salud y 
hospitales, que pueden también dar cuenta de 
su padecimiento.

Lo mismo sucede con otros organismos de 
asesoría legal o de acceso a la justicia que tal 
vez guardaron registros de alguna consulta 
realizada. Asimismo, las familias concurren a 
instituciones donde socializan, como come-
dores comunitarios, iglesias, clubes de barrio o 
asociaciones civiles. Previa autorización de la 
mujer, estos espacios de recreación y colabora-
ción pueden aportar información que respal-
de sus dichos. Los/as hijos/as que presencian 
estas situaciones también son víctimas de vio-
lencia —reciban o no directamente las agresio-
nes— y también puede encontrarse siguiendo 
su recorrido y espacios de pertenencia rastros 
de la violencia vivida. Así las instituciones edu-
cativas y de salud pueden tener registros útiles 
al proceso. Es por ello que las o los profesiona-
les deberá contactar a estos institutos, consultar 
a las/os expertas/os, directivas/os y docentes 
para ver si observaron cambios en la conducta 
o rendimiento de las/os niñas/os, recibieron 
algún relato o indicio de que eran víctimas de 
violencia. Es importante en este tipo de casos, 
tener en cuenta la amplitud probatoria (8) y que 
en tanto rige el sistema de la libre convicción o 
sana crítica, no hay un “valor” de pruebas fijado 
de antemano, sino que ello depende de la efica-
cia conviccional de cada una de las evidencias 
y, a la vez de su concatenación y argumentación 
que se utilice para demostrar los hechos. Por lo 
tanto, puede ser que solo se cuente con el testi-
monio de la víctima, y en ese caso habrá que tra-
bajar en esa línea, fortaleciéndolo y argumen-
tando jurídicamente para sustentarlo.

Los peritajes médicos y psiquiátricos/psico-
lógicos sobre las víctimas pueden ser medidas 
de prueba útiles para demostrar la violencia y 
la extensión del daño causado por el agresor. 
Sin embargo, por su propia naturaleza, estos 
exámenes implican una importante injerencia 
sobre la persona y pueden causar un nuevo 
trauma o agravar su situación de estrés y angus-
tia (9). Además, si estas medidas son realizadas 
sin perspectiva de género, pueden arrojar con-
clusiones erróneas que dificulten la dilucida-
ción de los hechos. Existen pautas de actuación 
para asegurar que los peritajes médicos y psi-
quiátricos/ psicológicos sobre las víctimas de 
violencia de género se realicen de acuerdo a los 
estándares de derechos humanos que rigen in-
ternacionalmente (10). A continuación, se reali-
zan algunas especificaciones.

En los casos en los que la víctima haya sufrido 
violencia física o sexual, las y los profesionales 
deben evaluar la pertinencia de un examen mé-
dico para constatar las lesiones y la existencia de 
rastros biológicos. Es particularmente impor-
tante que este examen se realice lo más pronto 
posible, es decir, antes de que desaparezcan las 
secuelas o los rastros de la agresión. En el caso 
de delitos sexuales, los exámenes ginecológicos 
y anales se deben realizar preferentemente du-
rante las primeras 72 horas a partir del hecho 
denunciado (11). Esto no elimina la posibilidad 

(2) Cfr. art. 4, Ley 26.485. No se trata de un concepto no-
vedoso, el sistema internacional de protección de derechos 
humanos ya había advertido, en el año 1994, que “[l]a violen-
cia contra la mujer es una forma de discriminación que impi-
de gravemente que goce de derechos y libertades en pie de 
igualdad con el hombre...” (Recomendación General Nº 19 
del Comité sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mu-
jer, U.N. Doc. HRI\GEN\1\Rev.1 at 84, 1994).

(3) El art. 5 de la ley contiene definiciones de violencia físi-
ca, psicológica, sexual, económica o patrimonial y simbólica. 
El art. 6 prevé las siguientes modalidades: violencia domésti-
ca, institucional, laboral, contra la libertad reproductiva, obs-

tétrica y mediática.
(4) Cfr. art. 16, ley 26.485.
(5) Corte IDH, caso Penal Castro Castro vs. Perú, sentencia 

de 25/11/2006, Serie C No. 160.
(6) Cf. Nash, Claudio R. y Sarmiento R., Claudia “Reseña 

de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (2006)”, disponible en www.cdh.uchile.cl/anua-
rio03/6-SeccionInternacional/anuario03_sec_internacio-
nalV_NashySarmiento.pdf, página visitada por última vez el 
09/01/2012.

(7) Cfr. CIDH. Relatoría para los Derechos de las Mujeres. 
Informe sobre la Situación de los Derechos de la Mujer en Ciu-

dad Juárez, México: El derecho a no ser objeto de violencia y 
discriminación. OEA/Ser.L/V/II.117, Doc. 44 (2003), párr. 154. 
Cfr. Corte IDH. Caso de la Masacre de las Dos Erres. Sentencia 
de 24/11/2009. Serie C No 211, párr. 141.

(8) Ley 26.485 art. 31. - Resoluciones. Regirá el principio 
de amplia libertad probatoria para acreditar los hechos de-
nunciados, evaluándose las pruebas ofrecidas de acuerdo 
con el principio de la sana crítica. Se considerarán las pre-
sunciones que contribuyan a la demostración de los hechos, 
siempre que sean indicios graves, precisos y concordantes.

(9) Protocolo de Estambul: manual para la investigación y do-
cumentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes, Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos, párr. 149.

(10) Convención de Belém do Pará. Declaración sobre los 
principios fundamentales de justicia para las víctimas de de-
litos y del abuso de poder, cit. Guías de Santiago sobre Protec-
ción de Víctimas y Testigos. 100 Reglas de Brasilia sobre acce-
so a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad.

(11) Para mayor información, véase el “Protocolo para la 
atención integral de víctimas de violaciones sexuales. Instruc-
tivo para equipos de salud”, del Ministerio de Salud de la Na-
ción, ed. 2015, disponible en: http://www.msal.gob.ar/ima-
ges/stories/bes/graficos/0000000691cnt-Protocolo%20
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de que el peritaje se realice con posterioridad 
a este período, con el consentimiento de la víc-
tima, pero en este caso debe considerarse si el 
tiempo transcurrido no invalida la posibilidad 
de obtener la prueba que se busca. Las y los pro-
fesionales intervinientes deben evaluar la perti-
nencia de un peritaje sobre la base de un análisis 
realizado caso por caso, tomando en cuenta el 
tiempo transcurrido desde el momento en que 
se alega que ocurrió la violencia sexual (12). En 
estos casos, también deben informarle a la vícti-
ma que, de resultar embarazada, tiene derecho 
a interrumpir ese embarazo. De acuerdo con lo 
establecido en el art. 86 inc. 21 del Cód. Penal, 
y de conformidad con lo establecido por la CS 
en el caso F., A.L. sobre medida autosatisfactiva” 
(2013) se trata de un aborto no punible que no 
debe ser judicializado. Por otro lado, deben im-
pedir que se lleven adelante exámenes que no 
guardan estricta relación con el hecho que se 
pretende probar. Vale la pena destacar que las 
mujeres víctimas de violencia pueden ser rea-
cias a ser examinadas, mal interpretadas por el 
médico e incluso puedan rememorar experien-
cias pasadas durante el peritaje (13). Estas cues-
tiones deben ser tenidas en cuenta y anticipa-
das. Los exámenes médicos implican la inspec-
ción de zonas íntimas del cuerpo de la persona, 
lo que puede afectar su sensibilidad y pudor por 
lo que debe requerirse su consentimiento. Las y 
los profesionales intervinientes tiene allí un rol 
importante en poder explicarle en qué consiste 
la medida, por qué es importante para la inves-
tigación y que tiene derecho a negarse a la ins-
pección de su cuerpo. Si la mujer víctima de vio-
lencia no presta su consentimiento, el sistema 
de administración de justicia no debe realizar 
el examen. Por otro lado, esta circunstancia no 
puede ser utilizada para desacreditar el testimo-
nio de la denunciante o impedir la investigación 
del hecho (14). Por otro lado, también las o los 
profesionales deben garantizar que se respete 
su derecho de concurrir al médico/a legista o 
del Cuerpo Médico Forense, acompañada e in-
gresar al consultorio con una persona de su con-
fianza durante el desarrollo de la medida (15), si 
es que así lo desea. La víctima tiene que saber 
que el/la profesional médico no puede forzarla 
a revisiones que no sean estrictamente necesa-
rias y solamente en las partes de su cuerpo don-
de ha sido lesionada, etc. Las y los profesionales 
intervinientes deben asegurarse de que la orden 
dirigida al Cuerpo Médico Forense o a cualquier 
otra institución encargada de realizar el examen 
médico indique expresamente el deber de res-
petar los derechos de la mujer (no deben darlo 
por supuesto). Además, tienen derecho a que 
los exámenes médicos sobre su cuerpo sean 
practicados por personal profesional especia-
lizado y con perspectiva de género (16), de ser 
posible, del género que ellas indiquen.

En ciertos casos, la realización de un peritaje 
psiquiátrico/psicológico sobre la mujer que está 
atravesando una situación de violencia puede 
ser una medida idónea para constar las secue-
las psicológicas de la violencia de género [por 
ejemplo, síntomas de estrés postraumático, de-
presión, ataques de pánico, fragmentación de la 
memoria, irrupción de recuerdos despertados 
por disparadores, etc. (17)] y para acreditar indi-
rectamente el hecho investigado. Pero también 
es cierto que pueden hacer resurgir o agravar 
el trauma sufrido por la persona, por lo que ge-
neran un riesgo de revictimización. Es posible 
que algunas mujeres no presenten secuelas 
psicológicas a pesar de haber sufrido situacio-
nes de violencia (por ejemplo, por el tiempo 
transcurrido, porque hicieron terapia, etc.). Por 
este motivo, las y los profesionales intervinien-
tes deben evaluar la pertinencia de esta medida 
caso a caso y solicitarla solo cuando entiendan 

que ello ayudará para probar los hechos, mas 
no como un examen de rutina. Esta medida se 
debe orientar exclusivamente a constatar las 
consecuencias psicológicas de la violencia so-
bre la mujer y en ningún caso se debe utilizar 
para evaluar su credibilidad. Al respecto, mu-
chos juzgados disponen esta clase de medidas 
de manera automatizada y con el fin de evaluar 
si la víctima presenta indicadores de fabulación. 
Esta práctica debe ser corregida a través de la 
presentación de escritos que objeten esa forma 
de disponer las medidas y se orienten hacia la 
constatación de secuelas vinculadas a los he-
chos de violencia.

La recepción del testimonio de las víctimas de 
violencia presenta ciertas complejidades debido 
a las características de estos casos. Las víctimas 
tienen o han tenido una relación con su agresor, 
con quien pueden mantener un vínculo afec-
tivo, que seguramente reviste ambigüedades. 
Algunas mujeres pueden haber sufrido distintas 
formas de agresiones (psicológicas, físicas, se-
xuales, etc.) durante mucho tiempo y encontrar-
se en una situación de especial vulnerabilidad. 
Al momento de hacer la denuncia aún pueden 
verse inmersas en el “círculo de la violencia” 
o en situaciones de dependencia económica, 
emocional o psicológica. También pueden estar 
expuestas a riesgos actuales o inminentes, que 
no siempre expresan a sus interlocutoras/es. Si 
han acudido a otras agencias públicas en busca 
de ayuda y no han recibido un trato adecuado ni 
obtenido respuestas, es posible que desconfíen 
del sistema de justicia. Las o los profesionales 
intervinientes deben tener en cuenta estas par-
ticularidades, estando atentas/ os al modo en 
el que se producirá y valorará su declaración. 
Una buena estrategia puede ser adelantar este 
contexto para prever tanto situaciones revicti-
mizantes como valoraciones fragmentadas de 
su testimonio.

El testimonio de la víctima debe ser analizado 
(y presentado) en conjunto con los elementos 
que demuestran el contexto de violencia de gé-
nero. Debe tenerse en cuenta las características 
particulares que presentan estos casos, como 
la frecuente inexistencia de testigos directos, ya 
que los hechos suelen ocurrir puertas adentro, 
el carácter cíclico de la violencia, las dificultades 
que experimentan las víctimas para denunciar 
por los lazos afectivos que mantienen con el 
agresor, por las presiones culturales y/o fami-
liares vinculadas a los roles de las mujeres e im-
portancia de la conservación de la familia, por 
temor a lo desconocido, etc. Este contexto debe 
ser presentado, explicado por las o los profesio-
nales y no dado por conocido o supuesto por el 
sistema de justicia. Con frecuencia, el testimo-
nio de la víctima es la única prueba directa del 
hecho ya que las agresiones suelen ocurrir en 
el interior de un lugar determinado o bien, en 
la intimidad de una pareja. En este punto, se 
ha sostenido “...que la convicción judicial para 
resolver no depende de la cantidad de los ele-
mentos de prueba que se producen durante el 
juicio sino del valor y la fuerza probatoria que 
—fundada y racionalmente— se le asigne a los 
mismos, ‘incluso cuando ella principalmente se 
asiente en el relato de la víctima” (18). Descono-
cer el testimonio de la víctima en este tipo de he-
chos constituiría una forma de violencia institu-
cional revictimizante contraria a los parámetros 
internacionales en la materia. En igual sentido 
hay jurisprudencia consolidada de la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos, que, si bien 
se refiere a un caso de violencia sexual, puede 
ser aplicada a estas situaciones. Así en el caso 
“Loayza Tamayo Vs. Perú (19)”, el Tribunal sos-
tuvo que, en general, la violación sexual se ca-
racteriza por producirse en ausencia de testigos 

y que, “dada su naturaleza”, no se puede contar 
con pruebas documentales o gráficas, por lo 
que la declaración de la víctima constituye una 
prueba fundamental.

En muchos casos existen otras pruebas in-
directas (indicios) y de contexto que permiten 
corroborar el relato de la víctima y acreditar lo 
ocurrido. Pero aún en los casos en los que solo 
se cuenta con el testimonio de la mujer damni-
ficada, esta circunstancia no impide la formula-
ción de la acusación y la condena del imputado, 
ya que nuestro sistema de valoración probatoria 
se basa en la sana crítica y no adopta la regla 
“testigo único, testigo nulo”.

Otro tema importante es el relativo a la re-
tractación de la víctima y sus efectos tanto en 
la credibilidad de su testimonio como en su in-
cidencia en el proceso. En este punto, también 
puede encontrarse jurisprudencia que comien-
za a receptar esta circunstancia no para descar-
tar el testimonio sino para confirmar su vero-
similitud. En efecto ya se ha sostenido que “la 
pretensión de la defensa para que se clausure la 
persecución penal en virtud de la reconciliación 
de la pareja, no solo carece de sustento en las 
constancias de la causa, sino que tampoco os-
tenta apoyadura legal. En efecto, si bien surge de 
la declaración de la víctima que ha reanudado 
la convivencia, ella no manifestó en momento 
alguno que haya perdonado las agresiones su-
fridas y, en cualquier caso, debe recordarse que 
aún si existiera habilitación legal para homolo-
gar “acuerdos” que cancelen la persecución pe-
nal, debería evaluarse la igualdad de posiciones 
de las partes al momento de negociar, pues, en 
los casos de violencia de género frecuentemen-
te las “reconciliaciones” se producen en un con-
texto de desigualdad, derivado de las secuelas 
psicológicas que inflige la violencia intrafamiliar 
y —muy particularmente— por la dependencia 
emocional y económica que usualmente some-
te a las mujeres víctimas de violencia a los en-
gaños de sus agresores (cfr. Rodríguez, Marcela, 
“Algunas consideraciones sobre delitos contra 
la integridad sexual de las personas”, en Birgin, 
Haydee (comp.), Las trampas del poder puniti-
vo, Biblos, Buenos Aires, 2000, ps. 166-169) (20).

Debido a la fragmentación de los conflictos de 
violencia de género en distintas causas penales 
y civiles, es común que las víctimas deban de-
clarar varias veces ante distintos organismos. La 
reiteración del testimonio es una de las mayores 
instancias de revictimización de las mujeres que 
padecieron violencia de género. Las audiencias 
testimoniales interfieren en las actividades co-
tidianas de las personas (por ejemplo, trabajo, 
cuidado de sus hijas/os, etc., entre otras.) y tie-
nen un alto costo emocional, al tener que revivir 
sucesos traumáticos. Por otro lado, si una mu-
jer es citada varias veces para declarar sobre los 
mismos hechos es probable que sienta que no 
ha sido escuchada debidamente y que disminu-
ya su confianza en la efectividad del sistema de 
justicia, lo que desalienta su participación en el 
proceso. Por estas razones, las o los profesiona-
les intervinientes deben estar atentos para que 
no se produzcan estas situaciones, requiriendo, 
en caso de que sea citada para que explique 
nuevamente los hechos relatados que se iden-
tifiquen con precisión los puntos que debe acla-
rar o profundizar, a fin de evitar su victimización 
secundaria.

Esta pauta de actuación no implica excluir 
a la víctima del proceso y negarle su derecho 
a estar informada sobre el estado de la causa. 
Las Reglas Básicas de Acceso a la Justicia de las 
Personas Vulnerables (Reglas de Brasilia) (21), 
establecen que el daño sufrido por la víctima 

del delito no se vea incrementado como conse-
cuencia de su contacto con el sistema de justicia 
(victimización secundaria o revictimización). 
También procuran garantizar, en todas las fases 
de un procedimiento penal, la protección de la 
integridad física y psicológica de las víctimas, 
sobre todo a favor de aquellas que corran riesgo 
de intimidación, de represalias o de victimiza-
ción reiterada o repetida.

Durante las audiencias testimoniales, las 
víctimas de violencia de género pueden expe-
rimentar sensaciones adversas que dificultan 
su relato. El recuerdo de los hechos traumáticos 
puede provocar la reexperimentación de senti-
mientos de dolor y angustia. También es común 
que sientan miedo, culpa o vergüenza (por el 
riesgo de nuevas agresiones, por la incertidum-
bre sobre lo que le ocurrirá a su pareja o a sus 
hijas/os, por tener que contar hechos que afec-
tan su pudor, etc.). Dadas estas particularidades, 
se deben aplicar pautas especiales para recibir 
el testimonio de mujeres víctimas de violencia 
de género. Estas pautas están orientadas a evi-
tar la revictimización de la persona y asegurar 
la obtención de la información necesaria para 
la investigación. Las o los profesionales deben 
procurar que así se haga, tanto en el ámbito pro-
pio de su intervención como cuando interviene 
la justicia. Una forma de hacerlo es por ejemplo 
adelantar las condiciones que se deberán tomar 
en cuenta durante la declaración de la víctima, 
mencionando las normas que sustentan la soli-
citud y colaborando con ello, no solo a evitar la 
revictimización de la mencionada sino también 
a la incorporación de la perspectiva de género y 
derechos humanos en el sistema de justicia.

Ahora bien, analizando la prueba en casos de 
violencia de género, nos surge un interrogante: 
“¿A quién le corresponde la carga de la prueba?

Para dar respuesta a la misma, debemos re-
cordar en qué consiste lo que en Derecho de-
nominamos la carga de la prueba. “Y esto no 
es otra cosa que al que afirma determinados 
hechos corresponde probarlos. Y esto, que en 
Derecho Civil coloca en una posición equidis-
tante, en penal viene reforzado por una de las 
garantías del estado de Derecho: ‘la presunción 
de inocencia’. No podemos pasar por alto que 
una de las principales pruebas viene constituida 
por la prueba testimonial” (22). Y el testimonio 
de la víctima es una prueba en sí misma que ha-
brá de ser valorada en su conjunto, aplicando el 
principio de libre convicción o sana crítica que 
establece nuestro sistema de Derecho, suficien-
te para probar el hecho alegado.

Existe una abundante y constante jurispru-
dencia que fija las condiciones para valorar el 
testimonio de la víctima cuando este, como 
prueba testimonial, es la única prueba de cargo 
con la que se cuenta.

“El Derecho nos proporciona suficientes he-
rramientas para valorar la prueba adecuada-
mente. Otra cuestión sería, quizás, dotar a quien 
haya de juzgar de medios y formación suficiente 
para abordar el problema de un modo más es-
pecializado y con el tiempo suficiente para ha-
cerlo” (23).

Por ello el juzgamiento debe ser con perspec-
tiva de género, que remedie la desigualdad en 
perjuicio de la mujer, desigualdad provocada 
por pautas culturales y estereotipos de género 
que posicionan al varón respecto de la mujer en 
un binomio superior/inferior.
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El derecho tributario comprende el conjun-
to de normas y principios jurídicos que tienen 
por objeto la regulación de aquellos ingresos 
públicos que tienen carácter tributario (1), y 
debido a su autonomía se rige por principios 
propios y posee institutos, conceptos y obje-
tos también propios.

Durante los últimos tiempos, la mirada de 
género atraviesa todos los aspectos de nuestra 
vida en sociedad, a fin de lograr los cambios 
indispensables para alcanzar la igualdad real, 
y por supuesto, también atraviesa el derecho 
en general y el derecho tributario en particu-
lar.

Algunas bases en materia de género han 
sido fijadas por la “Convención para la eli-
minación de toda forma de discriminación 
contra la mujer” (CEDAW) -incluida entre 
los pactos constitucionalizados en el art. 75 
inc. 22 de la Constitución Nacional- y la Con-
vención de Belém do Pará.

A ello se suman pronunciamientos de dis-
tintos organismos internacionales, como la 
Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económico (OCDE), a partir de sus 
Recomendaciones en Equidad de Género 
de los años 2013 y 2015 (2) y ONU Mujeres y 
Comisión Interamericana de Mujeres de la 
OEA (CIM/OEA) a partir de la elaboración 
de “Estándares de protección de los derechos 
humanos de las mujeres” (3), en los cuales 
se documenta la desigualdad de género y se 
brindan herramientas superadoras con pers-
pectiva de género.

En nuestro derecho positivo, la ley 26.485 de 
“Protección integral para prevenir, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mujeres”, esta-
blece distintos tipos de violencia: física, psico-
lógica, sexual, simbólica, económica y política. 
También se encuentra vigente la ley 27.412 de 
“Paridad de Género en los ámbitos de repre-
sentación política”, que modificó el Código 
Electoral Nacional, introduciendo la paridad 
de género en las listas de candidatos/as a dipu-
tados/as y senadores/as nacionales, y el méto-
do de sustitución, en caso de muerte, renuncia, 
separación, inhabilidad o incapacidad perma-
nente. Asimismo, rigen normas de distinta je-
rarquía que han incorporado reglas tendientes 
a lograr la equidad en diversos ámbitos.

Ello es necesario toda vez que para el género 
femenino la igualdad ante la ley resulta ficticia 
como consecuencia de los mandatos y este-
reotipos socioculturales del sistema patriar-
cal —entre los cuales tiene gran incidencia la 
feminización de las tareas de cuidado— (4).

Esta cuestión no es privada, sino que es so-
cial y por lo tanto es necesario revisar el rol 
del Estado a través de sus distintos poderes 
para actuar con la debida diligencia modifi-
cando patrones sociales y culturales de com-
portamiento, eliminar prejuicios y prácticas 
consuetudinarias basadas en la supuesta su-
perioridad/inferioridad de los géneros y roles 
estereotipados, aplicar el enfoque de género y 
adoptar e interpretar las normas con perspec-
tiva de género (5).

En nuestra materia, deben revisarse las 
finanzas públicas y el derecho financiero, 
atendiendo a la elaboración de presupuestos 
con perspectiva de género (6), lo que implica 
orientar el gasto público a disminuir la brecha 
de género existente en la actualidad en los 
diversos ámbitos. Al respecto debe señalar-
se que en los últimos años se han registrado 
avances en la materia, que van desde la crea-
ción de un ministerio específico, la imple-
mentación de programas para incorporar la 
perspectiva de género (como la Ley Micaela o 
la Ley de ESI), el estudio del sistema integral 
de cuidados y consolidación del mapa federal 
de cuidados, como así también la valorización 
de la economía del cuidado; y los planes de 
acompañamiento en casos de violencia. Sin 
embargo, también debe señalarse la urgencia 
de asignar las partidas presupuestarias que 
resulten necesarias para implementar accio-
nes concretas extraordinarias a fin de elimi-
nar los femicidios —que nos cuestan la vida 
de una mujer por día y que destruyen a sus fa-
milias para siempre—, y erradicar la violencia 
de género en todos sus tipos y modalidades. 
Sin presupuesto no hay programa posible.

Ahora bien, específicamente en materia 
tributaria, no puede soslayarse la necesidad 
de interpretar los diversos institutos que 
integran el derecho tributario sustantivo, 
analizando la relación jurídico-tributaria, y 
sus elementos esenciales —hecho imponi-
ble, base imponible, alícuotas, exenciones 
y sujetos— desde una mirada de género; lo 
cual tiene estricta relación con los principios 
constitucionales.

Por ello, desde el derecho constitucional 
tributario resulta indispensable resignificar 
todos y cada uno de los principios, derechos y 
garantías que integran el denominado estatu-
to del contribuyente.

Con respecto al principio de reserva de ley, 
cabe recordar que la ley formal y material 
debe regular “los aspectos sustantivos del 
derecho tributario (creación, modificación, 
exención, derogación de tributos y configu-

ración de sus elementos estructurales)” (7); lo 
cual implica que el hecho imponible, los su-
jetos, la base imponible y las alícuotas deben 
definirse legalmente.

El principio de reserva de ley encuentra 
sustento en la representación democrática 
que detentan nuestros legisladores y legis-
ladoras; por lo tanto, resulta indispensable 
la paridad en dicha representación, a fin de 
propiciar el tratamiento de cuestiones de gé-
nero como así también la amplitud de debate 
y opiniones. Ello así por cuanto, la paridad en 
la representación es el resultado de la mani-
festación de una vida política para las mujeres 
libre de violencia y el ejercicio del derecho a 
participar en los asuntos públicos y políticos 
en condiciones de igualdad con los varones. 
De esta manera, la paridad en la representa-
ción democrática trae como consecuencia 
la resignificación del principio de reserva de 
ley desde una perspectiva de género, permi-
tiendo que la normativa en materia tributaria 
recepte los nuevos paradigmas y propicie los 
cambios que resulten necesarios para lograr 
la igualdad real (8).

En tal sentido, esta ficticia igualdad ante la 
ley genera una lesión al principio de igualdad 
en la ley en materia tributaria, toda vez que se 
tratan igual situaciones que en los hechos no 
lo son (9).

En efecto, en las áreas laboral y profesional, 
debería contemplarse que las mujeres para 
poder cumplir con las tareas de cuidado —por 
el momento a su cargo— (10), deben resignar 
horas de estudio o trabajo; o realizar gastos 
para su tercerización, todo lo cual disminuye 
su capacidad contributiva. Por ello, el Estado 
debería facilitar los medios para la realización 
de dichas tareas a través de acciones especí-
ficas —aparentemente en estudio—, como 
así también establecer exenciones y benefi-
cios impositivos que propicien los cambios 
[como por ejemplo deducciones en la Ley de 
Impuesto a las Ganancias (11) relativas a tales 
gastos, que permiten a la mujer obtener, man-
tener y conservar la renta gravada (12)].

Asimismo, consideramos que otro paso 
necesario para lograr la igualdad real sería la 
eliminación de los impuestos que gravan los 
productos de gestión menstrual, que resultan 
de uso indispensable para la actuación en so-
ciedad de las mujeres, y que en consecuencia 
deberían encontrarse exentos.

Al respecto, resulta relevante considerar la 
jurisprudencia comparada, toda vez que la 
Corte Constitucional de Colombia en la sen-

tencia C-383/19 dictada el día 21/08/19 en 
la causa “Rojas Salinas Eylen” (13) median-
te la cual ratificó su precedente “Virviescas 
Ibargüen, Danilo” (14) de fecha 14/11/18, y 
declaró inconstitucional el Impuesto al Va-
lor Agregado del 5% sobre los productos de 
higiene femenina menstrual e incluyó tales 
productos en el listado de bienes exentos del 
citado impuesto, por considerar que dicha 
imposición carece de justificación constitu-
cional razonable y constituye una afectación 
desproporcionada a la igualdad y equidad tri-
butaria frente a las mujeres, como así también 
a los compromisos de protección de la mujer 
asumidos en los tratados internacionales fir-
mados por dicho país: la Convención sobre 
todas las formas de discriminación contra la 
mujer (CEDAW), la Convención de Belém do 
Pará y el Pacto Internacional de Derecho Eco-
nómicos, Sociales y Culturales (15).

En la línea de ideas indicada, la desigualdad 
en el acceso a la educación y al trabajo para 
las mujeres resulta palmaria y trae como con-
secuencia la brecha económica que vulnera el 
ejercicio del derecho de propiedad para el gé-
nero femenino (16). Por ello resulta necesario 
un cambio de paradigma que active el rol del 
Estado a fin de garantizar mediante políticas 
públicas una economía en la cual tanto hom-
bres como mujeres y diversidades puedan 
acceder y ejercer el derecho de propiedad en 
igualdad de condiciones.

Asimismo, resulta fundamental la resignifi-
cación del principio de tutela efectiva en ma-
teria tributaria, toda vez que se trata de una 
garantía que permite la vigencia del resto de 
derechos, principios y garantías de los con-
tribuyentes, y al igual que aquellos debe ser 
interpretado y aplicado con perspectiva de 
género.

En tal sentido, el Poder Judicial, los tribu-
nales jurisdiccionales y la administración, 
deben realizar el control de convencionalidad 
conforme el art. 7 de la Convención de Belém 
do Pará y recomendación 30 de la CEDAW, en 
los términos señalados por la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos en la causa 
“Almonacid Arellano” del 26/9/06. En el ci-
tado precedente se sostuvo que, si un Estado 
es parte de la convención, todos sus órganos, 
incluidos los jueces, se encuentran obligados 
a velar porque las disposiciones de la conven-
ción no se vean mermadas por normas con-
trarias, incluso deben realizar el control de 
convencionalidad de oficio. Por eso los esta-
dos parte deben incluir la mirada de género 
en la interpretación y aplicación del derecho 
positivo.
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En tal sentido nuestra Corte Suprema de 
Justicia de la Nación en el precedente “Sane-
lli” (17) de fecha 04/06/2020 revocó la senten-
cia de Cámara debido a que se había juzgado 
siguiendo un estereotipo de género y edad 
que resulta contrario a la pauta internacional 
en materia de violencia contra la mujer y vio-
lencia sexual, conforme el precedente de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
en la causa “Veliz Franco”.

También destacamos la sentencia dicta-
da el 02/10/2019 en la causa “Fiscalía Ci-
vil, Comercial y del Trabajo c/F. M. D. V. s/ 
Cobro Ejecutivo” por el Juzgado de Ejecu-
ciones Fiscales, Cobros y Apremios Nº2 del 
Centro Judicial de Concepción de la Pro-
vincia de Tucumán, en la cual se rechazó 
la ejecución fiscal por inexistencia de deu-
da (18). Dicha decisión solo resultó posible 

por la flexibilización del limitado marco 
cognoscitivo del juicio ejecutivo, la realiza-
ción del control de convencionalidad y del 
título ejecutivo de oficio, y, en definitiva, 
por la aplicación del principio constitucio-
nal de tutela judicial efectiva con perspec-
tiva de género.

Por lo tanto, resulta indispensable aplicar la 
perspectiva de género al derecho procesal tri-
butario, mediante la cual como juristas debe-
mos introducir tales planteos para permitir su 
análisis en sede administrativa, jurisdiccional 
y judicial; mientras que los órganos estatales 
deben incluir la mirada de género en la in-
terpretación y aplicación del derecho positi-
vo —aún si no ha sido planteado—, toda vez 
que la tutela en materia tributaria no resulta 
realmente efectiva si carece de perspectiva de 
género.

Por otra parte, así como el derecho penal 
en general debe interpretarse y aplicarse con 
perspectiva de género, de igual manera debe 
procederse con los distintos institutos y prin-
cipios que integran el derecho penal tributario 
en relación a todos los ilícitos que lo integran, 
es decir tanto las infracciones como los deli-
tos, como así también a sus principios y ga-
rantías.

En otro orden de cosas, en un contexto de 
economía globalizada, consolidada a través 
de su digitalización, devine ineludible que en 
el derecho internacional tributario tanto las 
operatorias, como los tratados, los convenios 
para evitar la doble imposición y los acuerdos 
de intercambio de información, se interpreten 
desde la perspectiva indicada, en concordan-
cia con los tratados internacionales vigentes 
en materia de género.

Por supuesto que todos los aspectos gene-
rales del derecho tributario deben reflejarse 
en los distintos tributos que integran nuestro 
sistema tributario. En tal sentido, destacamos 
la incorporación de perspectiva de género 
en distintas normas que integran nuestro 
derecho tributario positivo (19), y la presen-
tación de diversos proyectos con dicha finali-
dad (20).

En orden a lo expuesto, resulta indispensa-
ble que el derecho tributario recepte los nue-
vos paradigmas que permitan resignificar sus 
institutos, principios y derechos desde una 
perspectiva de género, a fin de lograr la igual-
dad real y, en definitiva, una sociedad más 
justa y equitativa.

Cita on line: AR/DOC/548/2021
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I. Introducción

En nuestro país, por decisión de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación la informa-
ción pública nos pertenece a las personas, es 
decir no es propiedad de la agencia o depen-
dencia en la que obra depositada y el acceso 
a ella no se debe a una gracia o favor del go-
bierno (1), lo que implica que debe ponerla a 
disposición de la ciudadanía —activamente o 
a su requerimiento— para que sea conocida, 
compulsada y utilizada para diferentes fines.

Teniendo en cuenta los altos índices de des-
igualdad que existen en todos los planos entre 
hombres y mujeres, entre ellos en el laboral 
y consecuentemente en el económico y/o 
patrimonial, la transparencia y el acceso de 
cualquier actor de la sociedad a toda la infor-
mación sobre este tipo de desigualdad es fun-
damental, tanto la de aquella que la exteriori-
za y pone en evidencia, como las estadísticas, 
en este caso para que sea conocida y como tal 
para que sea de público conocimiento, como 
la de la que la ocasiona, es decir, sus causas. 
También es de suma importancia que se den 
a conocer sus posibles remedios, es decir, las 
políticas públicas que se implementan para 
contribuir a reducir las diferentes brechas, 
como planes, programas, y los recursos desti-
nados a ellas, que en términos financieros se 
denominan presupuestos con perspectiva de 
género.

Igual de importante es que se conozcan las 
sentencias que se refieren, en sus hechos y en 

su parte resolutiva o solamente en sus hechos, 
a la desigualdad de género y sus posibles fac-
tores. Es que las decisiones de los tribunales 
que imparten justicia muchas veces dejan al 
descubierto información relevante sobre pa-
trones de conducta de las personas y de las 
empresas, en relaciones sociales, familiares, o 
personales, ya sea a la hora de asociarse, de 
contratar y de pagar sueldos u honorarios, y, 
en lo que aquí más interesa, gracias a la po-
lítica de gobierno abierto judicial que rige 
en nuestro país, se publican en los portales 
oficiales de los propios tribunales de las que 
emanan.

Así, cada vez más a menudo son las deci-
siones judiciales las que, tanto en el relato 
de los hechos como en la fundamentación 
de la decisión que en definitiva se adopta, 
se preocupan por destacar los denominados 
patrones socioculturales que como conduc-
tas reiteradas en el tiempo han llevado a na-
turalizar y hoy a enquistar la desigualdad en 
prácticamente todos los campos en los que 
hombres y mujeres comparten el mismo es-
pacio.

De allí la importancia que las controver-
sias que dan lugar a esas sentencias, de co-
rresponder, sean analizadas con perspectiva 
de género, es decir que además del derecho 
sustantivo invocado, público o privado, se 
tengan en cuentan otras normas, nacionales 
y, más aún, las de los tratados internaciona-
les que tutelan los derechos de las mujeres y 
procuran eliminar las barreras que afectan 
sus derechos, razón por la cual a través de di-
ferentes normas, legales y reglamentarias, se 
exige desde hace unos años la capacitación 
obligatoria de magistrados y magistradas y, en 

general, de todas las personas que integran el 
sistema de justicia en esta materia.

La transparencia activa de sentencias es 
de suma importancia, ya que su publicación 
en portales oficiales de los poderes judiciales 
permite que sean replicadas por otros por-
tales y editoriales de propiedad privada por 
medios tecnológicos, y así son públicas y de 
conocimiento accesible y directo para toda 
la ciudadanía. Hoy, además, los grandes re-
plicadores de las sentencias judiciales son 
las personas, humanas y jurídicas, que las 
difunden en sus redes sociales, personales 
como Instagram, Twitter, Facebook, y profe-
sionales, como LinkedIn. El acceso al texto 
de la sentencia tiene así un efecto expansivo 
imposible de delimitar, igual que el resto de la 
información que circula en la red, con la dife-
rencia que la sentencia fija, para un caso en 
concreto, una regla de conducta, y puede allí 
sancionar patrones de conducta nocivos apli-
cables a muchas otras personas que también 
pueden hacer valer para que sean corregidos 
en sus propios ámbitos.

A diferencia de otros sistemas jurídicos, 
como el español y el mexicano, en el nuestro 
las sentencias se dan a conocer con sus da-
tos completos, incluso aquellos más íntimos, 
como los filiatorios, salvo algunas excepcio-
nes consagradas en leyes especiales (v.gr. 
juicios de menores, familia, Ley de Violencia 
contra la Mujer).

En el año 2010, la Asamblea General de la 
Organización de Estados Americanos (OEA) 
aprobó la Ley Modelo de Acceso a la Informa-
ción. Unos años antes, el 19/09/2006, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (Corte 

IDH) había dictado su sentencia fundamental 
en el reconocimiento y calificación del dere-
cho de acceso a la información pública como 
un derecho humano y, además, autónomo 
o independiente de los demás derechos hu-
manos, en la causa “Claude Reyes”. Dijo allí 
que “...en una sociedad democrática es in-
dispensable que las autoridades estatales se 
rijan por el principio de máxima divulgación, 
el cual establece la presunción de que toda 
información es accesible, sujeta a un sistema 
restringido de excepciones”.

Muchos países en la región dictaron sus 
legislaciones sobre Acceso a la Información 
Pública. En Argentina, la ley 27.275 fue san-
cionada el 02/09/2016 pero rigió un régimen 
similar aprobado por el decreto 1172/2003 
(BO. del 04/12/2003), aunque solo para la in-
formación obrante en el Poder Ejecutivo, pero 
ya allí se implementó un gobierno abierto, 
aunque con limitaciones; la política de go-
bierno abierto judicial comenzó con la Acor-
dada CS Nº1/2004 (11/02/2004) y rige aún en 
la actualidad.

Se señala aquí esto porque el 21/10/2020, 
diez años después, la Asamblea aprobó una 
nueva versión de la Ley Modelo de Acceso a 
la Información Pública, esta vez 2.0, y si bien 
allí se introducen disposiciones tendientes a 
ampliar el campo de aplicación de este dere-
cho, dada su estrecha relación con la adop-
ción de standards de democracia de calidad, 
cuando se trata de gobierno abierto judicial se 
decidió “...posponer la discusión del tema del 
acceso a la información pública en posesión o 
custodia del poder judicial para otro momen-
to, incorporando la participación de oficiales 
de información de los poderes judiciales y 

(17) Fallos: 343:354.
(18) CORONELLO, Silvina, “Resignificación del principio 

de tutela efectiva en materia tributaria desde una perspec-
tiva de género” publicado en Doctrina Tributaria Errepar de 
diciembre de 2020.

(19) A nivel nacional podemos citar la ley 27.506 modi-
ficada por ley 27.570 y la ley 27.605, entre otras. Mientras 
que a nivel local varios municipios (por ej. Morón, San Ra-
fael y Santa Fe) han establecido la distribución gratuita de 
los productos de gestión menstrual por considerarlos una 

obligación pública.
(20) Propuesta de Reforma Tributaria del Consejo Pro-

fesional de Ciencias Económicas con perspectiva de géne-
ro, presentada en el año 2020; Diversos proyectos de ley 
que proponen la exención del Impuesto al Valor Agregado 

para los productos de gestión menstrual -entre otros el de 
la Campaña Menstruación generada por Economía Femini 
(s)ta-.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) Fallos 335:2393.
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expertos en el tema que puedan aportar una 
perspectiva más completa de las particula-
ridades del proceso judicial, entre otras, las 
necesidades de mantener cierta información 
clasificada durante determinadas etapas del 
proceso, las implicaciones de la publicidad 
para la protección de víctimas, testigos y me-
nores de edad, etc.”.

Es decir que la transparencia de las decisio-
nes judiciales que rige en nuestro país fue y es 
aún una política innovadora en la Región.

II. La Ley Modelo Interamericana de Acceso 
a la Información de la OEA (2010)

Pero en lo que a este trabajo importa, la ley 
modelo en su nueva versión incorpora en for-
ma novedosa transparencia activa o proactiva 
de la información vinculada al género.

En sus Considerandos se dice que “...se veló 
por la incorporación de la perspectiva de gé-
nero, reconociendo la oportunidad de propo-
ner textos que conviertan a la Ley Modelo 2.0 
en uno de los primeros instrumentos jurídi-
cos del Sistema Interamericano en incorporar 
esta perspectiva desde su diseño”.

Así, entre la información sujeta a informa-
ción proactiva, es decir que el Estado debe 
publicar en sus propios portales, se destaca la 
del Apartado E)

“Información relevante y necesaria para 
promover una mayor equidad de género, 
como, por ejemplo, el cálculo de la brecha 
salarial, la información sobre programas exis-
tentes que benefician a las mujeres, estadísti-
cas o indicadores con relación a la inclusión 
laboral, la salud, entre otros” (inc. a).

De igual modo, se sugiere a los países difun-
dir, “Información detallada sobre los indica-
dores de progreso y estadísticas que permitan 
verificar el cumplimiento en la implementa-
ción de la equidad de género, así como en la 
atención de las necesidades de otros grupos 
específicos de la sociedad, incluyendo el im-
pacto generado para dichos grupos” (inc. c), 

así como también “la lista de subsidios otor-
gados a dichos sectores de la sociedad, desa-
gregados por grupo” (inc. d).

Por último, algo que es de suma importan-
cia, se incluye también entre la información 
a difundir sin requerimiento expreso: “Infor-
mación sobre los estándares de protección 
de derechos humanos contenidos en tratados 
internacionales, así como recomendaciones, 
informes o resoluciones emitidas por los ór-
ganos públicos del Estado u organismos in-
ternacionales en esta materia de derechos 
humanos y las acciones que han llevado a 
cabo para su implementación” (inc. e), dando 
cuenta así de que la protección de los dere-
chos de esta clase es ante todo un compromi-
so asumido por los países ante la comunidad 
internacional en el marco de tratados de dere-
chos humanos, en Argentina, además, incor-
porados a la Constitución Nacional.

Visibilizar este tipo de datos, en los portales 
públicos y en los restantes que los replican y 
permiten que lleguen a muchas personas, ge-
nera conciencia en hombres y mujeres sobre 
la real existencia de la desigualdad, que no es 
un fantasma, ni tampoco una postura ni una 
moda; que no es de ahora, sino histórica, que 
no es de Argentina solamente sino del resto 
de los países también, pero que, como tantos 
otros males pandémicos, afecta en mayor me-
dida a las mujeres de poblaciones con otras 
desigualdades. Genera también conciencia en 
jueces y juezas de la necesidad de incorporar 
en sus análisis a la perspectiva de género, aun-
que sea para descartar que en la controversia 
haya que aplicarla.

III. Conclusión

Las estadísticas oficiales y privadas, en Ar-
gentina y en el resto del mundo y en particu-
lar en los países de Latinoamérica, muestran 
una desigualdad laboral entre hombres y 
mujeres, tanto por el acceso como por el tipo 
de trabajos que realizan, la forma en que son 
contratados y la remuneración que perciben. 
Esa diferencia ocasiona, a su vez y en líneas 
generales, otra de índole económica, por los 

menores ingresos, y patrimonial también, por 
la menor capacidad de ahorro. El consumo, 
claro está, también se ve afectado, en particu-
lar el de aquellos bienes y servicios que nadie, 
ni hombres ni mujeres, pueden dejar de con-
sumir para subsistir.

Entre los principios cardinales que rigen en 
materia tributaria, el de igualdad, junto con 
el de legalidad y el de capacidad contributi-
va, todos ellos con expreso reconocimiento 
en los textos constitucionales, justifican cada 
uno de los hechos imponibles de los tributos 
que una vez acaecidos generan la obligación 
de pagarlos. También justifican las exencio-
nes y demás beneficios que abundan, en ge-
neral, en los primeros artículos de las leyes de 
su creación.

Pero históricamente la igualdad en mate-
ria tributaria se buscó en la letra de la ley y 
no tanto en su aplicación. Es quizás en esta 
reformulación del principio en la que cobra 
particular relevancia el rol de jueces y juezas.

Es el rol que busca que desempeñe la Corte 
Suprema cuando hace poco hizo un llamado 
a no hacer interpretaciones regresivas de las 
normas, es decir lecturas históricas o ana-
crónicas de las leyes en la que no se tenga en 
cuenta “...la significación de las normas en 
juego en el actual contexto en el cual el mode-
lo sociocultural que asignaba únicamente a la 
mujer la responsabilidad de la crianza de los 
hijos y de las tareas domésticas se encuentra 
en pleno proceso de cambio”.

Agregó allí que “En efecto, el paradigma 
familiar ha experimentado profundas modi-
ficaciones en los últimos años orientándo-
se hacia un nuevo modelo en el cual ambos 
cónyuges —entre los cuales, inclusive, puede 
no haber diferencia de sexo— se hacen cargo 
indistintamente de las tareas y obligaciones 
domésticas y familiares”.

En dicho precedente, la Corte Suprema citó 
los tratados internacionales protectorios de los 
derechos de las mujeres, en particular la CE-
DAW, y dijo así que esos instrumentos “..., im-

ponen a los estados nacionales la obligación 
de adoptar medidas adecuadas que permitan 
erradicar el perimido patrón socio cultural 
que pone exclusivamente a cargo de las mu-
jeres las tareas domésticas y la crianza de los 
hijos. Es evidente que para cumplir con tal 
cometido el Estado debe facilitar, incentivar 
y apoyar la participación de los hombres en 
esas tareas. Una imprescindible medida de fa-
cilitación y apoyo al efecto es la de protegerlos 
de la discriminación laboral de la que puedan 
ser objeto a la hora de contraer enlace y asu-
mir, en pie de igualdad con las mujeres, los 
compromisos propios del ámbito doméstico” 
-conf. “Puig, Fernando Rodolfo”, sentencia del 
24/9/2020-. 

Los patrones socioculturales viven en los 
expedientes de todas las materias y fueros, 
porque se extraen de la información que las 
partes aportan para dirimir su conflicto. En el 
caso de las controversias tributarias, mucha 
de esa información proviene del gran yaci-
miento de datos que es la Administración Tri-
butaria que goza del secreto fiscal que desde 
la década del 30 se otorga a los contribuyentes 
para que con confianza declaren a la Adminis-
tración Tributaria sus obligaciones.

Se trata de la misma información que mu-
chas veces deja en evidencia los patrones 
socioculturales hoy perimidos, como los ca-
lificó la Corte Suprema en la jurisprudencia 
reciente antes citada, que coloca a las mujeres 
en desigualdad laboral y/o económica, causa 
y efecto del resto de las desigualdades al no 
contar con recursos propios para llevar a cabo 
su propio plan de vida y para afrontar sus con-
tingencias, las leves y las graves como las de la 
actual pandemia mundial.

De allí lo importante de normativas como 
la de la OEA, que aquí se comenta, para que 
toda la información vinculada a la desigual-
dad de género sea pública y así sea un insumo 
para la toma de decisiones, de los órganos que 
imparten justicia también.
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I. Introducción

Este 8 de marzo, fecha en que conmemora-
mos el Día Internacional de la Mujer, es una 
nueva ocasión para reflexionar sobre la vio-
lencia y la discriminación por razón de género 
en el ámbito laboral.

En este inicio del año 2021, el Día Inter-
nacional de la Mujer, nos encuentra tran-
sitando tiempos complejos e inusuales. El 
mundo entero se encuentra en lucha contra 
el COVID-19, un enemigo invisible que tiene 
en jaque a la humanidad toda, sin distinción 
alguna.

Y, por alguna razón que la psicología o la 
sociología deberán analizar, han recrudecido 
prácticas segregacionistas, xenófobas o discri-
minatorias y violentas. Y, en tal contexto, no 
podemos soslayar el alarmante incremento 
de los casos de violencia contra las mujeres y, 
su consecuencia más grave y visible, que nos 
interpela duramente como sociedad: femici-
dios.

Por otra parte, en tiempos en los que como 
consecuencia de la pandemia la palabra que 
más hemos pronunciado se vincula con el 
“cuidar”, “cuidarse”, “cuidarnos”, “cuidados” 
y, no se puede desconocer, la importancia de 

las tareas domésticas y de cuidado y su asig-
nación —al interior de cada familia— prefe-
rentemente a las mujeres como consecuencia 
de los estereotipos de género imperantes, a la 
par que las enormes dificultades para compa-
tibilizar la vida laboral con la doméstica y las 
tareas de cuidado familiar y comunitario.

Concretamente, la violencia contra las mu-
jeres puede presentarse en cualquiera de los 
ámbitos de desempeño o interrelación, es 
transversal, por ello la ley 26.485 contempla 
diferentes tipos y modalidades de violencia 
contra las mujeres, incluida la laboral que es 
la que nos atañe.

El carácter protectorio que ha distinguido 
al derecho del trabajo, con una única y exclu-
siva meta: la tutela de la persona que trabaja, 
pese a los cambios operados durante más de 

un siglo en la forma y modalidades en que se 
presta el trabajo en relación de dependencia, 
mantiene plena vigencia. Y ello se debe a que 
sigue siendo un requisito ineludible para el 
mantenimiento de la paz social la atenua-
ción —a través de normas de mínima— del 
desigual poder de negociación de los sujetos 
de la relación de trabajo. Finalidad que se ob-
serva en el art. 17 bis LCT. (1) y que persiste 
como horizonte de protección.

La discriminación en el trabajo es un fenó-
meno cotidiano y universal, porque la rela-
ción de trabajo, en tanto relación de poder o 
relación desigual es un campo fértil, un caldo 
de cultivo para la discriminación. La persona 
trabajadora siempre está expuesta a la discri-
minación, o sea, a sufrir un tratamiento peor 
que el recibido por sus compañeros, por el he-
cho mismo de la desigualdad, subordinación 

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) DOBARRO, Viviana Mariel, “40 años de la L.C.T. El 

art. 17 Bis: un retorno a los principios generales del Derecho 

del Trabajo”, Revista Derecho del Trabajo, Infojus, nro. 9, di-
ciembre de 2014.

(2) ERMIDA URIARTE, Oscar, “Protección, igualdad, 
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o dependencia y más expuesto está cuanto 
más débil es (2).

Sentado ello, no podemos soslayar el rol 
crucial que a las mujeres les cupo en la lu-
cha contra la “discriminación”. Uno de los 
sectores de la sociedad que más temprana-
mente enarbolara las banderas de la igual-
dad de trato y la no discriminación. Entre los 
innumerables ejemplos de tal accionar —en 
muchas ocasiones con consecuencias trá-
gicas—, cabe mencionar a las trabajadoras 
muertas en una fábrica de Nueva York en el 
marco de una lucha por condiciones “dig-
nas” de trabajo, en cuyo honor —según algu-
nas versiones— se instauró el “Día Interna-
cional de la Mujer” (3).

Desde aquellas mujeres que luchaban por el 
derecho al voto (conocidas como las sufragistas) 
a las que hoy luchan por los derechos sexuales 
y reproductivos, el movimiento feminista ha 
enarbolado diferentes banderas y en ese trans-
currir se pueden verificar distintas corrientes y 
por ello, “... se habla de feminismos...” (4).

Por lo demás, si bien la discriminación por 
razón de género, especialmente la situación 
de las mujeres en el mundo del trabajo, es 
uno de los ámbitos en que mayores avan-
ces se produjeron en los últimos dos siglos, 
todavía queda mucho camino por andar, 
principalmente en orden a romper el “techo 
de cristal” y liberarse del “piso pegajoso”. Fe-
nómenos a los que se ha referido la O.I.T. en 
innumerables oportunidades, considerán-
dolos el principal obstáculo para la inserción 
y crecimiento profesional de las mujeres; 
aspecto de la problemática bajo examen que 
sigue siendo el numéricamente más signifi-
cativo y también socialmente más difundido.

El análisis referido a las cuestiones de gé-
nero que, con más frecuencia se presentan 
en el ámbito laboral, requiere necesariamen-
te un abordaje interdisciplinario, la ciencia 
jurídica debe recurrir a la sociología, la psi-
cología e incluso a la economía para explicar 
y pensar estrategias para su abordaje. Debe-
mos relevar y estudiar los datos de la reali-
dad que nos circunda y analizar las prácticas 
sociales de los últimos 100 años. Debemos 
pensar en cómo ha sido la inserción laboral 
de las mujeres y cómo han sido protegidos 
sus derechos.

II. Discriminación, prejuicios y minorías

Ante todo queremos remarcar que la dis-
criminación constituye un flagelo que puede 
afectar a la persona humana en cualquiera 
de los ámbitos en que se desempeña, entre 
ellos el laboral y trae aparejadas numerosas y 

dolorosas consecuencias personales, econó-
micas, sociales y morales (5).

El fenómeno discriminación en el ámbito 
laboral se enrola dentro de uno más amplio, 
la de la violencia laboral. Pues la primera 
constituye una de las posibles expresiones 
de la segunda de las mencionadas (6).

En toda conducta discriminatoria se en-
cuentra implícito un prejuicio segregacio-
nista; quien discrimina considera a la otra 
persona inferior, en virtud de su pertenencia 
a una específica categoría o por tener ciertos 
caracteres (7) y proyecta una mirada de des-
valorización a su respecto.

Los prejuicios (8) al generalizarse, contribu-
yen a la conformación de estereotipos y suelen 
originar la segregación de quien los posee.

Párrafo aparte merece el uso del lenguaje y 
los innumerables estereotipos que a través de 
él se reproducen socialmente, especialmente 
por la importancia de la lengua hablada en 
las relaciones interpersonales, de poder y en 
la reproducción de patrones culturales que 
se transmiten de generación en generación; 
fenómeno que adquiere gran notoriedad en 
la discriminación por razón de género o por 
orientación sexual (9).

Hay tanto de cultural en el trato discrimi-
natorio, están tan internalizados en la socie-
dad algunos prejuicios o estereotipos, que 
resultan muy difíciles de remover o abrogar y 
es por ello que los avances en la materia sue-
len ser muy lentos.

Ahora bien, en el caso de la discrimina-
ción y la violencia por razón de género, en su 
origen, se observa marcadamente la prolife-
ración de prejuicios y estereotipos de géne-
ro (10) y las inmensas dificultades que se pre-
sentan a la hora de juzgar y/o sancionar estos 
hechos repugnantes o, lo que es más grave, la 
falta de perspectiva de género en el abordaje 
de este tipo de casos.

Alda Facio (11) define el concepto de géne-
ro en el sentido de “gender” o género sexual, 
como aquellas características, roles, actitu-
des, valores y símbolos que son impuestos 
dicotómicamente a cada sexo a través de la 
socialización y que nos hacen creer que los 
sexos son diametralmente opuestos. En de-
finitiva, se trata de una construcción social.

Esta construcción simbólica que en las 
ciencias sociales se denomina género, regla-
menta y condiciona la conducta objetiva y 
subjetiva de las personas. O sea, mediante el 
proceso de constitución del género, la socie-

dad fabrica las ideas de lo que deben ser los 
hombres y las mujeres, de lo que se supone 
es “propio” de cada sexo. Un desarrollo más 
equitativo y democrático del conjunto de la 
sociedad requiere la eliminación de los tratos 
discriminatorios contra las mujeres, someti-
das a condicionantes que no son causados 
por la biología, sino por las ideas y prejuicios 
sociales, que están entretejidas en el género. 
Es decir, por el aprendizaje social (12).

Como expresa Diana Maffía (13), la atribu-
ción de características dicotómicas a cada 
uno de los sexos podría no ser un problema 
de discriminación contra las mujeres, si las 
características con que se define actualmen-
te a uno y otro sexo no gozaran de distinto 
valor, no legitimaran la subordinación del 
sexo femenino, y no construyeran lo mascu-
lino como el referente de todo lo humano.

A esta altura, resulta imperativo que en 
el ámbito del derecho del trabajo incorpo-
remos la noción “perspectiva de género” y 
abandonemos aquella que circunscribe las 
protecciones al “sexo” o a la “mujer”, objetivo 
que se ha consolidado en las últimas décadas 
como horizonte al que corresponde dirigirse 
en pos de avanzar en la construcción de esta-
dos y sociedades democráticas.

En definitiva, en el surgimiento y mante-
nimiento de estas prácticas deplorables se 
entremezclan principalmente prejuicios y 
estereotipos socialmente muy enraizados, 
con los patrones tradicionales de comporta-
miento —social, familiar, laboral, etc.— y con 
las relaciones de “poder” —físico, económi-
co, social, entre otros— anudadas entre “va-
rones” y “mujeres”. Todo ello, en ocasiones, 
potenciado por una situación de mayor vul-
nerabilidad como puede ser —por ejemplo— 
la pobreza, la enfermedad, la condición de 
inmigrante; es decir, cuando quién sufre este 
tipo de prácticas pertenece a dos categorías 
vulnerables y, por ende, se ve expuesta a dis-
criminaciones múltiples (14).

III. Marco jurídico que tutela a las mujeres 
frente a la violencia laboral

A esta altura y por evidentes razones de 
extensión, no puedo más que señalar que 
el marco jurídico es importante, con nor-
mas de diferente rango, constitucionales e 
internacionales que recogen tanto la noción 
de igualdad ante la ley, como la de igualdad 
efectiva de oportunidades.

Me detendré específicamente en lo relativo 
a la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer, 
debemos recordar que se trata de un instru-

mento del ámbito de la Organización de las 
Naciones Unidas, que fue firmada en 1979, 
entró en vigencia en 1981, fue ratificada por la 
República Argentina mediante la ley 23.179, 
de 1985, tiene jerarquía constitucional (art. 75, 
inc. 22 de la CN) y de ella se deriva un órgano 
de control, el Comité sobre la Eliminación de 
la Discriminación contra la mujer.

Relaciona el derecho a la igualdad con la 
obligación de eliminar la discriminación en 
todas las esferas de la vida pública y privada, 
alude a la discriminación directa o indirec-
ta y no hace expresa mención a la violencia, 
aunque debemos resaltar que la Recomen-
dación General Nº 19 sobre violencia contra 
la mujer del Comité de la CEDAW: establece 
que la discriminación es una forma de vio-
lencia, reconoce los efectos de la violencia y 
su impacto en un conjunto de derechos de 
las mujeres y recomienda a los Estados Par-
te medidas de prevención, mecanismos de 
denuncia, protección y sanción, elaboración 
de estadísticas, programas de capacitación, 
entre otras medidas. Entre las obligaciones 
estatales que surgen de la convención pode-
mos mencionar: tomar medidas legislativas 
y de otro carácter que prohíban la discrimi-
nación contra la mujer que pueda ser prac-
ticada por el Estado, cualquier persona, or-
ganización o empresa; y modificar patrones 
socioculturales de conducta de hombres y 
mujeres con el fin de eliminar prejuicios y 
prácticas basadas en la idea de inferioridad 
de un sexo sobre el otro.

Por último y en cuanto a las normas que 
protegen especialmente a las mujeres, resul-
ta de plena aplicación a la problemática en 
análisis la Convención Interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer, conocida como “Convención 
de Belém do Pará”, que no solo se refiere a la 
violencia doméstica, sino también a la que 
se verifica en el lugar de trabajo. Se trata de 
un instrumento del ámbito interamericano, 
aprobado en 1994, que entró en vigencia en 
1995, que fue ratificada por la República Ar-
gentina en 1996 mediante la ley 24.632. Los 
derechos por ella reconocidos cuentan con 
dos mecanismos de protección: la Comisión 
Interamericana y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos.

La Convención reconoce que la violencia 
contra la mujer constituye una violación de 
los derechos humanos y las libertades fun-
damentales y limita total o parcialmente a la 
mujer el reconocimiento, goce y ejercicio de 
tales derechos y libertades. Y que la violencia 
constituye una ofensa a la dignidad humana y 
es una manifestación de las relaciones de po-
der históricamente desiguales entre mujeres 

dignidad, libertad y no discriminación”, Revista Derecho La-
boral, t. LIV, nro. 241, Montevideo, 2011.

(3) DOBARRO, Viviana Mariel, “La discriminación en el 
ámbito laboral: una violación al derecho fundamental a no 
ser discriminado y al mandato constitucional ‘promover el 
desarrollo humano con justicia social’“, ponencia presenta-
da y sobre la que diserté en el III Foro de Mujeres contra la 
Corrupción y I interamericano, organizado por MEI-Funda-
ción Mujeres en Igualdad, UNDEF The United Nations De-
mocracy Funds y UNIFEM-Fondo de Desarrollo de Nacio-
nes Unidas para la Mujer, Buenos Aires, 29 de septiembre a 
1 de octubre de 2008.

(4) ÁVILA FRANCÉS, Mercedes, “El preciso recorrido 
por la teoría e historia del movimiento feminista”, material 
de estudio entregado en el marco del Master en igualdad 
de Género de la Universidad de Castilla La Mancha, 2016-
2017, p. 38.

(5) DOBARRO, Viviana Mariel - DEL MAZO, Carlos Ga-
briel, La discriminación en el ámbito laboral, Revista Doctri-
na Laboral, Editorial Errepar, nro. 230, noviembre de 2004, 
1 parte, ps. 1067 y ss.

(6) Así, por ejemplo, el art. 6 de la ley 26.485 cuando de-
fine violencia laboral contra las mujeres, entre otras expre-
siones contempla “...aquella que discrimina a las mujeres 
en los ámbitos de trabajo públicos o privados... quebrantar 
el derecho de igual remuneración por igual tareas o fun-
ción...”; el art. 6 de la Convención Interamericana para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la violencia contra las mujeres 

estipula que “...El derecho de toda mujer a una vida libre de 
violencia incluye, entre otros: a. el derecho de la mujer a ser 
libre de toda forma de discriminación...” y el art. 5 del Con-
venio 190 OIT consagra que “Con objeto de prevenir y eli-
minar la violencia y el acoso en el mundo del trabajo, todo 
Miembro deberá respetar, promover y llevar a efecto los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo, a saber, 
... la eliminación de la discriminación en materia de empleo 
y ocupación...”.

(7) KIPER, Claudio M., “Derechos de las minorías ante 
la discriminación”, Ed. Hammurabi, Bs. As., 1998, p. 287; 
SABA, Roberto P., “Discriminación, trato igual e inclusión, 
en La aplicación de los tratados sobre derechos humanos 
por los tribunales nacionales”, compiladores Martín Abre-
gú y Christian Courtis, CELS, Centro de Estudios Legales 
y Sociales, Editores del Puerto SRL, Buenos Aires, 1997, 
p. 561. DOBARRO, Viviana Mariel, “Las medidas de acción 
positiva y la ley 25.674. La participación proporcional de las 
mujeres en la actividad sindical y en las comisiones nego-
ciadoras de los convenios colectivos de trabajo”, Errepar, 
Doctrina Laboral, nro. 216, p. 734.

(8) KIPER, Claudio M., ob. cit., ps. 46 y 47.
(9) Convención sobre la eliminación de todas las for-

mas de discriminación contra la mujer, su Preámbulo 
estipula que: “Reconociendo que para lograr la plena 
igualdad entre el hombre y la mujer es necesario modi-
ficar el papel tradicional tanto del hombre como de la 
mujer en la sociedad y la familia” y, en especial, el art. 5 

en cuanto prevé que “Los Estados Partes tomarán todas 
las medidas apropiadas para: a) Modificar los patrones 
socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con 
miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las 
prácticas consuetudinarias y de cualquier índole que es-
tén basados en la idea de inferioridad o superioridad de 
cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de 
hombres y mujeres...”.

(10) Instituto Nacional de las Mujeres de México, Inmu-
jeres, Glosario de Género, 2007, p. 62. Los estereotipos son 
creencia sobre los colectivos humanos que se crean y com-
parten en y entre los grupos dentro de una cultura deter-
minada. Los estereotipos solo llegan a ser sociales cuando 
son compartidos por un gran número de personas dentro 
de grupos o entidades sociales (comunidad, sociedad, país, 
etc.). Se trata de definiciones simplistas usadas para de-
signar a las personas a partir de convencionalismos que no 
toman en cuenta sus características, capacidades y senti-
mientos de manera analítica. También referidos como es-
tereotipos sexuales, reflejan las creencias populares sobre 
las actividades, los roles, rasgos características o atributos 
que caracterizan y distinguen a las mujeres de los hombres. 
De esta forma, son las imágenes culturales que se asignan 
a los sexos, por ejemplo, que los hombres visten de azul o 
celeste y las mujeres de rosa, o que estas son sentimentales 
y los hombres no lloran. S eliminación es un factor impor-
tante para lograr la igualdad.

(11) FACIO, Alda, “Antología Módulo 1. Aspectos básicos 

género y violencia”, material entregado por gentileza de la 
autora en un curso sobre perspectiva de género.

(12) LAMAS, Marta, “La perspectiva de género”, Revista 
de Educación y Cultura, en el sitio http://www.latarea.com.
mex.

(13) Extractado de la exposición de la Dra. Maffía, inclui-
da en el material elaborado por la Oficina de la Mujer de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, para la realiza-
ción de los “Talleres para una Justicia con Perspectiva de 
Género”.

(14) La OIT, en Oficina Internacional del Trabajo, OIT, La 
hora de la igualdad en el trabajo, Informe global con arre-
glo al seguimiento de la Declaración de la OIT relativa a los 
principios y derechos fundamentales en el trabajo, Ginebra, 
2003, define la cuestión en los siguientes términos: “Mu-
chas personas son víctimas de una discriminación múltiple. 
Los pueblos indígenas y tribales, por ejemplo, se encuen-
tran entre los más pobres entre los pobres, y las mujeres de 
estos grupos se ven incluso más gravemente afectadas. La 
intensidad o la gravedad de las desventajas que afrontan 
depende del número de características personales que sus-
citan discriminación y de la manera en que estas actúan en-
tre sí. Una persona, por ejemplo, puede tener varias carac-
terísticas que generan discriminación. Existe una tendencia 
a que las personas pobres, particularmente quienes sufren 
una pobreza crónica y quienes se encuentran en el sector 
de la economía informal, sean víctimas de varias formas de 
discriminación”.
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y varones, además de trascender las variables 
de clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, 
cultura, nivel educacional, edad y religión.

Establece que los Estados Partes condenan 
todas las formas de violencia contra la mujer 
y convienen en adoptar, por todos los medios 
apropiados y sin dilaciones, políticas orien-
tadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha 
violencia y en llevar a cabo lo siguiente: actuar 
con la debida diligencia para prevenir, inves-
tigar y sancionar la violencia contra la mujer; 
incluir en su legislación interna normas pena-
les, civiles y administrativas, así como las de 
otra naturaleza que sean necesarias para pre-
venir, sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer y adoptar las medidas administrati-
vas apropiadas que sean del caso; y establecer 
procedimientos legales justos y eficaces para 
la mujer que haya sido sometida a violencia, 
que incluyan, entre otros, medidas de protec-
ción, un juicio oportuno y el acceso efectivo a 
tales procedimientos.

En el ámbito americano, la discrimina-
ción estructural en asuntos de género ha 
sido definida como el conjunto de prácti-
cas, reproducidas por las instituciones y 
avaladas por el orden social, en que hom-
bres y mujeres se enfrentan a distintos es-
cenarios sociales, políticos, económicos y 
éticos, y a diferentes oportunidades de de-
sarrollo y de consecución de sus planes de 
vida, debido al hecho biológico de ser hom-
bres o mujeres. Los Estados deben adoptar 
medidas integrales para cumplir con la de-
bida diligencia en casos de violencia con-
tra las mujeres. En particular, deben contar 
con un adecuado marco jurídico de protec-
ción, con una aplicación efectiva del mismo 
y con políticas de prevención y prácticas 
que permitan actuar de una manera eficaz 
ante las denuncias. Cuando la impunidad 
de los delitos cometidos envía el mensaje 
de que la violencia contra la mujer es tole-
rada, se favorece su perpetuación y la acep-
tación social del fenómeno, el sentimiento 
y la sensación de inseguridad en las muje-
res, así como una persistente desconfianza 
de estas en el sistema de administración de 
justicia. La estrategia de prevención debe 
ser integral, es decir, debe prevenir los fac-
tores de riesgo y a la vez fortalecer las ins-
tituciones para que puedan proporcionar 
una respuesta efectiva a los casos de vio-
lencia contra la mujer. Asimismo, los Esta-
dos deben adoptar medidas preventivas en 
casos específicos en los que es evidente que 
determinadas mujeres y niñas pueden ser 
víctimas de violencia. Todo esto debe tomar 
en cuenta que, en casos de violencia con-

tra la mujer, los Estados tienen, además de 
las obligaciones genéricas contenidas en la 
Convención Americana, una obligación re-
forzada a partir de la Convención Belém do 
Pará (15).

También se ha dicho que la discrimina-
ción contra la mujer incluye la violencia ba-
sada en el sexo, es decir, la violencia dirigi-
da contra la mujer porque es mujer o que la 
afecta en forma desproporcionada y abarca 
actos que infligen daños o sufrimientos de 
índole física, mental o sexual, amenazas de 
cometer esos actos, coacción y otras formas 
de privación de la libertad. El deber de inves-
tigar constituye una obligación estatal impe-
rativa que deriva del Derecho Internacional 
y no puede desecharse o condicionarse por 
actos o disposiciones normativas internas 
de ninguna índole. En casos de vulneracio-
nes graves a derechos fundamentales la ne-
cesidad imperiosa de evitar la repetición de 
tales hechos depende, en buena medida, de 
que se evite su impunidad y se satisfaga el 
derecho de las víctimas y la sociedad en su 
conjunto de acceder al conocimiento de la 
verdad de lo sucedido. La obligación de in-
vestigar constituye un medio para garantizar 
tales derechos y su incumplimiento acarrea 
la responsabilidad del Estado. El Estado es 
responsable en su condición de garante de 
los derechos consagrados en la Convención, 
de la observancia del derecho a la integridad 
personal de todo individuo bajo su custodia, 
es responsable por las torturas, tratos crue-
les, inhumanos o degradantes que sufre una 
persona que ha estado bajo la custodia de 
agentes estatales, si las autoridades no han 
realizado una investigación seria de los he-
chos seguida del procesamiento de quienes 
aparezcan como responsables de ellos. Re-
cae en el Estado la obligación de proveer una 
explicación satisfactoria y convincente de 
lo sucedido y desvirtuar las alegaciones so-
bre su responsabilidad, mediante elementos 
probatorios adecuados (16).

En el caso de la Organización Internacio-
nal del Trabajo tuvo, desde su creación en el 
año 1919, entre sus objetivos primordiales la 
protección de los derechos fundamentales 
de los seres humanos.

A las ya conocidas disposiciones de los 
Convenios 100 y 111 y sus respectiva Reco-
mendaciones, corresponde agregar otras dis-
posiciones referidas a materias específicas o 
a favor de algunas categorías de personas, 
como —por ejemplo— en lo que se refiere a la 
libertad sindical, el derecho de sindicación y 
la negociación colectiva (Convenios 87 y 98); 

los trabajadores migrantes (Convenio   97), 
los trabajadores de edad (Recomendación 
162), los trabajadores con responsabilidades 
familiares (Convenio 156) y las personas in-
válidas (Convenio 159), la política de empleo 
(Convenio 122), el desarrollo de los recursos 
humanos, formación y orientación profesio-
nales (Convenio 142) y la terminación de la 
relación de trabajo (Convenio 158), entre 
otros.

También se debe mencionar la Declaración 
de la OIT. relativa a los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo y su seguimiento, 
de junio de 1998, que en el art. 2 declara que 
todos los miembros, aun cuando no hayan 
ratificado los convenios específicos, tienen 
un compromiso que se deriva de su mera per-
tenencia a la Organización, de respetar, pro-
mover y hacer realidad, de buena fe y de con-
formidad con la Constitución, los principios 
relativos a los derechos fundamentales, entre 
ellos, la eliminación de la discriminación en 
materia de empleo y ocupación.

Y, finalmente, en el año del Centenario 
de la OIT, esta aprobó el Convenio Nro. 
190 sobre la Eliminación de la violencia y 
el acoso en el trabajo y la Recomendación 
Nro. 206. El Convenio fue ratificado por el 
Estado argentino mediante ley 27.580 (del 
11/11/2020), convirtiéndose en el tercer 
país en el mundo en ratificar la normativa 
internacional y el pertinente instrumento 
de ratificación fue depositado en la sede de 
la Organización Internacional del Trabajo 
el día 23/2/2021.

Toda vez que las prácticas discriminatorias 
o la violencia laboral significan un avasalla-
miento de la dignidad de la persona que tra-
baja y pueden afectar su libertad, el derecho 
a la salud, a la privacidad, la permanencia en 
el puesto de trabajo, entre otras, el marco ju-
rídico aplicable es muy amplio.

Así, además de las normas constituciona-
les e internacionales ya citadas, debemos 
mencionar las disposiciones de la LCT refe-
ridas a la dignidad humana, a las obligacio-
nes de las partes vinculadas en el contrato 
de trabajo, la protección de la maternidad, 
el principio de igualdad de trato remunera-
torio entre otros y, en el punto nos remiti-
mos a los análisis efectuados en otras opor-
tunidades.

También se debe destacar el art. 1 de la 
ley 23.592 y la ley 25.674 que prevé la partici-
pación femenina en las unidades de negocia-
ción colectiva de las condiciones laborales, 

en función de la cantidad de trabajadores en 
la rama o actividad de que se trate.

La ley 26.618 de Matrimonio Igualitario, 
la ley 26.743 de Identidad de Género, de 
sumo interés en el marco de este análisis, 
pues —como hemos dicho en otras ocasio-
nes (17)— los estereotipos y prácticas socia-
les imperantes en materia de identidad de 
género tienen mayor impacto social cuando 
se refieren a las mujeres que respecto de los 
hombres. La ley 26.844 que establece el régi-
men de trabajo en casas particulares y aquí 
no podemos sino mencionar que las prácti-
cas sociales y las estadísticas dan cuenta de 
una mayor inserción de las mujeres que de 
los hombres en esta actividad tan particular 
y en la que los vestigios del “patriarcado” son 
muy marcados.

Por otra parte, no se puede soslayar que 
numerosos estatutos y convenios colectivos 
de trabajo contienen referencias específicas 
a la situación de las mujeres en el ámbito la-
boral, aunque por su especificidad y por ob-
vias razones de extensión de este trabajo no 
serán analizadas.

Tratamiento particular merecerá la ley 26.485 
y la violencia en el ámbito laboral, del 
11/03/2009, Ley de Protección integral a las mu-
jeres, para prevenir, sancionar y erradicar la vio-
lencia contra las mujeres en los ámbitos en que 
desarrollen sus relaciones interpersonales (18) y 
que debe analizarse juntamente con el decreto 
Reglamentario 1011/2010 del 19/7/2010.

Se trata de una ley de orden público y de 
aplicación en todo el territorio de la Repú-
blica, que contempla los siguientes tipos de 
violencia contra la mujer: 1.- Física (19). 2.- 
Psicológica (20). 3.- Sexual (21). 4.- Econó-
mica y patrimonial (22). 5.- Simbólica (23). 
6.- Política (24).

A los efectos de esta ley, las modalidades 
en que se manifiestan los distintos tipos de 
violencia contra las mujeres en los diferen-
tes ámbitos comprenden especialmente las 
siguientes: a)  Violencia doméstica contra 
las mujeres (25); b)  Violencia institucional 
contra las mujeres (26); c)  Violencia laboral 
contra las mujeres (27). d)  Violencia contra 
la libertad reproductiva (28); e)  Violencia 
obstétrica (29). f ) Violencia mediática contra 
las mujeres (30) y, recientemente, tras la re-
forma aprobada el día 16/4/19, se ha incor-
porado el acoso callejero como una forma 
de violencia contra la mujer (31) y la públi-
ca política incorporada por la ley 27.533 del 
20/12/19 (32).

(15) Corte IDH. “Caso González y otras (“Campo Algo-
donero”) c. México” excepción preliminar, fondo, repara-
ciones y costas”, sentencia de 16/11/2009, serie C No. 205.

(16) Corte IDH, “Caso Penal Miguel Castro Castro c. 
Perú”, 25/11/06

(17) Al respecto se puede consultar DOBARRO, Viviana 
M., “Diversidad sexual y discriminación en el ámbito labo-
ral”, LL, 21/10/2009, ps. 1a 6, “La ley de identidad de géne-
ro y sus implicancias en el ámbito laboral, DFyP 2012 (agos-
to), 140, DT 2012 (octubre), 2602; “Implicancias prácticas 
en el ámbito laboral de la ley de identidad de género”, Ed. 
Errepar, compendio jurídico octubre de 2012, ps. 153 a 191.

(18) A cuyo análisis nos hemos abocado en DOBARRO, 
Viviana Mariel, ob. cit., ps. 955 a 981.

(19) La que se emplea contra el cuerpo de la mujer pro-
duciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier otra 
forma de maltrato o agresión que afecte su integridad fí-
sica.

(20) La que causa daño emocional y disminución de la 
autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo per-
sonal o que busca degradar o controlar sus acciones, com-
portamientos, creencias y decisiones, mediante amenaza, 
acoso, hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, 
descrédito, manipulación o aislamiento. Incluye también 
la culpabilización, vigilancia constante, exigencia de obe-
diencia o sumisión, coerción verbal, persecución, insulto, 
indiferencia, abandono, celos excesivos, chantaje, ridiculi-
zación, explotación y limitación del derecho de circulación o 
cualquier otro medio que cause perjuicio a su salud psicoló-
gica y a la autodeterminación.

(21) Cualquier acción que implique la vulneración en 
todas sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de 
la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida se-
xual o reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de 
la fuerza o intimidación, incluyendo la violación dentro del 
matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentes-
co, exista o no convivencia, así como la prostitución forza-
da, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de 
mujeres.

(22) La que se dirige a ocasionar un menoscabo en los 
recursos económicos o patrimoniales de la mujer, a través 
de: a) La perturbación de la posesión, tenencia o propie-
dad de sus bienes; b) La pérdida, sustracción, destrucción, 
retención o distracción indebida de objetos, instrumentos 
de trabajo, documentos personales, bienes, valores y dere-
chos patrimoniales; c) La limitación de los recursos econó-
micos destinados a satisfacer sus necesidades o privación 
de los medios indispensables para vivir una vida digna; 
d) La limitación o control de sus ingresos, así como la per-
cepción de un salario menor por igual tarea, dentro de un 
mismo lugar de trabajo.

(23) La que, a través de patrones estereotipados, men-
sajes, valores, íconos o signos transmita y reproduzca do-
minación, desigualdad y discriminación en las relaciones 
sociales, naturalizando la subordinación de la mujer en la 
sociedad.

(24) La que se dirige a menoscabar, anular, impedir, obs-
taculizar o restringir la participación política de la mujer, 
vulnerando el derecho a una vida política libre de violencia 
y/o el derecho a participar en los asuntos públicos y políti-

cos en condiciones de igualdad con los varones.
(25) Aquella ejercida contra las mujeres por un integran-

te del grupo familiar, independientemente del espacio físi-
co donde esta ocurra, que dañe la dignidad, el bienestar, 
la integridad física, psicológica, sexual, económica o patri-
monial, la libertad, comprendiendo la libertad reproductiva 
y el derecho al pleno desarrollo de las mujeres. Se entien-
de por grupo familiar el originado en el parentesco sea por 
consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones 
de hecho y las parejas o noviazgos. Incluye las relaciones 
vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia.

(26) Aquella realizada por las/los funcionarias/os, pro-
fesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier 
órgano, ente o institución pública, que tenga como fin re-
tardar, obstaculizar o impedir que las mujeres tengan ac-
ceso a las políticas públicas y ejerzan los derechos previs-
tos en esta ley. Quedan comprendidas, además, las que se 
ejercen en los partidos políticos, sindicatos, organizaciones 
empresariales, deportivas y de la sociedad civil.

(27) Es definida como aquella que discrimina a las mu-
jeres en los ámbitos de trabajo públicos o privados y que 
obstaculiza su acceso al empleo, contratación, ascenso, es-
tabilidad o permanencia en el mismo, exigiendo requisitos 
sobre estado civil, maternidad, edad, apariencia física o la 
realización de test de embarazo. Constituye también vio-
lencia contra las mujeres en el ámbito laboral quebrantar 
el derecho de igual remuneración por igual tarea o función. 
Asimismo, incluye el hostigamiento psicológico en forma 
sistemática sobre una determinada trabajadora con el fin 
de lograr su exclusión laboral.

(28) Aquella que vulnere el derecho de las mujeres a de-
cidir libre y responsablemente el número de embarazos o 
el intervalo entre los nacimientos, de conformidad con la 
ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud Se-
xual y Procreación Responsable.

(29) Aquella que ejerce el personal de salud sobre el 
cuerpo y los procesos reproductivos de las mujeres, expre-
sada en un trato deshumanizado, un abuso de medicaliza-
ción y patologización de los procesos naturales, de confor-
midad con la ley 25.929.

(30) Aquella publicación o difusión de mensajes e imá-
genes estereotipados a través de cualquier medio masivo 
de comunicación, que de manera directa o indirecta pro-
mueva la explotación de mujeres o sus imágenes, injurie, 
difame, discrimine, deshonre, humille o atente contra la 
dignidad de las mujeres, como así también la utilización de 
mujeres, adolescentes y niñas en mensajes e imágenes por-
nográficas, legitimando la desigualdad de trato o constru-
ya patrones socioculturales reproductores de la desigual-
dad o generadores de violencia contra las mujeres.

(31) Aquella que consiste en las ofensas hacia las muje-
res en los espacios públicos o de acceso público, transpor-
tes y centros comerciales, ejercida por una o más personas 
a través de conductas o expresiones verbales o no verbales, 
con connotación sexual, que afecten o dañen su dignidad, 
integridad, libertad, libre circulación o permanencia o ge-
neren un ambiente hostil u ofensivo.

(32) Es aquella que “fundada en razones de género, me-
diando intimidación, hostigamiento, deshonra, descrédito, 
persecución, acoso y/o amenazas, impida o limite el desa-
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IV. Prevención, sanción y erradicación de 
la discriminación y violencia en el ámbito 
laboral y en particular por razón de gé-
nero

Tal como se desprende del análisis ar-
mónico de las disposiciones de la Conven-
ción contra la eliminación de todas las for-
mas de discriminación contra la mujer, de 
la Convención de “Belém do Pará” y de la 
ley 26.485, pesa sobre el Estado argentino el 
deber de “prevenir”, “sancionar” y “erradi-
car” la violencia contra las mujeres, postula-
dos que deben considerarse aplicables tam-
bién a cualquier forma de discriminación o 
violencia contra la persona humana, sin dis-
tinción de género, en virtud de los alcances 
de las obligaciones asumidas en el marco de 
la comunidad internacional al ratificar tales 
instrumentos.

En términos de prevención huelga decir 
que la contundencia de los hechos conoci-
dos cotidianamente y que implican prácticas 
discriminatorias o alguna forma de violencia 
laboral, más aún si está motivada por razón 
de género, demuestran la insuficiencia de las 
acciones que se llevan a cabo desde los dife-
rentes poderes del Estado.

La reflexión sobre estas cuestiones y su di-
fusión, en especial sobre los mecanismos y 
vías de reclamación y los alcances de las san-
ciones, tiene suma importancia para quienes 
sufren este tipo de prácticas y para quienes 
integran los ámbitos en que interactúan, a fin 
de que conozcan las múltiples posibilidades 
que el ordenamiento jurídico les ofrece para 
romper el “círculo” de violencia en que se en-
cuentran.

La creación de oficinas interdisciplinarias 
de atención de víctimas puede ser otro ca-
mino para avanzar en la erradicación de este 
flagelo.

Acciones todas que requieren de políticas 
públicas concretas y de un gran compromiso 
de quienes intervenimos de una u otra forma 
en el mundo jurídicos.

También resulta innegable el rol que a los 
sindicatos le cabe en esta lucha, pues a tra-
vés de la acción sindical y de la negociación 
colectiva (33) se pueden incorporar nuevos 
mecanismos de protección, a la par que lle-
var adelante campañas de sensibilización 
y concientización al interior de los lugares 
de trabajo y, en definitiva, propiciar planes 
concretos de acción y prevención (34) en la 
materia.

En un reciente estudio de la OIT, Las mu-
jeres en la gestión empresarial: argumen-
tos para un cambio (35), se realizan las si-
guientes sugerencias: “Hay innumerables 
maneras en las que las empresas pueden 
comenzar a aprovecharse de los beneficios 
de la diversidad de género. El hecho de in-
troducir una serie de iniciativas y prácticas 
relativas al género puede ayudar mucho a 
lograr un cambio positivo. Es probable que 
una única medida no produzca resultados 
significativos, por lo que es necesario apli-
car enfoques más completos o integrales. 
Examinar los procedimientos de contrata-
ción y ascenso en función de los méritos 
y limitar los sesgos de género son algunas 
de las maneras más efectivas de garanti-
zar que los hombres y las mujeres estén en 
pie de igualdad a lo largo de su trayectoria 
profesional. Además, nuestra encuesta ha 
demostrado que elaborar una estrategia ex-

plícita dedicada a la diversidad de género y 
la inclusión como parte de la filosofía de las 
empresas también beneficiaría a estas. Es 
preciso que estas iniciativas vayan acom-
pañadas de medidas como las modalidades 
de trabajo flexibles, que favorecen el equi-
librio entre la vida laboral y la privada para 
todos los trabajadores, tanto hombres como 
mujeres. Sin la aceptación y el compromiso 
por parte de los directivos de los distintos 
niveles, las iniciativas en favor de la diver-
sidad de género por parte de otros miem-
bros del personal de la empresa se pueden 
ver seriamente coartadas. Así, la búsqueda 
de un mundo empresarial diverso desde el 
punto de vista del género e inclusivo tiene 
que ser una estrategia que afecte a toda la 
empresa y vaya más allá de la gestión de los 
recursos humanos. Es imprescindible que 
la alta dirección de las empresas tome la 
palabra y sea vehemente al defender la es-
trategia de diversidad de género si se quie-
re que sea efectiva. Una vez emprendida la 
senda hacia la diversidad de género, puede 
que se ponga en marcha progresivamente 
un círculo virtuoso. Si las fuerzas de trabajo 
están más equilibradas en cuanto al género, 
será más probable que haya más mujeres 
directoras ejecutivas y que ocupen un cargo 
en los consejos de administración. A su vez, 
el hecho de que haya más mujeres en los 
consejos puede contribuir a que se nombre 
a más directoras ejecutivas”.

Por otra parte, la Ley de Contrato de Tra-
bajo, al momento de su sanción, fue inno-
vadora y, en muchos aspectos lo sigue sien-
do, pero no se puede soslayar que se trata 
de una norma de 1974 que nace como una 
compilación de la jurisprudencia señera 
de la Cámara Nacional de Apelaciones del 
Trabajo, del espíritu de algunos estatutos 
y convenios colectivos de trabajo y de los 
usos y costumbres imperantes en ciertas 
actividades, pero hoy nos queda desajusta-
da en una cantidad de aspectos; en particu-
lar, si tomamos en consideración los con-
ceptos expresados acerca de la “perspectiva 
de género” y si pretendemos dar respuestas 
que garanticen igualdad efectiva de oportu-
nidades para ejercer los derechos a quienes 
expresan el amplio abanico de expresiones 
de género y las nuevas conformaciones fa-
miliares.

Por ejemplo, la norma laboral se refiere a 
las mujeres básicamente en nuestro rol de 
esposa o conviviente del trabajador o en la 
situación de maternidad (y en particular bio-
lógica). No estamos visibilizadas en otros as-
pectos como, por ejemplo, en nuestro rol de 
trabajadoras.

Y si uno mira la realidad laboral a las muje-
res nos alcanzan algunas problemáticas muy 
particulares o específicas. Así, en el ingreso 
al puesto de trabajo somos objeto de pre-
guntas e indagaciones acerca de nuestra vida 
personal, de nuestra organización familiar 
que a los hombres no se les realizan. Clara-
mente se trata de preguntas que dan cuenta 
de los estereotipos imperantes en materia de 
género, la idea que sobre nosotras recae el 
cuidado de los/as hijos/as y las tareas hoga-
reñas, con las consiguientes dificultades para 
compatibilizar nuestras obligaciones labora-
les con las familiares.

Luego, durante la vida laboral, las estadís-
ticas demuestran que ganamos menos que 
los hombres en identidad de tareas e igual-
dad de circunstancias. Los datos dan cuenta 
de que nuestros ingresos suelen ser alrede-

dor de un 30% menores que los de los hom-
bres, reitero, en identidad de circunstancias.

Por otra parte, por el imperio del patriarca-
do, somos víctimas en mayor número de aco-
so laboral en sus diversas manifestaciones 
(sexual y moral), con la contrapartida que 
somos en mayor número que los hombres 
“único sostén de familia”.

Y, así podemos seguir enumerando: difi-
cultades para llegar a cargos de dirección, 
el famoso “techo de cristal” del que habla 
la OIT., mayores dificultades para acceder 
a la tecnología y a los bienes de produc-
ción, etc.

Tampoco se puede obviar que la LCT. 
contiene protecciones para la maternidad 
biológicamente hablando, es decir para el 
“estado de embarazo” y, fundamentalmen-
te, la estabilidad de la “mujer embarazada”, 
en una época en que las estadísticas de-
muestran que cada vez se concibe menos 
y a una edad más avanzada, así como una 
baja sostenida en la tasa de natalidad. Cada 
día los problemas de esterilidad son mayo-
res y las dificultades para llegar con éxito al 
fin del embarazo, así como la cantidad de 
parejas que tienen que recurrir a métodos 
de fertilización asistida, se incrementa. Y 
en este punto, más allá de las disposiciones 
específicas que vienen a dar cobertura para 
la realización de los específicos tratamien-
tos, la pregunta es qué pasa en esa etapa 
con la “estabilidad en el puesto de trabajo” 
de la mujer que aspira a ser madre; en tér-
minos de la LCT encontramos un absoluto 
vacío legal, lo que lleva a que sea una etapa 
en que la mujer trabajadora se encuentra 
sumamente desprotegida.

Nos quejamos porque a veces nuestros 
compañeros no nos acompañan en nues-
tras responsabilidades familiares, ahora 
tampoco hay protecciones para los hom-
bres a tal fin. Y estas problemáticas no pue-
den ser entendidas como una lucha de las 
“mujeres” contra los “hombres” para qui-
tarles derechos y adquirirlos para nosotras, 
sino como una vía en la que podamos ca-
minar “a la par”, con iguales oportunidades 
para ejercer los derechos y protecciones 
similares que posibiliten el ejercicio de las 
responsabilidades familiares compartidas. 
Algunos convenios colectivos de trabajo 
han avanzado sobre esto, algunos estatutos 
y algunas legislaciones referidas a empleo 
público en determinadas provincias o mu-
nicipios, también la Corte Suprema de Jus-
ticia de la Nación con respecto a los traba-
jadores judiciales lo ha hecho.

Ni hablar si estas responsabilidades fami-
liares son el resultado de uniones entre per-
sonas del mismo sexo o de la diversidad de 
expresiones que las “familias” del siglo XXI 
pueden adoptar; supuestos todos ellos en los 
que las disposiciones del Código Civil y Co-
mercial de la Nación han avanzado al ritmo 
de las necesidades sociales, en tanto que la 
normativa que específicamente regula esos 
supuestos en el ámbito laboral ha quedado 
desajustada.

En mi opinión, la clave es la “igualdad de 
oportunidades”, queremos iguales oportuni-
dades para desarrollarnos, para vivir en un 
ambiente libre de violencia, para no sufrir 
persecución, acoso, para no ser sometidas 
a estas preguntas que interfieren en nuestra 
vida íntima. Reclamamos igualdad efectiva 
de oportunidades.

V. Conclusiones

La persona humana no se despoja de su 
dignidad para ingresar al ámbito laboral; 
muy por el contrario, lo hace con un do-
ble orden de protección: el de los derechos 
humanos fundamentales y el que tutela a 
la persona que trabaja (36).

Ahora bien, sin perjuicio de la existen-
cia de la profusa legislación existente y 
que protege frente a los actos o conductas 
discriminatorios y cualquier otra forma de 
violencia laboral, la jurisprudencia —len-
tamente— ha hecho aplicación de tales 
normas en aras de sancionar tan repudia-
bles prácticas, la realidad nos golpea con 
crudeza y los datos que arroja dan cuen-
ta de la frecuencia con la que se verifican 
tanto en el ingreso, como durante la vida 
o a la ruptura del contrato de trabajo. Por 
lo que, no podemos sino concluir que en 
la medida en que no se remuevan los pre-
juicios o estereotipos imperantes en los 
lugares de trabajo no lograremos erradicar 
este flagelo.

Han pasado ya más de 100 años de la 
creación de la Organización Internacional 
del Trabajo y, no obstante ello, el organis-
mo sigue proclamando que en pos de un 
mejor futuro del trabajo para todos se re-
quiere un paso decisivo hacia la igualdad 
de género (37). En tal sentido ha expresa-
do que en 1919 la OIT adoptó los primeros 
convenios sobre las mujeres y el trabajo. 
Un siglo después, las mujeres son una fuer-
za en el mercado de trabajo, sobrepasan-
do barreras que en una época se habrían 
considerado insuperables. Los avances 
para cerrar las brechas de género se han 
estancado y, en algunos casos, se observa 
un retroceso. Sin embargo, es posible me-
jorar el futuro del trabajo para las muje-
res, pero solo dentro de un ecosistema que 
comprenda medidas de refuerzo y un firme 
compromiso con la igualdad de género. Se 
ha elaborado un informe que es la culmina-
ción de la amplia labor llevada a cabo en el 
contexto de la iniciativa del centenario de 
la OIT relativa a las mujeres en el trabajo. 
Las conclusiones y recomendaciones están 
en consonancia con la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible, que fue adoptada 
por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 2015. La realización de la Agen-
da 2030 depende de la consecución efecti-
va de la igualdad de género en el mundo 
del trabajo. El centenario de la OIT brinda 
una oportunidad única para cambiar de 
trayectoria y acelerar los esfuerzos con mi-
ras a garantizar que el futuro proporcione 
trabajo decente para todas las mujeres y los 
hombres.

Este es nuestro desafío, este es el compro-
miso que debemos asumir: bregar desde 
nuestro específico ámbito familiar, social y 
de desempeño laboral y académico por el 
reconocimiento para todas las personas, sin 
distinción alguna, no solo de iguales dere-
chos, sino de iguales “oportunidades” para 
ejercitarlos, así como del derecho a vivir y 
trabajar en un ambiente digno, sano y libre 
de toda forma de violencia. Vía en la que 
pese a los avances experimentados nos que-
da mucho por hacer en aras de construir una 
sociedad más justa, solidaria, democrática, 
con igualdad de oportunidades para todas y 
todos.
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I. A manera de introducción al tema

A esta altura del camino recorrido pue-
de advertirse que en nuestra sociedad las 
cosas han cambiado, en diversos aspectos. 
Uno de ellos tiene que ver con un paulatino 
ensanche de la noción de género, con las 
derivaciones que ello trae aparejadas en el 
contexto del trabajo. Aun cuando no todos lo 
perciben de la misma manera, esa concep-
ción amplia ha acarreado cambios en unos 
cuantos de los andariveles por los que tran-
sita el Derecho, con el consecuente impacto 
en las relaciones laborales.

Es que, además de mujeres o varones hay 
personas que se consideran no binarias (y 
otras, integrantes de la comunidad LGBTQIA+) 
y todas conviven en la misma comunidad.

Por lo visto, el universo de personas luce 
cada vez más amplio, incluso, a la luz de lo 
que receptan los últimos instrumentos in-
ternacionales en materia de violencia y aco-
so en el mundo del trabajo, que no particula-
rizan al hablar de las personas destinatarias 
de sus previsiones.

En lo que respecta a nuestro derecho in-
terno, está claro que la noción amplia de gé-
nero ha crecido al amparo del derecho civil, 
a través del reconocimiento de las nuevas 
diversidades que repercuten en la configu-
ración de las organizaciones familiares en 
las que conviven las personas que trabajan.

No ocurre lo mismo, en cambio, con nues-
tro tradicional Derecho del Trabajo, que a 
nivel nacional se mantiene cerrado y cuan-
do se trata de géneros permanece impertur-
bable, por ejemplo, a la hora de pensar en 
las licencias laborales con motivo de un hijo 
en los casos de las diversidades. Pareciera 
que, por no actualizarse, por momentos se 
encuentra desbordado por la realidad, que 
decididamente lo supera y apremia.

Nada de lo hasta aquí expuesto saca de 
foco a la mujer, que continúa siendo tal fren-
te al Derecho. Nada tiene ella que perder en 
el contexto del ensanchamiento de las fron-
teras de género, que no mengua su papel 
en el trabajo, la familia y la sociedad, aun 
cuando pueda auto percibirse distinta. Y, al 
mismo tiempo, nada modifica que a pesar 
de la participación de otros géneros la mujer 
continúe siendo quien asume con mayor in-
tensidad las responsabilidades familiares y 
las tareas de cuidado (se trate de teletrabajo 
o de la modalidad presencial), ni tampoco, 
la mayoritariamente discriminada y acosada 
en el trabajo, de múltiples formas.

A continuación, procuraré verter alguna 
consideración sucinta vinculada a los temas 
que introduje desde las distintas aristas del 
Derecho, temas que hoy y siempre revisten 
suma importancia en la vida familiar y labo-
ral porque repercuten en los derechos de las 
personas, cualquiera fuese su sexo o género.

II. La visión inclusiva en los recientes ins-
trumentos de la OIT

Como sabemos, múltiples instrumentos 
internacionales que no es del caso analizar 
aquí y que tienen diferente jerarquía norma-
tiva, protegen a la mujer en el trabajo. Así, 
entre otros, la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer y el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Cultura-
les (que revisten jerarquía constitucional), y 
unos cuantos Convenios de la Organización 
Internacional de Trabajo (todos ellos rati-
ficados por nuestro país y que tienen jerar-
quía supralegal), como el núm. 3 sobre pro-
tección de la maternidad, 1919; el núm. 100 
sobre la igualdad de remuneración, 1951; el 
núm. 111 sobre la discriminación (empleo y 
ocupación), 1958; el núm. 156 sobre los tra-
bajadores con responsabilidades familiares, 
1981, y el núm.190 sobre la violencia y el 
acoso, 2019, la mayoría de ellos complemen-
tados por las respectivas Recomendaciones.

En general las normas internacionales 
aludidas, ponen el acento en la igualdad en-
tre mujeres y varones en todos los aspectos y 
algunas de ellas protegen a la mujer madre 
en la gestación y en el ejercicio compartido 
con el varón de las responsabilidades fami-
liares en armonía con las laborales.

A ellas se suman, por lo menos, declara-
ciones y plataformas de acción mundiales, 
consensos regionales y la actuación de ONU 
Mujeres.

En esta oportunidad voy a detenerme por 
un momento en el Convenio núm. 190 de la 
OIT, complementado por la recomendación 
núm. 206, en tanto da un paso más en la evo-
lución de los estándares internacionales de 
protección de las personas en el trabajo y, 
de ese modo, se vincula estrictamente con la 
cuestión que ahora me ocupa.

Es que este Convenio, ratificado el 
23/02/2021 y que entrará en vigor en la Ar-
gentina recién doce meses después de esa 
fecha, entre otras muchas cosas que en esta 
ocasión no serán consideradas, al igual que 
la recomendación que lo complementa, se 
maneja con márgenes amplios de protec-
ción que exceden el universo femenino.

Su amplitud se ve reflejada a cada paso. Y, 
como además de amplio es ambicioso, re-
clama la sanción de una ley especial sobre 
la temática, sin perjuicio de la actuación 
consecuente de las organizaciones de traba-
jadores y empleadores y de los gobiernos de 
los Estados Miembro.

Ya en su Preámbulo, el Convenio encarna 
un enfoque inclusivo e integrado que tiene 
en cuenta las consideraciones de género y 
aborda las causas subyacentes y los factores 
de riesgo, entre ellos los estereotipos de gé-
nero, las formas múltiples e interseccionales 

de discriminación y el abuso de las relacio-
nes de poder por razón de género, enfoque 
que considera indispensable para acabar 
con la violencia y el acoso en el mundo del 
trabajo.

Al hablar de interseccionalidad queda cla-
ro el rechazo a cualquier tipo de discrimina-
ción, sea por razones de género, sexo, estado 
civil, responsabilidades familiares, religión, 
nacionalidad, ideología política, tendencia 
gremial, clase social y cualquier otra atinen-
te a características personales que no son 
relevantes para el trabajo.

En orden a los estereotipos de género, 
puedo advertir que, cuando el tratado se re-
fiere a la violencia y el acoso dirigidos contra 
las personas por razón de su sexo o género, o 
que afectan de manera desproporcionada a 
las personas de un sexo o género determina-
do (art. 1º), no particulariza a las personas 
destinatarias de las normas que contiene; lo 
hace sin condicionamientos.

Por lo tanto, se entiende que esas perso-
nas pueden ser mujeres, varones, no bina-
rias y aquellas que integran la comunidad 
LGBTQIA+.

Sin embargo, no puede desconocerse algo 
que desde su mismo Preámbulo del Conve-
nio de ninguna manera se desconoce, sino 
que se resalta. Es que, no se le escapa al tra-
tado que la violencia y el acoso por razón de 
género afectan de manera desproporciona-
da a las mujeres y las niñas (obsérvese que 
hasta repara en las personas menores de 18 
años, que conforme a nuestra legislación se 
trata de niñas y adolescentes).

Y en verdad no hay duda que en su vida 
laboral las mujeres sufren discriminaciones 
y violencias “propias del género femeni-
no” (aun cuando en los hechos se sientan 
identificadas con otro género en virtud de 
su “autopercepción”), sobre todo las vincu-
ladas con las trabas en el acceso al empleo 
en la etapa pre-ocupacional, o con la per-
manencia y el ascenso a cargos jerárquicos 
(etapa ocupacional); las concernientes a 
la apariencia física, el test de embarazo, la 
maternidad, el estado civil y el ejercicio de 
responsabilidades familiares; las relativas 
a la desigualdad salarial y la situación de 
desempleo y las que implican acoso sexual, 
entre muchas otras (esto, por supuesto, sin 
taparnos los ojos cuando son las mujeres 
las que, por ejemplo, acosan laboralmente a 
otras personas).

Vale la pena señalar al paso que, por lo 
menos la Sala I de la Cámara Nacional de 
Apelaciones del Trabajo, ya en el año 2019 
recogió la amplitud brevemente expuesta. 
Así lo hizo, al incorporar en los fundamentos 
de dos sentencias las previsiones del Conve-
nio núm. 190, uno de ellos relacionado con 
el acoso a un trabajador varón por sus pre-
ferencias sexuales (1) y otro con el maltrato 

a una trabajadora mujer por su condición de 
tal (2).

También habla de su amplitud el campo 
de aplicación que estas normas internacio-
nales instalan, el cual se extiende al trabajo 
formal e informal; urbano y rural; público y 
privado. Asimismo, a través de la enumera-
ción de los destinatarios de la protección, 
que en el art. 2º del Convenio luce prácti-
camente inagotable, este pretende abarcar 
a cualquiera que en cualquier circunstan-
cia se convierta en trabajador o en emplea-
dor, aunque sea informalmente, e incluso, 
a quien es ajeno a la relación laboral, pero 
igualmente tiene algún contacto con ella, 
como sería el caso de un cliente o el de un 
proveedor y hasta se ocupa de la violencia 
doméstica -de la cual mayormente son víc-
timas las mujeres- que pueda repercutir 
razonablemente en el ámbito laboral (3). 
Todo esto sin formular distinciones de sexo 
o género (especialmente arts. 4º, inc. 2º 
y 10, inc. f del Convenio y apartado I.4.a, 
II.8.b, entre otros, de la Recomendación). 
Asimismo, extiende el marco protector a 
lugares y situaciones que no tienen lugar 
específicamente en el centro de trabajo, 
como viajes, comunicaciones digitales, etc. 
(ver el art. 3º del Convenio).

Lo hasta aquí expuesto no quita relevancia 
a las acciones de prevención ni a los proce-
dimientos judiciales que estos instrumentos 
internacionales introducen.

Con relación al tema en consideración 
y atento a que sin perjuicio de alentar la 
negociación colectiva el Convenio prevé 
la formalización de una ley especial en la 
materia, cabe tener presente la existencia 
en nuestro país de la ley 26.485 para Pre-
venir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra las Mujeres —sancionada como 
consecuencia de la Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer—, que trajo de 
la mano a la ley 27.210 (que crea el Cuerpo 
de Abogadas y Abogados para Víctimas de 
Violencia de Género).

Advierto al respecto que, aun cuando está 
reservada al género femenino, las previsio-
nes de la ley 26.485 contra la violencia en ge-
neral, así como también contra la violencia, 
la discriminación y los acosos en el trabajo, 
en buena medida están a la vanguardia en la 
atención de los estándares internacionales 
incorporados por los nuevos instrumentos 
de mención.

Desde que dicha ley —parcialmente re-
glamentada por el dec.  1011/2010—, hizo 
su aparición, he entendido que en lo que 
respecta a la violencia laboral es igualmente 
aplicable sin distinción a todas las personas 
en virtud del principio de igualdad de trato 
consagrado por nuestra legislación interna 
e internacional, y por nuestra jurispruden-
cia (4).

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) CNTrab, sala I, “S. A. M. c/ R. J. C. y otro s/ despido”, 

sentencia definitiva 93860, 19/7/2019.

(2) CNTrab., sala I, “P. P. L. C/ Programas Médicos So-
ciedad Argentina de Consultoría Mutual y otros s/despido”, 
sentencia definitiva 94266, 28/11/2019.

(3) Entiendo que este supuesto podría configurarse, por 
ejemplo, si la mujer víctima de violencia doméstica laboral-
mente se desempeña bajo la dependencia se su agresor.

(4) Con mayor extensión, el desarrollo de las violen-
cias laborales puede verse en LITTERIO, Liliana Hebe, 
“El trabajo de las mujeres. Las normas, la jurispruden-
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Al momento de encararse la implementa-
ción del Convenio núm. 190 esta ley podría 
considerarse un punto de partida. Sin em-
bargo, considero que el nuevo instrumento 
tiene mucho para aportar al derecho argen-
tino, tanto en materia de amplitud en la con-
cepción de las personas a proteger, como en 
lo que se refiere al respaldo del sistema de 
control de la Organización Internacional del 
Trabajo para promover su correcta puesta 
en marcha y formalizar el seguimiento del 
tratado en nuestro país.

Asimismo, me parece importante resaltar 
que, a la hora de pensar en el abordaje y la 
prevención de la violencia, no deben olvi-
darse sus formas más crueles e “invisibles”, 
es decir, la explotación sexual y laboral, exis-
ta o no trata de personas menores y mayores 
de edad.

III. La clara apertura del Derecho civil

Mínimamente, es preciso recordar que en 
la Argentina en los últimos tiempos se san-
cionaron leyes que se hicieron eco del en-
sanchamiento de aquella noción de género 
originariamente reservada a las mujeres, 
quienes, insistimos, no se apartan ni por un 
momento de su rol fundamental.

Así, llegó la ley 26.618 que dispuso que los 
integrantes del matrimonio constituido por 
dos personas del mismo o distinto sexo tie-
nen los mismos derechos y obligaciones (ver 
art. 42). También vio la luz la ley 26.743, que 
reconoce el derecho a la identidad de géne-
ro con todas sus implicancias. Por su lado, la 
ley 26.862 en su momento brindó cobertura 
médica al uso de las técnicas de fertilización 
humana asistida.

Y, el Código Civil y Comercial (ley 26.994), 
además de confirmar la igualdad de dere-
chos y obligaciones de los integrantes del 
matrimonio y los efectos que este produce, 
sea constituido por dos personas de distin-
to o igual sexo (art. 402) y de establecer el 
ejercicio compartido de la responsabilidad 
parental (art. 638 y ss.), entre otras cosas 
introdujo una nueva fuente de filiación, 
que se sumó a la filiación por naturaleza, 
fundada en un elemento biológico o gené-
tico, y a la filiación por adopción, fundada 
en un elemento jurídico (ver art. 558 y ss.). 
Recordamos que esta última habilita a los 
matrimonios, a ambos integrantes de una 
unión convivencial —se trate de personas 
de igual o distinto sexo—, así como a las 
personas solas, a adoptar a un niño o un 
adolescente.

A eso se agrega, como adelanté, una ter-
cera fuente filiatoria, que se funda en un 
elemento volitivo y se concreta a través de 
alguna de las técnicas de fertilización huma-
na asistida que habilitan el derecho de las 
parejas integradas por dos mujeres a con-
vertirse en madres en los términos del citado 
Código.

Nuestro ordenamiento civil y comercial 
no regula la gestación por sustitución (téc-
nica expresamente prevista en el que fue su 
proyecto), sin perjuicio de lo cual muchos 
niños nacen en nuestro país y también en el 
extranjero a través de esta técnica, que signi-
fica el recurso de muchos argentinos al vien-

tre de una persona gestante que no integra 
la pareja de los comitentes que se convierten 
en progenitores (5).

Estos avances normativos a tenor de la 
observación de la realidad, que fueron in-
corporados al derecho civil, no encuentran 
correlato en el derecho del trabajo como in-
mediatamente veremos.

IV. El estancamiento del Derecho del tra-
bajo

Si bien, como he manifestado, la visión 
ampliada de género ha sido recogida por las 
normas del derecho común y por el Conve-
nio núm. 190 de la OIT y la recomendación 
núm. 206 que lo complementa, la mujer 
continúa siendo un factor clave en el mundo 
laboral.

Nos referimos a esa mujer que inexplica-
ble e injustificadamente todavía conserva 
un título especial dedicado a su trabajo en 
la Ley de Contrato de Trabajo (LCT) (ad-
viértase que nunca existió uno dedicado al 
trabajo de los varones), arcaico en prácti-
camente todas las disposiciones que con-
tiene y que no es esta la oportunidad de 
tratar (6).

Si por un momento nos situamos ante la 
mujer trabajadora que normalmente ejerce 
responsabilidades familiares, independien-
temente del rol o la función que asuma en la 
familia, es decir, viva sola, en pareja, unión 
convivencial o matrimonio, con una per-
sona de igual o distinto sexo o género —se 
sienta identificada o no con el propio—, lo 
más probable es que vea seriamente difi-
cultado el goce de aquellas obligaciones de 
orden familiar a la hora de pretender armo-
nizarlas con las laborales. Esto, aunque te-
letrabaje.

Nos preguntamos, por ejemplo, cómo 
podría compatibilizarlas en el caso de con-
vertirse en madre junto a otra mujer a tra-
vés de las técnicas de fertilización humana 
asistida si no dispone de las licencias ade-
cuadas (solo la mujer que pare el hijo tiene 
derecho a la licencia por maternidad y la 
estabilidad en el empleo; tampoco existe 
una licencia especial como consecuen-
cia del sometimiento al procedimiento de 
fertilización enunciado). También carece 
de licencias o permisos en el supuesto de 
recurrir, junto a un hombre u otra mujer, 
a la gestación por sustitución, técnica no 
prohibida pero tampoco regulada por el 
derecho argentino, aunque como vimos, 
muchas veces utilizada. Nada de esto está 
contemplado en nuestra antigua legisla-
ción laboral, que más allá de la licencia 
por maternidad (ver arts. 177 y ss. de la 
LCT), ni siquiera prevé un permiso por 
adopción de un hijo. Ante similar despro-
tección se encuentran los varones, quienes 
al amparo de los arts. 158 y ss. de la LCT, 
todavía conservan dos días (o cuanto mu-
cho tres) de licencia por paternidad (7), 
imposibles de facilitar cualquier contacto 
filiatorio efectivo con el nacido y carecen 
de licencia legal por adopción. Obviamen-
te, no hay normas que contemplen licen-
cias en otros supuestos, por ejemplo, no 
existe una licencia parental legal para am-
bos progenitores.

Sin perjuicio de lo expuesto, que ha sido 
esbozado muy escuetamente (8), debe re-
conocerse que ciertos convenios colectivos 
de trabajo y prácticas empresariales incre-
mentan en alguna medida los derechos 
previstos por la ley, por ejemplo, exten-
diendo el número de días de licencia por 
maternidad o paternidad, o incorporando 
licencias por adopción o por enfermedad 
de familiares.

Pero, la carencia de normas laborales 
modernas de aplicación general constituye 
un serio escollo al eventual ejercicio de las 
responsabilidades familiares y las tareas de 
cuidado por parte de ambos progenitores, 
máxime, cuando existen diversidades de al-
gún tipo.

Al amparo del derecho civil ya hemos visto 
que parejas de mujeres y varones del mismo 
sexo/género tienen hijos, pero desde el de-
recho laboral sus integrantes no tienen li-
cencias. Ante la ausencia de normas, a veces 
los jueces buscan remedios ocasionales para 
el caso concreto, pero no son soluciones.

Está claro, entonces, que la amplitud en 
materia de género adoptada por algunas 
personas debe ser receptada por la legisla-
ción laboral argentina, en armonía con las 
normas del derecho común que en esta ma-
teria resultan ser de avanzada.

Viene bien recordar, asimismo, que en la 
LCT nos encontramos con normas (arts. 180 
a 182) que a través de una presunción iuris 
tantum de carácter legal, protegen a la mujer 
frente al despido por matrimonio y en cuyo 
contexto recientemente la Corte Suprema 
extendió su operatividad a favor de los varo-
nes (9). Tratándose de una presunción legal 
no parecería lo adecuado, en tanto fue crea-
da por el legislador pensando en las mujeres 
para protegerlas de las eventuales conse-
cuencias que previsiblemente el matrimo-
nio puede acarrearles en su trabajo. Por eso 
incluyó esas normas en el título dedicado a 
ellas. Además, me interrogo en qué situa-
ción quedarían aquellos que no se conside-
ran varones aun siéndolo, en tanto lo Corte 
no lo dice expresamente (entiendo que en 
este supuesto no debe haber distinciones). 
Asimismo, advierto que, en este complejo 
legislativo arcaico tampoco está contempla-
da la frecuente situación de las parejas de 
hecho o en unión convivencial que asumen 
responsabilidades familiares sin contraer 
matrimonio (10).

Todo lo expuesto deja en evidencia la in-
certidumbre e insuficiencia normativa.

De cualquier modo, me parece que habría 
que reparar en que la visión amplia de la 
cual venimos hablando, beneficia a las mu-
jeres que en algunas circunstancias tienen 
una inclinación sexual diferente o se sienten 
identificadas con otro género y también a 
quienes se sienten mujeres sin serlo bioló-
gicamente.

A título de ejemplo viene bien mencionar 
que así lo ha entendido, por ejemplo, la sala 
IV de la Cámara Nacional de Apelaciones 
del Trabajo que puso sobre el tapete el tema 
del cambio de género a la hora del despi-
do. En efecto, hizo lugar a la indemnización 

por daño moral a favor de una trabajadora 
discriminada no por el hecho de ser mujer, 
sino por tratarse de un varón que se identi-
ficó con el género femenino adecuando su 
nombre al nuevo género (11). Este pronun-
ciamiento, que no es el único en la materia, 
es una muestra clara de la realidad que nos 
invade y de la cual el Derecho del Trabajo 
debería hacerse cargo.

V. Una breve reflexión final

Parece claro que el tema del “genero”, con 
el sentido amplio que adquirió con el trans-
curso del tiempo, se ha instalado en nuestra 
sociedad y, en buena medida, ha sido reco-
gido por el derecho de los últimos tiempos. 
Esa percepción no resulta forzada.

Por lo menos, así puede advertirse a la luz 
del reciente Convenio de la OIT sobre la vio-
lencia y el acoso —que todavía no está en vi-
gor en nuestro país—, respecto del cual, por 
ejemplo, desde la International Transport 
Workers’ Federation se ha reconocido que se 
trata de la primera norma internacional del 
trabajo jurídicamente vinculante que abor-
da de forma exclusiva la problemática de la 
violencia en el trabajo, reconoce la violencia 
de género y constituye una norma interna-
cional verdaderamente inclusiva, progresista 
y práctica (12).

También hemos visto que los preceptos 
que arribaron desde el derecho civil hablan 
de la amplitud que recogen de la realidad 
misma. Con relación a su aparición, Llove-
ras advirtió que la conformación, las fun-
ciones y las modalidades de la organización 
familiar resultan en su mayoría de circuns-
tancias previas o ajenas a su regulación por 
el ordenamiento jurídico, de carácter cultu-
ral, económico-productivo, ético y religioso, 
antes que legal. Así como también, que las 
nuevas organizaciones familiares no son 
nuevas; nuevo es el registro de lo que existía 
omitido, silenciado o negado (13).

Parecería que nuestro derecho del trabajo 
interno todavía no ha tomado nota de nada 
de esto, a través de normas concretas.

Sin embargo, no deberíamos perder de 
vista que las personas que se integran en las 
actuales formas de familia trabajan y mu-
chas lo hacen a la intemperie en la protec-
ción de los derechos laborales que todavía 
no fueron pensados para ellas.

La mujer está presente desde todos los 
frentes, el trabajo, la familia, la sociedad y, 
lamentablemente, también desde los dere-
chos tantas veces vulnerados.

Me parece que no es posible continuar 
desprotegiendo trabajadores, entendidos 
estos en sentido amplio, escapando de los 
hechos sociales que la realidad exhibe sin 
tapujos y que, como enseña el Maestro Wer-
ner Goldschmidt a través de su teoría tria-
lista del mundo jurídico (14), deben ser cap-
tados por las normas de una manera lógica, 
tamizada la operación por el valor de la jus-
ticia y, por qué no, el de la justicia social, la 
colaboración y la solidaridad.

Cita on line: AR/DOC/528/2021

cia y la realidad”, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2017, 
ps. 401/661.

(5) Sobre los temas expuestos en el presente acápite 
puede verse, LITTERIO, Liliana Hebe, ob. cit., en nota 4, 
p. 142 y ss.

(6) Al respecto puede verse, LITTERIO, Liliana Hebe, ob. 
cit., en nota 4, p. 67/120.

(7) Existe una gran diferencia en materia de trabajo 
agrario, prevista en el art. 52 de la ley 26.727.

(8) Con relación a estos temas puede verse, LITTERIO, 
Liliana Hebe, ob. cit., en nota 4, p. 179/246 y, LITTERIO, Li-
liana Hebe, en “Las licencias paternas en el empleo priva-

do”, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2010.
(9) CS, “Puig, Fernando Rodolfo c/ Minera Santa Cruz 

S.A. s/ despido”, 24/9/2020.
(10) Al respecto puede verse, LITTERIO, Liliana Hebe, 

“La presunción frente al despido por matrimonio más allá 
de la mujer. El fallo “Puig” de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación”, doctrina destacada, Rubinzal-Culzoni, RC D 
3297/2020.

(11) CNTrab., sala IV, “D. H., R. J. c. Aegis Argentina S.A. y 
otro s/ despido”, sentencia definitiva 105.710, 29/3/19.

(12) International Transport Workers’ Federation, ¿Qué 
son el Convenio 190 y la Recomendación 206 de la OIT, dis-

ponible en: https://itfviolencefreeworkplaces4women.
wordpress.com/2019/11/05/que-son-el-convenio-190-
y-la-recomendacion-206-de-la-oit/, fecha de consulta: 
12/2/20.

(13) LLOVERAS, Nora, “Uniones convivenciales: efectos 
personales y patrimoniales durante y tras la ruptura, en Su-
plemento Especial Código Civil y Comercial de la Nación”, 
Familia, dirigido por Kemelmajer de Carlucci, Aída y Herre-
ra, Marisa, La Ley, diciembre 2014, 99.

(14) GOLDSCHMIDT, Werner, entre otras obras, puede 
verse: “Introducción filosófica al derecho. La teoría trialis-
ta del mundo jurídico y sus horizontes”, Depalma, Buenos 

Aires, 1973; 4ª ed.; “Enseñanza de la verdad y de la justicia”, 
en Justicia y Verdad, LA LEY, Buenos Aires, 1978; “El prin-
cipio supremo de justicia”, Editorial de Belgrano, Buenos 
Aires, 1984; “Derecho Internacional Privado. Basado en la 
teoría trialista del mundo jurídico”, Depalma, Buenos Aires, 
1974, 2ª ed.
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Entre las conquistas y los pendientes
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Un nuevo 8 de marzo (8M) 
nos convoca. Desde hace cin-

co años el movimiento feminista ha resignifica-
do la tradicional fecha, en la que abundaban las 
salutaciones acompañadas de flores y bombo-
nes, repolitizándola: el Día de la Mujer es ahora 
un paro internacional transfeminista y plurina-
cional. En efecto, históricamente las revueltas 
del 8 de marzo dieron comienzo a una saga de 
reivindicaciones, que fueron el preludio de la 
Revolución de Octubre de 1917. En este contex-
to, el movimiento feminista (o los feminismos) 
en Argentina se han constituido en una usina 
fundamental, que irradia al resto del mundo y 
que amplifica las demandas en un grito colecti-
vo: desigualdad nunca más.

Por ello, el 8M es una buena ocasión para re-
flexionar sobre los desafíos pendientes en las 
agendas de género. Especialmente en el con-
texto vertiginoso que vivimos. Por más que los 
feminismos se han posicionado como uno de 
los movimientos políticos más potentes de los 
últimos tiempos (por su capacidad de ensam-
blar diversos tipos de demandas que hacen 
a la precarización de la vida), la realidad nos 
muestra un escenario muy hostil. Las violencias 
contra las mujeres y personas LGTTBIQ+ se re-
crudecen día a día. En Argentina contamos a la 
fecha más de 45 travesticidios, transfemicidios 
y femicidios, con el doloroso caso de Úrsula 
Bahillo que sacudió al país, por haber puesto 
sobre la mesa la inmensa deficiencia del Estado 
para responder a una problemática estructural, 
sostenida y compleja, como son los crímenes 
de odio por razones sexo-genéricas. Así, ante la 
consigna NiUnaMenos se impone la pregunta 
dirigida y punzante: ¿Cuántas más?

La rabia por una realidad que no deja de 
ocurrir y el dolor de duelar todos los días una 
muerte distinta, se transforman en potencia 
colectiva y es, precisamente, la insurgencia de 
esta potencia lo que conllevó a que la resigni-
ficación del 8M tome una forma que interpela 
especialmente al mundo de las relaciones labo-
rales: el paro y la huelga.

La apropiación del paro por los feminismos 
habilitó un lenguaje común, que rebalsó los es-
trechos márgenes que impone nuestro derecho 
colectivo del trabajo. Se trata de una huelga de 
trabajadoras/xs formales, informales, del ho-
gar, madres a tiempo completo, desocupadas, 
cuentapropistas y una larga lista de etcéteras 
invisibilizada por la normativa jurídico-labo-
ral. De esta forma, la huelga (instrumento de 
lucha por antonomasia del movimiento obrero, 

ergo: trabajador productivo asalariado) fue ins-
cripta en una noción amplificada de lo que es 
considerado trabajo con valor social. La huelga 
es pensada como un proceso que no se agota 
en los espacios donde se desarrolla el trabajo 
reconocido formalmente, sino que fluctúa en-
tre las casas, los barrios y los establecimientos 
laborales. De tal forma, la tónica general de los 
paros ruge: Si nuestras vidas no valen, produz-
can y reproduzcan sin nosotras. El trabajo, su 
reconocimiento y valoración se constituyen en 
un eje central de la agenda feminista de los úl-
timos años.

Esta interpelación es especialmente impor-
tante en el contexto actual, donde las desigual-
dades laborales en razón del sexo-género se 
acrecientan y profundizan. Según estimaciones 
de OIT, la tasa de ocupación de las mujeres ha 
caído drásticamente el último año por encima 
de la de varones, situación que se agrava si te-
nemos en cuenta que las mujeres tienen menos 
oportunidades de reincorporarse al mercado 
laboral, una vez expulsadas. Además, han su-
frido mayores pérdidas salariales, al ubicarse 
en los extremos más bajos de la escala; secto-
res donde la crisis de la COVID-19 impactó con 
especial fuerza. En este sentido, las políticas de 
recuperación deben necesariamente tener en 
cuenta los impactos desproporcionados de la 
crisis sobre las mujeres e identidades disiden-
tes, a través de una mirada integral que tenga en 
cuenta las diversas manifestaciones de la des-
igualdad estructural por razones de género en 
materia sociolaboral.

En este panorama, algunos hitos que se vie-
nen desarrollando en Argentina auguran un 
camino virtuoso. En primer lugar, la ratificación 
del Convenio sobre la violencia y el acoso de la 
OIT (núm. 190), que posiciona al país como el 
tercero en ratificar el convenio. Este hecho es de 
especial relevancia, teniendo en cuenta que Ar-
gentina no ratificaba un convenio de OIT desde 
2016. De tal forma, se torna imperioso avanzar 
hacia la adopción de una norma interna que 
aborde, de manera global, las situaciones de 
violencia y acoso en el mundo del trabajo, res-
pondiendo al mandato del convenio: tolerancia 
cero frente a la violencia y el acoso.

Luego, la importancia que han adquirido los 
cuidados en la agenda de las políticas públicas. 
Sin lugar a dudas, los cuidados han sido un eje 
fundamental de la crisis desatada por la pande-
mia. Ya no podemos seguir ignorando el apor-
te que los trabajos de cuidados (remunerados 
y no remunerados) realizan a la economía y 
la sostenibilidad de la vida. En este sentido, el 
establecimiento de licencias para trabajadorxs 

con responsabilidades de cuidado y la confor-
mación de la mesa interministerial de políticas 
de cuidado son acontecimientos prometedo-
res, para abordar el nudo crítico de las desigual-
dades sociolaborales por razones de género. 
En esta línea, otro aporte importante vino de la 
mano de la Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción al ampliar a los trabajadores la presunción 
del art. 181 de la LCT en el precedente “Puig, 
Fernando c/ Minera Santa Cruz” de septiembre 
2020. La argumentación de la Corte desafía los 
estrechos márgenes de la legislación laboral, 
aunque todavía queda un largo camino por re-
correr.

Sin perjuicio de estos avances, y junto a las 
desigualdades estructurales de los mercados 
laborales por razones de género (segregación 
vertical, horizontal, discriminación salarial, 
distribución inequitativa de trabajos de cuida-
dos y violencia y acoso), los tiempos actuales 
nos presentan nuevos retos. Dentro de estos, 
me interesa resaltar el trabajo en plataformas 
digitales.

Según un informe reciente de OIT, el trabajo 
a través de plataformas digitales en América La-
tina y el Caribe (ALyC) aumentó 14 veces en la 
última década. Este aumento exponencial con-
vive con una ausencia flagrante de regulación 
al respecto, lo que implica que en la actualidad 
el trabajo en plataformas digitales se desarrolla 
“libremente” bajo los parámetros del mercado 
que, como bien sabemos, no suelen coincidir 
con los parámetros de la protección social, la 
regulación jurídico-laboral y, en suma, con so-
ciedades igualitarias.

Es imposible desarrollar en estas breves lí-
neas los enormes cambios que supone el traba-
jo en plataformas sobre los modos tradicionales 
de concebir, abordar y regular el trabajo huma-
no. Sin dudas, uno de esos ejes es la total difu-
minación entre el tiempo de trabajo y el tiempo 
de vida. En palabras de una de las empresas lí-
deres a nivel mundial en la materia: el sol nunca 
se pone en estas plataformas.

Si auscultamos el trabajo en plataformas bajo 
el enfoque de género, rápidamente observamos 
cómo se producen impactos diferenciados que 
profundizan las desigualdades existentes. En 
primer lugar, porque la tecnología no es neutral. 
Es decir, no es simplemente un conjunto de sa-
beres que intervienen en la naturaleza en forma 
a-histórica y descontextualizada. La tecnología 
es el resultado de las interrelaciones sociales 
en las que se produce. De este modo, muchos 
estudios han mostrado cómo los algoritmos 
que utilizan las empresas para fines laborales 

(por ejemplo, en los procesos de selección de 
personal o de distribución del trabajo), son dis-
criminatorios en tanto alimentan a la ecuación 
matemática con parámetros que reproducen la 
figura de ciudadanía universal: varón blanco, 
heterosexual, de clase media. Esto se explica 
porque, precisamente, esos sesgos discrimina-
torios están presentes en el contexto de produc-
ción de la tecnología (algoritmo).

En segundo lugar, cuando se trata de plata-
formas digitales de reparto o “delivery” (que 
han crecido ampliamente a partir del contexto 
de pandemia), los algoritmos también operan 
sobre un piso de dinámicas de desigualdad 
preexistentes. En efecto, las franjas mejor re-
muneradas por las empresas de plataformas de 
reparto (mediodía, noche y fines de semana), 
coinciden con los horarios de mayor recarga 
de trabajo de cuidados. Partiendo de la base de 
que las mujeres se emplean en menor medida 
en estas plataformas que en otras (trabajos a 
domicilio y trabajos en línea), tienen muchas 
chances de no obtener trabajo suficiente o de 
recibir ingresos menores que sus pares varones.

Finalmente, es necesario poner de resalto 
que existe todo un universo de trabajo a través 
de plataformas digitales que están (llamativa-
mente) fuera de las discusiones centrales en la 
materia: las plataformas de trabajos a domici-
lio. estas orbitan sobre la prestación de servi-
cios vinculados a tareas de cuidado y que están 
fuertemente feminizadas. Sin embargo, aquí 
vemos que se reproduce la lógica moderna de 
división clásica entre esfera pública/esfera pri-
vada. El trabajo en plataformas de reparto sus-
cita atención porque se desarrolla en el espacio 
público y, por lo tanto, las paupérrimas condi-
ciones laborales están a la vista, son visibles. 
Pero, por el contrario, los trabajos de platafor-
mas a domicilio son invisibilizados, obturados 
de atención en el espacio público, porque sus 
condiciones no se ven a la luz del día. Desde ya, 
esta invisibilización no quita que sean trabajos 
de igual o mayor precariedad.

Con todo, este 8M nos invita nuevamente a 
reflexionar sobre los avances y los pendientes 
en las agendas de género respecto de, en lo 
que aquí nos interesa, las desigualdades socio-
laborales. Todo ello requerirá un compromiso 
amplio de las representaciones de trabajadorxs, 
operadorxs jurídicos y decisorxs políticos, para 
responder mediante medidas de carácter inte-
gral que logren zanjar los resquicios de la des-
igualdad estructural por razón de género.
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I. La mujer y su protección internacional

En esta protección adquieren particular 
relevancia, la Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW), como asimismo 

la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la 
Mujer (Convención de Belém do Pará).

La Convención sobre la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación contra la 

Mujer en su art. 2º establece “Los Estados Par-
tes condenan la discriminación contra la mu-
jer en todas sus formas, convienen en seguir, 
por todos los medios apropiados y sin dila-
ciones, una política encaminada a eliminar la 
discriminación contra la mujer y, con tal obje-

to, se comprometen a: a) Consagrar, si aún no 
lo han hecho, en sus constituciones naciona-
les y en cualquier otra legislación apropiada 
el principio de la igualdad del hombre y de la 
mujer y asegurar por ley u otros medios apro-
piados la realización práctica de ese principio; 



22 | Lunes 8 de marzo de 2021

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y 
de otro carácter, con las sanciones correspon-
dientes, que prohíban toda discriminación 
contra la mujer; c)  Establecer la protección 
jurídica de los derechos de la mujer sobre una 
base de igualdad con los del hombre y garanti-
zar, por conducto de los tribunales nacionales 
competentes y de otras instituciones públi-
cas, la protección efectiva de la mujer contra 
todo acto de discriminación; d)  Abstenerse 
de incurrir en todo acto o práctica de discri-
minación contra la mujer y velar por que las 
autoridades e instituciones públicas actúen 
de conformidad con esta obligación; e) Tomar 
todas las medidas apropiadas para eliminar 
la discriminación contra la mujer practicada 
por cualesquiera personas, organizaciones o 
empresas; f ) Adoptar todas las medidas ade-
cuadas, incluso de carácter legislativo, para 
modificar o derogar leyes, reglamentos, usos 
y prácticas que constituyan discriminación 
contra la mujer; g)  Derogar todas las dispo-
siciones penales nacionales que constituyan 
discriminación contra la mujer”.

En su art. 11 regula “1. Los Estados Partes 
adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer 
en la esfera del empleo a fin de asegurar a la 
mujer, en condiciones de igualdad con los 
hombres, los mismos derechos, en particular: 
a) El derecho al trabajo como derecho inalie-
nable de todo ser humano; b) El derecho a las 
mismas oportunidades de empleo, inclusive 
a la aplicación de los mismos criterios de se-
lección en cuestiones de empleo; c) El dere-
cho a elegir libremente profesión y empleo, el 
derecho al ascenso, a la estabilidad en el em-
pleo y a todas las prestaciones y otras condi-
ciones de servicio, y el derecho a la formación 
profesional y al readiestramiento, incluido el 
aprendizaje, la formación profesional supe-
rior y el adiestramiento periódico; d)  El de-
recho a igual remuneración, inclusive presta-
ciones, y a igualdad de trato con respecto a un 
trabajo de igual valor, así como a igualdad de 
trato con respecto a la evaluación de la cali-
dad del trabajo; e) El derecho a la seguridad 
social, en particular en casos de jubilación, 
desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u 
otra incapacidad para trabajar, así como el 
derecho a vacaciones pagadas; f )  El dere-
cho a la protección de la salud y a la seguri-
dad en las condiciones de trabajo, incluso la 
salvaguardia de la función de reproducción. 
2.  A fin de impedir la discriminación contra 
la mujer por razones de matrimonio o mater-
nidad y asegurar la efectividad de su derecho 
a trabajar, los Estados Partes tomarán medi-
das adecuadas para: a) Prohibir, bajo pena de 
sanciones, el despido por motivo de embara-
zo o licencia de maternidad y la discrimina-
ción en los despidos sobre la base del estado 
civil; b)  Implantar la licencia de maternidad 
con sueldo pagado o con prestaciones so-
ciales comparables sin pérdida del empleo 
previo, la antigüedad o los beneficios sociales; 
c) Alentar el suministro de los servicios socia-
les de apoyo necesarios para permitir que los 
padres combinen las obligaciones para con la 
familia con las responsabilidades del trabajo 
y la participación en la vida pública, especial-
mente mediante el fomento de la creación y 
desarrollo de una red de servicios destinados 
al cuidado de los niños; d)  Prestar protec-
ción especial a la mujer durante el embarazo 
en los tipos de trabajos que se haya probado 
puedan resultar perjudiciales para ella. 3. La 
legislación protectora relacionada con las 
cuestiones comprendidas en este artículo 
será examinada periódicamente a la luz de 
los conocimientos científicos y tecnológicos 
y será revisada, derogada o ampliada según 
corresponda”. La bastardilla me pertenece.

Por su parte, la Convención de Belém do 
Pará, en su art. 5º dispone “Toda mujer po-
drá ejercer libre y plenamente sus derechos 

civiles, políticos, económicos, sociales y 
culturales y contará con la total protección 
de esos derechos consagrados en los ins-
trumentos regionales e internacionales so-
bre derechos humanos. Los Estados Partes 
reconocen que la violencia contra la mujer 
impide y anula el ejercicio de esos dere-
chos; y el art. 6º reconoce “El derecho de 
toda mujer a una vida libre de violencia in-
cluye, entre otros: a. el derecho de la mujer 
a ser libre de toda forma de discriminación, 
y b. el derecho de la mujer a ser valorada y 
educada libre de patrones estereotipados 
de comportamiento y prácticas sociales y 
culturales basadas en conceptos de inferio-
ridad o subordinación”.

Por su parte, existen distintos convenios 
de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT)

Los convenios de la OIT son instrumentos 
que pertenecen a la categoría de tratados, 
pero con características propias, entre las 
que se destaca el hecho de que se adoptan en 
asambleas tripartitas y no solamente guber-
namentales.

En nuestro país han sido asimilados a trata-
dos, primero bajo el art. 31 de la Constitución 
Nacional (CN), que alude a los “tratados con 
potencias extranjeras”, y actualmente también 
bajo el art. 75, inc. 22 de la CN, que se refiere a 
los “tratados concluidos con las demás nacio-
nes y con las organizaciones internacionales”. 
En consecuencia, tienen jerarquía supralegal, 
criterio sostenido en forma pacífica por la ju-
risprudencia.

El Convenio Nº 111 materializó el compro-
miso de la OIT de eliminar la discriminación 
en el empleo, cualquiera sea su razón de ser y 
la forma en que se manifieste.

Por su parte, el Convenio Nº 156, confor-
me sus considerandos, ante la aparición de 
nuevos criterios de discriminación, permitió 
reconocer la efectiva igualdad de oportunida-
des y de trato entre los trabajadores de uno y 
otro sexo con responsabilidades familiares, al 
igual que entre estos y los demás trabajadores, 
así como también que las responsabilidades 
familiares constituyen una problemática que 
afecta a la familia y a la sociedad, y no solo a 
las trabajadoras.

El Convenio lo complementa la Recomen-
dación Nº 165 sobre los trabajadores con 
responsabilidades familiares, del año 1981, 
adoptada por la Conferencia Internacional 
del Trabajo.

En tanto las medidas encaminadas a que 
hombres y mujeres puedan compaginar sus 
obligaciones laborales y familiares son la con-
secuencia lógica del principio de igualdad, 
por todos aceptado, el Convenio Nº 156 y la 
Recomendación Nº 165 resultan elementos 
indispensables del objetivo general de garan-
tizar que todo hombre y toda mujer tengan la 
posibilidad de llevar a cabo plenamente sus 
funciones en la vida social, económica, públi-
ca, familiar y laboral.

Así, las preocupaciones fundamentales 
para la organización han sido permitir que las 
mujeres combinen de manera exitosa sus fun-
ciones reproductivas y productivas, e impedir 
que, debido a su función reproductiva, reci-
ban un trato desigual a la hora de conseguir y 
de conservar un empleo.

En el Informe de la OIT del año 2009 se ela-
boró un informe sobre el tema, denominado 
“La igualdad de género como eje del trabajo 
decente”. El informe es extenso y se divide en 
distintas partes. La OIT postula en el Informe 
como aspecto central que “La adopción de un 
enfoque integral de la igualdad de género es 
un elemento intrínseco del Programa de Tra-
bajo Decente”. Expresa que la igualdad de gé-
nero debe considerarse una cuestión transver-
sal en el marco de los cuatro objetivos estra-

tégicos del Programa de Trabajo Decente, esto 
es: (1) El empleo; (2) La protección social; (3) 
Los principios y derechos fundamentales en 
el trabajo aplicados mediante las normas in-
ternacionales del trabajo, entre otros medios; 
y (4) El diálogo social. Por tanto, los esfuerzos 
encaminados a lograr que la igualdad de géne-
ro forme parte de la esencia del trabajo decen-
te deberían ser de carácter integral.

El planteamiento de la OIT se basa en un 
enfoque basado en los derechos y en la efi-
cacia económica: la igualdad de género en el 
mundo del trabajo no es solo una cuestión de 
derechos humanos y de justicia para los tra-
bajadores, sino que también reviste interés 
desde el punto de vista empresarial para los 
empleadores, y es fundamental para el logro 
del crecimiento económico y la reducción de 
la pobreza a nivel nacional.

Se manifiesta además en el informe que el 
sexo no es un indicador de las competencias, 
y la decisión de contratar, capacitar o pro-
mover a las mujeres y a los hombres jóvenes 
debería basarse siempre en factores como las 
competencias profesionales y los requisitos 
inherentes al empleo.

El informe hace un repaso por las complica-
ciones que sufre la mujer en el ámbito laboral.

La mujeres tropiezan con obstáculos sisté-
micos de todo tipo en el mundo del trabajo, 
empezando por el hecho mismo de si tienen 
o no un trabajo remunerado (ya sea a tiem-
po completo o parcial); el tipo de trabajo que 
consiguen o del que quedan excluidas; su 
acceso a ayudas tales como servicios de guar-
dería; la remuneración y prestaciones que 
perciben y las condiciones en que trabajan; su 
posibilidad de acceder a ocupaciones “mas-
culinas” mejor remuneradas; la inseguridad 
de sus empleos o empresas; su falta de dere-
cho a pensión o a prestaciones, y su falta del 
tiempo, de los recursos o de la información 
necesarios para hacer valer sus derechos. Del 
voto de la Dra. Traversa en autos “Bruno c/ 
Naldo Lombardi S.A.” (1).

II. La mujer y su protección nacional

Asimismo, en nuestra legislación interna, 
encontramos las disposiciones de la ley 26.485 
y su decreto reglamentario Nº 1011/2010 de 
“Protección integral a las mujeres” (arts. 4º, 5º 
y 35).

El art. 6º de la norma, refiere a las modali-
dades de violencia y dentro de estas a la vio-
lencia laboral. Dice “a los efectos de esta ley se 
entiende por modalidades las formas en que 
se manifiestan los distintos tipos de violencia 
contra las mujeres en los diferentes ámbitos, 
quedando especialmente comprendidas las 
siguientes: c) Violencia laboral contra las mu-
jeres: aquella que discrimina a las mujeres en 
los ámbitos de trabajo públicos o privados y 
que obstaculiza su acceso al empleo, contra-
tación, ascenso, estabilidad o permanencia 
en el mismo, exigiendo requisitos sobre esta-
do civil, maternidad, edad, apariencia física o 
la realización de test de embarazo. Constitu-
ye también violencia contra las mujeres en el 
ámbito laboral quebrantar el derecho de igual 
remuneración por igual tarea o función. Asi-
mismo, incluye el hostigamiento psicológico 
en forma sistemática sobre una determinada 
trabajadora con el fin de lograr su exclusión 
laboral...”.

Es necesario resaltar que la ley 26.485 no 
efectúa mención alguna a la discriminación 
específicamente en el ámbito de la seguridad 
social, sin embargo, la responsabilidad esta-
tal derivada necesariamente de la adminis-
tración de los sistemas de seguridad social. 
Se desprende del art. 4º que entiende por 
violencia contra las mujeres toda conducta 
que, por acción u omisión, afecte su vida, 
esta afectación incluye la afectación patri-
monial. Esta violencia es indirecta cuando 
la conducta ponga a la mujer en desventaja 

respecto del varón. La norma condena la vio-
lencia en todas sus formas y obliga a los tres 
Poderes del Estado para que a través de ac-
ciones positivas garanticen la igualdad real 
entre mujeres y varones; y la finalidad de la 
ley (art. 7º).

El Estado como administrador principal de 
los sistemas de seguridad social debe garanti-
zar la igualdad real entre hombres y mujeres; 
y eliminar cualquier discriminación o forma 
de violencia a través de acciones positivas.

III. Género y seguridad social: Una mirada 
crítica y con perspectiva de género de las 
distintas prestaciones

III.1. Régimen de asignaciones familiares

III.1.a. La protección de la maternidad en 
las leyes 20.744, 24.714 y 24.716 y su impacto 
desde una perspectiva de género

La ley 20.744, Ley de Contrato de Trabajo 
(LCT) protege especialmente el trabajo de las 
mujeres, en lo particular, el art. 177 prohíbe el 
trabajo de las mujeres 45 días anteriores y pos-
teriores al parto, la interesada puede optar por 
reducir la licencia anterior al parto, que, en tal 
caso, no podrá ser inferior a 30 días, el resto se 
acumulará al período de descanso posterior 
hasta completar los 90 días. El nacimiento de 
un hijo con Síndrome de Down extenderá 6 
meses la licencia (art. 1º, ley 24.716).

Durante estas licencias la trabajadora no 
recibe remuneración sino una asignación fa-
miliar prevista en la ley 24.714 de Asignacio-
nes Familiares equivalente a su salario bruto. 
Como consecuencia se trata de una presta-
ción dineraria no remunerativa contemplada 
por el Sistema de Seguridad Social que com-
pensa a la trabajadora ante la imposibilidad 
de trabajar. Es decir, la licencia por materni-
dad no devenga remuneración sino una asig-
nación familiar. Esto va a generar distintas 
consecuencias en el ámbito del contrato de 
trabajo y en el ámbito de la seguridad social, 
cuando la trabajadora pretenda acceder a 
otros beneficios.

Mostraré en este trabajo que el régimen 
actual incumple la normativa internacional y 
discrimina a la mujer, provocando la pérdida 
de remuneración y de beneficios sociales, en 
los siguientes aspectos:

a) Afecta el cobro íntegro y oportuno del 
salario:

Para comenzar requiere una serie de actos 
por parte de la trabajadora tendientes a obte-
ner aquello que debiera serle abonado en el 
marco de su contrato de trabajo y no sometido 
a un régimen burocrático que muchas veces 
atenta contra el carácter alimentario y afecta 
el cobro íntegro y oportuno del salario.

Su cobro es sometido por el régimen de las 
Asignaciones Familiares (AAFF) a un plazo 
de caducidad de dudosa constitucionalidad 
cuando hablamos de ingresos que debieran 
reemplazar el salario de la mujer trabajadora 
sin más requisitos que la notificación al em-
pleador de su fecha probable de parto.

La serie de actos requeridos por la ANSeS 
para hacer efectivo dicho pago atenta contra 
los derechos de la mujer trabajadora e impli-
can una actividad extralaboral necesaria para 
contar con dicho ingreso.

Por último, en el marco de remuneracio-
nes que superen el tope previsto por la nor-
ma interna de ANSeS individualizada como 
AAFF — 01-24, las trabajadoras no perciban 
su remuneración total hasta muchos meses 
después, afectando sus economías familiares 
y violando toda la normativa al respecto. Esto 
no surge de la ley ni de su reglamentación, es 
una práctica del organismo que atenta contra 
los derechos establecidos por distintos conve-
nios, que garantizan el mismo nivel de ingre-

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
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sos, no resulta lógico ni legal que la mujer em-
barazada vea disminuido sus ingresos, al tran-
sitar por la licencia y que su recupero deba ser 
objeto de un reclamo posterior, lo que implica 
ir a la ANSeS con un recién nacido. Sin recla-
mo la diferencia no se percibe.

b) No devenga sueldo anual complementa-
rio:

El Sueldo Anual Complementario (SAC) es 
un sueldo diferido, que el trabajador/trabaja-
dora devenga cada día de trabajo. Será pagado 
sobre el cálculo del 50 % de la mayor remune-
ración mensual devengada por todo concepto 
dentro de los semestres que culminan en los 
meses de junio y diciembre de cada año. Es 
decir que para que devengue SAC debió tra-
tarse de remuneración. El régimen actual de 
protección de la maternidad no le asigna ca-
rácter remunerativo y como consecuencia no 
devenga SAC.

Es decir que el goce de la licencia por mater-
nidad y el hecho de que la trabajadora tenga 
un hijo provoca la pérdida de sus derechos la-
borales en clara violación de lo dispuesto por 
la CEDAW en el art. 11, apartado 2., inc. b).

Esto no ocurre con otro tipo de licencias 
como ser la licencia por enfermedad, prevista 
en el art. 208 de la LCT. La naturaleza jurídi-
ca de las sumas abonadas durante la licencia 
provoca consecuencias disvaliosas que deben 
ser corregidas para dar cumplimiento a los 
compromisos internacionales y lograr defini-
tivamente la tan buscada igualdad.

c) Afecta la mejor remuneración mensual 
normal y habitual requerida por el art. 245:

Al no ser considerada una suma remunera-
tiva no resulta considerada para determinar la 
base del art. 245, pudiendo afectar el derecho 
a obtener una reparación integral ante un des-
pido injustificado. Esto se puso de manifiesto 
en el fallo “Bruno c/ Naldo Lombardi S.A.”, que 
de forma exquisita con voto de la Dra. Rodrí-
guez Traversa resuelve la cuestión.

Los hechos:

La trabajadora gozó de licencia por mater-
nidad entre el 12/11/17 al 11/2/18 (3 meses) y 
luego es extendida por maternidad Down del 
12/2/18 al 11/8/18 (6 meses), percibiendo un 
salario/ asignación de $ 25.374,87. A su rein-
corporación acuerda con su empleador una 
jornada reducida que comenzó el 13/8/18, 
con una remuneración readecuada que co-
menzó a percibir desde dicha fecha, sin per-
juicio de mantener las mismas tareas.

El 28/11/2018, le comunican mediante Car-
ta Documento que se prescindirían de sus 
servicios a partir del 29/01/2019 y haciéndole 
saber que la liquidación final y certificación 
de servicios se encontraba a su disposición. 
Que, en oportunidad de presentarse a percibir 
la liquidación final, advierte que esta es insufi-
ciente, a que había sido liquidada conforme la 
jornada reducida por la suma de $ 14.200,21, 
cuando en rigor de verdad, en el último año 
de trabajo cumplió jornada completa de tra-
bajo, siendo la mejor remuneración la de julio 
de 2018 por la suma de $ 25.374,87.

La demandada entiende que abonó la in-
demnización en forma adecuada, toman-
do como base la mejor remuneración de 
$ 14.200,21, por cuanto en el último año de 
relación laboral, la actora nunca trabajó jor-
nada completa. Afirma que la licencia por 
maternidad, y posterior licencia por materni-
dad Down, no resultan ser salarios las sumas 
percibidas, sino que son Asignaciones Fami-
liares, que son de naturaleza no remunera-

toria, mediante el sistema SUAF, que liquida 
ANSeS a todos los trabajadores de empresas 
privadas.

El fallo de la mayoría sostiene que la de-
manda debe prosperar, hace aplicación de la 
normativa que protege a la mujer trabajadora.

Califica como un contrasentido el que se 
produce por la aplicación de la ley: Los dere-
chos de la madre trabajadora, a su licencia por 
maternidad, y su extensión a seis meses más 
por el nacimiento de un bebé con Síndrome 
de Down termina siendo una trampa en su 
derecho a la indemnización plena e integral 
en el caso de distracto laboral. Por esta razón 
el Tribunal bajo el marco de Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos, el derecho a 
la igualdad y a la no discriminación, la mirada 
transversal y judicial con perspectiva de géne-
ro imponen una solución diferente a la inter-
pretación gramatical y exegética.

Interpretando el alcance del Régimen de 
AAFF, sostiene la magistrada que la función 
de la suma que se cobra no es otra que suplir 
la función remunerativa que le corresponde 
percibir a las mujeres en uso de licencia por 
maternidad y por maternidad Down. Aplican-
do perspectiva de género, se puede conside-
rar a dichas sumas para determinar la base del 
art. 245.

El caso es un gran ejemplo de la necesidad 
de corregir consecuencias arbitrarias de la 
legislación actual, que discriminan y afectan 
derechos constitucionales, penalizando la 
maternidad en lugar de protegerla.

III.2. Prestación por desempleo

La ley 24.013 regula la prestación por des-
empleo desde el art. 111 hasta el art. 127. La 
duración de la prestación por desempleo se 
determina en función del tiempo cotizado al 
Fondo Nacional del Empleo (FNE), conforme 
el siguiente cuadro: 6 a 11: 2 meses/ 12 a 23: 4 
meses/ 24 a 35: 8 meses y 36 meses: 12 meses.

Como se puede advertir refiere al tiempo 
cotizado por el empleador al FNE dentro de 
los últimos 36 meses anteriores a la situación 
legal de desempleo. Si durante ese tiempo 
la trabajadora gozó de licencia por materni-
dad nunca alcanzará el período máximo de 
la prestación en una nueva penalización de 
la maternidad que provoca una merma en el 
tiempo de goce de la protección por desem-
pleo. Esto contradice la CEDAW. Al respecto 
se advierte que a todos los efectos el tiempo 
de licencia por maternidad no puede acarrear 
consecuencias negativas en el contrato de tra-
bajo y menos importar la pérdida de un bene-
ficio como ocurre en el caso de la prestación 
por desempleo. Por lo que sostenemos que la 
determinación de la duración de la prestación 
por desempleo, sin contar los períodos en que 
la mujer hizo uso de la licencia por materni-
dad, resulta inconstitucional aplicando pers-
pectiva de género.

En lo relacionado con este punto es necesa-
rio destacar lo que ocurre con el Estatuto para 
el Personal de Casas Particulares (ley 26.844) 
y la falta de acceso a la prestación por desem-
pleo del personal doméstico, actividad en que 
las mujeres se encuentran sobrerrepresenta-
das. El estatuto doméstico mejoró las condi-
ciones de trabajo e implicó un gran avance en 
materia de derechos laborales, sin embargo, 
no fue así en cuanto a sus derechos a la segu-
ridad social. Continúa siendo un régimen de 
aportes incompleto sin ninguna protección 
ante la contingencia de desempleo. Esto im-
pacta en todos los órdenes: Principalmente 
la falta de cobertura de la contingencia en sí 
misma le impide contar con los ingresos que 

se derivan de tal prestación, la falta de cober-
tura de salud y asignaciones que trae apareja-
do el régimen y la imposibilidad de computar 
dichos períodos a los efectos previsionales. 
Considerando la sobrerrepresentación de las 
mujeres en este sector, la situación afecta más 
a mujeres que a hombres.

III.3. En el régimen de jubilaciones

III.3.a. Edad de retiro

Originalmente era muy común establecer 
edades diferenciadas, esta situación obedecía 
a la percepción social sobre los roles de géne-
ro, y también intentaba en parte adaptarse al 
modelo habitual de que la mujer fuera más jo-
ven que el hombre y se intentaba que el retiro, 
de esta forma, fuera simultáneo.

Actualmente, cerca de la mitad de los países 
de América Central y el Caribe tienen siste-
mas con edades diferenciadas para hombres 
y mujeres, hoy sus razones se relacionan más 
como una forma de compensarlas por sus di-
ficultades de inserción al mercado laboral y a 
su mayor dedicación a las tareas de cuidado.

Sin embargo, esta situación hoy se encuen-
tra en crisis y da lugar a muchas críticas. Sin 
embargo, en la práctica una menor carrera la-
boral provoca menos años de aportes y menor 
desarrollo profesional, como consecuencia 
menores jubilaciones. En los sistemas de ca-
pitalización esta situación genera claramente 
menos ahorro, menor rentabilidad, lo que se 
agrava en virtud de su mayor expectativa de 
vida. Si bien la tendencia actual es equiparar-
las las razones no son de género sino de sus-
tentabilidad.

III.3.b. La brecha laboral de género

Hemos expuesto en varias oportunidades 
las diferencias entre hombres y mujeres en el 
mercado laboral. La división sexual del tra-
bajo implica que las labores asociadas a lo 
femenino hayan sido labores no remunera-
das como tareas de crianza (niñeras) limpie-
za (domésticas) o el cuidado (enfermeras). 
Cuando empezaron a ser remuneradas, se ins-
talaron en el mercado en forma precaria, con 
su consiguiente informalidad y salarios bajos, 
justamente factores que definen el acceso a la 
jubilación en regímenes contributivos. Esto 
provoca un acceso menor a las prestaciones, 
y entre quienes acceden los montos de jubi-
laciones son muchos más bajos. Algunas me-
didas como las moratorias previsionales o la 
Pensión al Adulto Mayor redujeron la brecha 
de acceso, pero mantienen las diferencias en 
la calidad de las prestaciones y en particular 
su monto.

Las distintas diferencias laborales entre 
hombre y mujeres (2) que se manifiestan en 
múltiples aspectos: Trabajo no registrado, 
subocupación, falta de acceso a cargos jerár-
quicos, las consecuencias de la licencia por 
maternidad en el contrato de trabajo, etc., 
reproducen la situación y la brecha en el sis-
tema de jubilaciones. Las mujeres tienen me-
nos trabajo y cuando lo tienen es de menor 
calidad, como consecuencia inevitable acce-
derán menos a las prestaciones y cuando ac-
ceden su monto será menor.

Según ANSeS a junio de 2019 la brecha de 
ingresos pasivos por sexo es:

En el rango de edad 60-64: $17.172,25 vs. 
27.118,82 (57,92%)

En el rango de edad 65-69: $18.373,65 vs. 
22.398,26 (21,90%)

III.3.c. Moratorias, prestaciones no contri-
butivas y mínimos

Como mencionamos en el punto anterior 
las diferencias socioeconómicas existentes 
entre hombres y mujeres en el mercado labo-
ral replican sus efectos en el acceso a presta-

ciones contributivas, no nos llama la atención 
que el 86% (3) de las personas que accedieron 
a un beneficio mediante moratoria sean mu-
jeres. 

Es en este contexto se extendió desde el año 
2016 la vigencia de la moratoria dispuesta por 
la ley 26.970 únicamente para mujeres. Esto 
mejora la situación de cobertura, pero no la 
calidad de las prestaciones a las que acceden 
las mujeres como vimos en el punto anterior.

Al respecto, resulta necesario modificar 
el esquema de moratorias actual, debido a 
la desigualdad que genera según el período 
temporal en que necesite completar servicios 
faltantes. Esta situación afecta a todos los pa-
sivos que necesiten completar aportes faltan-
tes, pero como se ha señalado a esa situación 
llega con mayor frecuencia la mujer.

Considerando las dificultades que enfren-
tan las mujeres para completar los años de 
aportes requeridos y lo menor de sus ingresos 
en actividad, adquiere particular importancia 
el reconocimiento de haberes mínimos ade-
cuados que no pueden resultar menor que la 
canasta básica, de forma tal que garantice la 
subsistencia digna.

En este sentido es importante la existen-
cia de prestaciones no contributivas para los 
casos en que no se pueda alcanzar una pres-
tación contributiva. Estas prestaciones en ge-
neral, son percibidas en su mayoría por muje-
res. La ley 27.260 creó la Pensión Universal al 
Adulto Mayor (PUAM), que no requiere apor-
tes, pero su edad está establecida en los 65 
años y su monto está lejos de garantizar una 
adecuada subsistencia, ya que consiste en el 
80% del HMG.

III.3.d. Años de contribución

Las tendencias actuales incrementan los 
años de cotización como consecuencia de 
la mayor expectativa de vida. Diversos estu-
dios demostraron que estas reformas perju-
dican más a las mujeres que a los hombres 
debido a la composición del mercado labo-
ral ya señalado, del que la Argentina no es 
excepción. Por esta razón en algunos países 
los años de contribución son menos, para 
las mujeres, en consonancia con las edades 
de retiro.

Como forma de enfrentar la menor can-
tidad de años de contribución con que las 
mujeres llegan a la edad de retiro, varios 
países (Chile, Uruguay, etc.) otorgan boni-
ficaciones de contribución por cada hijo o 
hija criada. Esto busca compensar posibles 
interrupciones en la carrera laboral por el 
cuidado de hijos e hijas, e incluso de otras 
personas dependientes, además de recono-
cer el trabajo de cuidado y reproductivo rea-
lizado por las mujeres. Según el país varía la 
cantidad de años de bonificación e incluso 
quien puede usarlo, como también las con-
diciones (por ej. Mínimo de cotizaciones). 
Lo importante de este tipo de políticas es el 
reconocimiento por el tiempo dedicado al 
cuidado, su compensación adecuada, todo 
acompañado de incentivos al trabajo remu-
nerado.

Resulta fundamental la incorporación de 
perspectiva de género en las reformas que se 
pretenden del sistema previsional, que con-
templen y compensen las tareas de cuidado, 
que consideren el rol fundamental de la mujer 
en la producción.

III.3.e. Movilidad de las prestaciones

Es importante que el sistema de movili-
dad utilizado mantenga el poder adquisitivo. 
Cuando esto no ocurre todos los pasivos se 
ven afectados, pero en mayor medida las mu-
jeres, por su mayor expectativa de vida.

Actualmente el sistema de movilidad se 
encuentra altamente cuestionado como con-

(2) GARCIA, Nadia G., “La brecha de género y su impac-
to en el régimen de jubilaciones”, RDLSS 2020-19, 9, AR/
DOC/3817/2019

(3) https://latfem.org/cinco-puntos-sobre-el-impac-

to-de-genero-en-la-reforma-previsional/#:~:text=2%-
2DEl%2086%20por%20ciento,a%2010%20a%C3%-
B1os%20de%20aportes. (24/02/2021)
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secuencia de la suspensión de la fórmula de 
movilidad dispuesta por la ley 27.426 du-
rante el año 2020 y su posterior reemplazo 
por una fórmula que no pondera la inflación 
(ley 27.609).

III.3.f. Las tareas domésticas y de cuidado; y 
su impacto en el sistema de jubilaciones

El 97,6% de las personas que se dedican al 
servicio doméstico son mujeres, esto genera 
que los defectos de un régimen precario y con 
modificaciones tardías impacte actualmente 
en el régimen jubilatorio de las mujeres.

Aun en los términos de la ley 26.844 el ré-
gimen previsional sigue siendo precario, con 
aportes mínimos sin importar las tareas o la 
cantidad de horas que la trabajadora esté a 
disposición, lo que provoca haberes jubilato-
rios bajos. A esto se suma obstáculos burocrá-
ticos generados por el organismo previsional 
que tornan al régimen en una gran trampa 
previsional a las aspiraciones jubilatorias de 
las interesadas.

Las mujeres están sobrerrepresentadas en 
estas actividades. Si se profesionaliza el régi-
men laboral del servicio doméstico y se efec-
túan aportes en proporción a tareas profesio-
nalizadas y a remuneraciones reales, esto im-
pactará luego y necesariamente en sus pres-
taciones. La normativa interna del organismo 
so pretexto de evitar fraudes discrimina a estas 
trabajadoras sometiéndolas a controles que 
no existen para otras tareas, obstaculizando 
y en muchos casos impidiendo la obtención 
de los beneficios con invocación de estos ser-
vicios.

Por otra parte, como ya se señaló el servicio 
doméstico se encuentra excluido de la presta-
ción por desempleo, es decir que las trabaja-
doras despedidas no cuentan con la posibili-
dad, del resto de las actividades, de computar 
el tiempo de prestación por desempleo a los 
efectos previsionales lo que, otra vez impacta 
en las posibilidades de reunir los años de ser-
vicios requeridos.

III.4. Régimen de pensiones. Casos de violen-
cia

El régimen de pensiones requiere respues-
tas para situaciones de violencia doméstica, 
se deben brindar las herramientas adecuadas 
para poder acceder a la justicia, al sistema de 
salud y a todos los servicios que le permitan 
romper con ese círculo de violencia.

El art. 53 de la ley 24.241 determina como 
derechohabientes en caso de muerte del jubi-
lado, del beneficiario de retiro por invalidez o 
del afiliado en actividad, a los siguientes pa-
rientes del causante: a) La viuda; b) El viudo; 
c) La conviviente; d) El conviviente y e) Los hi-
jos solteros, las hijas solteras y las hijas viudas, 
todos ellos hasta los dieciocho (18) años de 
edad. La limitación a la edad establecida si los 
derechohabientes se encontraren incapacita-
dos para el trabajo a la fecha de fallecimiento 
del causante o incapacitados a la fecha en que 
cumplieran dieciocho (18) años de edad.

En lo que nos ocupa, respecto de los su-
puestos c) y d) se requerirá que el o la causan-
te se hallase separado de hecho o legalmente, 
o haya sido soltero, viudo o divorciado y hu-
biera convivido públicamente en aparente 
matrimonio durante por lo menos cinco (5) 
años inmediatamente anteriores al falleci-
miento. El plazo de convivencia se reducirá a 
dos (2) años cuando exista descendencia re-
conocida por ambos convivientes.

El o la conviviente excluirá al cónyuge su-
pérstite cuando este hubiere sido declarado 
culpable de la separación personal o del di-
vorcio. En caso contrario, y cuando el o la cau-
sante hubiere estado contribuyendo al pago 
de alimentos o estos hubieran sido demanda-
dos judicialmente, o el o la causante hubiera 
dado causa a la separación personal o al di-

vorcio, la prestación se otorgará al cónyuge y 
al conviviente por partes iguales.

No parece lógico que quien se encuentra 
inmersa en una situación de violencia deba 
mantener la convivencia con su agresor para 
no perder su derecho a una eventual pensión 
futura o exigirle, en dicho contexto y ante la 
separación, que haga previsión de alimentos 
para no quedar desamparada.

Estas exigencias resultan claramente vio-
latorias de toda la normativa en materia de 
género, así lo estableció la jurisprudencia en 
autos: “L. N. B. c/ ANSeS s/ pensiones” (Ex-
pediente Nro. 13109/07, de fecha 13/7/12) 
la ANSeS había denegado el beneficio de 
pensión con fundamento en que la actora 
no había acreditado que el causante fuera 
el culpable de la separación ni que ella hu-
biera percibido alimentos, considerándo-
la incursa en las causales de exclusión de 
la ley 17.562. La magistrada, concluyó que 
“de lo expuesto y análisis de lo actuado en 
sede civil se desprende que el matrimonio se 
había divorciado vincularmente por el mu-
tuo consentimiento de ambas partes y que 
continuaron habitando ambos en el mismo 
domicilio sólo ‘por cuestiones económicas’, 
sin que hubiese mediado reconciliación al-
guna en la pareja que permita identificar a 
la situación como de ‘convivencia en apa-
rente matrimonio’”. Por ende, correspondía 
analizar la cuestión de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 1º, inc. a) de la ley 17.562 
en cuanto sanciona con la pérdida del dere-
cho a pensión al cónyuge que por su culpa o 
por culpa de ambos, estuviese divorciado o 
separado de hecho a la fecha de fallecimien-
to del causante.

Sobre el punto cabe señalar que si bien en 
el caso al decretarse el divorcio en los térmi-
nos del art. 215 del Cód. Civil, a los fines de 
determinar la culpa en el ámbito civil la ley 
considera culpable a ambos cónyuges, dicha 
sanción, como lo ha sostenido la jurispru-
dencia de la Excma. Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación, no es extensible en materia 
previsional en donde corresponde a quien 
atribuye la existencia de culpa de uno o am-
bos cónyuges, la carga probatoria de tal situa-
ción, sin que el cónyuge deba verse sometido 
a demostrar su inocencia. En dicho sentido, 
el Alto Tribunal ha señalado que “los efectos 
de la culpa de ambos esposos que el art. 67 
bis de la ley 2393 establecía para la sentencia 
de divorcio obtenida por ese procedimiento, 
regulaban sus consecuencias civiles, pero 
no traían aparejada la pérdida del derecho 
previsional” (Conf. CS., “Gasparetto, Dora 
Elsa c/ANSeS s/pensiones”, Sentencia del 
15/07/2008, pub. En fallos: 331:1651) y que 
“la separación basada en la petición conjun-
ta de los cónyuges no importa por sí sola la 
exclusión del derecho de pensión, ya que la 
sanción impuesta por la ley solo sería proce-
dente si se probara en forma categórica que 
la separación se produjo como consecuencia 
de la conducta de la actora, supuesto ajeno 
al caso, máxime si se tiene en cuenta que la 
prueba testifical corrobora la posición de la 
actora y las razones que tuvo para justificar 
su separación legal” (Conf. ídem, “Péndo-
la, Graciela Mónica c/ANSeS s/pensiones”, 
Sentencia del 15/07/2008, pub. en Fallos: 
331:1658).

En función de dichos precedentes, sostuvo 
que siendo que del análisis de las constan-
cias obrantes en autos se desprendía que en 
el caso se encontraba acreditada la culpa del 
causante en el divorcio, en tanto que los testi-
gos fueron contestes en afirmar los malos tra-
tos a los que la actora era sometida por parte 
de su excónyuge, le asistía razón a la actora 
en cuanto a que de ningún modo ella había 
incurrido en causales de culpa en el divorcio, 
admitió la demanda.

En la causa “G. D. R. c/ANSeS s/pensio-
nes” (Expediente Nº 17744/4 Sentencia De-
finitiva del 18/04/2006), la C.A.R.S.S. con-

firmó la resolución dictada por la ANSeS 
que había denegado el beneficio de pensión 
solicitado toda vez que al momento del fa-
llecimiento del causante la actora no con-
vivía con este. La titular, quien solicitaba 
el mantenimiento del derecho al beneficio 
con base en su inocencia, probó en autos 
que había convivido durante muchos años 
con el causante, unión de la que hubo hijos 
comunes; que debido a los pésimos tratos 
físicos y psicológicos que aquel propinaba 
a todos los integrantes del grupo familiar, 
originados en su estado de salud (esquizo-
frenia), se separó a fin de salvaguardar la 
integridad física y la vida de los menores y 
de ella misma, no obstante, asistió al cau-
sante hasta el último momento de vida, no 
habiendo la actora dado ningún motivo 
para concluir con la convivencia. La sen-
tenciante hizo lugar al reclamo y ordenó a la 
ANSeS dictar un nuevo acto administrativo 
otorgando el beneficio de pensión.

Para así decidir, afirmó que el derecho 
positivo instituye como beneficiarias del 
sistema de previsión, a las personas que sin 
celebrar matrimonio constituyen una unión 
de hecho con características de comunión 
de intereses y perdurabilidad semejantes a 
aquel. El derecho civil protege al matrimo-
nio, con determinados derechos y obligacio-
nes que surgen de la constitución de la socie-
dad conyugal, mientras que, en el ámbito de 
las uniones de hecho, solo existe protección 
legal en el ámbito laboral y de la seguridad 
social solo mientras perduran, sin existir 
protección legal alguna para los supuestos 
de ruptura.

Sin embargo, la exclusión del concepto de 
culpa en las uniones de hecho como genera-
dora de derechos, no cabe sea interpretada 
como una desprotección al conviviente que 
se encuentra sometido a malos tratos ni mu-
cho menos avalar una situación de violen-
cia, imponiéndoles así, a quienes se hallan 
sometidas a ella, a soportarla por el solo he-
cho de mantener la asistencia económica en 
vida del conviviente o el derecho a obtener 
el beneficio previsional en el supuesto de su 
fallecimiento.

Por lo que concluyó que pretender que la 
actora continuara sometiéndose a tal estado 
de menoscabo personal a fin de mantener 
el derecho a pensión resultaba contrario a la 
Constitución Nacional. y a los Tratados Inter-
nacionales con jerarquía constitucional. El art 
53 de la ley 24.241 exige el mantenimiento de 
la convivencia hasta la fecha de fallecimiento 
del causante en condiciones normales y no 
cuando existe violencia familiar; por lo que 
resultaba inaplicable la exigencia de que la 
convivencia se extendiera hasta la fecha de 
fallecimiento del “de cujus”, correspondiendo 
declarar el derecho de la demandante al otor-
gamiento del beneficio.

Este pronunciamiento fue confirmado por 
la Sala 3 de la Excma. Cámara Federal de la 
Seguridad Social. El Dr. Fasciolo sostuvo en su 
voto, al que adhirieron los otros dos vocales 
de la Sala, que los argumentos de la deman-
dada no lograban conmover los fundamen-
tos del pronunciamiento, al que consideró 
ajustado a derecho a la luz de las pruebas de 
autos, y agregó que “ante la probada culpa del 
causante e inocencia de la actora en la ruptu-
ra de la situación de hecho habida entre am-
bos, la aludida separación no puede constituir 
motivo jurídico para excluir a la supérstite de 
la pensión pretendida”.

Existen otros precedentes como el dictado 
por el Juzgado Federal de la Seguridad Social 
Nº 6, dictó sentencia en autos (Nº 32079/2015) 
“B. G. M. c/ ANSeS s/pensiones”, Sentencia 
definitiva del 7/03/2017. En este caso exis-
tía un juicio por divorcio vincular en forma 
contradictoria, que luego de la intervención 
de una consejera de familia, se convertir la 
presentación en un pedido de divorcio vin-
cular con fundamento en la causal objetiva 

del art. 214, inc. 2) del Cód. Civil. Asimismo, 
se habían tomado declaraciones juradas tes-
timoniales, en sede de la ANSeS, donde los 
deponentes fueron contestes en sostener que 
el causante hizo abandono del hogar, que era 
una persona violenta y muy celosa, que insul-
taba constantemente a la actora y que esta te-
mía por su vida, ya que había intentado agre-
dirla en varias ocasiones.

Sobre esa base, sostuvo la inocencia de la 
actora en la separación, sin que su conducta 
posterior a ese hecho pudiera ser relevante a 
los fines del art. 1º de la ley 17.562.

El Juzgado 6 también se pronunció favo-
rablemente en Expediente Nº: 106491/2012 
“G. S. c/ANSeS s/pensiones” y que fue con-
firmado por la Sala I. En esta oportunidad 
afirmó el magistrado que “La separación de 
hecho..., por sí sola, no perjudica el dere-
cho a pensión”, ya que es “...condición para 
la pérdida del beneficio que la separación 
se hubiera producido por culpa de ambos o 
por culpa exclusiva del supérstite”, (CS, “Cor-
dero de Giménez, Viola”, 30/07/1974,-ED 
57-278 -con nota de G.J. Bidart Campos-). Y 
que corresponde al organismo previsional 
establecer si la peticionante fue la culpa-
ble o no de la separación en la medida que 
existan causas que justifiquen tal sospecha, 
mediante la fehaciente demostración de tal 
culpabilidad, pero nunca presumir la exis-
tencia de esta y someterla a la exigencia de 
demostrar su inocencia, desde que tal proce-
dimiento se encuentra reñido con las garan-
tías constitucionales de la defensa en juicio 
(art. 18, CN.) y con el espíritu de las leyes 
que intenta aplicarse (cfr. esta Sala, “Falcón, 
Ana Elisa c/Caja Nacional de Previsión de la 
Industria, Comercio y Actividades Civiles”, 
Sentencia Nº 54.866, del 28/2/94, “Arguello 
Ramona Eva c/ANSeS s/pensiones”, senten-
cia definitiva Nº 103.385 del 12/03/03), del 
06/03/2017.

En este caso, se encontraba acreditado que 
la actora se había separado de su cónyuge, 
sin prestarse ningún tipo de asistencia, y que, 
posteriormente, había convivido en aparen-
te matrimonio con un tercero. Sin embargo, 
también surgía de las pruebas producidas 
que el de cujus era alcohólico y maltrataba a 
su mujer. En virtud de ello, el sentenciante, 
sostuvo que: “...si bien debe evitarse, en re-
clamos como el de autos, una indebida cap-
tación de beneficios, ello no puede hacerse 
sobre la base de afirmaciones dogmáticas ya 
que, verificada la situación de violencia, el no 
reclamo de alimentos no resulta determinan-
te ni demostrativo de la inexistencia de su ne-
cesidad, salvo que el organismo demostrara 
que la actora es titular de bienes que avalen 
su postura”.

Más allá de que los fallos citados no aplica-
ron en forma expresa los Tratados Internacio-
nales de Derechos Humanos, sin duda siguen 
sus preceptos, realizando una lectura de los 
casos con perspectiva de género, a fin de que 
la aplicación fría y literal de la norma no lle-
va a resultados que impliquen en los hechos 
tolerar situaciones de discriminación y/o vio-
lencia contra de la mujer, violando los com-
promisos asumido internacionalmente por el 
Estado argentino.

IV. Conclusiones

Es el momento, nunca en la historia del 
mundo la igualdad entre hombres y mujeres 
ha logrado colarse en la agenda ni ha estado 
tan presente en debates públicos tanto nacio-
nales como internacionales.

Es basta la normativa supranacional y na-
cional en la materia, sin embargo, parece no 
ser suficiente cuando la discriminación por 
razones de género adopta configuraciones 
muy específicas en los ámbitos de trabajo, sin 
estructuras diseñadas tendientes a revertir 
estas situaciones de dominación estructu-
ral. Como señaló la Corte Suprema en el fallo 
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(4) CS, “Sisnero, Mirtha Graciela y otros c/ Taldelva SRL 
y otros s/ amparo”, Fallos: 337:611.

(5) Comisión Interamericana de Derechos Humanos. In-
forme del 20/01/2007, sobre acceso a la justicia para muje-

res víctimas de violencia en las Américas, OEA/Ser/L/V/II, 
deoc. 68, ps. 75 y 99.

(6) Se conoce como impuesto rosa a la diferencia de va-
lor de productos similares en su versión femenina.
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I. Introducción

Al momento de recibir la invitación para 
la presente columna, sentí una sensación de 
esperanza. Esperanza en que el Día Interna-
cional de la Mujer, además del llamado a la re-
flexión acerca de los avances logrados, nos in-
cita también, para exigir cambios y reconocer 
el rol de las mujeres en los “cambios” inevita-
bles en nuestro país y porque no, en el mundo.

El tema del 8 de marzo del 2020 se deno-
minó “Soy de la Generación Igualdad: Por los 
derechos de las mujeres”, siguiendo los pasos 
de la campaña de ONU Mujeres con el mismo 
nombre (Generación Igualdad) y que con-
memora el 25º aniversario de la Declaración 
y Plataforma de Acción de Beijing (1995), la 
hoja de ruta más progresista para el empode-
ramiento de las mujeres y las niñas en todo el 
mundo (1).

Este 8 de marzo de 2021, el tema será “Mu-
jeres líderes: Por un futuro igualitario en el 
mundo de la COVID-19” (2) y refiere a los es-
fuerzos que realizan mujeres y niñas en todo 
el mundo para forjar un futuro más igualita-
rio y recuperarse de la pandemia de la CO-
VID-19. Asimismo, está en consonancia con 
el tema prioritario del 65º período de sesio-
nes de la Comisión de la Condición Jurídica 
y Social de la Mujer, “La participación de las 

mujeres y la adopción de decisiones por ellas 
de forma plena y efectiva en la vida pública, 
así como la eliminación de la violencia, para 
lograr la igualdad entre los géneros y el empo-
deramiento de todas las mujeres y las niñas”, 
y con la emblemática campaña Generación 
Igualdad, que exige el derecho de las mujeres 
a la toma de decisiones en todas las esferas de 
la vida, la igual remuneración, la distribución 
equitativa de los cuidados y el trabajo domés-
tico no remunerados, el fin de todas las for-
mas de violencia contra las mujeres y las niñas 
y unos servicios de atención de la salud que 
den respuesta a sus necesidades.

En la “justicia” o el poder judicial, en par-
ticular desde la intervención e interpretación 
de los instrumentos internacionales de pro-
tección a la mujer, nos encontramos tran-
sitando un cambio profundo en cuanto a la 
perspectiva de género. Gran parte de ello se 
debe a esas luchas y pedidos de justicia por 
parte de las mujeres, las cuales incansable-
mente exigimos soluciones en condiciones de 
igualdad.

El sistema judicial debe evolucionar para 
ser un instrumento de la defensa efectiva de 
los derechos de las personas en condición de 
vulnerabilidad, toda vez que, poca utilidad 
tiene que el Estado reconozca formalmente 
un derecho si su titular no puede acceder de 

forma efectiva al sistema de justicia para ob-
tener la tutela de dicho derecho.

II. Cuestiones de derecho en perspectiva

El derecho a la seguridad social es un 
derecho fundamental, abarcando desde la 
concepción de la persona hasta después 
de su muerte, requiriendo acciones posi-
tivas —de hacer- por parte del Estado. Su 
protección constitucional está establecida 
en el 14 bis —en su tercer párr.- cuando in-
dica que el Estado otorgará los beneficios de 
la seguridad social, que tendrá carácter de 
integral e irrenunciable. Luego, se incorporó 
la cláusula convencional, art. 75 inc. 22 que 
amplió la protección mediante el llamado 
“bloque de constitucionalidad federal”, blo-
que porque es un conjunto armónico, ines-
cindible y que compone una sola pieza; de 
constitucionalidad, porque tiene una misma 
jerarquía y nivel aunque la fuente de pro-
ducción normativa sea diferente, una por 
producción, otra por adopción plena; y fe-
deral ya que el ámbito de aplicación es todo 
el territorio argentino y no existe posibilidad 
alguna que los estados locales puedan opo-
nerse a la aplicación y vigencia de los mis-
mos (3).

La efectivización del derecho a la seguridad 
social, está contemplada en el art. 75, inc. 23), 
que establece que corresponde al Congreso 
de la Nación “Legislar y promover medidas 
de acción positiva que garanticen la igualdad 
real de oportunidades y de trato, y el pleno 
goce y ejercicio de los derechos reconocidos 
por esta Constitución y por los tratados inter-

nacionales vigentes sobre derechos humanos, 
en particular respecto de los niños, las muje-
res, los ancianos y las personas con discapa-
cidad. Dictar un régimen de seguridad social 
especial e integral en protección del niño en 
situación de desamparo, desde el embarazo 
hasta la finalización del período de enseñanza 
elemental, y de la madre durante el embarazo 
y el tiempo de lactancia”.

En dicha norma nos indica el respeto por 
los estándares internacionales que componen 
el derecho internacional de protección a los 
derechos humanos, en particular a promover 
medidas de acción positiva, para evitar posi-
bles violaciones a estos derechos. Este reco-
nocimiento implica o supone una garantía del 
cumplimiento de las obligaciones por parte 
del Estado, que se traduce en una exigencia 
y que permite al titular reclamar frente a una 
autoridad judicial, ante el incumplimiento de 
su obligación.

Al respecto, cabe señalar que, en cuan-
to a la interpretación de las leyes, el Códi-
go Civil y Comercial —en vigencia desde el 
01/08/2015—está impregnado por el consti-
tucionalismo, pues establece en su art. 2º que 
las leyes deben ser interpretadas teniendo 
en cuenta, entre otras, las disposiciones que 
surgen de los tratados sobre derechos huma-
nos, los principios y los valores jurídicos, de 
modo coherente con todo el ordenamiento. 
En virtud de ello, se analiza lo dispuesto en los 
instrumentos internacionales y en lo que los 
órganos de aplicación de dichos instrumen-
tos, como fuente de normativa en los cuales 
se funda la aplicación del derecho.

Sisnero (4) “...no estamos frente al principio 
de no discriminación, este se muestra como 
insuficiente. Estamos ante el principio de an-
ti-subordinación que condena las prácticas 
que tienen el efecto de crear o perpetuar en 
nuestra sociedad una posición subordinada 
para ciertos grupos desaventajados, como es 
el caso de las mujeres. La igualdad como no 
dominación implica una toma de posición 
frente a un estatus social desigualitario, en 
el que se dan situaciones de subordinación 
difíciles de superar de manera individual. La 
igualdad como no sometimiento logra des-
articular estructuras de exclusión social que 
afectan a determinados grupos sociales. El 
sistema interamericano no sólo recoge una 
noción formal de igualdad limitada a exigir 
criterios de distinción objetivos y razonables 
y, por lo tanto, a prohibir diferencias de trato 
irrazonables, caprichosas o arbitrarias, sino 
que avanza hacia un concepto de igualdad 
material o estructural que parte del recono-
cimiento de que ciertos sectores de la pobla-
ción requieren la adopción de medidas espe-
ciales de equiparación” (5).

En este orden de ideas el ODS 8 que com-
promete a los Estados en la agenda 2030 

señala como meta lograr el empleo pleno y 
productico y el trabajo decente para todas las 
mujeres y hombres, así como la igualdad de 
remuneración. Se advierte un gran impulso 
internacional, sin embargo, en la práctica, 
los avances siguen siendo demasiado lentos 
y se tornan necesarias medidas positivas e 
innovadoras para destruir estereotipos que 
generan posiciones dominantes y segregan 
a las mujeres condenándolas a trabajos me-
nos calificados y por ello mal pagos, con su 
consiguiente impacto en los derechos previ-
sionales.

Se requiere compromiso político, pero 
fundamentalmente una transformación 
social. Distintas políticas públicas pueden 
contribuir a disminuir la brecha de gene-
ro laboral y por consiguiente su impacto 
en el régimen de seguridad social: esto es 
igualar la licencia por paternidad a la de 
maternidad, suprimir disposiciones legales 
o convencionales que limiten el acceso de 
las mujeres a determinados sectores, ocu-
paciones y/o actividades, derogar cualquier 
disposición laboral que castigue a la mujer 
en su rol de madre o “cuidadora por anto-
nomasia”, implementar licencias o sistemas 

adecuados de contención laboral para casos 
de acoso o violencia para paliar los efectos 
negativos que tienen sobre sus carreras la-
borales, profesionalizar las tareas de cui-
dado, aumentar la voz y representación de 
las mujeres en sindicatos e instituciones de 
seguridad social, mejorar los sistemas de 
contención social; invirtiendo en servicios 
de calidad de cuidado infantil y de cuidados 
de larga duración, etc., sin embargo, nada de 
esto es suficiente ni eficaz si no está acom-
pañado por cambios en las normas sociales 
y en los estereotipos de género.

Afirma la OIT que en los últimos 20 años 
la cantidad de tiempo que las mujeres de-
dican al cuidado y al trabajo doméstico no 
remunerado apenas disminuyó, y el tiem-
po que dedican los hombres ha aumenta-
do solo en 8 minutos diarios, a este ritmo 
se tardarán más de 200 años en cerrar la 
brecha de género en términos de tiempo 
dedicado al trabajo de cuidados no remu-
nerados.

La desigualdad se muestra, se mide y se 
sufre: las mujeres se ven más afectadas por la 
desocupación, tienen más dificultades para 
acceder y mantener empleos de calidad, no 
acceden a puestos jerárquicos, están más 
precarizadas y como consecuencia no logran 
jubilarse u obtienen jubilaciones más bajas, a 
esto se suma otras consecuencias negativas 
en el sistema de seguridad social que penali-

zan la maternidad. En síntesis, las mujeres son 
más pobres que los hombres. Como si fuera 
poco, ganan menos y gastan más si se tienen 
en cuenta los gastos que requiere la gestión 
de la menstruación (que en nuestro país si-
gue pagando IVA) y el impuesto rosa (6). Las 
mujeres somos más pobres y tenemos más 
gastos.

Es el momento, enfrentamos una gran opor-
tunidad hacia la igualdad, es ahora y es con 
nosotras. Esta oportunidad nos impone un 
desafío eliminar todas las formas de discrimi-
nación y de violencia contra la mujer, velando 
por el cumplimiento de sus derechos, garanti-
zando el acceso universal a la salud reproduc-
tiva y su participación en la toma de decisio-
nes. Esta oportunidad también nos obliga a 
implementar políticas públicas, disponer re-
cursos y sancionar normas que reconozcan el 
aporte fundamental que realizan las mujeres a 
la sociedad.

Construyamos una sociedad en la que 
todas, todos y todes, sin distinción alguna, 
puedan ejercer plenamente sus derechos 
convencidas y convencidos que, sin igual-
dad de género, no hay trabajo decente. Con-
vencidas y convencidos que sin igualdad de 
género no hay recuperación, ni desarrollo 
posible.

Cita on line: AR/DOC/529/2021

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) https://www.un.org/es/observances/womens-day
( 2)  https ://w w w.unwomen.org/e s/ne w s/sto-

ries/2020/11/announcer-international-womens-day-2021

(3) GIL DOMÍNGUEZ, Andrés, “La regla de reconoci-
miento constitucional argentina -art. 75 inc. 22 doctrina y 
jurisprudencia-“, Ediar, Buenos Aires, 2007.
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Sobre esta base, puede afirmarse que nues-
tro país posee un fuerte compromiso con los 
derechos humanos y la protección de estos, 
en particular en relación con los derechos hu-
manos de respeto por el género, al ratificar di-
versos instrumentos internacionales. En par-
ticular, con la vigencia de la Convención Inte-
ramericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra la Mujer y que obliga a 
los Estados Parte a eliminar todas las formas 
de violencia contra la mujer y convienen en 
adoptar, por todos los medios apropiados y 
sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, 
sancionar y erradicar dicha violencia (art. 7º 
y 8º). Además, la adhesión a la Convención 
para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, en su art. 2º 
establece: “Los Estados Partes condenan la 
discriminación contra la mujer en todas sus 
formas, convienen en seguir, por todos los 
medios apropiados y sin dilaciones, una polí-
tica encaminada a eliminar la discriminación 
contra la mujer y, con tal objeto, se compro-
meten a: a) Consagrar, si aún no lo han hecho, 
en sus constituciones nacionales y en cual-
quier otra legislación apropiada el principio 
de la igualdad del hombre y de la mujer y 
asegurar por ley u otros medios apropiados la 
realización práctica de ese principio; b) Adop-
tar medidas adecuadas, legislativas y de otro 
carácter, con las sanciones correspondientes, 
que prohíban toda discriminación contra la 
mujer; c)  Establecer la protección jurídica 
de los derechos de la mujer sobre una base 
de igualdad con los del hombre y garantizar, 
por conducto de los tribunales nacionales o 
competentes y de otras instituciones públicas, 
la protección efectiva de la mujer contra todo 
acto de discriminación...”.

En consonancia con ello, se promulgó la 
ley 26.485 de protección integral para preve-
nir, sancionar y erradicar la violencia contra 
las mujeres en los ámbitos en que desarrollen 
sus relaciones interpersonales, que en su art. 6 
inc. b) la modalidad de violencia institucional 
contra las mujeres, siendo esta la realizada 
por las/los funcionarias/os, profesionales, 
personal y agentes pertenecientes a cualquier 
órgano, ente o institución pública, que tenga 
como fin retardar, obstaculizar o impedir que 
las mujeres tengan acceso a las políticas pú-
blicas y ejerzan los derechos previstos en esta 
ley. Quedan comprendidas, además, las que 
se ejercen en los partidos políticos, sindicatos, 
organizaciones empresariales, deportivas y de 
la sociedad civil.

Asimismo, es importante destacar la aplica-
ción de la ley 27.499, que promueve la capa-
citación obligatoria en la temática de género 
y violencia contra las mujeres para todas las 
personas que se desempeñen en la función 
pública en todos sus niveles y jerarquías en 
los poderes Ejecutivo, Judicial y Legislativo de 
la Nación.

Por último, debe exigirse la aplicación de 
Las 100 Reglas Brasilia de Acceso a la Justicia 
de las Personas en Condición de Vulnerabili-
dad, las cuales han sido aprobadas por la XIV 
Cumbre Judicial Iberoamericana, que ha teni-
do lugar en Brasilia durante los días 4 a 6 de 
marzo de 2008. La Corte Suprema de Justicia 
de la Nación adhirió a ellas a través de la Acor-
dada Nº 5, de fecha 24/02/2009.

Las “100 Reglas de Brasilia” no se limitan 
a establecer bases de reflexión sobre los pro-
blemas del acceso a la justicia de las perso-
nas en condición de vulnerabilidad, sino que 
también recogen recomendaciones para los 
órganos públicos y para quienes prestan sus 
servicios en el sistema judicial. No solamente 

se refieren a la promoción de políticas públi-
cas que garanticen el acceso a la justicia de es-
tas personas, también al trabajo cotidiano de 
todos los servidores y operadores del sistema 
judicial y quienes intervienen de una u otra 
forma en su funcionamiento.

III. La jurisprudencia con perspectiva de gé-
nero

Como indiqué, el art. 75 inc. 22 de la CN. 
incorporó instrumentos de protección a los 
derechos humanos y con ello se han desarro-
llado estándares sobre el derecho a contar con 
recursos judiciales y de otra índole que resul-
ten idóneos y efectivos para reclamar por la 
vulneración de los derechos fundamentales.

En tal sentido, la obligación de los Estados 
no es solo negativa —de no impedir el acce-
so a esos recursos—, sino fundamentalmente 
positiva, de organizar el aparato institucional 
de modo que todos los individuos puedan ac-
ceder a esos recursos. A tal efecto, los Estados 
deben remover los obstáculos normativos, so-
ciales o económicos que impiden o limitan la 
posibilidad de acceso a la justicia (4).

Los arts. 8, 24 y 25 de la Convención Inte-
ramericana sobre Derechos Humanos, esta-
blecen el derecho a ser oído, con las debidas 
garantías y dentro de un plazo razonable, por 
un juez o tribunal competente, independiente 
e imparcial, establecido con anterioridad por 
la ley, en la sustanciación de cualquier acu-
sación penal formulada contra ella, o para la 
determinación de sus derechos y obligaciones 
de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier 
otro carácter (art. 8º); la igualdad ante la ley 
(art. 24), y el derecho a la protección judicial, 
esto es, el derecho a un recurso sencillo y rá-
pido o a cualquier otro recurso efectivo ante 
los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitu-
ción, la ley o la presente Convención (art. 25) 
y la obligación de desarrollar las posibilidades 
de recurso judicial.

La adhesión a la Convención Interameri-
cana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer (“Convención de 
Belém do Pará”) y la Convención sobre la Eli-
minación de Todas las Formas de Discrimina-
ción contra la Mujer (en adelante “CEDAW”) 
y su protocolo facultativo, refleja el consenso 
regional de que la violencia contra las mujeres 
es un problema público y prevalente, merito-
rio de acciones estatales para lograr su pre-
vención, investigación, sanción y reparación.

La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (5) parte de la premisa de que el 
poder judicial constituye la primera línea de 
defensa a nivel nacional para la protección 
de los derechos y las libertades individuales 
de las mujeres, y por ello la importancia de su 
respuesta efectiva ante violaciones de dere-
chos humanos. Una respuesta judicial idónea 
resulta indispensable para que las mujeres 
víctimas de violencia cuenten con un recurso 
ante los hechos sufridos y que estos no que-
den impunes.

III.1. La perspectiva de género en el fuero de 
la seguridad social

Conforme lo anterior, podemos indicar que 
el acceso a la justicia es concebido como un 
derecho humano de carácter imperativo (ius 
cogens), en tal sentido se ha afirmado que “La 
indisociabilidad... entre los arts. 25 y 8 de la 
Convención Americana (...) conlleva a carac-
terizar como siendo del dominio del jus co-

gens el acceso a la justicia entendido como la 
plena realización de esta, o sea, como siendo 
del dominio del jus cogens la intangibilidad 
de todas las garantías judiciales en el sentido 
de los artículos 25 y 8 tomados conjuntamen-
te. No puede haber duda de que las garantías 
fundamentales, comunes al Derecho Interna-
cional de los Derechos Humanos y al Derecho 
Internacional Humanitario, tienen una voca-
ción universal al aplicarse en todas y cuales-
quiera circunstancias, conforman un derecho 
imperativo (perteneciendo al jus cogens), y 
acarrean obligaciones erga omnes de protec-
ción” (6) debiendo, los jueces expresarse con 
respeto a los estándares establecidos en los 
instrumentos internacionales a los cuales el 
Estado adhirió.

Desde esta perspectiva comparto diferentes 
sentencias judiciales, las cuales he analizado 
en otra oportunidad en las cuales se recalcan 
el actuar del poder judicial y la aplicación de 
diferentes estándares interpretativos.

III.1.a. La condición de mujer migrante

La Sala I de la Cámara Federal de la Seguri-
dad Social (7), hizo lugar al recurso de apela-
ción contra la resolución que rechazó la medi-
da cautelar mediante la cual pretendía que se 
ordenara a la Administración Nacional de la 
Seguridad Social (ANSeS) a abonar el Ingreso 
Familiar de Emergencia (IFE), hasta tanto se 
resuelva la cuestión de fondo.

En su sentencia indicó que, dado el con-
texto descripto “...corresponde considerar 
especialmente que nos encontramos frente a 
una mujer migrante sin trabajo, quien se en-
cuentra tramitando la regularización de su re-
sidencia y con un niño menor a cargo. A este 
estado de vulnerabilidad se suma la propia 
condición de mujer que ya de por sí la colo-
ca en una situación de mayor vulnerabilidad 
frente a la violencia familiar sufrida y las des-
igualdades de género que afectan al proceso 
migratorio”.

Recuerda, que al incorporarse la Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la Mujer (CEDAW), 
a la Constitución Nacional, y suscribir Con-
vención Interamericana para Prevenir, San-
cionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer 
(Convención de Belem do Para), aprobada por 
ley 24.632, el Estado Nacional, se comprome-
tió —entre otras obligaciones— a detectar las 
practicas jurídicas o consuetudinarias o leyes 
que perpetúan la desigualdad, o que respalden 
la persistencia o la tolerancia de la violencia 
contra la mujer y, al mismo tiempo, se com-
prometió a garantizar a través de los tribunales 
competentes los derechos de las mujeres.

III.1.b. Ancianidad, calidad de sujeto vulne-
rable

La actora, de 74 años de edad, solicita me-
dida cautelar con el objeto de que no se con-
tinúe deduciendo de su haber jubilatorio el 
importe del impuesto a las ganancias hasta 
tanto se dicte sentencia definitiva; mientras 
que con la segunda se persigue la declaración 
de inconstitucionalidad del art. 79, inc. c), de 
la ley 20.628 y el reintegro de las sumas rete-
nidas en dicho concepto, compuestas de los 
años 2014 a 2019, más intereses hasta su efec-
tivo pago.

La Sala II de la Cámara Federal de la Pla-
ta (8), entendió que se encontraría —a la fe-
cha de la resolución— en una situación de 
vulnerabilidad que no puede ser desatendida 
ni postergada hasta el momento de dictar-

se sentencia, conforme el precedente “Gar-
cía (9)” de la Corte Suprema. Vale recordar, 
que en dicho precedente se destaca la calidad 
del sujeto vulnerable y recalca que el enveje-
cimiento y la enfermedad son causas deter-
minantes de vulnerabilidad que obligan a los 
jubilados a contar con mayores recursos para 
no ver comprometida su existencia y calidad 
de vida. Ello requiere que el legislador debe 
dar respuestas especiales y diferenciadas para 
los sectores vulnerables, con el objeto de ase-
gurarles el goce pleno y efectivo de todos sus 
derechos sin que el sistema tributario pueda 
quedar apartado del resto del ordenamiento 
jurídico (consid. 8º).

III.1.c. La detención no implica negación

La Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción (10) resolvió sobre la petición de un 
grupo de mujeres detenidas —sin condena 
o que lo han sido por penas iguales o infe-
riores a los tres años— en la Unidad Nº 31 
del Servicio Penitenciario Federal, sobre el 
otorgamiento de asignaciones familiares. En 
particular, algunas requirieron ser benefi-
ciarias de las Asignaciones Universales por 
Hijo y por Embarazo. La Administración Na-
cional de la Seguridad Social, el Servicio Pe-
nitenciario Federal y el Ente de cooperación 
técnica y financiera (ENCOPE) rechazaron 
el pedido.

La Corte concluyó que denegar los bene-
ficios de la seguridad social constituye un 
supuesto de agravamiento ilegítimo de la 
forma y condiciones en que se cumple la pri-
vación de la libertad porque ha importado 
empeorar el estado de las mujeres madres 
y la de sus hijos. Agregó que el derecho al 
otorgamiento por parte del Estado de los be-
neficios de la seguridad social, con carácter 
integral e irrenunciable, está consagrado en 
el art. 14 bis de la CN en consonancia con la 
previsión del art. 9º del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales que establece que “Los Estados partes 
en el presente Pacto reconocen el derecho a 
toda persona a la seguridad social...”. Agregó 
que a fin de hacer efectivo el reconocimiento 
contemplado en las referidas disposiciones, 
el art. 75, inc. 23, de la CN pone en cabeza del 
Congreso de la Nación el dictado de un ré-
gimen de seguridad social especial e integral 
en protección del niño en situación de des-
amparo, desde el embarazo hasta la finaliza-
ción del período de enseñanza elemental, y 
a la madre durante el embarazo y el tiempo 
de lactancia.

En cuanto a la situación de detención de 
las mujeres para percibir el beneficio para sí 
o para sus hijos, hizo referencia al art. 6º de la 
ley 26.485, de Protección Integral a las Muje-
res, que define como violencia institucional 
a aquella realizada por las/los funcionarios, 
profesionales, personal y agentes pertene-
cientes a cualquier órgano, ente o institución 
pública que tenga como fin retardar, obstacu-
lizar o impedir que las mujeres tengan acceso 
a las políticas públicas y ejerzan los derechos 
previstos en dicha ley, en tanto que el dec. reg. 
1011/2010 de dicha norma estipula, en su 
art. 9º, inc. u) que, a los efectos de la ley que 
se reglamenta, de conformidad con lo esta-
blecido en el art. 9º de la Convención Intera-
mericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer, la condición de 
mujer privada de libertad no puede ser valo-
rada para la denegación o pérdida de planes 
sociales, subsidios, servicios o cualquier otro 
beneficio acordado o al que tenga derecho a 
acceder, salvo disposición legal en contrario 
(consid. 13).

(4) Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “El 
acceso a la justicia como garantía de los Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales. Estudio de los estándares fija-
dos por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos”, 
https://www.cidh.oas.org/countryrep/AccesoDESC07sp/
Accesodesci-ii.sp.htm

(5) Comisión Interamericana de Derechos Humanos, in-
forme sobre el “Acceso a la Justicia para las mujeres vícti-
mas de violencia en las Américas” https://www.cidh.oas.
org/women/acceso07/cap1.htm

(6) CANÇADO TRINDADE, Antônio Augusto, “La am-
pliación del contenido material del ius cogens”, http://

www.oas.org/es/sla/ddi/docs/publicaciones_digital_
xxxiv_curso_derecho_internacional_2007_antonio_augus-
to_cancado_trindade.pdf

(7) CFed. Seg. Social, incidente Nº 1 - “D.S., R. D. c. Poder 
Ejecutivo Nacional y otro s/ incidente”, sentencia interlocu-
toria del expte. nº 11641/2020, 27/07/2020.

(8) CFed. La Plata, sala II, “D., C. E. c. AFIP s/ acción me-
ramente declarativa de inconstitucionalidad”, 30/01/2020.

(9) CS, FPA 7789/2015/CS1-CA1 y FPA 7789/2015/1/
RH1, “García, María Isabel c. AFIP s/ acción meramente de-
clarativa de inconstitucionalidad”, Fallos 342:411.

(10) CS, FLP 58330/2014/1/1RH1, 11/02/2020.
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III.1.d. El principio pro homine como rector 
interpretativo

La Cámara Federal de Córdoba (11) resol-
vió sobre si le correspondía o no el beneficio 
de pensión derivada a la actora, por el falleci-
miento de su cónyuge ocurrido el 01/07/2008, 
el cual se le había negado en el organismo pre-
visional. El causante era titular del beneficio de 
jubilación obtenido al amparo de la ley 21.451, 
con fecha inicial de pago el 30/12/1976.

El tribunal destaca que, estando regulado 
el matrimonio de la actora por la ley 23.515, 
surge que no hubo “acción” ante juez com-
petente, de separación personal o de divorcio 
vincular entre los cónyuges, aunque estuvie-
ran separados de hecho, conforme la ley apli-
cable para separarse de hecho, los cónyuges 
tenían que iniciar una acción judicial. Y era el 
juez competente el facultado para declarar la 
culpa de uno o de ambos cónyuges. No la ad-
ministración, tampoco los vecinos. No existe 
sentencia alguna que haya declarado la ino-
cencia o culpa de uno, o de ambos cónyuges, 
requisito ineludible conforme el art. 1 de la 
ley 17.562 para denegar la prestación.

Afirmó que —conforme el juego armónico 
de las leyes referidas— solo se pierde el dere-
cho de acceder a la pensión, cuando judicial-
mente haya sentencia de divorcio o separación 
de hecho, por culpa del cónyuge supérstite o de 
ambos cónyuges. Añadió que “... no es razona-
ble fulminar con la sanción de pérdida del de-
recho, a la peticionante inocente o cuya culpa 

en la separación de hecho no hubiera sido fe-
hacientemente probada en el proceso judicial 
pertinente. La dignidad intrínseca de la perso-
na es el fundamento de los derechos humanos. 
Con todo respeto a la intimidad y memoria del 
causante, se revelan como indicios, algunos 
hechos de la vida privada de esa persona, que 
pudieron ser de violencia contra la actora, que 
trascienden del fallecido y afectan a la familia”.

Ello así, con fundamento en el principio 
pro homine o pro personae, corresponde tener 
presente la incidencia de casos de violencia 
doméstica, a fin de no denegar derechos de 
carácter alimentario como el solicitado.

Ingresando al razonamiento de la senten-
cia los instrumentos de Derechos Humanos 
más importantes de las mujeres aplicables 
en el mundo, la región y el país, a favor de la 
actora conforme las circunstancias particu-
lares del planteo, que han sido incorporados 
por nuestro país a la Constitución Nacional 
en la reforma de 1994, a saber: “La CEDAW 
Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer” 
aprobada por ley 23.179 en el año 1985 y con 
jerarquía constitucional a partir de la reforma 
de nuestra Ley Fundamental del año 1994, en 
el art. 75 inc. 22. A partir de marzo de 2007 Ar-
gentina es parte del sistema de la CEDAW, por 
ley 26171 que aprobó el Protocolo Facultativo. 
La “Convención Interamericana BELÉM DO 
PARÁ”, aprobada en 1996, por ley 24.632, para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer. La ley 26.485 promulgada de 

hecho el 01/04/2009 de “Protección Integral 
para prevenir, sancionar y erradicar la violen-
cia contra las mujeres en los ámbitos en que 
desarrollen sus relaciones interpersonales”.

III.1.e. Las asignaciones familiares proce-
den cuando se discrimina por género

La Corte Suprema de Justicia de la Na-
ción (12) —remitiendo a lo dictaminado con 
el Procurador General de la Nación— dejó 
sin efecto la sentencia del Tribunal Superior 
de Santa Cruz en el marco de un caso de dis-
criminación por género en el pago de asigna-
ciones familiares. Por tal motivo, devolvieron 
la causa al tribunal de origen a fin de que se 
dicte nuevo pronunciamiento.

Lo destacable del pronunciamiento, es que, 
dentro del reclamo de una docente universita-
ria, quien alegó la discriminación por género 
en el pago de las asignaciones familiares con-
forme lo dispuesto en el art. 8 y 16 del decreto 
provincial 1599/1989 bis —modificado por el 
dec. 1922/2000— dado que percibe un salario 
superior al tope previsto en el art. 3 de la ley 
Nacional 24.714, se aplicó la doctrina de las 
“categorías sospechosas”; en tanto las mujeres 
trabajadoras de la administración pública pro-
vincial se encuentran excluidas por las normas 
locales que “reconocen el pago de asignacio-
nes familiares a los agentes hombres mientras 
que, en iguales circunstancias, se les deniegan 
a las agentes”.

El procurador hace notar con ello, que se 
omitió tratar un agravio relevante articulado 
por la actora consistente en que la norma lo-
cal establecía una distinción de trato discrimi-
natoria en razón del sexo al excluir del cobro 
de las asignaciones familiares únicamente a 

las empleadas mujeres cuyos cónyuges exce-
den el tope salarial establecido en el art. 3 de 
la ley 24.714 y habilitar el cobro de tales pres-
taciones a los agentes varones en idéntica si-
tuación. Ello, a juicio de la recurrente, vulnera 
el art. 16 de la CN y las normas concordantes 
previstas en pactos internacionales de de-
rechos humanos que establecen la igualdad 
ante la ley sin distinción por sexo.

En consecuencia, la corte local debió ana-
lizar la vulneración del derecho a la igualdad 
y a la no discriminación y ponderar que la ta-
cha de inconstitucionalidad presentada por la 
actora compromete una distinción basada en 
una de las categorías sospechosas como es el 
sexo, sujeta a la aplicación del test de escruti-
nio estricto.

VI. Conclusión

En la introducción indiqué que el sistema 
judicial debe evolucionar para ser un instru-
mento de la defensa efectiva de los derechos 
de las personas en condición de vulnerabi-
lidad. Sin perjuicio de ello, dar a conocer las 
sentencias con perspectivas de género es un 
gran paso para adelante y no hay razones 
concluyentes que indiquen lo contrario. No 
caben dudas que la “justicia” avanza, debe-
remos —los operadores— articular con la 
sociedad para adecuarnos a los principios 
que impregnan las cuestiones en las que in-
terviene el “genero” como categoría y pauta 
de interpretación; no solo por la necesidad de 
una calidad de “justicia”, sino también porque 
lo demandan las normas constitucionales y 
convencionales que nos rigen como sociedad.
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“En toda Europa la mujer en tanto bruja fue 
objeto de la Inquisición a partir del siglo XVI. 
Al contrario, los hechiceros (Tritemio, Faus-
to, etc.) y ‘los más famosos magos europeos 
vivieron y actuaron sin ser molestados, aun 
cuando en sus días centenares de brujas eran 
enviadas a la hoguera’” (*).

I. Introducción

Tomando como punto de partida la cita 
de Irisarri nos preguntamos, en el contexto 
actual, varios siglos después de lo por él re-

latado ¿se juzga igual a las mujeres que a los 
varones? ¿existen estereotipos que minan las 
conductas judiciales al momento de decidir 
cuando se trata de mujeres y disidencias se-
xuales? ¿encierran algún tipo de violencia es-
tas prácticas? Estos son algunos de los interro-
gantes que intentaremos responder a lo largo 
de estas páginas.

II. Tipos y modalidades de violencia

A modo de introducir al lector/a del 
presente artículo, sin reiterar cuestiones 

que probablemente hayan sido aborda-
das con mayor profundidad en los otros 
apartados de esta edición especial, recor-
daremos los diferentes tipos de violencia 
reconocidos por la legislación argentina, 
así como las distintas modalidades que la 
misma puede adoptar. Es necesario men-
cionar que tanto tipos como modalidades 
se encuentran explícitamente receptados 
en la ley 26.485, “Ley de protección inte-
gral para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres en los ámbi-
tos en que desarrollen sus relaciones in-
terpersonales” (1).

Así, en primer lugar, nos encontramos con 
la más visible de las violencias, la física (art. 5, 
inc. 1) seguida por la psicológica (art. 5, 
inc. 2), luego por la sexual (art. 5, inc. 3), la 

económica y patrimonial (art. 5, inc. 4), la 
simbólica (art. 5, inc. 5) y finalmente, la re-
cientemente incorporada, violencia política 
(art. 5, inc. 6).

A continuación, el art. 6 establece las mo-
dalidades de la violencia, que según allí mis-
mo se menciona son “las formas en que se 
manifiestan los distintos tipos de violencia 
contra las mujeres en los diferentes ámbitos”. 
Entre las formas que puede adoptar la vio-
lencia contra la mujer encontramos incorpo-
radas a la ley la doméstica (art. 6, inc. a), la 
institucional (art. 6, inc. b), la laboral (art. 6, 
inc. c), contra la libertad reproductiva (art. 6, 
inc. d), la obstétrica (art. 6, inc. e), la mediá-
tica (art. 6, inc. f ), la ejercida en el espacio 
público (art. 6, inc. g) y la pública-política 
(art. 6, inc. h).

(11) CFed. Córdoba, sala A, “Nieto F. R. A. c/ AN-
SeS s/pensiones”, expte. Nº FCB 74000672/2012/CA, 
17/10/2020.

(12) CS, “Vázquez, Miriam c/ Consejo Provincial de Edu-
cación de la Provincia de Santa Cruz s/ demanda conten-
cioso administrativa” CSJ 1128/2016/RH1, 29/10/2020.

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(*) BASCHWITZ, “Brujas y procesos de brujerías”, p. 13 

en: IRISARRI, Santiago M. “Violencia contra la mujer: Pro-
tección ante agresiones por razón de género”, Astrea, Ciu-

dad Autónoma de Buenos Aires, 2018, 1ª ed., p. 3.
( 1 )  Vers ión actual izada disponible  en:  http://

s e r v i c i o s . i n f o l e g . g o b . a r / i n f o l e g I n t e r n e t /a n e -
xos/150000-154999/152155/texact.htm
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III. Violencia institucional

Es posible que nos hagamos una idea de 
qué es lo que significa que la violencia sea 
institucional, no obstante, “[c]uando pensa-
mos en la violencia que ejercen las institucio-
nes nos representamos un amplio conjunto 
de situaciones que, ejercidas desde institu-
ciones públicas, tienen como consecuencia la 
vulneración de derechos de las personas” (2). 
Lo característico es que sucede en espacios 
administrados por el mismo Estado, es ejerci-
da por personas que forman parte de él y que 
se da por aquiescencia u omisión de control. 
Ello, sumado a que es parte de la operatoria 
del sistema desde hace mucho tiempo, se pre-
senta como una práctica estructural de viola-
ción de derechos.

Para entender cómo se manifiesta la violen-
cia institucional específicamente en mujeres 
y disidencias sexuales debemos tener en con-
sideración que muchas de sus manifestacio-
nes pasarán inadvertidas -ante ojos sin gafas 
preparadas para verla- por la aceptación y 
naturalización sociocultural de las mismas. 
No podemos ignorar que los estereotipos de 
género (3) impregnan todas las prácticas hu-
manas, convirtiendo, sobre todo a mujeres y 
disidencias sexuales, en objetos de las más 
diversas manifestaciones de violencia. Por 
ello, no podemos pensar solo en las formas 
de violencia institucional más comunes como 
son el asesinato, la tortura física o psicológica 
en contextos carcelarios. La violencia institu-
cional contra mujeres y disidencias sexuales 
puede ser mucho más sutil y no ser advertida, 
o simplemente ser naturalizada.

El Ministerio Público de la Defensa de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires - Argenti-
na, nos ofrece unas palabras que van delimi-
tando mejor nuestro entendimiento y aquello 
a lo que nos referimos cuando hablamos de 
violencia institucional contra mujeres y disi-
dencias sexuales. Así, en su sitio web se refie-
ren a la violencia institucional como aquellas 
“prácticas por parte de las fuerzas de seguri-
dad o agentes pertenecientes a cualquier ór-
gano, ente o institución pública, que resulten 
lesivas para la libertad, la integridad, la dig-
nidad y la vida de las personas, en especial 
sobre aquellos grupos sociales en condición 
de vulnerabilidad” (4). Va de suyo, porque 
así lo han reconocido diversos instrumentos 
internacionales aplicables en Argentina, que 
las mujeres y las disidencias sexuales forman 
parte de grupos sociales vulnerables.

Ahora bien, la ley 26.485 en su art. 6 inc. b, 
al describir las modalidades en que se pue-
de ejercer la violencia de género dispone: 
“Violencia institucional contra las mujeres: 
aquella realizada por las/los funcionarias/
os, profesionales, personal y agentes pertene-
cientes a cualquier órgano, ente o institución 
pública, que tenga como fin retardar, obstacu-
lizar o impedir que las mujeres tengan acceso 
a las políticas públicas y ejerzan los derechos 
previstos en esta ley. Quedan comprendidas, 
además, las que se ejercen en los partidos 

políticos, sindicatos, organizaciones empre-
sariales, deportivas y de la sociedad civil”. 
Conforme a ello, los actos del Poder Judicial 
bien pueden ser considerados como violencia 
institucional. En este sentido, en el punto VII. 
del presente trabajo analizaremos cómo las 
sentencias sin perspectiva de género consti-
tuyen violencia institucional.

IV. ¿qué entendemos por perspectiva de gé-
nero?

La perspectiva de género es esa mirada o 
enfoque que logra contemplar las diferencias 
estructurales entre varones, mujeres y todo el 
espectro de la diversidad de géneros en la so-
ciedad actual, y las diversas condiciones par-
ticulares que tales diferencias estructurales 
generan (5), con el objetivo de brindar solu-
ciones adecuadas para cada caso, atendiendo 
sus particularidades.

Debemos aquí recuperar el entendimiento 
de que el género es una construcción históri-
ca y variable que se constituye a través de pau-
tas, mandatos, expectativas y creencias socia-
les en aquello que se espera de cada género 
(varón-mujer) y que se perpetúa a través de 
la socialización de género. No se debe perder 
de vista que tales construcciones se basan pri-
mordialmente en las características del sexo 
biológico de las personas, convirtiéndose la 
diferencia sexual en determinante de un rol 
social que comienza a generar desigualdades.

En este orden de ideas, la perspectiva de 
género implica, según Alda Facio, “primero 
que nada tener conciencia de que las mujeres 
por su sexo, ocupan un lugar subordinado en 
nuestra sociedad y que el hombre/varón, por 
su sexo, ocupa un lugar privilegiado, y que 
esa pertenencia a un grupo subordinado o a 
uno privilegiado, es socialmente importante 
y debe en todo momento tomarse en cuen-
ta” (6).

En el ámbito del derecho esta perspectiva 
debe permitirnos “analizar los problemas que 
involucran a hombres y mujeres, incluidos los 
de tipo jurídico, identificando los factores so-
ciales y culturales que establecen diferencias 
entre personas de distintos sexos” (7).

V. ¿Por qué juzgar con perspectiva de géne-
ro?

Graciela Medina (8) sostiene que se debe 
juzgar con perspectiva de género porque 
jueces y juezas tienen el imperativo consti-
tucional y supranacional de hacer efectiva la 
igualdad (9); además, los magistrados y ma-
gistradas no pueden ignorar la existencia de 
patrones socioculturales y, en consecuencia, 
no pueden decidir este tipo de cuestiones 
como si fuera un caso en el cual se definen 
los derechos de dos hombres o de dos em-
presas.

Sobre este punto es sumamente importan-
te que se adviertan los estereotipos de género 
que atraviesan los casos y las y los operado-

res judiciales puedan decidir dejando de lado 
esas creencias y construcciones socialmente 
atribuidas en virtud de diferentes funciones, 
ya sean estas biológicas, físicas, sexuales, so-
ciales o incluso religiosas.

Jurisdiccionalmente, los estereotipos de 
género se constituyen como condicionantes 
a la hora del tratamiento de los casos y ope-
ran en detrimento de las personas. Es preciso 
deconstruir dichas ideas y representaciones 
preconcebidas, criticarlas, analizarlas bajo 
la lupa de la perspectiva de género y resolver 
los casos teniendo eso en consideración y a la 
vez reformulando la idea de persona, sin im-
portar su género. “Incorporar la perspectiva 
de género en el quehacer judicial importa-
rá, por ende, reconocer aquellas situaciones 
de discriminación —principio que resulta la 
contracara del de igualación— de modo de 
garantizar el acceso a la justicia a quienes lo 
padecen y así remediar situaciones asimétri-
cas concretas” (10).

Tal como surge del “Protocolo para Juzgar 
con Perspectiva de Género” de México (11), 
las personas juzgadoras deben desechar cual-
quier estereotipo o prejuicio al momento de 
resolver. Se sugiere, asimismo, que estas se 
pregunten al menos dos cuestiones cuan-
do tengan que sentenciar: “(i) si la norma 
puede generar un impacto diferenciado, es 
decir, si sus efectos son distintos si se aplica 
a una mujer, a una persona perteneciente a 
una minoría sexual o a un hombre; y (ii) si la 
connotación que se le está dando a la norma 
parte, en algún sentido, de una idea precon-
cebida sobre el género”. Ello así porque los 
estereotipos —como se dijo— pueden pasar 
desapercibidos o incluso, una vez advertidos, 
justificarse.

La perspectiva de género permite también 
comprender que los acontecimientos, cons-
trucciones y relaciones son sociales y no de-
terminadas biológica o naturalmente, y que 
vivimos sumidos en prescripciones y man-
datos que se construyeron de modo desigual, 
basándose en una visión androcéntrica que 
coloca a la mujer y a las disidencias sexuales 
en otra categoría de ser humano, diferente al 
varón. La perspectiva de género así se con-
vierte en una categoría analítica que permite 
deconstruir tales construcciones sociales y 
analizarlas desde un prisma de derechos hu-
manos.

Una incidencia clave aquí tuvo la Conven-
ción Belém do Pará, la cual cambió el para-
digma de que la violencia contra las mujeres 
se producía exclusivamente en el ámbito 
privado (12). A partir de ella se considera que 
toda violencia ejercida contra las mujeres es 
una violación de derechos humanos (13) y 
que existe una obligación estatal de interve-
nir, contribuyendo la perspectiva de género a 
desnaturalizar las violencias.

Finalmente, es necesario juzgar con pers-
pectiva de género porque sin ella seguiremos 
fracasando en la lucha por la igualdad real de 

las mujeres, ya que no basta contar con legis-
laciones supranacionales, nacionales y pro-
vinciales de última generación si a la hora de 
aplicarlas se ignora la perspectiva de género 
y se sustancia el proceso con idénticos meca-
nismos procesales que cualquier proceso y se 
lo juzga olvidando la cuestión del género y su 
problemática que es en definitiva lo que da 
origen al conflicto. Quienes imparten justicia, 
tienen la posibilidad de traducir los tratados 
en realidades para las personas, de evidenciar 
el compromiso del estado con la justicia y de 
evitar la revictimización (14).

VI. La perspectiva de género en las senten-
cias

A esta altura del presente trabajo debemos 
mencionar que, en un contexto social patriar-
cal, siendo que gran parte de la legislación 
vigente aún se encuentra impregnada de es-
tereotipos de género y de regulaciones des-
iguales (15) en perjuicio de mujeres (16) y di-
sidencias sexuales, es de suponer que las sen-
tencias y decisiones jurisdiccionales diversas 
también lo estén. Allí es donde cobra especial 
relevancia la capacitación en género (17) para 
operadores y operadoras del derecho y la 
aplicación de la perspectiva de género al mo-
mento de resolver. Al margen de que en esta 
oportunidad analizaremos un solo caso —a 
modo casi ilustrativo— es imprescindible 
comprender que estas prácticas no se consti-
tuyen como transgresiones individuales, sino 
que deben ser interpretadas y pensadas como 
prácticas que conforman patrones estructura-
les de violación de derechos.

La Observación General Nº 33 del Comité 
para la Eliminación de la Discriminación con-
tra la Mujer, sobre el acceso de las mujeres a 
la justicia comienza diciendo: “El derecho 
de acceso de las mujeres a la justicia es esen-
cial para la realización de todos los derechos 
protegidos en virtud de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer. Es un elemento 
fundamental del estado de derecho y la buena 
gobernanza, junto con la independencia, la 
imparcialidad, la integridad y la credibilidad 
de la judicatura, la lucha contra la impunidad 
y la corrupción, y la participación en pie de 
igualdad de la mujer en la judicatura y otros 
mecanismos de aplicación de la ley” (18). Por 
tanto, como derecho humano fundamental, 
su incumplimiento o falta de observancia se 
constituye como una vulneración al bloque 
de tratados con jerarquía constitucional, ge-
nerando la correlativa responsabilidad inter-
nacional del Estado.

En un reciente fallo de la Cámara Nacio-
nal de Casación en lo Criminal y Correccio-
nal, se resolvió un planteo de recusación de 
dos jueces de un Tribunal Oral por “temor a 
la parcialidad”. Repasaremos brevemente las 
cuestiones más alarmantes planteadas por 
estos últimos ya que la sentencia de la Cáma-
ra efectivamente fue resuelta con perspectiva 
de género, constituyéndose en una decisión 
ejemplar.

(2) Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la 
Nación - Los derechos humanos frente a la violencia ins-
titucional. Disponible en: http://www.jus.gob.ar/me-
dia/2932203/violencia_institucional.01.pdf.

(3) En el caso “González y otras (‘Campo Algodonero’) 
vs. México” la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos expresó que los estereotipos de género se refieren “a 
una pre-concepción de atributos o características poseídas 
o papeles que son o deberían ser ejecutados por hombres 
y mujeres respectivamente. Teniendo en cuenta las mani-
festaciones efectuadas por el Estado (supra párr. 398), es 
posible asociar la subordinación de la mujer a prácticas ba-
sadas en estereotipos de género socialmente dominantes y 
persistentes, condiciones que se agravan cuando los este-
reotipos se reflejan, implícita o explícitamente, en políticas 
y prácticas, particularmente en el razonamiento y el len-
guaje de las autoridades de policía judicial, como ocurrió en 
el presente caso. La creación y uso de estereotipos se con-
vierte en una de las causas y consecuencias de la violencia 
de género en contra de la mujer”, párr. 401.

(4) Ver en: https://www.mpdefensa.gob.ar/dere-
chos-humanos/la-violencia-institucional.

(5) Podemos mencionar entre otras diferencias sociales, 
económicas, culturales y políticas.

(6) FACIO, Alda, “Metodología para el análisis de género 
del fenómeno legal” en Alda Facio y Lorena Fríes (Editoras), 
Género y Derecho, Ediciones LOM, Santiago de Chile, 1999, 
ps. 99-136.

(7) ALCOLUMBRE, María Gabriela, “Perspectiva de 
género y justicia. “Del origen y el placer” de Guillermina 
Grinbaum a los flagelos modernos: en los hechos, unos 
son más iguales que otros”, LA LEY 20/08/2020, 5, AR/
DOC/576/2020.

(8) MEDINA, Graciela, “Juzgar con perspectiva de géne-
ro: ¿por qué juzgar con perspectiva de género? y ¿cómo juz-
gar con perspectiva de género?”, DFyP 2015 (noviembre), 
04/11/2015, 3., AR/DOC/3460/2015. Citada en: “P. S., Y. 
c/ V., R. s/ Compensación económica”. Juzgado de Prime-
ra Instancia de Familia de Villa Constitución (Provincia de 
Santa Fe, Argentina).

(9) La igualdad de género no supone la igualdad de 
varones y mujeres. Implica que las necesidades, aspira-
ciones, potencialidades y capacidades de varones y mu-
jeres sean consideradas y se promuevan en condiciones 
de igualdad.

(10) AL ALCOLUMBRE, María Gabriela, ob. cit., ps. 3 y 4.
(11) Protocolo a cargo de la Dirección General de Dere-

chos Humanos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
de México. Primera edición: noviembre de 2020. Disponible 
en: https://www.scjn.gob.mx/derechos-humanos/sites/
default/files/protocolos/archivos/2020-11/Protocolo%20
para%20juzgar%20con%20perspectiva%20de%20g%-
C3%A9nero%20%28191120%29.pdf.

(12) Cuestión expresamente reconocida en el art. 1 de la 
Convención.

(13) En el preámbulo de la Convención se establece “que 
la violencia contra la mujer constituye una violación de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales”. Sobre 
este tema ver: COPELON, Rhonda, “Terror íntimo: la violen-
cia doméstica entendida como tortura”. Disponible en: ht-

tps://issuu.com/fundacionjyg/docs/violencia_dome_sti-
ca-tortura

(14) MEDINA, Graciela, ob. cit.
(15) Entre otras podemos mencionar la licencia de ma-

ternidad que no cuenta con una correlación en cantidad 
de días con la licencia de paternidad, la regulación res-
pecto al trabajo nocturno y para tareas peligrosas e in-
salubres, etc.

(16) La Dra. Aída Kemelmajer de Carlucci ha expre-
sado que “hay un esquema jurídico con la dinámica de 
pensamiento binario”. Disponible en: https://www.mira-
dorprovincial.com/?m=interior&id_um=231999-la-pers-
pectiva-de-genero-interpela-al-derecho-de-familia-nue-
vos-modos-de-vinculacion

(17) Obligatoria en Argentina a partir de la sanción de la 
Ley Micaela 27.499 de capacitación obligatoria en género 
para todas las personas que integran los tres poderes del 
Estado.

(18) Disponible en: https://www.acnur.org/fileadmin/
Documentos/BDL/2016/10710.pdf
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En un caso en el que la imputada es una 
mujer trans trabajadora sexual, su defensa 
planteó que concurrían en aquel una serie de 
hechos que, interrelacionados, podrían cons-
tituir una causa objetivamente justificada de 
parcialidad (19).

Lo interesante del planteo fue que no se 
fundaba en actos procesales cometidos por 
los jueces dentro del proceso en cuestión, 
sino por actitudes, posiciones ideológicas, 
sociales y políticas de estos pero que guardan 
directa relación con el asunto que había que 
resolver en autos. Concretamente, la defensa 
planteó que estos tenían un compromiso per-
sonal en contra de juzgar con perspectiva de 
género, basándose para ello en los votos de 
algunas causas (uno incluso anulada por la 
misma Cámara que intervino en esta causa 
que se analiza) y algunas notas periodísticas.

En los informes de defensa (art. 61 Cód. 
Proc. Penal), que renovaron y confirmaron 
el temor a la parcialidad, ambos magistrados 
deslizaron expresiones como: “el imputa-
do”, “persona transexual”, cuestionamientos 
al “lenguaje inclusivo”, “imputado con ten-
dencias homosexuales”, entre otras. Puntual-
mente uno de ellos planteó que “discrepaba 
absolutamente con la corriente ideológica de-
nominada perspectiva de género, y que cual-
quier ley cuya pretensión sea imponer una 
ideología, constituye una injerencia indebida 
en la vida privada de los ciudadanos tutelada 
por el art. 19 de la CN” (20).

A su vez, este último también argumentó 
que en el juicio que se iba a llevar a cabo no 
estaba involucrada ninguna cuestión vincula-
da a la “ideología de género” y, al sostener que 
sus creencias religiosas no podrían afectar su 
imparcialidad, citó un pasaje de un texto de 
la Iglesia Católica que refiere a los hombres 
y las mujeres con tendencias homosexuales, 
entendiéndolos como personas que padecen 
una inclinación objetivamente desordenada 
pero que merecen ser tratados con respeto, 
compasión y delicadeza.

En relación con esta última cuestión, la de-
fensa de la imputada planteó claramente —y 
con razón— que el discurso de la ideología de 
género se caracteriza como discurso de odio 
contra mujeres y las personas LGBTIQ+ (tanto 
en el ámbito de la Organización de los Esta-
dos Americanos como de la Organización de 
las Naciones Unidas). Vemos también la con-
fusión entre orientación sexual e identidad de 
género por parte de los magistrados y la nega-
tiva al reconocimiento de la identidad de gé-
nero de la imputada. No debe olvidarse que la 
ley 26.743 de Identidad de Género es clara al 

respecto: toda persona tiene derecho a que se 
reconozca su identidad de género y que esta 
sea respetada incluso si no tuviera hecha la 
rectificación registral de su identidad (lo que 
en este caso no era así). Lo contrario implica 
trato discriminatorio. El término mujer no es 
un concepto biológico sino normativo.

Los jueces al resolver, citando a García (en 
su voto en uno de los fallos citado por la de-
fensa), sostuvieron que “los prejuicios expre-
san una cierta comprensión del mundo, y si 
los prejuicios están arraigados ciegan, e invi-
sibilizan el objeto de la comprensión, porque 
por ser prejuicios y no juicios, no están sujetos 
a falsación o contradicción”.

En el caso expuesto hay una cuestión que 
no puede pasar desapercibida: se usa un insti-
tuto procesal como preventivo de la violencia. 
Para la imputada, ser juzgada por un tribunal 
imparcial es un derecho humano. El informe 
del art. 61 del Cód. Proc. Penal efectuado por 
los magistrados fue el que se consideró como 
causal sobreviniente (art. 60 Cód. Proc. Penal 
in fine) a los efectos de la recusación, ya que, 
como se dijo, el pedido de inicio no se reali-
zó —en principio— por cuestiones acaecidas 
en autos, ni las razones invocadas se encon-
traban dentro de lo previsto en el art. 55 del 
Cód. Proc. Penal. En este sentido, los jueces 
enfatizaron que además de los motivos de 
excusación enumerados en este artículo, de-
ben admitirse otros en la medida en que las 
circunstancias objetivas del caso concreto 
pudieran dar lugar, razonablemente, a que 
los intervinientes se vean enfrentados a una 
duda razonable sobre la parcialidad de jueces 
y juezas.

Es paradójico cómo los informes de los 
magistrados (efectuados luego del planteo de 
recusación) fueron los que confirmaron las 
sospechas de la defensa vinculada con una 
posible falta de imparcialidad y sirvieron para 
que la Cámara resolviera en favor de esta sin 
titubear. La sentencia en sí es una resolución 
que se ocupó de derribar los estereotipos de 
género a los que hicimos referencia anterior-
mente y resolvió el caso concreto dando un 
paso más hacia la igualdad jurídica.

VII. Violencia institucional y sentencias sin 
perspectiva de género

Siendo que existe un mandato constitucio-
nal (21) que exige resolver con perspectiva 
de género, hacerlo ignorando tales precep-
tos constituye un actuar violento de parte de 
jueces, juezas y quienes intervienen en el pro-
ceso en representación del Estado. esto pue-
de relacionarse íntimamente también con el 

deber de la debida diligencia judicial y como 
una garantía contra la arbitrariedad judicial y 
sentencias discriminatorias.

De la propia ley 26.485 (22) surge que los 
agentes del Estado son responsables por ac-
ción u omisión al no proteger a las mujeres de 
las diferentes violencias. Asimismo, a través 
de jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (23) puede concluirse 
que, si no se sancionan las violencias contra 
las mujeres y se erradican las conductas vio-
lentas de parte, principalmente, de agentes 
del Estado, se envía un mensaje incorrecto so-
cialmente de tolerancia de las violencias.

Así, por ejemplo, en un fallo resuelto por el 
Juzgado Penal de Primera Instancia (24) (25) 
en la Provincia de Santa Fe, en el cual se había 
imputado por homicidio doloso a una mujer 
cuya bebé murió al nacer tras caerse dos ve-
ces de sus brazos en el marco de un parto do-
miciliario intempestivo, el magistrado aplicó 
la perspectiva de género y sentó ciertas bases 
dignas de imitar por el resto de la judicatu-
ra. Analizando la imputación realizada por 
la Fiscalía de violación del deber de cuidado 
como mujer embarazada, expresó que “en el 
caso las consideraciones aludidas, ponen en 
evidencia cómo los estereotipos fundados en 
un sistema de género sexista en la construc-
ción social de la maternidad, se reflejan en 
las prácticas judiciales, en tanto aquí se lle-
vó a cabo una investigación que de inicio se 
enderezó a probar un dolo homicida y ante la 
carencia probatoria para justificar tales extre-
mos, solo quedaron al descubierto prejuicios 
discursivos en orden al comportamiento de 
R., los que únicamente con base a un incon-
cebible y repugnante punitivismo extremo 
podría justificar un reproche penal”.

Las y los operadores del sistema de justicia 
argentino son las y los responsables primarios 
de la salvaguarda de las garantías y protec-
ción judiciales específica en las situaciones 
que conceptualizamos como de violencia 
institucional ocurridas en el ámbito interno 
del Estado (26). Esta afirmación nos abre un 
interrogante: ¿qué hacemos cuando el mismo 
poder que tiene que intervenir con conducta 
ejemplar ante la comisión de hechos que en-
cuadren en violencia institucional es quien la 
ejerce? Las respuestas deberemos construir-
las como sociedad y siempre pensando qué 
tipo de sociedad queremos ser.

VIII. Conclusiones

Después del repaso normativo y jurispru-
dencial realizado a lo largo del presente, po-
demos concluir que el Poder Judicial es suje-

to activo en relación a la violencia de género 
institucional, paradójicamente siendo él mis-
mo quien tiene que castigar y desalentar esos 
actos realizados por otras reparticiones con 
sentencias ejemplares. También es quien tie-
ne la potestad de corregir y enmendar errores 
de otros jueces y juezas al momento de revisar 
esas sentencias o resolver planteos particula-
res como el caso que trajimos a análisis.

Ahora bien, este tipo de violencia cuando 
es sistemática genera desconfianza en el sis-
tema de parte de sus usuario/as, quienes en 
muchos casos prefieren no activarlo por más 
que vean vulnerados sus derechos. Pense-
mos, si no, en la revictimización que padecen 
las mujeres y disidencias sexuales cuando de-
nuncian hechos de violencia que en muchos 
casos son obligados y obligadas a prestar tes-
timonio en reiteradas oportunidades o inclu-
so obligadas y obligados a compartir espacios 
(en audiencias, por ejemplo) con sus propios 
agresores pese a existir medidas autosatisfac-
tivas de protección.

Así las cosas, creemos que a la efectiva apli-
cación de la Ley Micaela que —no debemos 
olvidar debe su nacimiento a una falla de un 
Juez que terminó en femicidio— con acredita-
ción de contenidos debería sumarse la instau-
ración de un protocolo para juzgar con pers-
pectiva de género (como tiene México desde 
fines del 2020).

A su vez, como manifestó el Dr. Falken-
berg en la sentencia antes referida, “quienes 
impartimos justicia debemos concretizar el 
deber de debida diligencia plasmado expre-
samente en el artículo 7 de la Convención 
de Belém do Pará y ello en la práctica no se 
traduce lisa y llanamente en invocar la norma 
referida, sino que importa tomar decisiones 
despojadas de ideas preconcebidas al mo-
mento de analizar los hechos sometidos a 
juzgamiento y las evidencias colectadas, pero 
además y, fundamentalmente, nos interpe-
la a poder identificar, visibilizar y cuestionar 
aquellos estereotipos que son asumidos por 
las partes y cuyos efectos perpetúan la vulne-
ración de los derechos de las mujeres”.

Para finalizar, y retomando el hecho de que 
embanderar la “ideología de género” entraña 
un discurso de odio, este tipo de planteos e 
interpretaciones no pueden existir más en los 
estrados judiciales, menos aún en tiempos de 
“Ley Micaela”.

Cita on line: AR/DOC/554/2021

(19) D., L. A. s/ causa Nº 41112/2018/TO1/3/CNC3. 
Disponible en: http://www.saij.gob.ar/camara-nacio-
nal-casacion-criminal-correccional-nacional-ciudad-au-
tonoma-buenos-aires-causa-41112-2018-to1-3-cnc3-
fa20810001-2020-03-10/123456789-100-0180-2ots-eu-
pmocsollaf?

(20) Ibídem, p. 3
(21) Previsiones de Tratados Internacionales como la 

Convención para la eliminación de la discriminación con-
tra la mujer con jerarquía constitucional (Arts. 1, 5 y 15) y la 
Convención Belém do Pará (art. 6). Es dable destacar que 
tales Convenciones de tutela de las mujeres también se ex-

tienden a la comunidad LGBTIQ+.
(22) Conforme lo dispuesto en los arts. 4, 6 y 36.
(23) Casos: “González y otras (“Campo Algodonero”) vs. 

México”, 2009-; “Velásquez Paiz y otros vs. Guatemala”, 
2015; “Ramírez Escobar y otros vs. Guatemala”, 2018.

(24) A cargo del Dr. Nicolás Falkenberg.

(25) “V. R. S. s/homicidio doloso”
(26) ARMIDA, María Jimena; CASSINO, Armida Miran-

da y CIARNIELLO IBÁÑEZ, Lucas. “Los derechos humanos 
frente a la violencia institucional” en Revista de Derechos 
Humanos, Infojus. Sistema Argentino de Información Jurí-
dica, año IV nº 9, marzo 2015, p. 69.
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Ya se ha hablado en cuantiosas oportunida-
des y todos conocemos por consuetudo como 
el flagelo mundial de la pandemia, acelero los 
procesos de transformación digital y el uso de 
la tecnología.

Hemos realizado algunas aproximaciones 
en notas anteriores (columna de opinión del 
diario LA LEY de fecha 12/02/2021), sobre 
su uso en el servicio público de Justicia, des-
tacando la importancia de contar con estas 

herramientas digitales que vienen a mejorar 
los procesos judiciales y las respuestas ágiles 
y efectivas para el/la ciudadano/a, poniendo 
el foco ciertos temas y la urgente necesidad de 
abordar con celeridad e inmediatez modifica-

ciones estructurales, en especial las referidas 
a femicidios y violencia de género.

La utilización del uso de herramientas tec-
nológicas, tecnología de la información y de la 
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comunicación (TIC) y demás procesos e inno-
vaciones disruptivas, se encuentran asociadas 
a una nueva forma de vinculación con la satis-
facción eficaz de las demandas sociales en la 
función jurisdiccional del Estado.

Es así que resulta imperioso, no quedar al 
margen de esta nueva cosmovisión que co-
mienza a cambiar la forma en que vivimos, 
trabajamos y nos relacionamos, inclusive, 
además de la tecnología de datos, vemos en 
este nuevo paradigma, otros fenómenos que 
optimizan rendimientos, como la sinergia 
entre los sistemas físicos comunicados con el 
mundo digital, -nunca antes pensado-, que 
actúan por medio de software y redes (tal es el 
caso de automóviles autónomos, drones, pi-
lotos automáticos aeronáuticos, dispositivos 
médicos etc.) y que combinan instrumentos 
tangibles con procesos digitales, conectán-
dose entre sí, fusionando el mundo físico y el 
ciberespacio, lo que ha hecho posible el “in-
ternet de las cosas”, eslabón tecnológico in-
dispensable para reunir el mundo real con el 
virtual, con un sinfín de avances, beneficios y 
utilidades para la sociedad toda (1).

Surge de este modo, la necesidad de acer-
carnos, actualizarnos o al menos no rechazar 
ni resistir (conducta típica al aproximarse un 
cambio) estas nuevas nociones, términos y 
conceptos, ya que forman parte de un fenó-
meno que comenzamos a transitar, el cual 
se da en llamar “4º Revolución Industrial o 
Revolución 4.0” (2) y que al igual que las tres 
revoluciones anteriores (la primera relacio-
nada con el cambio de producción manual 
a mecanizada, la segunda con la electricidad 
y la tercera referida a la electrónica y teleco-
municaciones), se consolidará como un hito 
significativo en la historia de la humanidad 
y como nuevo paradigma, que a diferencia 
de los preliminares, se caracteriza no solo 
por una transformación mediante el uso de 
la tecnología, sino que además se identifica 
con la inmediatez y por su evolución perma-
nente.

El concepto 4.0 es un gran salto cuantitativo 
y cualitativo que combina, técnicas avanzadas 
de producción y operaciones, con tecnologías 
inteligentes, blockchain (cadena de valores), 
IA (inteligencia artificial), por mencionar solo 
algunas de las herramientas que producen 
drásticos cambios en todo proceso.

Este fenómeno, se va integrando en las or-
ganizaciones y en las personas y trae como 
consecuencia nuevas dinámicas, cuyos obje-
tivos son la mayor agilidad en las respuestas, 
fluidez, automatización, conectividad entre 
redes, datos y algoritmos, y que conducen a 
una verdadera globalización de la informa-
ción y al acercamiento de conocimientos 
“desde/hasta”, cualquier parte del planeta, lo 
cual resalta como otra gran característica no-
vedosa y esencial de la revolución 4.0.

La gestión Judicial debe y forma parte de es-
tas transformaciones.

Mediante el uso de nuevas tecnologías di-
gitales se busca evolucionar como en otras 
agencias públicas, para lograr mayor credibi-
lidad, eficiencia, e innovación, puesto que su 
parálisis y no modernización, contribuyen a 
mantener instituciones débiles y acceso limi-

tado. En el caso de análisis, una Justicia lenta 
y/o sin respuestas, constituye una grave ame-
naza para la ciudadanía y para el desarrollo 
sostenible de una sociedad.

La progresiva automatización de proce-
sos judiciales, intentará simplificar com-
plejos sistemas burocráticos, restablecer la 
confianza, la mejora en la productividad y 
también dotará de una mayor transparencia 
hacia un “gobierno abierto”, en beneficio de 
la comunidad, cumpliendo en principio con 
aquellos/as que acuden al servicio de justi-
cia y con los compromisos internacionales 
asumidos por nuestro país en la Agenda 
2030 (3), la cual en su ODS (Objetivo de De-
sarrollo Sustentable) número 16, promueve 
la construcción de sociedades (Adminis-
traciones), justas, pacíficas e inclusivas en 
miras a cumplir con la sostenibilidad en su 
sentido más amplio y base para la planifica-
ción del desarrollo democrático, el respeto 
al/la ciudadano/a, el fortalecimiento del Es-
tado de derecho y la promoción de los dere-
chos humanos.

En consecuencia, ante un escenario de 
descreimiento, demoras, falencias e incer-
tidumbres, la revolución 4.0 en el ámbito de 
la Justicia, debería servir para acompañar de 
manera proactiva, la búsqueda de soluciones 
rápidas, logrando mayores respuestas al jus-
ticiable en la protección y respeto efectivo de 
sus derechos y jerarquizando el rendimiento 
institucional.

I. Darwinismo tecnológico. No todo es “co-
lor de rosa”

El subtítulo claramente obedece a una triste 
ironía, pues ni el género, ni las buenas o malas 
noticias tienen color y la tecnología tampoco 
debería tenerlo.

Vamos a observar una vez más, que las des-
igualdades estructurales en el ámbito de las 
ciencias duras y la tecnología existen como en 
tantos otros sectores y en donde las mujeres 
comenzamos la carrera, en una línea de larga-
da sin paridad.

Charles Darwin decía: “No es la especie 
más fuerte la que sobrevive, sino la que mejor 
responde al cambio” (4). Aquellos/as que no 
se adapten no lograrán sobrevivir, si a ello le 
agregamos el dinamismo eufórico con el que 
se nos presenta la cuarta revolución, el efecto 
en cuanto a perspectiva de género será devas-
tador.

La tecnología como forma de cultura, co-
rresponde a un cierto nivel de desarrollo hu-
mano y evoluciona más rápido que la capa-
cidad natural de adaptación, lo cual produce 
que la brecha digital amplíe cada vez más las 
desigualdades. Si bien este fenómeno afecta 
del mismo modo a hombres y a mujeres, ve-
mos de antemano que al encontrase inmersa 
en los valores tradicionales del patriarcado, 
lamentablemente lleva implícitos los sesgos 
cognitivos y estereotipos construidos desde 
la masculinidad que se replica, en conse-
cuencia en la tecnología existe una “élite” en 
el sector de la alta tecnología y la informati-
zación en general, donde pocas mujeres par-
ticipan en cargos superiores, son directivas o 
startups (5), e incluso son muchas menos las 

jóvenes mujeres que los jóvenes varones, que 
eligen estudios relacionados con la era digital 
y tecnología.

Así las cosas, entendemos que uno de los 
mayores desafíos que encara la Revolución 
4.0, está relacionado con la visualización de 
este fenómeno de hegemonía cultural natu-
ralizada e imperante y que lamentablemente 
también réplica en la cultura cibernética y di-
gital.

Esto se comienza a vislumbrar no solo con 
el limitado acceso a los estudios en ciencia y 
tecnología para las mujeres (las denomina-
das asignaturas STEM, por su sigla en inglés: 
ciencia, tecnología, ingeniería y matemáticas 
que son los conocimiento técnico-científico 
básicos que caracterizan a toda la industria 
4.0.), sino en el desarrollo y la producción 
de contenidos digitales, como aplicaciones 
y/o programas donde por ejemplo, asisten-
tes virtuales o Intelligent Chatbots, tienen 
nombre o proyectan imágenes femeninas, 
Siri (el asistente virtual de Apple), Cortana 
(de Windows), Alexa (Amazon), Aura (Tele-
fónica), Bixby (Samsung), son “mujeres”, es 
decir, nombres femeninos y/o voces feme-
ninas programadas para ejecutar las órde-
nes de sus usuarios/as. Esto, mencionan los 
expertos, obedece a que, de manera general, 
“la voz femenina se percibe como servicial, 
mientras que la masculina se asocia más a 
una voz de mando o autoridad”.

Sobre este sensible aspecto, ya han comen-
zado estudios relacionados con el trato violen-
to (virtual) y su sentido psicológico, que de-
nota una “proyección de maltrato” hacia una 
imagen o voz femenina (6). Como respuesta a 
este fenómeno, comienzan a aparecer paula-
tinamente movimientos de concientización 
y reivindicación de la igualdad de género, 
visibilizando la violencia en el plano digital y 
sus potenciales consecuencias en el mundo 
físico, tal es el caso de las acciones llevadas a 
cabo en España, por la Confederación Nacio-
nal de Mujeres en Igualdad y la Asociación de 
Hombres por la Igualdad de Género (AHIGE), 
que han puesto en marcha una campaña para 
mostrar el fenómeno y reclamar la igualdad 
de género en las redes (7).

La publicación del MIT Technology Review, 
(compañía de medios de comunicación pro-
piedad del Instituto Tecnológico de Massa-
chusetts (MIT), donde se dan a conocer estu-
dios realizados en Opinno Research Center, 
MIT Technology Review en español, Ash Cen-
ter de Harvard y el Centro de Inteligencia Co-
lectiva del MIT y quienes se presentan como 
agentes de cambio, es categórica y explícita 
poniendo blanco sobre negro y sin tapujos, la 
demoledora realidad de la situación. En pala-
bras de su directora (8), se manifiesta que la 
Revolución 4.0 lamentablemente reproduce 
sesgos machistas, y que el problema está a la 
vista: detrás de cualquier avance tecnológico 
está “la mano del hombre”, y da como ejem-
plos los motores de búsqueda de Amazon, 
Facebook y LinkedIn, que discriminan los 
curriculum vitae de mujeres, porque no res-
ponden a los algoritmos de sus sistemas au-
tomatizados.

Además, agrega que: “En Europa, solo un 
7% de mujeres ocupa puestos de exclusivo 

perfil tecnológico. A nivel general, las planti-
llas de las empresas tecnológicas están con-
formadas por una media de entre el 70 % y el 
80 % de hombres” y continúa: ... “El escaso 
20 % de mujeres que supera las barreras y 
decide estudiar alguna de las carreras STEM 
(siglas en inglés de Ciencia, Tecnología, Ma-
temáticas e Ingeniería), vuelve a pelear en un 
ambiente hostil. Ellas obtienen menos finan-
ciación para sus investigaciones, carecen de 
mentoras y hasta se ven obligadas a usar un 
pseudónimo masculino en el mundo de la 
programación para evitar que su trabajo sea 
rechazado por el hecho de ser mujeres. Y si 
en esta odisea aún quedan valientes que se 
animan a trabajar (y a tener éxito), sus pro-
babilidades de sufrir discriminación o inclu-
so acoso sexual se multiplican. Silicon Valley 
(EE.UU.), el ecosistema tecnológico más in-
novador del mundo, es un hervidero de de-
nuncias. Como advirtió la periodista Emily 
Chang, la cultura dominante es la brotopia 
(o club para chicos), donde el networking 
se hace en las casas de los CEO en medio de 
fiestas orgiásticas y los negocios se cierran en 
clubs de strippers. Pocas mujeres logran so-
portar los niveles de cosificación y humilla-
ción. Y cuando lo hacen, como la exingenie-
ra de Uber Susan Fowler, deben exponerse, 
hacerlo públicamente y poner en riesgo su 
carrera profesional. A las mujeres no solo les 
cuesta más entrar a trabajar en este sector, 
sino que una vez dentro el sistema hace todo 
lo posible por expulsarlas”.

Finalmente la experta sugiere, como acción 
innovadora, la urgente adopción de testeos 
de calidad sobre género: ...”Al igual que un 
producto físico que debe pasar un test de va-
lidación antes de salir al mercado, cualquier 
desarrollo tecnológico debería pasar un exa-
men que certifique su neutralidad en cuanto 
a género...”.

En el mismo sentido, el estudio realizado 
en el año 2018 por el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID) bajo el título “Género, di-
versidad y tecnologías Emergentes”, dice que: 
“Las inequidades arraigadas y las normas so-
ciales discriminatorias que limitan a las muje-
res a empleos de baja calidad y baja remune-
ración podrían verse magnificadas por el im-
pacto de la cuarta revolución industrial” (9).

Vemos entonces que, en esta época, donde 
predomina el teletrabajo, donde el uso del 
espacio virtual es constante, donde nos halla-
mos conectados prácticamente las 24 horas 
del día y el uso de las smarts herramientas son 
casi necesarias, esta brecha en tecnología y en 
el mundo digital, exacerba sobremanera la in-
equidad que ya vemos en el mundo real.

En estas condiciones, resultará necesario 
visibilizar el complejo escenario de transición 
que se avecina en la Gestión Judicial 4.0., de-
biendo ajustarse a una sólida y clara política 
de género desde el inicio y durante todo el 
proceso de transformación, pues para ser en-
tendido como una verdadera modernización 
y/o evolución, deberá incluir necesariamente 
la dimensión de género, visualizando los ses-
gos reales y potenciales existentes.

Solo mediante un marcado liderazgo trans-
formador ético judicial (10) con perspectiva 
de género y asentado en las contribuciones 
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definidas en la Agenda 2030, (ODS 5 y 16) (11) 
y su premisa de “NO dejar a nadie atrás” (12) 
como objetivo de desarrollo aplicado al 
proceso 4.0, se podrán dirigir las acciones 
internas hacia el fortalecimiento de la ins-
titucionalidad, buscando capacitar agentes 
eficientes con el aprendizaje y habilidades 
adecuadas enfocadas al futuro, complemen-
tando tecnología, sostenibilidad y formando 
nuevos liderazgos, que brinden un servicio de 
justicia confiable, responsable e inclusivo en 
todos sus niveles, con compromiso transver-
sal, que garanticen la inclusión universal de 
las mujeres en el uso de las herramientas, pla-
taformas y de los conocimientos digitales ha-
cia lo interno de dicho ámbito, y de este modo 
traducirlas en respuestas ciertas y eficaces a la 
demanda ciudadana.

Para ello, el modelo transformador de la 
Agenda Global pone énfasis en el concepto de 
gobernanza lo cual significa que para la toma 
de decisiones será necesario comprometer la 
participación de todos los stakeholders intere-
sados, construir alianzas y estrategias. Exige 
que la comunidad internacional visibilice la 
problemática y materialice sus acciones para 
conseguir un mundo más sostenible, igualita-
rio e inclusivo antes del 2030.

En consecuencia, creemos de utilidad reali-
zar un paneo y observar el abordaje de la pro-
blemática tanto en América Latina y el Caribe 
(CEPAL), como en Europa y la UE, donde po-
dremos analizar el fenómeno actual, regional 
y global y donde en todos los casos se coincide 
sobre la necesidad de aplicar la perspectiva de 
género a la transformación digital, para ha-
blar de una verdadera evolución y desarrollo 
en la sociedad de la información.

II. América Latina y el Caribe

En la XII Conferencia Regional de la Comi-
sión Económica para América Latina y el Cari-
be (CEPAL), se abordó la igualdad de género, 
el empoderamiento de las mujeres, las tecno-
logías de la información y las comunicaciones 
(conocida por su sigla TIC) (13).

El informe comienza resaltando que la 
demanda de componentes, servicios y con-
tenidos digitales convierte al sector de las 
TIC (tecnologías de la información y las co-
municaciones), en un nicho de empleo in-
discutible (presente y futuro), con enormes 
oportunidades en un terreno marcado no 
solo por su centralidad en el paradigma de 
la sociedad de la información y del conoci-
miento, sino también por su carácter trans-
versal al conjunto de sectores y actividades 
productivas.

El documento destaca dos brechas digitales 
a superar por las mujeres; la primera que co-
rresponde al acceso y conexión a redes, mien-
tras que la segunda se relaciona con el uso, 
la intensidad y aquí lo más importante: La 
capacidad y habilidad generada para utilizar 
eficazmente los recursos tecnológicos.

Desde este punto, plantea el debate ur-
gente, sobre el cambio estructural y el lu-
gar de las mujeres en la sociedad de la in-
formación y la capacidad de ampliación de 
su autonomía en el marco de la instalación 
del nuevo paradigma tecnológico, haciendo 
hincapié sobre la necesidad que los gobier-

nos planifiquen, implementen y supervisen 
las acciones y las políticas en miras a este 
objetivo, considerando que la mitad de la 
población son mujeres.

A este respecto, declara la necesidad de 
consolidar políticas y acciones positivas ya 
que parten de verificar las desigualdades de 
género que se observan en el Estado, en el 
mercado y la familia y apuntar a superarlas.

Además, el documento desarrolla signos in-
equívocos de inequidad por la falta de parti-
cipación y presencia de mujeres en varias es-
feras de trabajos públicos y/o privados, entre 
los que destaca:

- La falta de profesionales mujeres en cien-
cia y tecnología,

- La falta de óptica de mujeres y/o perspec-
tiva de género en la producción de contenidos 
digitales

- La constante segregación laboral por este-
reotipos de género y prejuicios

- Otros.

Concluye el estudio que: “La perspectiva 
de género debe cruzar transversalmente las 
estrategias digitales para resolver las brechas 
digitales (de acceso, pero sobre todo de uso) 
y los problemas específicos, desventajas o dis-
criminación que enfrentan las mujeres, niñas 
y adolescentes”.

En el año 2020, surge un nuevo documen-
to sobre Perspectivas económicas de Amé-
rica Latina (CEPAL) (14), donde se aborda 
el papel de la transformación digital como 
herramienta para fomentar el desarrollo de 
la región y haciendo nuevamente una valo-
ración referida al género, ofrece informa-
ción sobre la frecuencia con que las perso-
nas realizan tareas relacionadas con las TIC 
(tecnologías de la información y las comu-
nicaciones), de donde surge entre otros da-
tos, que los hombres son más propensos que 
las mujeres a utilizar las TIC (tecnologías de 
la información y las comunicaciones), para 
hacer transacciones o trabajar con hojas de 
cálculo.

Por su parte en otro tramo del informe de-
termina que las desigualdades en el uso de las 
TIC (tecnologías de la información y las co-
municaciones), también están relacionadas 
con el género y la geografía. Los/las estudian-
tes de entornos urbanos de América Latina y 
el Caribe tienen casi un 25% más de probabi-
lidad de participar en redes sociales y más de 
un 20% de usar el chat que sus homólogos/as 
de entornos rurales.

Las disparidades en función del género 
comienzan a temprana edad en los centros 
educativos e inciden en el futuro desarrollo 
profesional de los/las alumnos/as. Si bien un 
porcentaje similar de niños (34%) y niñas (35%) 
informaron de que esperaban trabajar en una 
ocupación relacionada con la ciencia, tendie-
ron a seleccionar diferentes campos, siendo las 
niñas más propensas a seleccionar profesiones 
relacionadas con la salud, y los niños más pro-
pensos a seleccionar profesiones relacionadas 
con las TIC (tecnologías de la información y las 
comunicaciones), la ciencia y la ingeniería.

En febrero 2021, la Secretaria Ejecutiva de 
la CEPAL, Alicia Bárcena, al realizar su pre-
sentación sobre la autonomía económica de 
las mujeres en la recuperación sostenible y 
con igualdad (15), proclama la tajante necesi-
dad de hacer visible entre otras cosas que las 
mujeres con menores ingresos enfrentan un 
doble obstáculo:

- La falta de autonomía económica.

- La brecha de acceso a internet.

También este año, en el marco de la Sexagé-
sima Reunión de la Mesa Directiva de la Con-
ferencia Regional sobre la Mujer de América 
Latina y el Caribe, organizada por la CEPAL, 
en coordinación con la Entidad de las Nacio-
nes Unidas para la Igualdad de Género y el 
Empoderamiento de las Mujeres (ONU-Mu-
jeres) (16), se declaró la real dimensión del re-
troceso de más de una década en los avances 
logrados en materia de participación laboral 
de las mujeres y coincidieron como documen-
to concluyente de dicha reunión, que es indis-
pensable para una recuperación igualitaria y 
sostenible en América Latina y el Caribe, la ple-
na participación de las mujeres en las estrate-
gias de salida de la crisis derivada de la pande-
mia del COVID-19, con énfasis en su inclusión 
digital y en la construcción de una sociedad del 
cuidado, sesgo cultural que se ha asignado his-
tóricamente a las mujeres y que da cuenta de la 
persistencia de la brecha existente.

Por último, se enfatizó sobre un nuevo lla-
mado a los países latinoamericanos para ce-
rrar la brecha de género en la innovación y 
crear una alianza regional para la digitaliza-
ción de las mujeres en la región. Mónica Za-
laquett, titular del Ministerio de la Mujer y la 
Equidad de Género en Chile, incitó en la mis-
ma sesión a las autoridades de cada Estado a 
incentivar a que cada vez más mujeres y niñas 
elijan carreras en ciencias y matemáticas en 
cada país integrante, para que sean compe-
titivas en el mercado laboral del futuro, pro-
movió una canasta digital básica que incluya 
planes de conectividad, un dispositivo portá-
til, un teléfono inteligente y capacitación para 
garantizar el acceso digital de los hogares no 
conectados, (especialmente entre quienes no 
pueden costear el acceso a internet y dispo-
sitivos), también planteó la creación de una 
“plataforma virtual colaborativa” que sirva 
para crear redes entre las mujeres de la región.

Finalmente informaron sobre el avance 
de la puesta en marcha del Compromiso de 
Santiago (17), tomando en consideración el 
contexto de la pandemia de COVID-19 y de-
finieron llevar a cabo una sesión especial de 
consulta regional previa al 65º período de se-
siones de la Comisión de la Condición Jurídi-
ca y Social de la Mujer, todo con el objeto de 
aunar esfuerzos con nuevos pactos sociales, 
políticos y económicos, para poder enfrentar 
esta crisis con miras a un horizonte de igual-
dad y sostenibilidad.

III. Unión Europea

En Europa encontramos algunas normati-
vas que comienzan a marcar el derrotero ha-
cia la dirección de la revolución 4.0, por ej., en 
España la ley 18/2011 (18) que regula el uso de 
las tecnologías de la información y la comuni-
cación en la Administración de Justicia.

Desde el año 2011 se comienza a sistemati-
zar la gestión procesal y la comunicación en-
tre los tribunales y profesionales españoles, 
utilizando tecnología. La mencionada norma 
en su Art. 1º: “Regula la utilización de las tec-
nologías de la información por parte de los 
ciudadanos y profesionales en sus relaciones 
con la Administración de Justicia y en las 
relaciones de la Administración de Justicia 
con el resto de Administraciones y organis-
mos públicos...”. Su art. 2º menciona el uso, 
los principios y garantías específicamente en 
la gestión Judicial: “... En la Administración 
de Justicia se utilizarán las tecnologías de 
la información de acuerdo con lo dispuesto 
en la presente Ley, asegurando el acceso, la 
autenticidad, confidencialidad, integridad, 
disponibilidad, trazabilidad, conservación e 
interoperabilidad de los datos, informacio-
nes y servicios que gestione en el ejercicio de 
sus funciones...”.

Países como Austria aparecen como pio-
neros en la digitalización del Poder Judicial. 
En dicha región y como consecuencia de la 
letanía y la pila de expedientes acumulados 
en las oficinas judiciales, tomaron la decisión 
pensando en la búsqueda de resultados efica-
ces y en los derechos de la ciudadanía, traba-
jando bajo conceptos de la flexibilización del 
trabajo y su realización independientemente 
del lugar físico y de la lejanía o cercanía al des-
pacho del/a juez/a. En 2013 pusieron en mar-
cha el proyecto “Justiz 3.0” (19) y actualmente 
el proyecto “Justitia 4.0” donde se mejoró el 
modelo de estación de trabajo digital anterior, 
evolucionando exitosamente.

Suiza digitalizará todo el sistema judicial 
para el año 2026. Para esta fecha el inter-
cambio de datos judiciales en aquel país 
se realizará de forma electrónica, a través 
de la creación de una “Oficina Federal de 
Justicia”, para la comunicación electrónica 
entre las partes involucradas y un único 
portal de acceso central denominado ‘Jus-
titia.Swiss’ que concentre todo el trabajo y 
los documentos de todos los tribunales fe-
derales y cantonales, los fiscales cantonales 
y federales y todos los órganos ejecutivos. 
De esta manera, el proyecto Justitia 4.0 (20) 
(con el ejemplo de Austria), promueve la 
transición digital de todo el sistema judicial 
suizo. De aquí a 6 años se planifica que to-
dos los actores intervinientes puedan inter-
cambiar datos electrónicamente entre los 
300 tribunales, ministerios públicos y auto-
ridades penitenciarias a través de un portal 
único. Se contempla que en este proceso 
de transición los documentos en papel se-
rán reemplazados por expedientes electró-
nicos, con el fin de comenzar a dejarlo sin 
efecto, como así también la infraestructura 
en uso (archivos).

Es importante destacar que estos proyectos 
de países integrantes de la Unión Europea, 
ya poseen la mirada y están basados en los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible, donde se 
reafirma el compromiso ético de primer or-
den, que repetimos, se vincula con la premisa 
de “NO dejar a nadie atrás”, y que robustece 
como estrategia de crecimiento el eje centra-
do en las personas, donde desde el inicio y en 
todo momento se deja en claro que el centro 
lo constituyen los derechos inherentes al ser 
humano, mientras que la tecnología es solo 
un medio, que brinda un servicio de facilita-

(11) Objetivos de Desarrollo Sostenible. Objetivo 5: La igual-
dad de género no solo es un derecho humano fundamental, 
sino que es uno de los fundamentos esenciales para construir 
un mundo pacífico, próspero y sostenible. Ver: https://www.
un.org/sustainabledevelopment/es/gender-equality/- Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible. Objetivo 16: Paz, Justicia e Ins-
tituciones sólidas: https://www.undp.org/content/undp/es/
home/sustainable-development-goals/goal-16-peace-justi-
ce-and-strong-institutions.html.

(12) “No Dejar a Nadie Atrás”: Premisa central y trans-
formadora de la Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Ella 
representa el compromiso inequívoco de todos los Estados 

miembros de la ONU de erradicar la pobreza en todas sus 
formas, poner fin a la discriminación y la exclusión, y reducir 
las desigualdades y vulnerabilidades que dejan a las per-
sonas atrás y socavan el potencial de las personas y de la 
humanidad en su conjunto.

(13) Tecnologías de la información y las comunicaciones 
(TIC).-Documento Mujeres en la economía digital. Supe-
rar el umbral de la desigualdad. Santo Domingo, Octubre 
de 2013. https://repositorio.cepal.org/bitstream/hand-
le/11362/16561/1/S2013579_es.pdf.

(14) Perspectivas económicas de América Latina 
2020. Transformación digital para una mejor recons-
trucción:https://repositorio.cepal.org/bitstream/hand-

le/11362/46029/3/LEO_2020perspectivas_es.pdf
(15) BARCENA, Alicia, “La autonomía económica de 

las mujeres en la recuperación sostenible y con igualdad”, 
CEPAL, febrero de 2021, https://www.cepal.org/sites/de-
fault/files/presentation/files/1002021-version_final_final_
para_lanzamiento_3.pdf.

(16) CEPAL propone garantizar y universalizar la conec-
tividad y asequibilidad a las tecnologías digitales para en-
frentar los impactos del COVID-19. Nuevo Informe especial 
de la Comisión regional de la ONU plantea una canasta 
básica de tecnologías de la información y las comunica-
ciones a todos los hogares, con un costo anual inferior al 
1% del PIB; ver: https://www.cepal.org/es/comunicados/

cepal-propone-garantizar-universalizar-la-conectivi-
dad-asequibilidad-tecnologias.

(17) Compromiso de Santiago. Año 2021: https://con-
ferenciamujer.cepal.org/14/es/documentos/compromi-
so-santiago.

(18) Ley 18/2011, de 5 de julio, reguladora del uso de las 
tecnologías de la información y la comunicación en la Ad-
ministración de Justicia. Ficha: https://noticias.juridicas.
com/base_datos/Admin/r1-l18-2011.html.

(19) Austrian Federal Ministry of Justice. From EPSA 
- European Public Sector Award: https://www.epsa-pro-
jects.eu/index.php/Justice_3.0_/_eJustice.

(20) Proyecto Justitia40 Ver: https://www.justitia40.ch/it/
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dor y en apoyo a esos derechos de todos/as 
los/as ciudadanos/as.

Por ello, se resalta, durante la transición 
del proceso, la necesidad indiscutible de 
acompañar al mismo, con la formación de 
los/as operadores judiciales en este mismo 
sentido y bajo esta óptica.

Hasta aquí entonces, analizamos el uso 
de la tecnología como herramienta para fo-
mentar los derechos de las personas, pero 
cuando le añadimos el tópico y análisis de la 
perspectiva de género en Europa, vemos que 
también existen algunas falencias quedando 
mucho por hacer, resultando el escenario 
actual —aún en el viejo continente—, desfa-
vorable para las mujeres.

Las barreras del “Techo de Cristal”, no tie-
nen fronteras, pues se trata de una cuestión 
cultural globalizada. Sobre este aspecto, da-
tos producidos en Italia (21) determinan que 
son las más jóvenes innovadoras las que se 
animan a derribar el techo de cristal para 
sacar el talento femenino libre de prejuicios. 
Las alumnas están subrepresentadas en los 
estudios científicos, con un 18% del número 
total de alumnos matriculados en las facul-
tades de Ciencias, Tecnología, Ingeniería y 
Matemáticas STEM (Observatory Talents 
Venture “The Gender Gap in Stem Degrees” 
2019).

Al ingresar al mundo del trabajo, Italia re-
gistra una de las tasas de empleo femenino 
más bajas de Europa, 49,5%, en compara-
ción con el 63,4% de la media de la UE. Solo 
una de cada cinco empresas está dirigida 
por mujeres y en las nuevas empresas in-
novadoras la proporción cae a una de cada 
ocho, mientras que la accesibilidad al crédi-
to también disminuye.

La conclusión general destaca que esta 
brecha de género es un fenómeno general 
debido a factores bien conocidos: Meca-
nismos de cooptación que persisten entre 
sujetos similares y el sesgo inconsciente, la 
difícil conciliación entre la vida familiar y 
laboral, las percepciones autolimitadas y la 
baja autoestima de la mujer producto de la 
cultura patriarcal.

IV. Plan de recuperación para Europa 
2021. Fondo UE aplicado a tecnología y a 
género

Por estos días es de público y notorio co-
nocimiento, que la Comisión Europea y el 
Parlamento de la UE, han acordado un plan 
de recuperación millonario y nunca antes 
visto (ni aún en tiempos de posguerra) para 
ayudar a reparar los daños económicos y 
sociales causados por la pandemia del coro-
navirus, en miras a lograr salir de la crisis y 
reconvertir a Europa en un continente mo-
derno ecológico, digital, resiliente y sosteni-
ble (22).

Para llevar a cabo estos objetivos, se prevé 
un presupuesto a largo plazo que, junto con 
NextGenerationEU —instrumento temporal 
concebido para impulsar la recuperación—, 
es hoy en día el mayor paquete de estímulo 
jamás financiado a través del presupuesto de 
la UE en la historia, con un total de 1,8 billo-
nes de euros.

Se encuentra ideado y a la fecha pues-
to en práctica, el plan de recuperación con 
seis prioridades proyectados para 2019-2024 
concentradas en:

- Pacto Verde Europeo: Por un continente 
climáticamente neutro.

- Una Europa adaptada a la era digital: La 
estrategia digital de la UE será capacitar a las 
personas con políticas inclusivas, con una 
nueva generación de tecnologías.

- Una economía al servicio de las perso-
nas: La UE debe crear un entorno de inver-
sión más atractivo y un crecimiento que cree 
empleos de calidad, especialmente para los/
las jóvenes y las pequeñas empresas.

- Una Europa más fuerte en el mundo: La 
UE fortalecerá su voz en el mundo defen-
diendo el multilateralismo y un orden mun-
dial basado en normas.

- Promoción del modo de vida europeo: 
Europa debe proteger el Estado de Derecho, 
la Justicia y los valores fundamentales de la 
UE (entre ellos la biodiversidad e igualdad 
de género).

- Un nuevo impulso a la democracia euro-
pea: Dar más voz a los europeos y proteger 
la democracia frente a injerencias externas, 
como la desinformación y los mensajes de 
incitación al odio en línea.

Dadas las circunstancias observadas en 
párrafos anteriores, la perspectiva e igualdad 
de género es una cuestión a trabajar enérgi-
camente también en la Unión Europea. Para 
ello se aprobó (marzo, 2020) el documento 
“Estrategia para la Igualdad de Género 2020-
2025” (23), donde se reconoció la necesidad 
de intensificar los trabajos, pues ningún 
Estado miembro ha alcanzado aún la plena 
igualdad de género—los Estados miembros 
obtuvieron una puntuación media de 67,4 
sobre 100 en el Índice de Igualdad de Gé-
nero de la UE de 2019— y marcando que el 
progreso es muy lento, ya que la puntuación 
solo ha mejorado 5,4 puntos desde 2005.

V. Tecnología al servicio de la humanidad

Por último, entendemos indispensable 
mencionar el rol de la tecnología al servicio 
de la Humanidad.

El ser humano y sus derechos son el prin-
cipio y meta del auténtico desarrollo.

En este sentido el servicio público de Jus-
ticia de un Estado democrático y republica-
no no debe perder este norte.

En la Argentina, comenzamos lentamente 
a traspasar este umbral y transitar la trans-
formación hacia “la digitalización 4.0” y por 
ello desde los inicios, NO debemos soslayar 
la supremacía de nociones tan firmes y vigo-
rosas como la de NO deshumanizar los pro-
cesos digitales. La tecnología es un medio y 
no un fin en sí misma.

Sobre el particular, creemos interesante 
traer a colación los aportes de la Carta Ética 
Europea sobre el uso de inteligencia artificial 
en los sistemas judiciales, redactada por la 
Comisión Europea para la Eficiencia de la 
Justicia (CEPEJ) de diciembre de 2018 (24), 
donde se establecen principios éticos sobre 
el uso de la inteligencia artificial en el ám-
bito judicial, los cuales detallamos a conti-
nuación:

1. Principio de respeto de los derechos 
fundamentales: Asegurar que el diseño y la 
implementación de las herramientas y ser-

vicios de inteligencia artificial son compati-
bles con los derechos fundamentales.

2. Principio de no discriminación: Especí-
ficamente prevenir el desarrollo o la inten-
sificación de cualquier discriminación entre 
individuos o grupos de individuos.

3. Principio de calidad y seguridad: Con 
respecto al procesamiento de decisiones ju-
diciales y datos, usar fuentes certificadas y 
datos intangibles con modelos concebidos 
en un sistema multidisciplinario de manera, 
en un entorno tecnológico seguro.

4. Principio de transparencia, imparciali-
dad y equidad: Hacer métodos de procesa-
miento de datos accesible y comprensible, 
autorice auditorías externas.

5. Principio “bajo control del usuario”: 
Asegurar que los usuarios sean actores in-
formados y en control de las elecciones rea-
lizadas.

Este Código de Ética en algún sentido 
pone un marco a la “Justicia inteligente” en 
cuanto a que la tecnología, como herramien-
ta, viene para la mejora de la seguridad y efi-
cacia de la Justicia, señalando la necesidad 
de respetar los derechos humanos y los prin-
cipios de calidad, seguridad y transparencia 
en todos los desarrollos tecnológicos que se 
realicen dentro de las técnicas de Inteligen-
cia Artificial en los sistemas judiciales.

Otra arista interesante sobre el uso res-
petuoso y “humanizado de la tecnología”, lo 
constituye los aportes de la Encíclica “Lau-
dato Sí” (Sobre el cuidado de la casa co-
mún) (25).

La Carta Papal, observada bajo un sentido 
antropológico, busca impulsar un llamado 
urgente a cuidar el plantea donde vivimos y 
donde nosotros, como seres vivientes, habi-
tamos y nos desarrollamos.

La “Laudato Si”, se constituye entonces 
como una convocatoria al dialogo para to-
das las personas de buena voluntad (más allá 
de la fe), un dialogo que debe comenzar por 
escuchar el lamento de la tierra, vital para la 
existencia humana. En cada pasaje de la En-
cíclica se reflexiona y concientiza sobre la 
necesidad de la búsqueda de respuestas con-
cretas frente a cada tema específico que plan-
tea, relativo al uso de los recursos naturales, 
al cuidado de la biodiversidad, a nuestra 
forma de vida productiva, a nuestra cultura, 
costumbres, y todo lo que se podría mejorar.

El capítulo tres, menciona específicamen-
te a la tecnología, el poder y la globaliza-
ción del paradigma tecnológico, donde por 
cierto, resalta y reconoce su contribución 
al mejoramiento de las condiciones de vida 
pero también sugiere que puede dar a quie-
nes tienen el conocimiento, y sobre todo el 
poder económico para utilizarla, un gran 
dominio sobre el conjunto de la humanidad 
y del mundo entero lo cual puede resultar 
peligroso: “Un desarrollo tecnológico y eco-
nómico que no deja un mundo mejor y una 
calidad de vida integralmente superior no 
puede considerarse progreso” (LS 194).

Señalando por último y no menos impor-
tante, como elemento fundamental a desta-
car, la “educación como estrategia de cam-
bio”, pues ella nos brinda una gran oportu-
nidad, ya que es la verdadera y la más pode-
rosa herramienta de transformación social.

VI. Conclusión

A modo de colofón, podemos decir que 
la tecnología en un primer impacto implica 
transformación hacia la sociedad de la in-
formación y del conocimiento, que ha he-
cho sus importantes aportes en medicina, 
comunicaciones, producción de bienes y 
servicios, pero solo se verá como “evolutiva 
o modernizadora”, si la observamos como 
medio hacia el desarrollo del hombre y la 
mujer. La ciencia, la tecnología y la inno-
vación, deben conducirnos hacia un mun-
do más equitativo y sostenible, y para ello 
debe basarse en una ética sólida, inclusiva, 
una cultura de valores, una educación cla-
ra y espiritual para limitar ese poder que 
puede resultar negativo.

La era de la transformación digital, no es 
futuro sino es presente, y lo hemos com-
prendido en la marcha, al tener que adaptar-
nos al entorno digital y al uso de la tecnolo-
gía forzosamente a partir de las cuarentenas 
obligatorias y confinamientos que mudaron 
las oficinas hacia nuestros hogares. En este 
contexto, lamentablemente y en cuanto a los 
deberes de cuidado, muchas mujeres siguen 
asumiendo un doble rol en el seno familiar, 
corriendo en desventaja para capacitarse 
y/o ser promovidas a puesto directivos o de 
mayor responsabilidad.

“NO dejar a nadie atrás” como objetivo 
de desarrollo, aplicado al proceso 4.0, im-
plica visibilizar estas cuestiones, analizar 
cada punto focal de las brechas de género 
y emprender acciones estructurales para 
una solución a corto, mediano y largo pla-
zo.

El “Gender Gap” o “Brecha de Género”, en 
la transformación tecnológica, tendrá con-
secuencias sociales a futuro y un diseño que 
nada tiene de nuevo, ni de bueno de lo que 
hasta ahora conocemos, si mantenemos un 
sistema excluyente hegemónicamente mas-
culino, colmado de prejuicios y estereotipos. 
A fin de evitarlo, el proceso de construcción 
del perfil de la profesional del mundo digital, 
deberá incluir acciones positivas que abor-
den su educación desde la niñez hasta su 
madurez, fomentando elecciones en asigna-
turas STEM, (ciencia, tecnología, ingeniería 
y matemáticas, conocimiento técnico-cien-
tífico que caracteriza a toda la industria 
4.0.), para luego constantemente promover 
y sumar habilidades como la resiliencia o la 
flexibilidad, imprescindibles para adaptarse 
a los constantes cambios.

“Democratizar” el sector de tecnología, 
resultará necesario concientizando y fo-
mentando acciones inclusivas y no discri-
minatorias, pues de lo contrario el techo 
de cristal también se tornará disruptivo y 
algorítmico.

No replicar en el nuevo ecosistema virtual, 
la estructura social del patriarcado, acompa-
ñar la transformación digital con perspecti-
va de género, resignificar la “masculinidad” 
cargándola de nuevo sentido, sin sesgos ni 
estereotipos, tender a liderazgos éticos ba-
sado en la integridad de la persona y pensar 
en la tecnología como herramienta de evo-
lución al servicio de la humanidad, surgen 
como una necesidad para construir socieda-
des armónicas pacíficas y equitativas en un 
futuro que ya está aquí.
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I. Algunas palabras preliminares

El pánico moral al libre desenvolvimiento 
sexual suele inundar de espeluznantes imá-
genes las pantallas. El sexo es sagrado y, cuan-
do no, resulta objeto de sacralización; las más 
temidas desgracias irremediablemente sobre-
vendrán (1). Da la impresión de que el cuerpo, 
o sus orificios privilegiados para el goce, con-
tinúan siendo santuarios en los que la venera-
ción enceguecida se torna, invariablemente, 
en quehacer humano por antonomasia (2).

Transcurrieron prácticamente tres déca-
das desde la entrada en vigencia de la Ley de 
Cupo Femenino (3). Aun cuando dicha he-
rramienta fue originariamente resistida por 
infinidad de mujeres cis (4), permitió —aun-
que ligeramente— profanar (5) aquellas mo-
nocordes fotografías de sacos y corbatas que 
fluían, sin tregua, por el entramado político 
vernáculo (6).

Veintiséis años más tarde, la aprobación 
parlamentaria de la Ley de Paridad de Géne-
ro (7) irrumpió en los medios de comunica-
ción y convulsionó a la opinión pública, a es-
cala local. Si bien su entrada en vigor fue cele-
brada como un avance en materia de derecho 
a la igualdad, resultó materia de crítica y de 
rechazo por parte de determinados sectores 
minoritarios de nuestras comunidades (8).

Escaso tiempo antes, la entrada en vigencia 
de la ley 26.743 de Identidad de Género su-
puso el desmantelamiento de la tradicional 
maquinaria jurídico-normativa de patolo-
gización, la aminoración de aquella vetusta 
pasión borbónica del Estado argentino por 
la regulación. Las condiciones que, con an-
terioridad a la sanción de dicha legislación, 
imponían nuestros tribunales a los fines del 

reconocimiento estatal de la identidad de gé-
nero, constituían un ejemplo paradigmático 
de esa pasión desorbitada: evaluaciones mé-
dicas, psicológicas, psiquiátricas y ambien-
tales; diagnóstico diferencial; tratamientos 
hormonales; cirugía, esterilidad; dictámenes 
de comités de bioética; testigos; comparecen-
cia ante el órgano jurisdiccional en orden a 
la verificación biográfica y, en particular, a la 
exhaustiva comprobación de una apariencia 
corporal lo más semejante posible al “géne-
ro de llegada” (9), jurídicamente conceptua-
lizado en sus términos más estereotipados y 
normativos. Se trataba, pues, de un perverso 
mecanismo jurídico-normativo que, a la par 
de que producía seres humanos desiguales, 
proclamaba su igualdad ante la ley; que es-
tampaba el sello de inferioridad humana (10); 
y que fijaba, a modo de precio por el recono-
cimiento, la previa observancia de requisitos 
violatorios de aquellos Derechos Humanos 
que pregonaba tutelar (11). Es, en ese estado 
de cosas, en que la ley 26.743 de Identidad de 
Género vino, finalmente, a consagrar el de-
recho de todas las personas a ser quienes so-
mos, sin necesidad de sometimiento alguno 
al juicio de quienes se arrogaban el saber y el 
poder sobre el cuerpo, el género y la sexuali-
dad de alguien más (12).

Hacia finales del año 2020 afloró la ley 27.610 
de Acceso a la Interrupción Voluntaria del Em-
barazo (13), cuyos postulados se inscriben en 
un paradigma en el que la autonomía indivi-
dual (14) imbuye la proyección de materni-
dades y paternidades (15). Así pues, tal plexo 
normativo sostiene un modelo anclado en la 
autodeterminación de las personas con ca-
pacidad de gestar (16), y no en los imperati-
vos genéricos y corporales de la cultura (17). 
Dicho esquema legislativo se asienta, en de-
finitiva, sobre el irrestricto respeto por la au-

tonomía corporal, por la autonomía de deci-
sión (18) y por el derecho a diseñar nuestras 
trayectorias vitales a la luz de nuestro (s) pro-
pio (s) deseo (s) (19).

Así las cosas, cabe puntualizar que, a pesar 
de las iniciales resistencias que un sinnúmero 
de magistrados argentinos opuso a los recla-
mos provenientes de los movimientos políti-
cos y sociales que pugnaban por la efectiviza-
ción de los derechos fundamentales de aque-
llas personas cuya inmersión en un estado de 
desigualdad estructural las había convertido 
en sujetos considerablemente vulnerables 
en términos socio-culturales (20), es factible 
identificar, en el seno mismo del sistema judi-
cial, una notable transformación en lo tocante 
al abordaje de la diversidad genérica y corpo-
ral (21).

En efecto, nuestros juzgadores comenzaron 
a introducir —en una primera etapa, tímida-
mente y, de manera ulterior, con mayor ím-
petu— la denominada perspectiva de género 
en sus pronunciamientos, de tal suerte que 
la situación de desigualdad real en la que se 
han encontrado sistemáticamente sumidos 
ciertos justiciables, devino en parámetro in-
soslayable a la hora de emitir un veredicto 
judicial (22).

II. A propósito de imaginarios culturales e 
instancias normativas (23)

La intersección entre medicina y derecho 
produjo una de las mayores aberraciones con-
tra las que la personas trans (24) han tenido 
que históricamente alzarse: la patologización 
de sus vivencias identitarias y corporales (25).

Desde el advenimiento de la democracia, y 
hasta no hace demasiado tiempo, la percep-

ción jurídica acerca de la esfera atinente a la 
identidad de género se encontraba demarcada 
por la recepción, apropiación y reelaboración 
de saberes psicomédicos —particularmente, 
de los conocimientos provenientes tanto del 
ámbito de la psiquiatría y del psicoanálisis, 
como de los campos de la endocrinología, la 
cirugía, la biología molecular y la genética—. 
En función de dicha interpretación, la materia 
relativa a la identidad de género había resul-
tado tradicionalmente emplazada dentro del 
dominio de lo patológico y, más específica-
mente, dentro del terreno de los trastornos 
mentales. Uno de los efectos inmediatos de la 
articulación psicomédico-jurídica —y, cierta-
mente, bioética— de las cuestiones concer-
nientes a la identidad de género había sido 
la constitución performativa (26) de las per-
sonas trans —e intersex (27) — como indivi-
duos, por definición, heterónomos —toda vez 
que, desde el principio, habían sido concep-
tualizados por un vínculo fundacional en el 
orden del diagnóstico, vale decir, como “tras-
tornados”— (28).

La comprensión jurídica en torno a la te-
mática atinente a la identidad de género 
ejercía crucial influencia sobre la gestión, 
puramente tutelar, de los derechos de las 
personas trans en Argentina. Tal incesante 
tutela restringía, gravemente, el acceso tanto 
al reconocimiento estatal de la identidad de 
género, como a las modificaciones corpora-
les solicitadas —aunque, paradójicamente, 
la misma práctica tutelar decretaba, y con-
tinúa decretando, la licitud de aquellas in-
tervenciones enderezadas a “normalizar” la 
apariencia corporal y la inscripción registral 
en el supuesto de infantes intersexuales in-
capaces de prestar, en primera persona, el 
consentimiento informado respecto de di-
chos procedimientos— (29).
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De regreso en el año 2021, es preciso subra-
yar que el conglomerado de preceptos y prin-
cipios que encierra la ley 26.743 de Identidad 
de Género (30), resulta, radicalmente, diver-
so de aquel andamiaje jurídico-normativo al 
que aludiéramos en los párrafos que antece-
den. Tal mutación se advierte, verbigracia, al 
colocar bajo escrutinio las disposiciones con-
tenidas en los arts. 4º, 5º, 6º y 11 de esa legis-
lación (31).

Así las cosas, es necesario señalar que, a lo 
largo de los últimos decenios, y, más aún, tras 
la aprobación parlamentaria de la ley 26.743 
de Identidad de Género, se ha destacado la 
trascendencia que reviste la efectivización 
del derecho a la identidad de género como 
instrumento de visibilización y consiguiente 
transformación del estado de extrema vulne-
rabilidad en que se hallan inmersas aquellas 
personas que transitan experiencias genéri-
cas y corporales de naturaleza disidente (32).

De allí que la incorporación de la perspecti-
va de género a los decisorios judiciales denote 
el ejercicio de la función jurisdiccional en cla-
ve de Derechos Humanos (33).

III. La adopción judicial de la perspectiva de 
género como medida estatal de acción po-
sitiva

Resulta innegable que toda tarea de indaga-
ción requiere de un abordaje interdisciplina-
rio del problema bajo consideración, lo cual 
supone ni más ni menos que inquirir sobre la 
dimensión social de este (34).

Adicionalmente, no se albergan dudas en 
torno a que la concepción teórica de toda te-

mática sometida a pesquisa debe encuadrar-
se dentro de una visión constructivista de la 
sociedad, es decir, absolutamente superadora 
de una perspectiva “natural” de fenómenos 
que no configuran sino construcciones so-
cioculturales, a raíz de la cual tales sucesos 
adquieren diversos sentidos y matices de con-
formidad con el momento y el lugar de que se 
trate (35).

Es así como la asunción de un enfoque de 
tales características constituye un auténtico 
desafío para quienes emprenden toda labor 
investigativa orientada a alcanzar una com-
prensión más profunda del tópico sobre el 
cual versa tal cometido, dado que no es posi-
ble ensayar posiciones abstractas en las cua-
les sostener un punto de vista ontológico de la 
subjetividad humana (36).

A la luz de esa concepción, cabe subra-
yar que la prédica que subyace a la binarie-
dad del sexo/género y a las prácticas jurí-
dicas fundadas en ella no es neutral (37), 
esencial y objetiva —cualidades centrales 
para el pensamiento jurídico moderno—, 
sino que se trata de un discurso de poder 
que favorece el statu quo y la desigualdad 
existente. De esa forma, bajo el ropaje de 
la neutralidad y la objetividad, se clausura 
cualquier tipo de disenso o posibilidad de 
cambio (38).

Con ese alcance, es preciso puntualizar que 
enfocar el discurso jurídico exclusivamente 
desde la bipolaridad del sexo/género, abarca 
una escena que deja sin existencia jurídica a 
opciones que, construidas desde una alterna-
tiva biográfica plausible, quedan al margen de 
la institucionalidad (39).

De ahí que no sería concebible hoy una res-
tringida tutela de las personas que, al entrar 
en colisión con postulados tales como la liber-
tad, la igualdad y la dignidad (40), desembo-
cara en su desconocimiento (41).

Es, por ello, que toda medida estatal debe 
prever la posibilidad de que la totalidad de los 
seres humanos pueda concretar su proyecto 
existencial, a salvo de las crueles consecuen-
cias que derivan de prejuicios anacrónicos 
que fuerzan estereotipos culturales (42) por 
encima de la autodeterminación de la perso-
na concernida (43).

Así pues, cabe poner de relieve que el prin-
cipio constitucional atinente a la tutela de la 
pluralidad cultural (art. 75, incs. 17 y 19, Carta 
Magna) (44) entraña la exigencia de la defen-
sa estatal contra injerencias arbitrarias o ilegí-
timas en el libre desenvolvimiento de recorri-
dos vitales diversos (45).

Empero, el derecho al reconocimiento 
de la diversidad en cualquiera de sus mo-
dalidades se aprecia, correlativamente, no 
solo como una obligación pasiva de no in-
tromisión o respeto por parte del Estado, 
sino como una obligación positiva (46), es 
decir, un deber de favorecer, incentivar y 
fortalecer el efectivo ejercicio de sustan-
ciales derechos de que gozan las perso-
nas (47).

En esa tesitura, la tutela constitucional de 
la pluralidad y diversidad cultural (48), que 
comprende su amparo social, económico y 
jurídico, exige el trazado de políticas públi-
cas orientadas a tornar efectiva dicha protec-
ción (49).

Bajo ese prisma, es el Estado quien debe 
adoptar las medidas de acción positiva (50) 
que confieran efectividad al ejercicio de los 
preponderantes derechos (51) de que son 
titulares aquellas personas cuyas experien-
cias genéricas y corporales se enmarcan en 
la esfera de la diversidad (52) (art. 75, inc. 23, 
CN) (53), en aras de evitar el menoscabo de su 
personalidad (54).

Ciertamente, es el Estado quien debe 
adoptar las medidas legislativas, adminis-
trativas y de otra índole (55), que resulten 
indispensables a los efectos de garantizar la 
plena satisfacción de los derechos (56) de 
que gozan las personas que transitan viven-
cias genéricas y corporales de raíz disiden-
te (57).

A tenor de tales premisas, deviene impe-
rioso que nuestros magistrados procedan a la 
introducción de la denominada perspectiva 
de género (58) en sus pronunciamientos, for-
mulando un abordaje que atienda al estado 
de desigualdad real en que se hallan sumidos 
determinados justiciables (59).

En efecto, la incorporación de dicha mi-
rada al ejercicio de la función jurisdiccional 
configura una obligación internacional (60) 
en materia de Derechos Humanos (61), que 
permite: “(...) dar cuenta de las diferencias 
estructurales entre varones y mujeres y de las 
condiciones de vulnerabilidad a las que éstas 
pueden verse sometidas, a fin de aportar solu-
ciones adecuadas a la conflictividad propia de 
cada caso (...)” (62).

Ahora bien, es preciso añadir que, tenien-
do en consideración que la perspectiva de 
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La pandemia provocada por COVID-19 
vino para transformar al mundo. Las relacio-
nes sociales, inevitablemente alteradas por 
el contexto, revelaron con mayor crudeza las 
consecuencias de una justicia patriarcal y ar-
caica que no cumple los estándares interna-
cionales en materia de género.

De cara a un nuevo 8 de marzo, las reflexio-
nes en torno a las desigualdades que padecen 
las mujeres se agudizan, es por ello que aprove-
cho la ocasión para presentar algunas reflexio-
nes en torno a la realidad judicial en tensión 
con las cuestiones de género, para finalmente 
emprender un delineado de los alcances de 
una verdadera justicia feminista: ¿Cómo pode-
mos definirla? ¿En qué línea la podemos cons-
truir? ¿Qué nos sobra? ¿Qué nos falta?

I. El Poder Judicial en versión digital

Si bien la trasformación digital de la trami-
tación de los procesos judiciales, en el ámbito 
de la provincia de Buenos Aires venía en mar-
cha, el escenario mundial impuso su definiti-
va implementación. La posibilidad de contar 
con el acceso remoto a los sistemas de gestión 
de causas, eliminó las distancias entre lxs ope-
radores judiciales y sus despachos. Facilitó la 
comunicación con lxs auxiliares de la justicia 
y los justiciables, así como abrió la puerta (no 
sin polémicas) a nuevas herramientas tecno-
lógicas para la agilización de los trámites ju-
diciales (1).

Sin interés en ahondar aquí en los beneficios 
e inconvenientes de la nueva modalidad, lo que 
merecería una reflexión aparte, aquello que pa-
recería facilitar el trabajo contra la pandemia 

que implica no ya el COVID-19 sino la violen-
cia de género, se estrella contra la realidad que 
pone al descubierto una vez más, la ausencia de 
una justicia con perspectiva de género (2).

La pregunta que guía este breve análisis 
podría enunciarse en los siguientes términos: 
¿Por qué, más allá del amplio abanico de le-
yes que consagran la real desigualdad a la que 
se encuentran sometidas las mujeres y todxs 
aquellos que cuestionan el binario heteronor-
mativo, continuamos observando una justicia 
que evita pensar al derecho en clave de género?

II. ¿Necesitamos más leyes?

Los feminismos jurídicos poseen una his-
toria de lucha que reconoce variados triunfos 
históricos en materia legislativa. La transfor-
mación del estatus jurídico de la mujer —de 
incapaz a sujeta de derechos— no vino sin un 
precio que hoy continuamos saldando. Sos-
tengo que pensar que las leyes transforman 
per se al mundo que gobiernan, es continuar 
presas de la ilusión prometida por la igualdad 
formal cuya única proyección es la perpetua-
ción de las desigualdades.

En primer lugar, debemos poner sobre el 
escritorio la caracterización del contexto en 
el que vivimos: una sociedad profundamen-
te machista y desigual, en donde las mujeres 
estamos subrepresentadas y nuestras trayec-
torias se encuentran teñidas de violencias 
desde nuestros primeros contactos con el 
mundo social. Nuestras experiencias en la es-
fera pública y privada, más allá de los matices 
propios que plantea la interseccionalidad y 
que profundizan la desigualdad, nos encuen-

tra reunidas en lugares comunes que nos son 
hostiles e impiden nuestro desarrollo integral 
en tanto sujetxs de derecho.

Desde mi lugar de abogada feminista y opera-
dora judicial, me angustia terriblemente la rea-
lidad que nos toca vivir. Enfrentarnos al fracaso 
de nuestra tarea, es lo que me lleva a sostener 
que con la ley no alcanza y que debemos pro-
fundizar el debate para romper con la estructura 
que sostiene a esta justicia misógina (3).

El femicidio de Úrsula en la ciudad bonae-
rense de Rojas, por citar uno de los tantos que 
vienen ocurriendo en lo que va del año, nos 
enfrenta nuevamente con el descalabro de un 
sistema que actúa no solo haciendo caso omi-
so a la ley sino violándola con impunidad.

Con más interrogantes que certezas, pro-
pongo pensar al fracaso como “punto de acce-
so a procesos complejos” (4), tratando de in-
dagar en los procedimientos que impiden las 
respuestas judiciales efectivas, considerando 
tanto a los sujetos individuales como a la or-
ganización social, para de ese modo, poner al 
descubierto la naturaleza de sus interrelacio-
nes en relación al género.

Haciendo una síntesis del plexo normati-
vo que dispone garantías para las experien-
cias humanas afectadas desigualmente por 
el género, podemos comenzar por nombrar a 
La Convención sobre la Eliminación de todas 
las formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW), instrumento estrella del sistema 
internacional de protección de los Derechos 
Humanos que fue la culminación de más de 30 
años de trabajo de la Comisión de la Condición 

Jurídica y Social de la Mujer, órgano creado en 
1946 para seguir de cerca la situación de la mu-
jer y promover sus derechos. Permitió fundar 
las bases para el reconocimiento jurídico de 
las demandas sociales que encontraban, en la 
negación de sus derechos, un denominador 
común: el sistema patriarcal.

Dicho instrumento internacional, dotado 
de jerarquía constitucional a partir del año 
1994, marca la piedra fundacional en el reco-
nocimiento de los derechos con perspectiva de 
género, haciendo explicito el reconocimiento 
de la real y profunda desigualdad en la que se 
encuentran las mujeres en el mundo social.

Por otra parte, en el sistema regional con-
tamos la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer conocida también como “Be-
lem Do Pará” a la cual Argentina adhirió por 
ley 24.632.

Quiero destacar que ambas normas inter-
nacionales coinciden en señalar que la va-
riable género actúa diferencialmente entre las 
personas a la hora de hacer efectivo el derecho 
a la igualdad. Como ya señalé (5), Belem do 
Para pone de relieve que las relaciones de po-
der han sido históricamente desiguales entre 
hombres y mujeres, lo que implica establecer 
-como piso de marcha- que nos relacionamos 
en una sociedad patriarcal, donde la subordi-
nación de la mujer está asociada a prácticas 
basadas en estereotipos de género socialmen-
te dominantes y persistentes (6).

En el ámbito nacional, La Ley 26.485 de 
Protección Integral para Prevenir, Sancionar 

Especial para La Ley. Derechos reservados (Ley 11.723)
(1) Al respecto, presenté un análisis sobre dos casos de 

jurisprudencias en relación a las novedades procesales que 
acompañaron la tramitación de las causas de violencia de 
género en el contexto de pandemia en “La flexibilización de 
las normas procesales en el contexto de violencia familiar y 
de género” disponible en RCCyC 2020 (noviembre), 51, AR/
DOC/3259/2020.

(2) Juzgar con perspectiva de género implica -entre tantos 
supuestos-: dar cumplimiento con las normas locales e inter-
nacionales en materia de género, efectuar un debido control 
de convencionalidad, tener en cuenta el principio de razona-
bilidad en tensión con las categorías sospechosas para anali-

zar los supuestos en donde se justifica la inversión de la car-
ga de la prueba, seguir las directrices emanadas por la CIDH, 
asumir una postura que trasciende lo legal y que constituye 
un compromiso con un cambio cultural urgente así como po-
ner de manifiesto que las necesidades que revela el género 
deben ser tenidas en cuenta desde la interseccionalidad y no 
desde el punto de vista de privilegio (Facio, 2002). Todo ello 
se orienta a cuestionar también la caracterización neutral y 
objetiva del derecho para -de ese modo- explicitar desde que 
paradigma interpreta la norma quien juzga.

(3) No sin dejar de mencionar la injusticia del peso de 
la responsabilidad que recae, una vez más, sobre las femi-
nistas. Somos las mujeres y las disidencias lxs que somos 

víctimas de este sistema y a su vez -pareciera- las únicas 
interesadas e involucradas activamente en el cambio. Esta 
premisa debe contribuir a hacer urgente el estudio de los 
feminismos jurídicos en un mundo judicial que resulta com-
pletamente conservador y hostil a las cuestiones del géne-
ro.

(4) SCOTT, Joan W. “El género: una categoría útil para 
el análisis histórico”, en Amelang, James S. y Nash, Mary 
(eds.), Historia y Género. Las mujeres en la Europa moderna 
y contemporánea, Edicions Alfons El Magnanim, Valencia, 
1990.

(5) SALCEDO, Melanie, “El no pago de alimentos como 
un supuesto de violencia económica. La interpretación del 

art. 522 del Código Civil y Comercial con perspectiva de gé-
nero, LLBA 2019 (diciembre), 10, /DOC/3348/2019

(6) Ello ha sido reconocido expresamente por la CIDH 
en el caso González y otras (“Campo Algodonero” Vs. Mé-
xico. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia del 16 de noviembre de 2009, entre otros. Estos 
estereotipos de género refieren a una serie de atributos o 
características que se asocian de forma automática a los 
hombres y mujeres, formando pares binarios que jerar-
quizan la existencia de los géneros. Hay que destacar que 
aquellos son producto de la cultura, es fundamental para 
sostener su incompatibilidad con el derecho internacional 
de los derechos humanos (Corte Interamericana de Dere-

género no hace alusión únicamente a las 
mujeres cis, sino que comprende todo el 
espectro de la diversidad de géneros (63), 
las asimetrías de poder (64) fundadas en el 
género (65) deben ser singularmente inter-
pretadas (66) cuando se trata de personas 
trans (67).

Es que toda medida estatal debe articularse, 
en última instancia, desde un enfoque que se 
inscriba dentro un paradigma que contemple 
los específicos ciclos de violencia (68), exclu-
sión y estigma por los que ciertos colectivos 
integrados por personas estructuralmente 
vulnerables (69) han atravesado (70).

IV. Conclusión

Con arreglo a lo expuesto, cabe concluir 
que la introducción de la perspectiva de gé-
nero en el quehacer jurisdiccional supone el 
despliegue de un abordaje de la diversidad 
genérica y corporal que la contempla como 

un asunto discernible en clave de Derechos 
Humanos (71).
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y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en 
los ámbitos en que desarrollen sus relaciones 
interpersonales —de orden público— recoge 
los postulados de los instrumentos interna-
cionales, estableciendo que “el factor de ries-
go para sufrir determinados tipos de violencia 
es el solo hecho de ser mujer” (7).

Por otra parte, en línea con los avances le-
gislativos mencionados, podemos destacar 
la ley 26.618 de matrimonio entre personas 
del mismo sexo, la Ley 26.743 de Identidad 
de Género, la Ley 25.929 de Parto Humaniza-
do, la Ley 24.012 de Cupo Femenino y Cupo 
trans (Ley de la Pcia. de Buenos Aires 14.783), 
la incorporación de la figura del Femicidio al 
Código Penal, así como las reformas introdu-
cidas al Código Civil y Comercial de La Nación 
en clave de género.

III. ¿Por qué la ley no es suficiente?

Si bien una serie de reformas legislativas 
como hemos visto corroboran la incorpora-
ción del género como punto neurálgico en 
la agenda política, advertimos que aquello 
resulta insuficiente para cuestionar las ba-
ses sobre las que reposa el sentido común 
patriarcal que guía al funcionamiento de la 
justicia.

Me pregunto, entonces... si el reconoci-
miento formal de los derechos existe, ¿cómo 
es posible que no se logre la aplicación e in-
terpretación de las normas en clave de géne-
ro? ¿Cómo despertar el más básico sentido de 
sensibilidad humana en quienes se encuen-
tran a cargo de decidir nuestros destinos? 
¿Cómo contribuir a dicha tarea desde el inte-
rior del sistema? ¿Qué más hace falta? ¿Cómo 
despertar en otros el fuego interno que provo-
ca la injustica que padecemos a diario?

Considero que debemos atender a estos 
disparadores, teniendo en cuenta el carácter 
colectivo y dinámico que implica un proceso 
de construcción de un nuevo Derecho que 
pueda ser la base del cambio.

Sé que cada vez somos más quienes den-
tro de la justicia, nos encolumnamos en sus 
verdaderas filas, las únicas legítimas, pro-
curando un futuro libre de violencias. Pero 
también estoy convencida que la única for-
ma con la que contamos para corroer los ci-
mientos del patriarcado es incorporando los 
aportes feministas en la formación de base 
de todxs lxs profesionales que integran el 
aparato judicial, tópico sobre el que incan-
sablemente la biblioteca feminista viene in-
sistiendo (8).

En esta línea, es importante poner el acen-
to en la transversalidad del género a todo el 
discurso jurídico, única mirada posible que 
permita entender cómo se proyectan las des-
igualdades y cómo el derecho debería ser una 
ciencia social destinada a su combate.

Convoco también a reflexionar sobre las 
capacitaciones que se brindan a los inte-
grantes del Poder Judicial, en todas sus jerar-
quías, en relación a la cuestión de género. Me 
permito sospechar de su instrumentación en 
cuanto a su capacidad transformadora de 
consciencia en tanto su reducido impacto en 
la base cultural de la cuestión (9). Es por ello 
que necesitamos volver a las antiguas discu-
siones que libraron las feministas en cuanto 
a la incorporación del género como enfoque 
transversal a todo el Derecho para poder ir 
marcando la huella de un camino que solo 
verá el éxito a través de una verdadera justi-
cia feminista.

Estas reflexiones se ven fuertemente inter-
peladas en este contexto de aislamiento que 
recrudece la violencia machista, en donde la 
sociedad demanda al Estado una participa-
ción frente a los hechos de violencia que, día 
tras día, nos sumergen en las más aberrantes 
noticias.

De cara a un nuevo aniversario de la lucha 
de las mujeres por conquistar sus derechos, 
insisto, se impone pensar al derecho privado 
constitucionalizado como posibilidad real, 

únicamente en operadorxs que actúen con 
perspectiva de género.

Ahora bien, pensando en una justicia fe-
minista como un horizonte que nos permita 
seguir construyendo este arduo camino, con-
voco a pensar estrategias colectivas que per-
mitan utilizar las herramientas legales en cla-
ve de género. En este punto, es fundamental 
atender a la prevención evitando cómo única 
respuesta posible el castigo.

Ya hemos tenidos avances jurisprudencia-
les en cuanto a la responsabilidad del Estado 
por el no cumplimiento de sus deberes in-
ternacionales (10), valiosísimos precedentes 
cuyo fin es evitar la repetición de estas con-
ductas.

Es por ello que, para crear una justicia que 
no sea enemiga de las víctimas, debemos tra-
bajar en la única posibilidad de ingreso al uni-
verso jurídico a través del prisma que impone 
la indiscutible desigualdad de género en pos 
de equilibrarla.

IV. Palabras de cierre

Para intentar responder algunos de los inte-
rrogantes que propuse al comienzo, me gus-
taría convocar a todxs los profesionales que 
lean estas líneas a una profunda autocrítica 
en clave de género.

La única manera de generar un cambio es 
cuestionando las estructuras de pensamiento 
que continúan generando sospechas hacia el 
feminismo a través de artilugios despreciables 
que intentan reducir los derechos conquista-
dos a meras ideologías. No se puede seguir 
hablando, debatiendo, escribiendo e inter-
pretando la ley con posturas que contradigan 
los postulados básicos, de jerarquía constitu-
cional, que establecen que el ser mujer o disi-
dencia es un factor de riego.

Quiero destacar que la doctrina es el 
ámbito propicio con el que contamos para 

generar el debate que nos impone la reali-
dad. Utilizarlo, es parte del ejercicio de la 
profesión y es una herramienta muy valiosa 
a la hora de disputar el sentido común he-
gemónico que continúa generando barreras 
frente al acceso efectivo al goce de nuestros 
derechos.

Propongo entonces comenzar a pensar una 
justicia feminista que nos permita salir a dis-
putar espacios para transformar la manera en 
que vemos e interpretamos el mundo. Para 
ello, convoco a involucrarnos en el andamiaje 
de una nueva justicia, alternativa a la que hoy 
conocemos, que tome cómo punto de parti-
da en primer lugar, que la víctima es un ser 
humano que demanda al estado soluciones 
frente a un problema que no es personal sino 
estructural, o, dicho de otro modo, que nos 
enfrenta al lema feminista que “lo personal es 
político”.

En esta línea, es fundamental preguntarnos: 
qué necesita, quién es (11), cómo vive, qué re-
clama, cómo podemos ayudarla. A su vez, pre-
guntarnos ¿podemos resolver su problema?, 
si la respuesta es no ¿con qué herramientas 
contamos para involucrar a otros sectores del 
Estado? ¿Podemos continuar operando sin la 
colaboración de los otros poderes? ¿Cuándo 
cesa nuestra participación? ¿Qué dispositivos 
de seguimiento de la problemática podemos 
implementar?

Si bien estas preguntas son algunas de las 
que podemos plantearnos, dejo abierto el de-
bate haciendo hincapié en que los postulados 
de los feminismos jurídicos son aquellos que 
deben trazar el mapa de la construcción de 
una justicia feminista. Para poder ponerlos en 
valor, es necesario primero conocerlos, luego 
encarnarlos y por último salirse de las atadu-
ras de una aplicación legal que falsamente se 
denomina neutral. La justicia será feminista o 
no será.
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